
LEY DE SEGURIDAD NACIONAL

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicentena-
rio de la Independencia.— Centenario de la Revolución.—
LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.— Junta de Co-
ordinación Política.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara De Diputados.— Presente.

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 34, numeral 1, inciso a) de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, en atención al acuerdo asumido en su reunión del
día de hoy, nos permitimos solicitarle someter a la consi-
deración del Pleno, la modificación del turno de la Minuta
con proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley de Seguridad Nacional, remitida por la Cá-
mara de Senadores el 28 de abril de 2010, con el propósito
de propiciar de manera eficaz la dictaminación, para que-
dar como sigue:

Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación,
de Derechos Humanos y de Defensa Nacional, para
dictamen, encabezando la Comisión de Goberna-
ción.

Lo anterior, con fundamento en lo previsto por el artículo
260, numeral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, y considerando la facultad conferida a dicho órgano de
gobierno por el artículo 20, numeral 2, inciso b) de la Ley
Orgánica.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2011.— Diputada
Josefina Eugenia Vázquez Mota (rúbrica), Presidenta y Coordinadora
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Fran-
cisco Rojas Gutiérrez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional; Diputado Armando Ríos Pi-
ter (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática; Diputado Juan José Guerra Abud (rúbrica),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México; Diputado Pedro Vázquez González (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Diputado Pedro Jiménez
León (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario de Conver-

gencia; Diputado Reyes S. Tamez Guerra (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
¿De qué ley?

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: La minuta
con proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley de Seguridad Nacional, remitida por la Cá-
mara de Senadores el 28 de abril de 2010.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Adelante, sí, continúe.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Se turna a
las Comisiones Unidas de Gobernación, de Derechos Hu-
manos y de Defensa Nacional para dictamen, encabezando
la Comisión de Gobernación.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
En consecuencia, con fundamento en el artículo 260, nu-
meral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputados, esta
Presidencia resuelve que la minuta con proyecto de decre-
to que reforma diversas disposiciones de la Ley de Seguri-
dad Nacional, remitida por la Cámara de Senadores el pasa-
do 28 de abril de 2010, queda turnada a las Comisiones
Unidas de Gobernación, Derechos Humanos y Defensa
Nacional para dictamen. 

Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si aprueba esta resolución.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si es de aprobar-
se esta resolución. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Diputadas y dipu-
tados que estén por la negativa. 

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputado. Diputada Ruiz Massieu y diputado Cár-
denas. Queda aprobada la resolución de la Presidencia.
Adelante, diputada.
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La diputada Claudia Ruiz Massieu Salinas (desde la cu-
rul): Gracias, diputado presidente. Para hacer del conoci-
miento de este pleno que en virtud de la comunicación que
acaba de ser leída y votada por esta Cámara, los diputados
del PRI hacemos de su conocimiento que estamos envian-
do en este momento al presidente de la Comisión de Go-
bernación una comunicación formal, solicitando que de in-
mediato convoque al pleno de dicha comisión para iniciar
los trabajos de dictaminación de la Ley de Seguridad Na-
cional y que hacemos nuestro el documento del grupo de
trabajo plural que ordenó la Junta de Coordinación Política
para que pueda, de inmediato, someterse a discusión de di-
cha comisión e iniciar este proceso de dictaminación.

Ello con fundamento en el artículo 6o., fracción III de
nuestro Reglamento. Y le comparto también, señor presi-
dente, que al tiempo que enviamos esta comunicación al
presidente de la Comisión de Gobernación, le estamos re-
mitiendo copia a usted, presidente de la Mesa Directiva,
para que si lo considera, la Mesa Directiva nos auxilie tam-
bién conminando al diputado presidente de la Comisión de
Gobernación a llamar al pleno de la comisión para sesión
de inmediato. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputada. Diputado Jaime Cárdenas, diputado Pé-
rez Cuevas y diputado Fernández.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul). Gracias, presidente. En primer lugar para decir a los
compañeros diputados y diputadas de este pleno, que espe-
raríamos que las comisiones a las que ha sido turnado esta
minuta, actúen dentro de los plazos previstos en el Regla-
mento; debe cumplirse irrestrictamente el Reglamento y no
presionar al señor presidente de la Comisión de Goberna-
ción, al diputado Corral, sino ajustarnos estrictamente al
Reglamento que aprobó por mayoría el PRI y el PAN. Eso
es por una parte.

Por otro lado, señalar, presidente, que aunque nosotros es-
tamos totalmente en contra de esa minuta de reforma a la
Ley de Seguridad Nacional, tanto por razones jurídicas, le-
gales, constitucionales, derivadas de los tratados de dere-
chos humanos, como por razones políticas y filosóficas,
nosotros estimamos que hubo una posición que debe ser re-
conocida entre los diputados del PRI.

Quiero reconocer en este momento al diputado Francisco
Rojas, quiero reconocer al diputado Navarrete Prida y a la
diputada Claudia Ruiz Massieu, aunque no comparto sus

puntos de vista, quiero reconocer la atinencia que han teni-
do para que se le dé un trámite respetuoso de las prácticas
parlamentarias y del Reglamento a esta minuta. Eso es to-
do, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputado. Diputado Pérez Cuevas.

El diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. En el caso de la bancada del PAN
éste es un tema que ha llevado a una discusión y que per-
manentemente ha planteado que se requiere un marco jurí-
dico para el actuar de las Fuerzas Armadas, en ayuda soli-
daria y subsidiaria de las entidades federativas. Eso es
irrestricto. El PAN lo buscará cuidando el marco de respe-
to a los derechos humanos, cuidando los tiempos.

Sólo quisiera preguntar porque un PRI hoy, en la Junta de
Coordinación Política, acordó hace un momento —y ese
comunicado debiese estar ya en la Mesa Directiva— que se
turnara a tres comisiones: Gobernación, Defensa Nacional
y Derechos Humanos.

Ya que está aprobado en ese sentido, tendría que iniciarse
un proceso acordado por los propios coordinadores, a pro-
puesta también de alguno de los coordinadores del PRI, pa-
ra que se diera un plazo de dictaminación.

Otro PRI, en este momento dice que en este momento se
dictamine. La pregunta y la duda es qué PRI tiene razón, el
que acordó lo de las tres comisiones y el tiempo a discutir
o el que dice que en este momento se discuta.

El PAN está listo para darle marco jurídico a las Fuerzas
Armadas, el PAN está listo para defender los derechos hu-
manos, el PAN está listo para que demos también la refor-
ma laboral y la reforma política que el país requiere y la
pregunta es si el PRI también está dispuesto.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputado Fernández.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Diputado presidente, compañeros diputa-
dos, compañeras diputadas, hemos apoyado todos el trámi-
te que ha solicitado la Presidencia de mandar a comisiones
unidas esta minuta enviada por el Senado.

Me parece que es incorrecto que acto seguido se haga a
nombre del PRI un planteamiento de otra vez querer forzar



las cosas porque los plazos son muy claros y los procedi-
mientos son muy claros.

Primero, no tiene un dictamen la Comisión de Goberna-
ción; la Comisión de Gobernación debe trabajar un dicta-
men o, en su defecto, trabajar con la minuta del Senado y
de ahí generar un dictamen.

El grupo de trabajo que oficiosamente ha venido trabajan-
do un documento, es un documento de un compañero di-
putado que preside una comisión que no tiene nada que ver
con el tema y que ha recibido críticas muy fuertes porque,
bajo la figura de declaración de existencia de afectación de
la seguridad interna, se encubre la suspensión de derechos
y garantías constitucionales.

Hemos tenido un par de reuniones en la Comisión de la De-
fensa Nacional con activistas y defensores de derechos hu-
manos que hicieron críticas muy acres al proyecto presen-
tado por esta comisión oficiosa, llamado grupo de trabajo
aquí eufemísticamente, y hay cada vez más claro el com-
promiso y la necesidad de que haya un proceso de discu-
sión que genere una respuesta a dos preocupaciones: dar
garantías a la ciudadanía de la seguridad pública que debe
imperar en el país; y, dar un irrestricto respeto a los dere-
chos humanos.

Insistir en sacar sobre las rodillas una decisión que es to-
talmente contraria al artículo 29 constitucional, que esta-
blece muy claramente los procedimientos para suspender
derechos y garantías constitucionales, es un nuevo esfuer-
zo, me parece ya, desesperado del Partido Revolucionario
Institucional que, además yo, seré franco, políticamente no
entiendo qué gana con esta obcecación que tiene en este te-
ma.

Nosotros vamos a debatir...

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputado.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Concluyo, con mucho gusto, diputado pre-
sidente. Una vez que emita la convocatoria para las Comi-
siones Unidas, si el plazo da todavía para que haya esa se-
sión, pues ahí estaremos nuevamente defendiendo nuestros
puntos de vista, y sobre todo defendiendo que no se im-
ponga un estado de sitio, un estado de excepción, un esta-
do militar en nuestro país, que no lo necesita. Muchas gra-
cias, diputado presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
La diputada Uranga, luego el diputado Martel y procederé
con la sesión. Diputados, no está a debate. El trámite ya se
dictó. Vamos a continuar con la sesión. Señora diputada
Uranga.

La diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz (desde la
curul): Señito, para que no nos metamos en elucubraciones.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Señito diputada Uranga.

La diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz (desde la
curul): Presidente, apelando el cumplimiento del Regla-
mento, y recordando que hay cinco comisiones y que el
Reglamento en los artículos 72 al 75 es muy específico en
términos de los plazos y el procedimiento para las cone-
xiones de turno, desde luego, considerando que es funda-
mental el que Ilich como nuestro representante en la Junta
de Coordinación pueda comunicarnos si han llegado a al-
gún tipo de acuerdo al respecto, pero demandando el es-
tricto cumplimiento al Reglamento por esta soberanía.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputado Martel.

El diputado José Ramón Martel López (desde la curul):
Muchas gracias, señor presidente. En primer lugar para su-
marnos al reconocimiento del grupo de trabajo plural que
instruyó la Junta de Coordinación Política, a fin de emitir
un documento de lo que parece y que hay que decirlo de
frente, algunos de palabra dicen, pero en los hechos parece
que no lo quieren.

El PRI manifiesta su intención de tener una Ley de Seguri-
dad Nacional para que satisfaga a los mexicanos que la es-
tán demandando y que tengamos pleno respeto a los dere-
chos humanos y acotamientos para el uso de facultades
cuando al Ejército se le convoca a salir a la calle.

Lo que se hizo por parte de la fracción parlamentaria del
PRI es honrar el acuerdo de la Junta de Coordinación Polí-
tica pidiendo, sugiriendo y exhortando a que la Comisión
de Gobernación y las demás comisiones se pongan de in-
mediato a trabajar, a fin de lograr a la mayor brevedad po-
sible tener un dictamen. Nadie habló de sorpresas, de que
tengamos un dictamen para el día de mañana. Sorpresa es
que algunos no estén atentos a lo que se vota; y lo que se
votó es el returno que ya fue aprobado por los legisladores.
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Más atento a lo que votan los diputados, señor Carlos Pé-
rez Cuevas, y más atentos al trabajo del presidente de la
Comisión de Gobernación, Javier Corral.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputado Ilich, diputado Corral…

El diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (desde la cu-
rul): Por alusiones personales.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: ...
y diputado Pérez Cuevas para alusiones personales. Pero si
me permite, no le voy a respetar la prelación, para que ter-
minemos de desahogar los temas. Diputado Ilich.

El diputado Ilich Augusto Lozano Herrera (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. 

Primero, aclarar que el Grupo Parlamentario del PRD ha
manifestado, a través de todas las formas posibles, su con-
vicción de participar en este dictamen de la Ley de Seguri-
dad Nacional. Lo que nosotros no podemos compartir es
que una cosa se acuerde y otra sea la que se haga en esta
Cámara de Diputados.

Con mucha claridad en la Junta de Coordinación Política
acordamos: un procedimiento de discusión que llevara, co-
mo primer principio, no darnos albazos por parte de ningún
grupo parlamentario; generar un proceso que nos permitie-
ra llegar a la más amplia discusión posible de la Ley de Se-
guridad Nacional, lo cual se dejó planteado que por ello es-
tábamos convocando a un periodo extraordinario de
sesiones que nos llevara a la discusión de este dictamen.

Lo que hoy se está presentando, por parte del Grupo Parla-
mentario, parece contravenir el acuerdo que tomamos hace
unas horas, donde decíamos que íbamos a llevar una dis-
cusión, cuando menos al 17 de mayo, que se volviera a reu-
nir la Junta de Coordinación Política para ver cuál era el
avance en las comisiones que iban a dictaminar esta ley.

Si bien es cierto, sí suscribimos el acuerdo, pero marcando
nuestras diferencias de que el Grupo Parlamentario del
PRD acompañaría que la Comisión de Gobernación si-
guiera como primera en turno en discusión, que la Comi-
sión de Derechos Humanos teniendo una visión diferente a
la Comisión de Defensa pudiera acompañar también la dis-
cusión de este dictamen, y por supuesto la Comisión de
Defensa.

Lo que no permitimos, y lo…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputado.

El diputado Ilich Augusto Lozano Herrera (desde la cu-
rul): … dejamos establecido con claridad, es que hoy se in-
tente dar un albazo. Porque ya les decíamos hace rato, no
queremos que nos estén sacando conejitos y diciendo: mi-
ren, sorpresa; aquí está el dictamen de Seguridad Nacional.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Señores diputados, esta Mesa Directiva quiere reiterar que
en esta Cámara no hay albazos de ninguna clase y en nin-
guna materia. Reiteradamente, cada uno de los grupos par-
lamentarios ha respaldado los trámites de esta Mesa Direc-
tiva, todos ellos apegados al Reglamento y así seguirá
siendo. Diputado Corral.

El diputado Javier Corral Jurado (desde la curul): Pre-
sidente, en primer lugar, para rechazar los señalamientos
de la diputada Claudia Ruiz Massieu.

Y dos, para decirle al diputado Francisco Rojas que la es-
trategia de tratar de hacerme perro del mal, ante las Fuer-
zas Armadas, no le va a resultar. No, no le va a resultar.

No le va a resultar, diputado Rojas, porque lo único que he-
mos reclamado en la Cámara de Diputados es el respeto al
Reglamento, al proceso legislativo, y si alguien ha docu-
mentado su interés por el tratamiento público, abierto, de la
Ley de Seguridad Nacional, es quien ahora hace uso de la
palabra.

Pongo a disposición de todos los señores diputados federa-
les, desde este momento, en la página de Internet de la Co-
misión de Gobernación, las versiones estenográficas de las
sesiones de mesa directiva del 8 de septiembre de 2010 y
del 23 de febrero de este año, donde el presidente de la Co-
misión de Gobernación exigió al Grupo Parlamentario del
PRI un tratamiento público, ad hoc, ceñido al Reglamento
y cuyo dictamen fuera materia de las comisiones y no de un
grupo de trabajo formado al margen de éstas.

He reclamado el respeto al orden constitucional, y si ahora
pretenden hacerme a mí pasar como obstaculizador de un
procedimiento…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputado.



El diputado Javier Corral Jurado (desde la curul): … lo
rechazo por injusto. Rechazo las declaraciones que esta
mañana vertieron la diputada Claudia Ruiz Massieu y el di-
putado Alfonso Navarrete Prida, y las que acaba de realizar
a la televisión el diputado Navarrete Prida.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputado.

El diputado Javier Corral Jurado (desde la curul): Asu-
mo mi responsabilidad plena en este procedimiento, presi-
dente, y no me arrepiento ni un milímetro de esto. Tampo-
co voy a ser instrumento ni voy a prestarme al juego
político, a la disputa política entre Peña Nieto y Manlio Fa-
bio Beltrones.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputado.  Diputado Pérez Cuevas.

El diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. El primer punto que se agradece
en la política, sea uno del instituto político que sea, es ha-
blar con la verdad. Es que cuando se da la palabra, se cum-
pla.

Y en este caso hay dos versiones: una de un PRI que llevó
a un acuerdo a la Junta de Coordinación Política, que se ha
presentado, y una de otro PRI que en este momento ha
cambiado esa versión.

Acción Nacional está a favor de darle marco jurídico a las
Fuerzas Armadas, porque Acción Nacional está a favor de
la seguridad de los ciudadanos. Acción Nacional está a fa-
vor de los derechos humanos. Acción Nacional está a favor
de los derechos laborales de los ciudadanos.

Y en este momento le propongo al PRI y a esta Cámara, se-
ñor presidente, que paremos el reloj parlamentario. Que
nos declaremos en trabajo permanente. Saquemos la Ley
de Seguridad Nacional, la reforma laboral, la reforma polí-
tica, la reforma hacendaria y la reformas que el país exige,
y que una mayoría ha frenado por decisiones fuera de esta
Cámara.

La diputada Claudia Ruiz Massieu Salinas (desde la cu-
rul): Presidente, para alusiones personales.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Presidente.

El diputado Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias
(desde la curul): Presidente.

El diputado José Narro Céspedes (desde la curul): Presi-
dente.

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): Presi-
dente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputada Ruiz Massieu, para alusiones personales; después
el diputado García Granados; después el diputado Sebas-
tián Lerdo; después el diputado Narro; después el diputado
Ríos Piter, y con esto terminaremos la sesión. Adelante, di-
putada. El diputado Del Mazo, también. Permítame, dipu-
tado. Diputada Ruiz Massieu.

La diputada Claudia Ruiz Massieu Salinas (desde la cu-
rul): Gracias, diputado presidente, simplemente para…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Permítanme, señores diputados. Todos han hablado con
pleno respeto. Por favor permitan que los oradores se ex-
presen. Adelante, diputada.

La diputada Claudia Ruiz Massieu Salinas (desde la cu-
rul): Para una precisión, diputado presidente. Cómo cons-
tarán todos los diputados que estaban presentes en el pleno
cuando realicé mi intervención, no hice imputación alguna
al diputado Corral.

Simplemente hice del conocimiento de este pleno que ha-
ríamos llegar una comunicación al presidente de la Comi-
sión de Gobernación, solicitando convocara al pleno de di-
cha comisión para iniciar los trabajos de dictaminación y
que los diputados del PRI hacíamos nuestro el documento
de trabajo, del grupo de trabajo plural instruido por la Jun-
ta de Coordinación Política, para dar inicio a este proceso
legislativo de dictaminación.

Somos los primeros en celebrar que se haya ratificado por
este pleno el turno en primer lugar a la Comisión de Go-
bernación, en primer lugar, y después a otras dos comisio-
nes. En ningún momento pretendí, aludí ni dije que se iba
a dictaminar hoy, ni en ningún momento inmediato ese dic-
tamen.

Propuse, perdón, hice del conocimiento de ustedes que se
remitía la comunicación solicitando que se convocara a la
comisión y que el proyecto que nosotros hacíamos nuestro
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esperábamos sirviera de base para iniciar el proceso de dic-
taminación.

No imputé nada al diputado Corral ni imputaré jamás, por-
que hemos trabajado juntos muy bien en la Comisión de
Gobernación. Celebro que se haya refrendado nuestro tur-
no para poder continuar con los dictámenes tan importan-
tes que requiere el país, como el de la Ley de Seguridad
Nacional.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputada. Diputado García Granados.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Presidente, desde antes de la votación yo había pe-
dido el uso de la palabra, fundamentalmente para una mo-
ción de procedimientos.

Quiero hacer simplemente una historia muy breve de lo
que ha venido pasando. Esta iniciativa fue turnada prime-
ramente el 13 de julio a las Comisiones de Gobernación, a
la de Justicia y a la de Defensa Nacional. Posteriormente
también a la de Seguridad Pública. El 31 de agosto de 2010
se volvió a cambiar el turno para incluir a la Comisión de
Derechos Humanos.

El artículo 75 en su numeral 1 señala claramente que el pla-
zo para solicitar la modificación de turnos será de 5 días
hábiles posteriores a la presentación del asunto y que el
presidente deberá resolver lo conducente.

Ese plazo se venció desde el 8 de septiembre de 2010. Yo
no me explico quién solicitó, muy a destiempo y pasando
por encima del Reglamento, hoy, la modificación del tur-
no. A final de cuentas usted ha señalado que aquí en esta
Cámara no hay albazos, sin embargo, existe la sospecha de
que pudiese tratarse de que esto saliera de inmediato.

Hasta el día de hoy –quiero decirlo, señor presidente– co-
nocimos un proyecto de dictamen que estaba trabajando un
grupo plural, ni siquiera las comisiones a las cuales fue tur-
nada esta minuta.

Esto significa que no nos hemos dado el tiempo suficiente
para discutir y meternos en una conferencia que nos per-
mita hacer lo que realmente le hace falta a México.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Con todo respeto, diputado, todo lo que sigue de comenta-
rios deben formularse a las comisiones en las que ya está

radicado el dictamen. No tiene caso discutir un tema que
no está a discusión en la Cámara.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Estoy simplemente estableciendo el procedimiento,
presidente. ¿Cómo estuvo? ¿Cuál es el fundamento para
haber modificado hoy el turno, después de que el plazo se
venció aproximadamente el 8 de septiembre de 2010 para
solicitar la modificación de turno?

Quién tiene facultades aquí para pasar por encima del Re-
glamento y con tiempos totalmente fatales y cubiertos con
mucho tiempo de anticipación y solicitar una situación que
no puede darse en la realidad.  Es la pregunta para el pre-
sidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
La Mesa Directiva, el presidente tiene esas facultades. En
caso de no tomarlas el presidente, puede hacerlo la Mesa
Directiva, como la Mesa Directiva no se podía reunir y el
trámite había que dictarlo hoy, ese trámite lo validó preci-
samente el pleno en los términos del artículo 260, numeral
4 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

El diputado José Narro Céspedes (desde la curul): Presi-
dente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Adelante, diputado Narro.

El diputado José Narro Céspedes (desde la curul): Es
muy claro para nosotros que es importante que tenemos
que discutir a fondo las iniciativas. Los temas que son res-
ponsabilidad de este poder y de este Congreso y de esta Cá-
mara de Diputados.

A nosotros nos preocupa que hayan querido meter a deba-
te la Ley de Seguridad Nacional, violentando prácticamen-
te el conjunto de procedimientos que se deben seguir en es-
ta Legislatura. Entiendo que se formó una comisión
especial, pero la exigencia de nuestra fracción siempre ha
sido que si el acuerdo es que se deben discutir en cinco co-
misiones que son a las que les toca revisar este tema, en el
marco del acuerdo que ahora se tomó de que únicamente
tres lo tomen, en términos reales y objetivos en el marco de
lo que el Reglamento de esta Cámara señala, deberían ser
cinco comisiones las que lo revisaran.

Debemos, no nada más de este tipo de iniciativas que son
enormemente riesgosas para la seguridad, para los dere-



chos humanos, para las libertades, para la vida democráti-
ca de México, debemos indudablemente contar con la par-
ticipación también de los mexicanos y la opinión de la po-
blación.

Una iniciativa de esta trascendencia debe contar con la opi-
nión del pueblo de México. Por eso nosotros, como frac-
ción parlamentaria…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputado.

El diputado José Narro Céspedes (desde la curul): … del
PRD, sí decimos que el pueblo tiene prisa pero para que ha-
ya justicia, empleo y libertad en México. Por eso plantea-
mos…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Permítame, diputado. Voy a suplicar a las señoras diputa-
das y a los señores diputados nos permitan desahogar este
dictamen, nos permitan desahogar este trámite sin incurrir
en actitudes que puedan provocar el desorden de la asam-
blea.

Voy a suplicarles a los señores diputados pasen a ocupar
sus lugares para que podamos escuchar a los oradores y po-
damos continuar con la sesión.

Termine, diputado Narro.

El diputado José Narro Céspedes (desde la curul): Por
eso planteamos que debemos discutir este tema de forma
minuciosa y detallada, por eso hemos planteado que esta-
mos de acuerdo con que se abra un periodo extraordinario
que nos dé el tiempo suficiente para discutir y revisar y lle-
gar a un acuerdo y a un consenso sobre estos temas tan de-
licados. No a los corcholatazos.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputados, tengo enlistados y tomarán la palabra, el dipu-
tado Muñoz Ledo; el diputado Juan Guerra Abud; el dipu-
tado Ríos Piter; el diputado Enrique Ibarra; el diputado Se-
bastián Lerdo de Tejada y continuaremos con la asamblea.
Adelante, diputado Muñoz Ledo.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Lamento ocupar el turno de Ar-
mando Ríos Piter. Aquí estamos llegando al fin de una co-
media de equivocaciones, pero por imprudencia estamos
iniciando otra.

Sí hubo intención de albazo claro. La sociedad, los partidos
y la reflexión política del país lo detuvieron. Tenemos to-
davía una espada de Damocles. Sí hubo un segundo rojazo.
Quiere decir que el coordinador de la bancada…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Voy a suplicarle, diputado, se refiera usted sin calificativos
y sin adjetivos a los señores diputados, en términos del ar-
tículo 8 del Reglamento.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Señor presidente, no son califica-
tivos; son diminutivos. Quiero decir que ha habido dos in-
tentos de albazo.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputado Muñoz Ledo, todos somos grandes admiradores
de su sentido histriónico. Le suplico por favor se circuns-
criba al tema o me veré obligado a retirarle el uso de la pa-
labra.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): No. Perdóneme, presidente, usted
no me puede calificar, en diccionario qué es histrionismo.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Sí
puedo, diputado.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Usted también es un gran histrión
y lo hace realmente muy bien. Lo felicito. Aquí ha habido
una comedia de equivocaciones. Una minuta del Senado
que no es discutida. Un proyecto ciego cuyo origen es du-
doso y finalmente una comedia que se acabó. Lo que no
podemos aceptar son dos cosas, presidente.

Una es el cerrojazo. No tiene la Mesa ninguna -si me per-
mite, presidente- facultad legal para devolver turnos que ya
dio. Lo acaba de decir el diputado García Granados. Son
cinco días y dar una sola causal que no sea competente.

Yo le pregunto, presidente, ¿no es competente la Comisión
de Seguridad en una Ley de Seguridad? No desafíe la ra-
zón, presidente. Va su amor propio y prestigio en esto. No
es competente la Comisión de Seguridad en una Ley de Se-
guridad. En qué cabeza cabe. No podemos aceptar que esos
dos turnos se bajen.

He pedido hoy, con la anuencia de la junta directiva de la
Comisión de Relaciones Exteriores turno también, porque
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se está dando a la Defensa y a la Marina facultades en ma-
teria de interpretación de la política exterior.

Por último. No vayamos a seguir cometiendo errores.
Mientras siga este pin pon insensato entre los intereses po-
líticos de la Cámara de Diputados y de la Cámara de Sena-
dores, un periodo extraordinario va a servir para una con-
fusión mayor.

Varias voces sensatas aquí y en la otra Cámara están abo-
gando porque un periodo extraordinario sea de Conferen-
cia. Tenemos dos años sin legislar porque ha habido oídos
sordos de una Cámara a otra. Y lo mismo va a pasar con la
reforma política.

Y hay voces también avisadas y sensatas en el Congreso
que están pidiendo un tratamiento conjunto del tema de la
seguridad, del tema de los derechos humanos y del tema de
la justicia.

Pensemos con serenidad y con concertación entre las dos
Cámaras, cuál puede ser el sentido de un periodo extraor-
dinario. Muchas gracias, presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputado. Diputado Guerra Abud.

El diputado Juan José Guerra Abud (desde la curul):
Presidente, colegas, es obvio que los ánimos están crispa-
dos. Yo le quiero pedir el favor, presidente, hay un docu-
mento que le mandó a usted la Junta de Coordinación Po-
lítica, que fue firmado por todos los coordinadores, salvo el
de Convergencia, que no estuvo pero estuvo el vicecoordi-
nador y el acuerdo que se tomó en la Junta de Coordinación
Política fue tomado por todas las bancadas que participa-
mos en esta Legislatura.

Si alguna bancada está inconforme con la decisión de su
coordinador, yo le sugiero respetuosamente que le reclame
a su coordinador, pero aquí hay un acuerdo que firmamos y
yo de verdad interpreto que lo que Claudia señaló hace un
momento fue tratar de interpretar lo que este acuerdo dice.

Yo le pido, presidente, con todo respeto, que pudiera usted
pedirle a la Secretaría que le diera lectura y creo que eso
nos va a aclarar muchas cosas.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
El acuerdo que fue aprobado prácticamente unánimemente

por la Cámara, sea tan amable la secretaria de dar lectura al
acuerdo.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): El acuerdo no puede ir por encima de la ley.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Señor diputado García Granados, este acuerdo fue votado
por el pleno.

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: La Junta de Coordinación Política, con fundamento
en lo dispuesto por el artículo 34, numeral 1, inciso a) de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, en atención al acuerdo asumido en su reunión
del día de hoy, nos permitimos solicitarle someter a la con-
sideración del pleno la modificación del turno de la minu-
ta con proyecto de decreto que reforma diversas disposi-
ciones de la Ley de Seguridad Nacional, remitida por la
Cámara de Senadores el 28 de abril de 2010, con el propó-
sito de propiciar de manera eficaz la dictaminación, para
quedar como sigue:

Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación; de De-
rechos Humanos y de Defensa Nacional, para dictamen,
encabezando la Comisión de Gobernación.

Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo
2560, numeral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos y considerando la facultad conferida a dicho órgano de
gobierno por el artículo 20, numeral 2, inciso b) de la Ley
Orgánica.

Firman todos y cada uno de los coordinadores de la Junta
de Coordinación Política.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputada. Diputado Ríos Piter.

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): Mu-
chas gracias, señor presidente. Yo creo que aquí hubo una
declaración muy poco afortunada que generó obviamente
una gran discusión. Una vez que se ha leído el acuerdo yo
quisiera dilucidar algunos temas.

Primero que nada rendirle todo el apoyo del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática al pre-
sidente de la Comisión de Gobernación. Y me explico.



Durante toda esta semana estuvimos debatiendo cómo se
intentó, a través de la Junta de Coordinación Política, que
no se respetara el Reglamento, y esto es algo que nosotros
estuvimos discutiendo y debatiendo, que en estricto apego
al Reglamento tomáramos los tiempos que el Reglamento
exige.

Entonces no se vale que en este momento, ya porque no les
salió al PRI, y lo digo con toda responsabilidad, el intento
de que solamente saliera en Comisión de Defensa, y estoy
repitiendo justo lo que yo dije en la Junta de Coordinación
Política, no se vale que porque no haya salido, de repente
se quieran encontrar otro tipo de situaciones de carácter po-
lítico.

Esta ley requiere el más amplio de los consensos, y ese
acuerdo que se ha acabado de leer fue votado por todos, por
todos los partidos políticos. ¿Con qué finalidad? Con la fi-
nalidad de que, en efecto, de inmediato se convoque a las
comisiones para que empecemos a trabajar.

Los coordinadores no me dejarán mentir que yo pedí que el
próximo 17 de mayo hagamos un corte de caja y veamos
cómo va la Comisión de Gobernación, cómo va la Comi-
sión de Defensa, cómo va la Comisión de Derechos Hu-
manos, y veamos si estamos en tiempo, porque fue un plan-
teamiento del Partido de la Revolución Democrática, de
que podamos sostener un encuentro extraordinario en con-
ferencia con el Senado para el próximo 26 de mayo.

Entonces yo le agradezco, presidente, me parece muy poco
afortunado que se quiera, después de que hay un acuerdo,
tal vez hacer una justificación de carácter político. Yo los
exhorto compañeros de todas las bancadas, esta ley esta-
mos en una gran posibilidad y oportunidad de construir un
gran acuerdo, no solamente que regule la actuación de las
Fuerzas Armadas, sino que regule la vida del proyecto que
se considera en lo que es la seguridad nacional.

Entonces le vamos a apostar –y con eso cierro–, porque es
a lo que le apuesta el PRD y es lo que hemos construido
con las izquierdas, a una visión precisamente que logre eso.

Yo esperaría –y con eso termino– que no queramos sacar
una raja política por equivocaciones procedimentales que
en este momento ya no se pueden cubrir y que hay que ape-
garnos al Reglamento. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputado Ríos Piter. Diputado Ibarra.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Gracias, señor presidente. Efectivamente, en la sesión
que tuvimos hoy en la Junta de Coordinación, este tema
que prontamente ha sacado el Grupo Parlamentario del PRI
aquí nos llevó dos horas en su discusión, nos llevó dos ho-
ras en su deliberación.

Yo suscribo lo que aquí acaba de decir el coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, por nuestra parte, nosotros, en el PT, hemos dejado
con claridad meridiana nuestra oposición a que se quisie-
ran quebrantar las reglas de procedimiento, que se insistió
mucho en ello.

Por supuesto, también debatimos en cada una de las reu-
niones el contenido de la propuesta que presentó el diputa-
do Navarrete Prida, y no solamente eso. Presentamos cua-
tro propuestas por escrito, en tiempos diferentes, con
nuestros puntos de vista.

De lo que aquí se ha puesto a colación, a discusión, insisti-
mos, el acuerdo fue expreso. Uno, desahogar este asunto
con estricto apego al Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, en lo que se refiere el articulado del 71 al 75.

Se dijo con claridad y están las versiones estenográficas de
la sesión de hoy de la Junta de Coordinación Política, de
que las comisiones, encabezadas por la que preside el di-
putado Javier Corral, para convocar a comisión tendrían
que respetar escrupulosamente las 48 horas de convocato-
ria a los integrantes de las comisiones, y que en su caso —
lo acaba de puntualizar Ríos Piter— el 17 de mayo, que se-
rá la primera reunión de la Junta de Coordinación Política,
se evaluarán los avances que lleven las comisiones a las
que se les ha encomendado este asunto. Reiteramos nues-
tra petición también en la Junta de Coordinación, que el
proceso de estudio para el mes de mayo incluye no sólo a
los grupos parlamentarios, sino que se dé voz a la sociedad
civil y concretamente…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputado.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): … a los organismos de derechos humanos.

Antier y ayer tuvimos un ejercicio muy fructífero en la Co-
misión de la Defensa Nacional, aunque algunos de sus di-
rectivos no se presentaron.
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Escuchar voces de defensores de diversas instituciones de
la sociedad civil y de derechos humanos, a los que les ten-
dremos que dar voces para escuchar sus planteamientos an-
tes de los dictámenes pertinentes. Gracias, presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputado. Diputado Sebastián Lerdo de Tejada.
Con su disculpa, diputada, anuncié cuál era el último ora-
dor. Adelante, diputado.

El diputado Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias
(desde la curul): Gracias, diputado presidente. Compañeras
y compañeros, más que un conjunto de monólogos en tor-
no al tema, para el PRI, y es lo que se ha reiterado en voz
de la diputada Ruiz Massieu, lo que se quiere construir es
un diálogo que nos lleve a la dictaminación de una ley que
le sea útil al país.

Más allá de la extraña posición de esta derecha que tira la
piedra y esconde la mano o de las aficiones caninas de al-
gunos de los preopinantes, el PRI reitera su posición de
disposición plena a trabajar en la Comisión de Goberna-
ción, a discutir con todas las fuerzas políticas el mejor dic-
tamen en la materia que le sea útil al país.

No descalificamos, de entrada, y no aceptamos descalifica-
ciones a nuestro partido, de entrada, en el inicio de un de-
bate que debe darse con la responsabilidad republicana de
un tema de tal urgencia y de tal delicadez por los efectos
que ha tenido, incluso en los saldos de esta administración
con más de 40 mil mexicanos ejecutados, producto de una
estrategia que a todas luces no es útil y que amerita una re-
flexión de esta asamblea y del órgano auxiliar definido así
por el Reglamento, que es la comisión dictaminadora.

Simple y llanamente reiterar que el PRI sí quiere discutir el
tema, sí urge la discusión del tema y quiere que la comisión
se reúna a dictaminar, punto.

Bienvenidas todas las opiniones distintas a los documentos
que estén elaborados; si de lo que se trata es de construir el
consenso en torno a un tema que más allá de los partidos
políticos debe ser útil para la República. Gracias.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señor diputado. Continuamos con los dic-
támenes. Vamos a darle publicidad en estos momentos al
dictamen con proyecto de decreto que expide la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe-
deral.

RECESO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (a
las 18:15 horas): Voy a decretar un receso de unos minutos,
nada más para resolver si el trámite va a tener simplemen-
te publicidad, como yo creo que esperan los señores dipu-
tados y continuar mañana con la sesión.

Se decreta un receso de tres minutos 

(Receso)

ESCUELAS DE TIEMPO COMPLETO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: (a
las 18:18 horas): En lo que continuamos, vamos a proce-
der, estimados diputados, a poner a discusión y votación
los dictámenes con puntos de acuerdo que se encuentran
publicados en la Gaceta Parlamentaria; son nueve, no he-
mos recibido reservas acerca de ellos y son de votación
económica.

Por tanto, pregunte la Secretaría si esta asamblea conside-
ra aprobar los nueve dictámenes de puntos de acuerdo que
se encuentran publicados en la Gaceta Parlamentaria. Pre-
gunte si se omite su lectura.

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: Por instrucciones de la Presidencia y en votación
económica se consulta a la asamblea si se dispensa la lec-
tura de los dictámenes publicados en la Gaceta Parlamen-
taria.

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Quienes estén por la negativa.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

«Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, con puntos de acuerdo por los que se ex-
horta a la SEP a rendir un informe sobre el programa Es-
cuelas de Tiempo Completo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión



de la LXI Legislatura fue turnada para estudio y análisis la
proposición con punto de acuerdo por la cual se exhorta al
secretario de Educación Pública a rendir un informe res-
pecto al programa Escuelas de Tiempo Completo, a cargo
de la diputada Leticia Quezada Contreras, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, LXI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 80, 85, 176 y 182, numeral 3, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta asamblea el presente dictamen:

I. Antecedentes

A. En sesión ordinaria celebrada por el pleno de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión el 17 de
marzo de 2010, la diputada Leticia Quezada Contreras,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, presentó la proposición con punto de
acuerdo por la cual se exhorta al secretario de Educa-
ción Pública a rendir un informe respecto al programa
Escuelas de Tiempo Completo.

B. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados turnó la proposición de
referencia a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos para estudio y dictamen correspondiente.

II. Contenido de la proposición

La proponente señala que la educación en un país es la ba-
se del desarrollo y el crecimiento humano, contribuyendo a
lograr mejores estándares de vida. Así también, resalta que
el artículo 3o. constitucional establece el derecho de todos
los mexicanos a tener una educación pública, laica y gra-
tuita.

Manifiesta que las escuelas de tiempo completo constitu-
yen una alternativa pedagógica de apoyo para el aprendi-
zaje de los educandos con la finalidad de favorecer el de-
sarrollo de las competencias para la educación básica. Sin
embargo, refiere que el programa opera en forma piloto en
diversas entidades federativas, atendiendo a una población
de 75 mil educandos, según cifras de la SEP.

Describe que uno de los objetivos que persigue el progra-
ma Escuelas de Tiempo Completo (ETC) es ampliar las
oportunidades de aprendizaje de los alumnos, tanto las de-
dicadas al logro de los propósitos y al estudio de los conte-
nidos como al impulso de otras líneas de trabajo. Recono-
ce que el programa ETC brinda una mejor y más completa
formación educativa y cultural a los estudiantes, convir-
tiéndose en una opción para los hijos de familias uniparen-
tales y de madres trabajadoras que requieren apoyo institu-
cional; por lo cual plantea que debe ofrecerse como una
opción educativa creciente para que propicie una equidad
educativa, atajando las brechas sociales en favor de la ni-
ñez mexicana.

Expresa que para atender la demanda que tiene la SEP, el
sistema –automático– de inscripción y distribución asigna
los espacios disponibles, desconociéndose la forma y los
criterios utilizados para ello.

Considera que derivado de la gran demanda que tienen los
planteles escolares de tiempo completo, se requiere cono-
cer cuál ha sido el comportamiento del programa desde su
creación, así como su impacto social. También se requiere
conocer el posible déficit en el cumplimiento de la deman-
da de estos planteles y la población escolar que queda fue-
ra de esta opción educativa.

Por ello somete a consideración del pleno solicitar a la SEP
información sobre la población escolar beneficiada con el
programa ETC durante los ciclos escolares en que se ha
aplicado, los casos de asignación de escuela distinta de la
de tiempo completo solicitada por los padres y el avance
que han tenido las entidades federativas con mayor deman-
da de este tipo de escuelas, así como la cantidad de solici-
tudes de preinscripción registradas para el ciclo escolar
2010-2011 en las escuelas de tiempo completo.

III. Consideraciones de la comisión

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
coincide con la diputada proponente en el aspecto de que la
educación es la base del desarrollo y la mejor inversión que
se puede hacer en un país para lograr mejores estándares de
vida.

La dictaminadora reconoce que una preocupación funda-
mental en México es mejorar la calidad de los servicios de
educación pública, particularmente la dirigida a los secto-
res sociales más vulnerables, con el objetivo de cerrar las

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2011411



Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados412

brechas existentes en términos de conocimiento y desarro-
llo de competencias e impulsar la calidad.

La comisión comparte el planteamiento de la promovente
de que las escuelas de tiempo completo o de horario am-
pliado en educación básica constituyen una alternativa pe-
dagógica que permite ampliar las oportunidades educati-
vas, contribuyendo a la formación integral de los
estudiantes.

Con ese sentido, el gobierno federal a través de la SEP im-
plantó desde 2007 Escuelas de Tiempo Completo, el cual
funciona como programa piloto para atender diversas ne-
cesidades sociales y educativas, y contribuir a elevar la ca-
lidad de la educación. El programa ETC está dirigido a la
educación del nivel básico y se propone ampliar las opor-
tunidades de aprendizaje de los alumnos, tanto en las dedi-
cadas al logro de los propósitos y al estudio de los conteni-
dos como al impulso de otras líneas de trabajo a través de
la ampliación gradual del tiempo dedicado al horario esco-
lar. Además, busca apoyar a las familias y fortalecer su par-
ticipación en la tarea educativa de las escuelas, lo que im-
plica una participación corresponsable a favor de la calidad
educativa. De igual forma, ofrece la posibilidad de atender
necesidades sociales surgidas en los últimos 25 años rela-
cionadas con los cambios en la estructura familiar por la in-
corporación de las mujeres al mercado laboral.1

Las escuelas de tiempo completo, además de un horario ex-
tendido, ofrece a los educandos un tiempo enriquecido con
actividades múltiples y diversas, como son el uso de nue-
vas tecnologías de información y comunicación, aprendi-
zaje del idioma inglés, fortalecimiento de la educación fí-
sica y artística, entre otras, donde cada escuela, desde sus
características y necesidades, determina cuales talleres y
actividades se deben implantar para cumplir sus objetivos.2

El programa ETC, aunque es de cobertura nacional, está di-
rigido a escuelas públicas de educación básica, preferente-
mente a aquellas que atienden población en condiciones
desfavorables en contextos urbanos marginales, indígenas
o migrantes. Tiene el compromiso de mejorar la calidad de
los aprendizajes de los estudiantes, particularmente de
aquellos que presentan condiciones de mayor vulnerabili-
dad, niños y adolescentes que no progresan al ritmo espe-
rado debido a su desventaja de origen. Sin embargo, la po-
blación objetivo a que va dirigido el programa (indígenas,
migrantes, urbano marginales) muestra los resultados más
bajos en las evaluaciones estandarizadas realizadas, como
los exámenes para la calidad y el logro educativos. Por ello

es importante dar prioridad a la ampliación de oportunida-
des de aprendizaje a dicha población y ofrecerle mayores
posibilidades de mejorar su calidad de vida a fin de que las
diferencias sociales, culturales, de capacidad e intereses no
generen mayores desigualdades educativas.3

En virtud de lo expuesto, y con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 180, numeral 2, fracción I, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos somete a consideración de
esta asamblea los siguientes

Acuerdos

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública
a informar cuál ha sido la población escolar que ha benefi-
ciado el programa Escuelas de Tiempo Completo durante
los ciclos escolares en que se ha aplicado.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública
a informar cuántos han sido los casos en que el sistema au-
tomático de inscripción y distribución ha asignado una es-
cuela distinta de la de tiempo completo que han solicitado
los padres o tutores de la menor o el menor.

Tercero. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública a
informar del avance que han tenido en las entidades fede-
rativas con mayor demanda de las escuelas de tiempo com-
pleto.

Cuarto. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública a
informar, de conformidad con el sistema automático de ins-
cripción y distribución, cuántas solicitudes de preinscrip-
ción tiene registradas para el ciclo escolar 2010-2011 en las
escuelas de tiempo completo.

Notas:

1 Programa Escuelas de Tiempo Completo. Bases de Operación del
Programa Nacional de Escuelas de Tiempo Completo de 2007 y 2008
[en línea], México, DF, disponible en

http://basica.sep.gob.mx/tiempocompleto/start.php?act=oportunidades
[20 de julio].

2 Los retos que nos plantean las escuelas de tiempo completo. Reunión
Nacional Escuelas de Tiempo Completo, junio de 2008 [en línea], Gua-
dalajara, México. Disponible en http://basica.sep.gob.mx/tiempocom-
pleto/pdf/memoriasjunio/PonenciaMaricelaSanchez.pdf [2010, 20 de
julio].



3 SEP. Programa Escuelas de Tiempo Completo. Orientaciones peda-
gógicas para las Escuelas de Tiempo Completo, 2009 [en línea], Mé-
xico, DF. Disponible en http://www.tiempocompletomorelos.com/
MATERIALESPETC/Orientaciones_trabajo_ETC.pdf [2010, 2 de no-
viembre].
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NO DISCRIMINACION ENTRE LAS 
COMUNIDADES ESCOLARES

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con punto de acuerdo por el que se
exhorta a las Secretarías de Educación Pública, y de Go-
bernación a promover y reforzar las acciones en favor de
una cultura de respeto de las diferencias y de no discrimi-
nación entre los miembros de las comunidades escolares

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de los artículos 80, 85, 176 y 182, numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea el presente dictamen.

I. Antecedentes

A la comisión que suscribe de Educación Pública y Servi-
cios Educativos le fue turnada para su estudio y dictamen,
la proposición con punto de acuerdo en la que se exhorta a
las autoridades de la Secretaría de Educación Pública y de
la Secretaría de Gobernación, docentes y trabajadores de la
educación, a promover y reforzar las acciones a favor de
una cultura de respeto y no discriminación, presentada por
la diputada Gloria Romero León, del Grupo Parlamentario
del Partido de Acción Nacional, el 17 de marzo de 2010.

En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados turnó la proposición en comento a
la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la Cámara de Diputados.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
dio trámite de recibo e inició el análisis correspondiente.

II. Descripción de la proposición

En la proposición presentada por la diputada Gloria Rome-
ro León, manifiesta su preocupación por “proteger la inte-
gridad física y mental de todos aquellos estudiantes que por
diferentes circunstancias, son objeto de maltrato por parte
de sus compañeros de escuela, de los padres y hasta del
personal docente”.

La promovente menciona que los casos de violencia se han
acrecentado en nuestro país,  “el 32 por ciento de las niñas
y niños entre 6 y 9 años de edad, aseguran que los tratan
con violencia en la escuela, de acuerdo con la consulta in-
fantil y juvenil realizada por el Instituto Federal Electoral”.

Asimismo, en el año 2009, México, como miembro de los
países de la Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económicos (OCDE), “presentó los niveles más al-
tos en discriminación, robos, agresividad verbal y física de
los alumnos de educación secundaria hacia sus compañe-
ros, agresividad verbal de los profesores y personal de apo-
yo hacia los alumnos, así como en la posesión y uso de dro-
gas y alcohol”.

Por tanto, la diputada solicita al pleno de esta soberanía la
aprobación del siguiente punto de acuerdo:

Único. Se exhorta respetuosamente a las autoridades de
la Secretaría de Educación y de la Secretaría de Gober-
nación, a promover y reforzar las acciones en favor de
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una cultura de respeto a las diferencias y a la no discri-
minación entre los miembros de las comunidades esco-
lares, docentes, trabajadores de la educación y estudian-
tes; favoreciendo la sana convivencia y el cumplimiento
de la Ley de Protección de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes y de los objetivos educativos. 

III. Consideraciones de la comisión

1. Los miembros de esta Comisión reconocen la importan-
cia de que “la educación que imparta el Estado tenderá a
desarrollar armónicamente todas las facultades del ser hu-
mano”1. Por tanto, se debe asegurar “un desarrollo pleno e
integral, lo que implica la oportunidad de formarse física,
mental, emocional, social y moralmente en condiciones de
igualdad”2 de todos los niños, niñas y adolescentes.

2. El Informe Nacional sobre Violencia de Género 2009,
señala que los niños de sexto grado y los de secundaria, re-
ciben agresión física principalmente de los compañeros y
en segundo término de los profesores3. De acuerdo con la
Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), alude
que tres de cada 10 estudiantes del nivel primaria han sido
víctimas de una agresión por parte de los compañeros4. Por
tanto, es imprescindible reforzar acciones que permitan
erradicar este problema.

3. La educación que impartan el Estado, debe difundir los
derechos y deberes de niños, niñas y adolescentes y las
formas de protección con que cuentan para ejercitarlos (ar-
tículo 7, fracción XV). Así como luchar en contra de la dis-
criminación y la violencia especialmente la que se ejerce
contra las mujeres, niñas y niños, debiendo implementar
políticas públicas de Estado (artículo 8, primer párrafo).

4. Corresponden de manera exclusiva a la autoridad educa-
tiva federal las atribuciones siguientes: evaluar que las y
los educadores y autoridades educativas son personas aptas
para relacionarse con las y los educandos y que su trato co-
rresponda al respeto de los derechos consagrados en la
Constitución, los Tratados Internacionales ratificados por
el Estado Mexicano y demás legislación aplicable de las ni-
ñas, niños y adolescentes (artículo 12, fracción VII).

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 180, numeral 2, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos somete a la consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a las autoridades de la
Secretaría de Educación y de la Secretaría de Gobernación,
a promover y reforzar las acciones en favor de una cultura
de respeto a las diferencias y a la no discriminación entre
los miembros de las comunidades escolares, docentes, tra-
bajadores de la educación y estudiantes; favoreciendo la
sana convivencia y el cumplimiento de la Ley de Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y de
los objetivos educativos.

Notas:

1 Artículo 3o. constitucional.

2 Artículo 3o. de la Ley de Protección de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes.

3 Secretaría de Educación Pública/ UNICEF. (2009) Informe Nacional
sobre Violencia de Género. Extraído el día 10 de abril de 2011, desde:
www.sep.gob.mx/work/appsite/basica/ informe_violenciak.pdf 

4 El Informador (2011) Tres de cada 10 estudiantes de primaria, vícti-
mas de bullying. Extraído el día 17 de abril de 2011, desde:
http://www.informador.com.mx/mexico/2011/285885/6/tres-de-cada-
10-estudiantes-de-primaria-victimas-de-bullying.htm
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ESTADO DE GUERRERO

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Secretaría de Educación y al Congreso de Gue-
rrero a analizar la posibilidad de abrir y rehabilitar el Cen-
tro Infantil de Recreación, Ciencia y Cultura

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de los artículos 80, 85, 176 y 182 numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea el presente dictamen.

I. Antecedentes

A la comisión que suscribe de Educación Pública y Servi-
cios Educativos le fue turnada para su estudio y dictamen,
la proposición con punto de acuerdo en la que se exhorta a
la Secretaría de Educación de Guerrero y al Congreso de la
entidad para abrir nuevamente el Centro Infantil de Recre-
ación, Ciencia y Cultura, presentada por el Diputado
Cuauhtémoc Salgado Romero, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, el 18 de marzo de
2010.

En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados turnó la proposición en comento a
la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la Cámara de Diputados.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
dio trámite de recibo e inició el análisis correspondiente.

II. Descripción de la proposición

En la proposición presentada por el diputado Cuauhtémoc
Salgado Romero, manifiesta su preocupación por el cierre
del Centro Infantil de Recreación, Ciencia y Cultura
(Crcyc), el cual permitía que los niños, niñas, jóvenes y pú-
blico en general del estado de Guerrero, “divulgar y des-
pertar el interés por la lectura, la ciencia, la tecnología y la
educación ambiental desde temprana edad”.

En la actualidad, el desarrollo de la ciencia y la tecnología
resulta fundamental para crecer de manera importante en el
ámbito social, económico y cultural del país. En un con-
texto de alta competitividad mundial, la ciencia y la tecno-
logía se han convertido en parteaguas para crear avances
que contribuyan a la creación de nuevos procesos y pro-
ductos que faciliten la existencia del ser humano.

Si bien es cierto, en México, se han realizado diversas ac-
ciones para generar una cultura científica y tecnológica en
las personas, principalmente en los niños, niñas y jóvenes,
pero aún es mínima y/o deficiente. De acuerdo a un estudio
publicado por la OCDE, México en el manejo de la cien-
cia, ocupa el “lugar número 30 de 30, y en la muestra am-
pliada, el 48 de 57” países.

En Guerrero, “la ciencia y la tecnología en esta entidad son
temas de los que pocas personas tienen conocimiento”. Sin
embargo, como una forma de despertar el interés en los
guerrerenses sobre la ciencia y la tecnología, se abre en
1995, el Centro Infantil de Recreación, Ciencia y Cultura
(Crcyc), en el municipio de Chilpancingo. En el Centro ha-
bía “laboratorio de ciencias naturales, salas de medios edu-
cativos e informática (Red Edusat, Red Escolar, videoteca),
sala de ecología (jardín botánico), sala de audiovisual (pla-
netario), sala de lectura y recreación, cubús lúdico (ludote-
ca), estación Cyrcyc (vagón de la ciencia y sala de exposi-
ciones) y un espacio de cultura del agua”. Pero en 2007
cerró sus puertas.

Por tanto, el diputado solicita al pleno de esta soberanía la
aprobación del siguiente punto de acuerdo:

Único. Se exhorta a la Secretaría de Educación de Guerre-
ro y al Congreso de la entidad a analizar la posibilidad de
abrir y rehabilitar nuevamente el Centro Infantil de Recre-
ación Ciencia y Cultura (Crcyc). 

III. Consideraciones de la comisión

1. Los miembros de esta comisión reconocen la importan-
cia de generar en las personas una cultura científica y tec-
nológica para el desarrollo del país. En el artículo 3o. cons-
titucional se establece que la educación deberá ser basada
“en los resultados del progreso científico”. Además esta-
blece que el Estado “apoyará la investigación científica y
tecnológica, y alentará el fortalecimiento y difusión de
nuestra cultura”. Y en particular, en la Ley General de Edu-
cación (LGE) se determina como uno de los fines de la
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educación, el “fomentar actitudes que estimulen la investi-
gación y la innovación científicas y tecnológicas” (artículo
7). Por tanto, el aprendizaje de la ciencia y la tecnología,
resulta fundamental para el progreso del país.

2. De acuerdo con el Programa para la Evaluación Interna-
cional de Alumnos de la OCDE (PISA, por sus siglas en in-
glés), la comprensión científica es una competencia funda-
mental para que el alumno adquiera nuevos conocimientos
para comprender, innovar y explicar el mundo que nos ro-
dea1. Las cifras que arrojó la prueba de PISA en el año
2009 para México, es que un porcentaje alto de estudiantes
se encuentra ubicado en el nivel 2 y 1 de desempeño de la
ciencia (33.6 y 32.8 por ciento respectivamente). Por tanto,
la Secretaría de Educación Pública (SEP) junto con las au-
toridades educativas locales, deben implementar estrate-
gias que permitan “impulsar el desarrollo de la enseñanza
tecnológica y de la investigación científica y tecnológica”
(artículo 14, LGE).

3. En Guerrero, para impulsar la ciencia, la tecnología y la
educación ambiental de una manera didáctica y creativa
para los niños, niñas y jóvenes, se crea en 1995, el Centro
Infantil de Recreación, Ciencia y Cultura (Crcyc). Dicho
centro contaba con: laboratorio de ciencias naturales, sala
de medios educativos e informática (Red Edusat, Red Es-
colar, videoteca), sala de Ecología (jardín botánico), sala
de audiovisual (Planetario), sala de lectura y recreación,
cabús Lúdico (Ludoteca), estación Circyc (Vagón de la
ciencia y sala de exposiciones) y un espacio de cultura del
agua. En 2006, atendió un total de 68 mil personas, siendo
los estudiantes de básica sus principales beneficiarios. Sin
embargo, por un problema político-sindical con (CETEG)
en el 2007, el Centro cerró sus puertas al público2.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 180, numeral 2, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos somete a la consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Educación de Guerre-
ro y al Congreso de la entidad a analizar la posibilidad de
abrir y rehabilitar nuevamente el Centro Infantil de Recre-
ación Ciencia y Cultura (Crcyc).

Notas:

1 Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE). Mé-
xico en PISA 2009. Extraído el 3 de marzo de 2011, desde: http://
www.inee.edu.mx/index.php/ component/ content/article/4834

2 Información proporcionada por la Mtra. Ángela Memije Alarcón,
Coordinadora estatal de divulgación científica en educación básica del
Estado de Guerrero.
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EDUCACION BASICA

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con puntos de acuerdo por los que se
exhorta a los secretarios de Educación Pública federal y es-
tatales, así como a las autoridades municipales, a revisar el
procedimiento de participación social en instituciones de
nivel básico

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Con-



greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de los artículos 80, 85, 176 y 182 numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea el presente dictamen.

I. Antecedentes

A la Comisión que suscribe de Educación Pública y Servi-
cios Educativos le fue turnado para su estudio y dictamen,
la proposición con punto de acuerdo en la que se exhorta a
las Secretarías de Educación Pública federal y estatales, y
a las autoridades municipales, para que lleven a cabo la re-
visión del mecanismo de participación social en institucio-
nes de educación básica, presentada por el diputado Gerar-
do del Mazo Morales, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza, el 7 de abril de 2010.

En esa misma fecha, la presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados turnó la proposición en comento a
la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la Cámara de Diputados.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
dio trámite de recibo e inició el análisis correspondiente.

II. Descripción de la proposición

En la proposición presentada por el diputado Gerardo del
Mazo Morales, manifiesta la importancia de que en las es-
cuelas de educación básica se implemente de manera ade-
cuada el ejercicio de participación social.

La participación social es una de las acciones que se han
venido promoviendo con mayor énfasis en el gobierno fe-
deral y municipal. “La participación social, como un ejer-
cicio de promoción y organización para fortalecer la cons-
trucción del sistema democrático de nuestro México, es
indispensable en todos los ámbitos en que el ciudadano
puede contribuir con el fomento al desarrollo nacional”.

Para generar este ejercicio, en las escuelas se crean Conse-
jos de Participación Social como organismos que vinculan
el ámbito escolar con la comunidad. En su función de ren-
dición de cuentas, “convocan a la sociedad civil a partici-
par y vigilar lo que hacen las instituciones educativas y,
con ello, a hacer propuestas para que la política educativa
que se implementa en dichas instituciones sea más integral,
que beneficie a más estudiantes y que mejore el sistema
educativo nacional”.

Este ejercicio de participación ciudadana, tiene su origen
en el “Programa de Escuelas de Calidad, a partir del cual se
evidenció que el aprovechamiento escolar depende, ade-
más de otros factores, de la participación social y la rendi-
ción de cuentas”.

Sin embargo, los Consejos de Participación Social en las
escuelas, han sido cuestionados ampliamente, sobre la in-
tervención del gobierno federal y/o estatal; la poca incenti-
vación a la calidad educativa, el desconocimiento del papel
de los integrantes, el que no funja como espacio de debate,
entre otros.

Por tanto, el diputado solicita al pleno de esta soberanía la
aprobación del siguiente punto de acuerdo:

Primero. Se exhorta respetuosamente al secretario de Edu-
cación Pública para que sea revisada la estrategia de parti-
cipación social en las instituciones educativas del nivel bá-
sico nacional, que se encuentra consagrada en la sección 2
de la Ley General de Educación, artículos 68 al 73. 

Segundo. Se exhorta al titular de la Secretaría de Educa-
ción Pública federal y a los titulares de las secretarías de
educación de cada uno de los estados de la república y a las
autoridades municipales, a que lleven a cabo de manera co-
ordinada un estudio del estado y funcionamiento actual de
todos los consejos establecidos en las instituciones educa-
tivas del nivel básico de la República Mexicana, en el mar-
co de la sección 2 de la Ley General de Educación, cuyo
fin es el de fomentar la participación social. Asimismo, de
manera respetuosa se solicita que se haga llegar a la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos los re-
sultados de dicha investigación, a fin de contar con un
diagnóstico respecto a las bondades y debilidades encon-
tradas, que permita legislar en la materia, a favor de la ca-
lidad integral de la educación. 

Tercero. Se exhorta al titular de la Secretaría de Educación
Pública a que gire las instrucciones necesarias a fin de que
se lleve a cabo una revisión del diseño del programa Es-
cuelas de Calidad, conforme a la existencia de Consejos
Escolares, con el fin de que se genere una evaluación ex-
haustiva respecto a su correcto funcionamiento y no la me-
ra instalación a fin de cumplir con los lineamientos del
programa. 
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III. Consideraciones de la comisión

1. Los miembros de esta comisión reconocen la importan-
cia de generar espacios de participación social dentro de las
escuelas de educación básica, ya que la participación social

“juega una función educadora, desarrolla la conciencia
cívica de los vecinos, refuerza los lazos de solidaridad y
hace más comprensible la noción de interés general,
permite que los individuos y grupos más activos inter-
vengan en la gestión pública municipal; la participación
es a la vez, un medio y un objetivo democrático, que re-
conoce el derecho de intervención de todos los ciudada-
nos, produce conocimientos, nuevas modalidades de ac-
ción y persigue fines igualitarios para la sociedad” 1. 

2. Con el Acuerdo Nacional para la Modernización de la
Educación Básica (ANMEB), en 1992, se realizaron diver-
sas reformas educativas con el fin de promover y mejorar
la calidad de la educación. Una de las líneas estratégicas
del ANMEB, fue el impulso de la participación social, la
cual se concibe como un ejercicio prioritario para la articu-
lación de la comunidad con la escuela, ya que genera “una
mayor atención en el correcto funcionamiento de la escue-
la, sus instalaciones, su mobiliario, el material didáctico de
que disponen sus maestros, y el cumplimiento de los pla-
nes y programas de estudio”2. Esto permitiría una nueva
estructura de organización escolar, que parta de la escuela
–interacción entre maestros, alumnos y padres de familia-
y se extienda a los niveles de gobierno municipal, estatal y
federal.

3. A partir de este acuerdo nacional, se llevó a cabo la cre-
ación de los consejos escolares, municipales y estatales, los
cuales son el “instrumento principal para la promoción de
la participación social en México”3. En la Ley General de
Educación se establecen los lineamientos de operación de
los Consejos de Participación Social. Los consejos escola-
res, municipales y estatales deben ser representados por pa-
dres de familia, maestros, directivos de la escuela, repre-
sentantes de la sociedad civil, cuyo objeto social sea la
educación4. Y estos consejos se “abstendrán de intervenir
en los aspectos laborales de los establecimientos educati-
vos y no deberán participar en cuestiones políticas ni reli-
giosas”5. 

4. En este ejercicio de participación ciudadana tiene su ori-
gen el Programa de Escuelas de Calidad (PEC), el cual
plantea como estrategia “la participación de la comunidad

en el diseño del “proyecto escolar” y en la administración
de los recursos destinados al financiamiento del mismo”6.
De ahí la importancia de que el programa consolide los
consejos de participación social escolares como organis-
mos que exijan la calidad en la educación y la rendición de
cuentas.

5. La situación que presentan los consejos escolares, muni-
cipales y estatales y el Programa de Escuelas de Calidad,
no es muy favorable, ya que enfrentan situaciones que in-
fluyen de manera negativa para su buen funcionamiento. 

Los Consejos Estatales y Municipales, que existen y que
operan de modo regular

“no logran cumplir sus funciones en la coordinación y
articulación de múltiples acciones concernientes a la
participación que atraviesan los niveles del sistema edu-
cativo. La singular historia de los consejos municipales
y estatales ha sido irregular tanto por factores educati-
vos, como por otros de tipo político, social e, inclusive,
geográfico”7.

En los Consejos Escolares, se tiene poca información so-
bre los propósitos y funciones de los Consejos, se presen-
tan tensiones en el uso de los fondos, 

“la desarticulación entre las políticas públicas y los pro-
gramas educativos vinculada con la participación y los
Consejos de diferente o igual nivel (…); la desconexión
de los programas educativos que impulsan la participa-
ción con los de otras agencias gubernamentales y no gu-
bernamentales llevados a cabo en las escuelas que tam-
bién tienen un componente basado en la participación;
y, finalmente, la excesiva carga de trabajo académico y
administrativo que recae en las escuelas por el funcio-
namiento simultáneo de numerosos programas estraté-
gicos, federales, estatales y de otras dependencias gu-
bernamentales y no gubernamentales, nacionales e
internacionales.”8

Asimismo, el Programa de Escuelas de Calidad (PEC),
en cuanto a los Consejos de Participación Social Escolar
(CPSE), “sí ha impulsado la creación y “consolidación” de
los CPSE. Sin embargo, en los estados visitados (Colima,
Zacatecas y Puebla), los CPSE no están operando en con-
formidad con lo previsto en la Ley y/o en las Reglas de
Operación del PEC. Se podría hablar incluso, de cierta si-
mulación”9.



6. Por otra parte, los miembros de la comisión dictamina-
dora, reconocen que el tema de la evaluación es de gran im-
portancia en la práctica educativa, ya que debe generar
“una valoración de los procesos y sistemas curriculares co-
mo una forma de rendir cuentas de manera objetiva” (PND
2007-2012, pág. 183). Por tanto, la evaluación es un térmi-
no usado y aplicado, para conseguir información sobre
aprendizajes logrados y para tomar decisiones, con la fina-
lidad de mejorar o conseguir el objetivo y las metas prees-
tablecidas en la escuela. Es decir, la evaluación es un “pro-
ceso permanente que permite mejorar de manera gradual la
calidad académica” 10.

7. En resumen, los miembros de esta comisión consideran
que la Secretaría de Educación Pública debe dar segui-
miento puntual de los Consejos de Participación Social y
del Programa Escuelas de Calidad con el fin de mejorar y
mantener la calidad educativa. De acuerdo con el artículo
12, fracción XII de la Ley General de Educación, corres-
ponde de manera exclusiva a la autoridad federal evaluar el
sistema educativo “y fijar los lineamientos generales de la
evaluación que las autoridades educativas locales deban
realizar”.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 180, numeral 2, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos somete a la consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al secretario de Edu-
cación Pública para que sea revisada la estrategia de parti-
cipación social en las instituciones educativas del nivel bá-
sico nacional, que se encuentra consagrada en la sección 2
de la Ley General de Educación, artículos 68 al 73. 

Segundo. Se exhorta al titular de la Secretaría de Educa-
ción Pública federal y a los titulares de las secretarías de
educación de cada uno de los estados de la república y a las
autoridades municipales, a que lleven a cabo de manera co-
ordinada un estudio del estado y funcionamiento actual de
todos los consejos establecidos en las instituciones educa-
tivas del nivel básico de la República Mexicana, en el mar-
co de la sección 2 de la Ley General de Educación, cuyo
fin es el de fomentar la participación social. Asimismo, de
manera respetuosa se solicita que se haga llegar a la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos los re-
sultados de dicha investigación, a fin de contar con un

diagnóstico respecto a las bondades y debilidades encon-
tradas, que permita legislar en la materia, a favor de la ca-
lidad integral de la educación. 

Tercero. Se exhorta al titular de la Secretaría de Educación
Pública a que gire las instrucciones necesarias a fin de que
se lleve a cabo una revisión del diseño del Programa Es-
cuelas de Calidad, conforme a la existencia de Consejos
Escolares, con el fin de que se genere una evaluación ex-
haustiva respecto a su correcto funcionamiento y no la me-
ra instalación a fin de cumplir con los lineamientos del pro-
grama.

Notas:

1. Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo Municipal
(Inafed). La participación social. Extraído el 10 de abril de 2011, des-
de: http://www.inafed.gob.mx/wb2/ELOCAL/ELOC_La_participa-
cion_socia1 

2. Secretaría de Educación Pública (1992) Acuerdo Nacional para la
Modernización de la Educación Básica. Extraído el 10 de abril de
2011, desde: http://www.sep.gob.mx/work/models/sep1/Resour-
ce/131833/1/07104.htm  

3. Zurita Rivera, Úrsula (2011) Los desafíos del derecho a la educación
en México a propósito de la participación social y la violencia escolar.
RMIE, enero-marzo 2011,  vol. 16, núm. 48, PP. 131-158 (ISSN:
14056666). Extraído el 10 de abril de 2011, desde: http://www.co-
mie.org.mx/v1/revista/portal.php?idm=es&sec=SC03&sub=SBC&cri-
terio=participaci%F3n+social&opc=1&btnBuscar=Buscar

4. Sección 2 de la Ley General de Educación, referente a los Consejos
de Participación Social.

5. Artículo 73 de la Ley General de Educación.

6. Carlos Muñoz-Izquierdo / Rolando Magaña Rodríguez. Un acerca-
miento a la eficacia de los programas del gobierno federal orientados a
mejorar la calidad de la educación básica. RMIE, 2008, VOL. 13, NÚM.
39, PP. 1165-1194. Extraído el 10 de abril de 2011, desde:
http://www.comie.org.mx/v1/revista/portal.php?idm=es&sec=SC03&su
b=SBC&criterio=participaci%F3n+social&opc=1&btnBuscar=Buscar

7. Zurita Rivera, Úrsula (2011) Los desafíos del derecho a la educación
en México a propósito de la participación social y la violencia escolar.
RMIE, enero-marzo 2011,  vol. 16, núm. 48, PP. 131-158 (ISSN:
14056666). Extraído el 10 de abril de 2011, desde: http://www.co-
mie.org.mx/v1/revista/portal.php?idm=es&sec=SC03&sub=SBC&cri-
terio=participaci%F3n+social&opc=1&btnBuscar=Buscar
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8. Ídem.

9. Arcelia Martínez Bordon, Teresa Bracho González y Osiris Martínez
Valle. (2007) Los Consejos de Participación Social en la Educación y
el Programa Escuelas de Calidad: ¿Mecanismos sociales para la rendi-
ción de cuentas? Centro de Investigación y Docencia Económicas (CI-
DE). Extraído el día 10 de abril de 2011.

10. Carrión, Carmen (2001). Valores y principios

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de abril de 2011.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero, Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González
Morales (rúbrica), Germán Contreras García, Jaime Oliva Ramírez (rú-
brica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Corona Valdés
(rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Roberto Pérez
de Alva Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbrica), Paz Gutié-
rrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica), se-
cretarios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Elpidio Deside-
rio Concha Arellano (rúbrica), Óscar Lara Salazar, José Antonio Aysa
Bernat (rúbrica), Beatriz Elena Paredes Rangel, Onésimo Mariscales
Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), Alejandro
Bahena Flores (rúbrica), José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Ma-
nuel Jesús Clouthier Carrillo (rúbrica), María Sandra Ugalde Basaldúa
(rúbrica), Yolanda del Carmen Montalvo López (rúbrica), Obdulia
Magdalena Torres Abarca (rúbrica), María Araceli Vázquez Camacho
(rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez, Reyes Tamez Guerra (rúbrica),
Blanca Soria Morales (rúbrica).»

ESTADO DE MEXICO

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con puntos de acuerdo por los que se
exhorta a la SEP a recuperar y restaurar los vestigios del si-
tio arqueológico del Cerro de Moctezuma

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 80, 85, 176 y 182, numeral 3, del Regla-

mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta honorable asamblea el presente dictamen.

I. Antecedentes

1. Con fecha 27 de abril de 2010 fue presentada por el di-
putado Jaime Arturo Vázquez Aguilar, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, la pro-
posición con punto de acuerdo que exhorta al titular de la
SEP a que disponga la recuperación y restauración del sitio
arqueológico denominado Cerro de Moctezuma, situado en
Naucalpan de Juárez.

2. En esa misma fecha, en sesión ordinaria de la Cámara de
Diputados, la Presidencia de la Mesa Directiva, en uso de
sus facultades legales y reglamentarias, acordó dar trámite
de recibo a la proposición con punto de acuerdo y ordenó
su turno a la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos mediante el expediente número 2065. 

3. La Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos dio trámite de recibo e inició el análisis de la proposi-
ción.

II. Descripción de la proposición con punto de acuerdo

El diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar inicia haciendo
referencia al decreto de 1938 mediante el cual se declaró
“parque nacional” con la denominación de “Los Reme-
dios” a la zona del municipio de Naucalpan de Juárez, es-
tado de México, abarcando los linderos que inician en el
cerro de Moctezuma, llegan al cerro Chiluca, continúan al
cerro de Tenantongo, de ahí a la loma de Tepalcapa, siguen
al lugar conocido como Cruz de Vicenteco, hasta el paraje
denominado El Repartidor.

Asimismo, señala que el Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia (INAH) catalogó en 1992 al cerro de Mocte-
zuma como zona arqueológica, luego del hallazgo de una
pirámide, un monolito grabado y una piedra de sacrificios
en la cúspide de esta montaña.

En el mismo sentido, menciona que en diciembre de 2007
la Subdirección de Protección de Salvamento Arqueológi-
co emitió un oficio en el que ratifica el dictamen del 28 de
septiembre de 2001, expresando que: “en el área señalada
como ‘zona arqueológica’ (del cerro de Moctezuma) queda
totalmente prohibida la realización de obra alguna, abar-
cando la modificación de uso de suelo e inclusive el sem-



brado de algún tipo de vegetación […] en el resto de la po-
ligonal envolvente se deberá no autorizar obra alguna para
evitar que se restrinja o ponga en riesgo la ‘zona arqueoló-
gica’ incorporando dicha determinación al plan parcial de
desarrollo municipal”. 

Entre las inquietudes del diputado, se destaca que en años
recientes diversas comunidades han realizado asentamien-
tos en las faldas del cerro de Moctezuma y al realizar tra-
bajos de construcción, se han localizado vestigios hispáni-
cos, por esta razón y desde hace ocho años, existen grupos
vecinales que han solicitado ante el INAH y el gobierno del
estado de México que se realicen los estudios arqueológi-
cos que permitan delimitar con certeza la zona que deberá
ser objeto de protección.

En razón de estas demandas, en septiembre de 2008, el IN-
AH encontró en una inspección de la zona, vestigios ar-
queológicos tales como vasijas prehispánicas, un molcaje-
te y piedras que formaban parte de un basamento, lo que
condujo a que el 11 de septiembre del mismo año, la dele-
gación del INAH en el estado de México, ordenara a los
propietarios de 14 lotes ubicados en las faldas del cerro,
suspender y no iniciar trabajos de construcción hasta que se
hiciera un estudio a profundidad en dicha zona.

Pese a esta advertencia, el legislador sostiene que el 12 de
septiembre de 2008, el arqueólogo Ernesto Rodríguez Sán-
chez, director de Salvamento Arqueológico del INAH emi-
tió un oficio a la supuesta propietaria de uno de los predios
objeto de la suspensión, por el que informó “la no presen-
cia de petrograbados o edificios prehispánicos en dicha
obra” por lo que no existía inconveniente por parte de esa
dirección para que continuaran los trabajos de construc-
ción.

La inquietud del diputado Vázquez Aguilar radica en que
para determinar la inexistencia de vestigios arqueológicos,
debe mediar un estudio profundo de la zona, y que este
análisis habrá de esclarecer si en los catorce lotes mencio-
nados en la suspensión existen o no vestigios con valor re-
levante, lo anterior con el fin de rescatar y preservar nues-
tro patrimonio cultural prehispánico.

En este orden de ideas y en razón de los años que ha dura-
do la problemática, el Legislador considera que esta Sobe-
ranía debe exhortar a la autoridad competente a revisar el
caso para resolverlo con apego a la ley y evitar así conflic-
tos de intereses entre particulares, el Estado, ciudadanos y
asociaciones defensoras del patrimonio cultural del país.

Finalmente y con base en las consideraciones contenidas
en su exposición de motivos, la proposición del diputado
Jaime Arturo Vázquez Aguilar contiene el siguiente punto
de acuerdo:

Único. Se exhorta al secretario de Educación Pública
del Poder Ejecutivo federal a fin de que instruya al di-
rector general del Instituto Nacional de Antropología e
Historia para que disponga la realización de una inves-
tigación con la finalidad de recuperar y restaurar los
vestigios encontrados en el sitio arqueológico del cerro
de Moctezuma, situado en Naucalpan de Juárez, estado
de México, que está registrado por la Dirección de Re-
gistro Público de Monumentos y Zonas Arqueológicos
del INAH, con el número de clave E14A3915002 y nú-
mero de identificación 12725 de fecha 27 de septiembre
de 1988. Se pide esclarecer las irregularidades de cons-
trucción de casas habitación que invaden la “zona ar-
queológica” que protege el registro referido, para hacer
valer el estado de derecho y la aplicación de la Ley Fe-
deral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artís-
ticos e Históricos.

Es importante precisar que no es condicionante la presen-
cia de vestigios o restos arqueológicos de cualquier tipolo-
gía para que se cumpla cabalmente la ley y así preservar en
su totalidad el territorio que comprende la “zona arqueoló-
gica”, en tanto poligonal envolvente, tal y como lo estable-
ce el plano inscrito en el Registro Público de Monumentos
y Zonas Arqueológicos.

III. Consideraciones

Los diputados de la Comisión de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos damos cuenta del punto de acuerdo pre-
sentado por el diputado Vázquez Aguilar y comprendemos
sus inquietudes respecto de la necesidad de encontrar un
equilibrio entre el desarrollo económico y la conservación
del patrimonio histórico, cultural y natural de la nación.

El marco jurídico al que se adscribe el patrimonio cultural
bajo las figuras de monumentos y zonas de monumentos le
otorga una condición jurídica que, en el caso de los bienes
arqueológicos, por disposición expresa de la ley, los hace
propiedad de la nación, inalienables e imprescriptibles y,
en el caso de los bienes artísticos y los bienes históricos,
los sujeta a modalidades de uso, conservación y traslado de
dominio con el propósito esencial de garantizar su salva-
guarda, con independencia de si se trata de bienes públicos
o de propiedad particular.
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Con el propósito de salvaguardar la personalidad jurídica
que la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueoló-
gicos, Artísticos e Históricos le confiere a éstos bienes, el
INAH cuenta con el Registro Público de Monumentos y
Zonas Arqueológicas, instrumento al que, desde el 27 de
septiembre de 1988, pertenece el basamento piramidal lo-
calizado en la cúspide del Cerro de Moctezuma. Cabe se-
ñalar que la pieza arqueológica no cuenta con la declarato-
ria oficial de zona de monumentos en términos de los
artículos 5 y 37 de la ley.

Como lo señala el legislador, en los documentos emitidos
por el INAH se salvaguarda la integridad de los vestigios
que ocupan la cúspide del cerro de Moctezuma, toda vez
que son plenamente reconocidos como elementos del patri-
monio cultural de la entidad y del patrimonio histórico mo-
numental de la nación.

En el mismo sentido, el decreto presidencial por el que la
zona conocida como “Los Remedios” fue declarada parque
nacional, destaca la necesidad de mejorar las condiciones
del lugar, buscando dotar de mayor atractivo a la zona, ya
que constituye un lugar de interés para el turismo en gene-
ral, y precisa que la conservación de la región no podrá te-
ner lugar  si se abandona a los intereses privados.

En este orden de ideas, esta comisión dictaminadora coin-
cide con el proponente en que el Estado debe ser garante de
una política sustentada en el interés social y el orden pú-
blico, que busque la defensa de los elementos considerados
la expresión de la historia, identidad y riqueza nacionales,
garantizando la permanencia en el tiempo del patrimonio
de la nación.

De esta manera, los integrantes de la Comisión de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos consideramos que el
punto de acuerdo contenido en la proposición del diputado
Jaime Arturo Vázquez Aguilar debe ser aprobada para
efecto de que el Instituto Nacional de Antropología e His-
toria atienda la problemática de los asentamientos ubicados
en el las faldas del Cerro de Moctezuma y mantenga el
afianzamiento de los programas de conservación, protec-
ción y difusión del patrimonio arqueológico de la zona que
deba ser protegida.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 180, numeral 2, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos somete a la consideración de
esta honorable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaria de Educación Pública
a instruir al director general del Instituto Nacional de An-
tropología e Historia para que disponga la realización de
una investigación con la finalidad de recuperar y restaurar
los vestigios encontrados en el sitio arqueológico del cerro
de Moctezuma, situado en Naucalpan de Juárez, estado de
México, registrado por la Dirección de Registro Público de
Monumentos y Zonas Arqueológicos del INAH, con clave
E14A3915002 y número de identificación 12725, de fecha
27 de septiembre de 1988.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública
a esclarecer las irregularidades de construcción de casas
habitación que invaden la zona arqueológica del cerro de
Moctezuma, que protege el registro de referido, para hacer
valer el estado de derecho y la aplicación de la Ley Fede-
ral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, DF, a 13 de abril de 2011.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero, Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González
Morales (rúbrica), Germán Contreras García (rúbrica), Jaime Oliva
Ramírez (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Co-
rona Valdés (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica),
Roberto Pérez de Alva Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbri-
ca), Paz Gutiérrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat
(rúbrica), secretarios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Elpi-
dio Desiderio Concha Arellano (rúbrica en abstención), Óscar Lara Sa-
lazar, José Antonio Aysa Bernat (rúbrica), Beatriz Elena Paredes Ran-
gel, Onésimo Mariscales Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera
Jiménez (rúbrica), Alejandro Bahena Flores (rúbrica), José Francisco
Javier Landero Gutiérrez, Manuel Jesús Clouthier Carrillo (rúbrica),
María Sandra Ugalde Basaldua (rúbrica), Yolanda del Carmen Montal-
vo López (rúbrica), Obdulia Magdalena Torres Abarca (rúbrica), Ma-
ría Araceli Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez, Re-
yes Tamez Guerra (rúbrica), Blanca Soria Morales.»

LICENCIATURA EN PUERICULTURA

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con punto de acuerdo por el que se



exhorta a la SEP y a las autoridades estatales del sector a
analizar la viabilidad de incorporar la licenciatura en pue-
ricultura en el sistema de educación pública

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de los artículos 80, 85, 176 y 182, numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta honorable asamblea el presente dictamen:

I. Antecedentes

1. Con fecha 25 de noviembre de 2010 fue presentada por
la diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la pro-
posición con punto de acuerdo que exhorta al titular de la
SEP a analizar la viabilidad de incorporar el sistema de
educación pública la licenciatura en puericultura.

2. En esa misma fecha, en sesión ordinaria de la Cámara de
Diputados, la Presidencia de la Mesa Directiva, en uso de
sus facultades legales y reglamentarias, acordó dar trámite
de recibo a la Proposición con Punto de Acuerdo y ordenó
su turno a la Comisión de Educación Pública y Servicios. 

3. La Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos dio trámite de recibo e inició el análisis de la Proposi-
ción.

II. Descripción de la Proposición con Punto de Acuerdo

La diputada Gallegos Camarena señala en su exposición de
motivos que los sistemas públicos que brindan cuidados a
los niños en México, la Legisladora señala que de una po-
blación de aproximadamente 14, 400,669 niños entre 0 y 6
años de edad, se estima que 509,337 son cuidados en guar-
derías o estancias infantiles del Instituto Mexicano del Se-
guro Social, del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado y la Secretaría de Desarro-
llo Social.

Acerca de las personas que en estas y otras instituciones,
capacitadas para brindar cuidados a los niños, la Legisla-
dora señala que la puericultura busca identificar las carac-
terísticas cognoscitivas y sociales del niño, valorando los
trastornos del desarrollo y discapacidades para determinar

su atención; aplica programas para desarrollar habilidades,
destrezas, aptitudes y actitudes tomando en cuenta la edad
del menor. Señala a demás que el estudio de la puericultu-
ra capacita para la prevención de enfermedades, la atención
de los accidentes más comunes en la infancia y la aplica-
ción de programas educativos, nutricionales y didácticos.

Respecto de la capacitación que los técnicos en puericultu-
ra reciben, señala que el programa se imparte en 448 horas
en el nivel de educación media superior, por lo que consi-
dera que los niños están en realidad bajo el cuidado de jó-
venes con una preparación básica, cuando es responsabili-
dad del Estado asegurar el bienestar de la infancia, sector
social que debe ser atendido por personal con un mayor ni-
vel de formación.

Es con base en esta inquietud, que la diputada Gallegos Ca-
marena considera necesario solicitar a la Secretaría de
Educación Pública que realice un análisis detallado en el
cual se contemple la viabilidad de la creación e incorpora-
ción, al sistema de educación pública, de la carrera profe-
sional de puericultura a nivel de licenciatura.

Finalmente, sustenta su exhorto en la obligación que tiene
el Estado mexicano de garantizar el respeto de los derechos
fundamentales de la niñez y de velar por el interés superior
de la infancia en cumplimiento con lo estipulado en el pá-
rrafo sexto del artículo 4o. cuarto de la Constitución de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en la Convención so-
bre los Derechos del Niño, la cual prevé en su artículo 18
que “Los Estados Parte adoptarán todas las medidas apro-
piadas para que los niños cuyos padres tengan derecho a
beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de
niños para los que reúnan las condiciones requeridas”.

III. Consideraciones

Los diputados integrantes de la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos comprendemos las preocu-
paciones de la diputada Lucila Gallegos Camarena acerca
de los cuidados que deben ser dispensados a los niños y de
la capacitación de las personas que les atienden, asimismo,
reconocemos que existe una gran diversidad de prestadores
de servicios de guarderías, estancias infantiles, centros de
desarrollo, clínicas y hospitales de carácter público y pri-
vado dedicadas al cuidado de los niños y que el crecimien-
to en la demanda de estos servicios llama la atención de los
legisladores respecto de la  necesidad de profesionalizar al
personal que en ellos labora.
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Como la diputada lo menciona, la capacitación en pueri-
cultura se lleva a cabo en un total de 448 horas, divididas
en dos módulos, el primer módulo consta de cinco submó-
dulos con una duración total de 272 horas, y el último mó-
dulo de 176 horas, está formado por tres submódulos.

Los submódulos por los que la capacitación está compues-
ta se dividen de la siguiente manera:

• Intervenir en el cuidado del niño en las etapas de pue-
ricultura y asistir al aseo de los niños y las niñas en cen-
tros de atención infantil. (64 horas).

• Facilitar el desarrollo de actividades con los niños y
las niñas en centros de atención infantil para su bienes-
tar integral I. (48 horas).

• Aplicar la estimulación lúdica para el desarrollo del ni-
ño lactante (48 horas).

• Contribuir a que la educación inicial y preescolar inci-
da en una experiencia de calidad. (48 horas).

• Asistir el aseo personal, el sueño, descanso y consumo
de alimentos de los niños y las niñas en centros de aten-
ción infantil. (48 horas).

• Facilitar el desarrollo de actividades con los niños y
las niñas en centros de atención infantil para su bienes-
tar integral II. (64 horas).

• Aplicar estimulación lúdica para el desarrollo del niño
maternal y actividades pedagógicas. (64 horas).

• Operar programas de pedagogía y didáctica así como
los programas educativos vigentes. (64 horas).

Entre las competencias profesionales que los estudiantes
de puericultura desarrollan, se encuentran las siguientes:

• Fomentar el crecimiento óptimo del niño sano.

• Proporcionar atención a los niños y a las niñas en cen-
tros de atención infantil.

• Ejecutar programas para el desarrollo integral del ni-
ño.

• Realizar planes de acción para los niños considerando
los referentes educativos y psicológicos.

• Atender al niño con problemática social y de educa-
ción especial.

De esta manera, si bien se observa que el bachillerato téc-
nico en puericultura cuenta actualmente con una planea-
ción adecuada, comprendemos que en razón del crecimien-
to de la demanda es pertinente analizar la viabilidad de la
capacitación a nivel superior, ya que se observa que la pro-
puesta podría traer beneficios a los jóvenes al brindarles
una nueva opción para su formación profesional, al capaci-
tarse para un campo laboral que está en desarrollo y creci-
miento.

Por otra parte, se considera importante señalar que la pro-
puesta de la diputada Gallegos Camarena no vulnera la au-
tonomía universitaria establecida en la fracción VII del ar-
tículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, ya que el exhorto no instruye ni vincula a las
universidades públicas a establecer en sus planes y progra-
mas de estudio la licenciatura en puericultura, sino que so-
licita a las autoridades educativas el análisis de los benefi-
cios que a la sociedad traería la incorporación de la carrera.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 180, numeral 2, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos somete a la consideración de
esta Honorable Asamblea, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública y a
las autoridades educativas estatales a analizar la viabilidad
de incorporar al sistema de educación pública la licencia-
tura en puericultura.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de abril de 2011.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero, Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González
Morales (rúbrica), Germán Contreras García, Jaime Oliva Ramírez (rú-
brica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Corona Valdés
(rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Roberto Pérez
de Alba Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbrica), Paz Gutié-
rrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica), se-
cretarios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Elpidio Deside-
rio Concha Arellano (rúbrica), Óscar Lara Salazar, José Antonio Aysa
Bernat (rúbrica), Beatriz Elena Paredes Rangel, Onésimo Mariscales
Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), Alejandro



Bahena Flores (rúbrica), José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Ma-
nuel Jesús Clouthier Carrillo (rúbrica), María Sandra Ugalde Besaldúa
(rúbrica), Yolanda del Carmen Montalvo López, Obdulia Magdalena
Torres Abarca (rúbrica), María Araceli Vázquez Camacho (rúbrica),
Ana Luz Lobato Ramírez, Reyes Tamez Guerra (rúbrica), Blanca Jua-
na Soria Morales.»

ESTADO DE YUCATAN

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con punto de acuerdo por el que se
exhorta al gobierno de Yucatán y a sus autoridades educa-
tivas y culturales a reforzar, apoyar y articular todas las ac-
ciones de preservación, difusión y enseñanza de la lengua
maya

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de los artículos 80, 85, 176 y 182 numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea el presente dictamen.

I. Antecedentes

A la comisión que suscribe, de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, le fue turnada, para su estudio y dictamen,
la proposición con punto de acuerdo en la que se exhorta al
gobierno de Yucatán y a sus autoridades educativas y cul-
turales a reforzar, apoyar y articular todas las acciones de
preservación, difusión y enseñanza de la lengua maya, pre-
sentada por el diputado Gerardo del Mazo Morales, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, el 30 de noviem-
bre de 2010.

En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados turnó la Proposición en comento a
la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la Cámara de Diputados.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
dio trámite de recibo e inició el análisis correspondiente.

II. Descripción de la proposición

En la proposición presentada por el diputado Gerardo del
Mazo Morales, manifiesta su preocupación por conservar
la lengua maya en el Estado de Yucatán, ya que es la zona
con más hablantes en esta lengua “con 800 mil personas,
de las cuales el 18.5 por ciento (150 mil) de estás, es la úni-
ca lengua”. 

La Organización de las Naciones Unidas para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), señala la impor-
tancia de preservar el patrimonio cultural, no sólo tangible,
sino también la que se transmite de generación en genera-
ción de manera oral. Éste organismo, entre los proyectos
que maneja, está uno para salvaguardar las lenguas en pe-
ligro.

En la esfera pública, el gobierno de Yucatán ha realizado
acciones para preservar la lengua maya a través del Institu-
to para el Desarrollo de la Cultura Maya del Estado de Yu-
catán (Indemaya). Sin embargo, “su labor se ha limitado a
la promoción cultural y a la difusión del trabajo artístico y
educativo de la lengua maya”.

En la sociedad civil, la Academia de la Lengua Maya, len-
gua maya, desde 1937 ha emprendido acciones para la con-
servación de la lengua, una de ellas, es “la creación de un
instituto de lengua maya para el estado”, pero no se ha po-
dido concretar el proyecto.

Por tanto, el diputado solicita al pleno de esta soberanía la
aprobación del siguiente punto de acuerdo:

Único. Se exhorta al gobierno de Yucatán y a sus auto-
ridades educativas y culturales a reforzar, apoyar y arti-
cular todas las acciones de preservación, difusión y en-
señanza de la lengua maya emprendidas por la sociedad
civil, así como la investigación y la formación de maes-
tros de esta lengua, como parte de una estrategia de pro-
tección del patrimonio cultural intangible del país. 

III. Consideraciones de la comisión

1. Los miembros de esta Comisión reconocen la importan-
cia de la máxima establecida en la Constitución Política del
país, la cual a la letra dice: “Todo individuo tiene derecho
a recibir educación”.1 Por lo que todos los habitantes deben
tener las mismas oportunidades de acceso al sistema edu-
cativo nacional.
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2. Uno de los fines de la educación es que se debe “pro-
mover mediante la enseñanza el conocimiento de la plura-
lidad lingüística de la Nación y el respeto a los derechos
lingüísticos de los pueblos indígenas”.2 Se debe respetar y
preservar las particularidades de los pueblos indígenas. Por
consiguiente, el educador tiene que “certificar su bilingüis-
mo en la lengua indígena que corresponda y el español”.3

3. En México, de acuerdo con el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (INEGI), seis de cada 100 habitantes
de 5 años y más hablan alguna lengua indígena.4 Una de
las principales lenguas indígenas del país, es la maya. Ésta
representa, la segunda lengua más importante del país, con
786 mil 113 habitantes que la hablan,5siendo Yucatán uno
de los estados con mayor población que habla la lengua
maya.

4. El gobierno de Yucatán, a través de la Dirección Gene-
ral de Educación Indígena –federal- y la Dirección de Edu-
cación Indígena del Estado, han realizado algunas acciones
para conservar la educación indígena, como la implemen-
tación de la asignatura Construcción del Programa de Es-
tudios de Lengua Maya y el Español como Segunda Len-
gua de Educación Primaria Bilingüe, y la Normalización
de la Escritura de Lengua Maya.6 Asimismo, el Instituto
para el Desarrollo de la Cultura Maya del Estado de Yuca-
tán (Indemaya), ha llevado a cabo acciones para defender
los derechos del pueblo maya y promocionar la cultura de
este pueblo. En cuanto a la sociedad civil, existen diversas
organizaciones que realizan proyectos para conservar la
lengua maya, una de estas asociaciones con 60 años de
existencia, es la Academia de la Lengua Maya, lengua ma-
ya, la cual ha “editado libros, ha hecho programas de ense-
ñanza de la lengua maya, ha impartido clases de lengua
maya, ha asesorado a un gran número de personas (profe-
sores e investigadores) en diversos proyectos culturales y
lingüísticos, entre otras”.7

5. Sin embargo, en el Programa Estatal de Desarrollo del
Pueblo Maya 2007-2012 se señala que la educación indí-
gena no ha contribuido, de manera contundente, en un pro-
ceso de enseñanza de pluralidad lingüística, ya que no se
produce el suficiente “material didáctico que apoye el pro-
ceso de enseñanza-aprendizaje (…) y se contribuye a un
proceso, más bien de castellanización. Esto origina que
muchos niños mayas se incorporen a niveles de enseñanza
mayor, como la secundaria y preparatoria, con notables
desventajas, generándose frustración y deserción escolar”.8

6. De acuerdo con un diagnóstico realizado por el Instituto
para el Desarrollo de la Cultura Maya del Estado de Yuca-
tán, deben “revisarse objetivos, programas, capacitación de
docentes y recursos destinados” a la conservación de la
lengua maya, a fin de que se cumpla con lo establecido en
la Ley General de Educación sobre la educación bilingüe.9
Por tanto, se considera pertinente fortalecer y articular las
acciones que tanto el Estado como la Sociedad Civil, han
venido realizando a favor de la lengua maya.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 180, numeral 2, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos somete a la consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al gobierno de Yucatán y a sus autorida-
des educativas y culturales a reforzar, apoyar y articular to-
das las acciones de preservación, difusión y enseñanza de
la lengua maya emprendidas por la sociedad civil, así co-
mo la investigación y la formación de maestros de esta len-
gua, como parte de una estrategia de protección del patri-
monio cultural intangible del país.

Notas:

1. Artículo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

2 Artículo 7 de la Ley General de Educación. Segundo párrafo del ar-
tículo 21 de la Ley General de Educación.

3 Segundo párrafo del artículo 21 de la Ley General de Educación.

4 Inegi. Cuéntame…Población. Extraído el 10 de abril de 2011, desde:
http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/lindigena.aspx?tema=P#uno 

5 Inegi. Sociedad. Lengua indígena. Extraído el 10 de abril de 2011,
desde: http://www.inegi.org.mx/Sistemas/temasV2/Default.aspx?s=
est&c=21702 

6 Gobierno del estado de Yucatán. Secretaría de Educación. (2009)
Diagnóstico de la Educación Indígena del Estado de Yucatán. 

7 Yucatán, identidad y Cultura Maya. Academias de la Lengua Maya.
Extraído el 10 de abril de 2010, desde: http://www.mayas.uady.mx/ins-
titutos/ins_04.html 



8 Programa Estatal de Desarrollo del Pueblo Maya 2007-2012. Extra-
ído el 10 de abril de 2010, desde: http://www.indemaya.gob.mx/sobre-
indemaya/programa-estatal-desarrollo.php 

9 Situación histórica y actual del pueblo maya diagnóstico del institu-
to para el desarrollo de la cultura maya del estado de Yucatán. Extraí-
do el 10 de abril de 2010, desde: www.indemaya.gob.mx/.../diagnosti-
co-del-pueblo-maya.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 13 de abril de 2011.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero, Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González
Morales (rúbrica), Germán Contreras García (rúbrica), Jaime Oliva
Ramírez (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Co-
rona Valdés (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Roberto
Pérez de Alba Blanco, Carlos Cruz Mendoza (rúbrica), Paz Gutiérrez
Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica), secreta-
rios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica en contra), Elpidio Des-
iderio Concha Arellano (rúbrica en abstención), Óscar Lara Salazar,
José Antonio Aysa Bernat (rúbrica), Beatriz Elena Paredes Rangel,
Onésimo Mariscales Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez
(rúbrica), Alejandro Bahena Flores (rúbrica), José Francisco Javier
Landero Gutiérrez, Manuel Jesús Clouthier Carrillo (rúbrica), María
Sandra Ugalde Besaldúa (rúbrica), Yolanda del Carmen Montalvo Ló-
pez (rúbrica), Obdulia Magdalena Torres Abarca (rúbrica), María Ara-
celi Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez, Reyes Ta-
mez Guerra (rúbrica), Blanca Juana Soria Morales.»

PANTEON DE DOLORES

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Instituto Nacional de Antropología e Historia a
realizar la declaratoria del Panteón de Dolores como zona
de monumentos históricos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
de la LXI Legislatura, le fue turnada para su estudio y aná-
lisis la proposición con punto de acuerdo que exhorta al
Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH) a de-
clarar el Panteón de Dolores zona de monumentos históri-

cos, a cargo de la diputada Gabriela Cuevas Barron, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, LXI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 39, 45 numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como de los artículos 80, 85, 176 y 182 numeral 3 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable asamblea el presente dictamen.

I. Antecedentes

A. En sesión ordinaria celebrada por el pleno de la Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión el 9 de diciem-
bre de 2010, la diputada Gabriela Cuevas Barron presentó
la proposición con punto de acuerdo que exhorta al Institu-
to Nacional de Antropología e Historia (INAH) a declarar
el panteón de Dolores zona de monumentos históricos.

B. En esta misma fecha, la presidencia de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados, turnó la proposición de re-
ferencia a la comisión señalada, para su estudio y dictamen
correspondiente.

II. Descripción de la proposición

La proponente expone que el panteón de Dolores, ubicado
en el Bosque de Chapultepec, es considerado el más gran-
de de América Latina. Señala que en su interior se encuen-
tra la Rotonda de los Hombres Ilustres con más de 100 per-
sonalidades del arte, la literatura, la política, el ejército, así
como artistas.

Resalta que su mantenimiento y conservación se encuen-
tran a cargo de la Secretaría de Gobernación; asimismo, re-
salta que sus condiciones contrastan con el resto del pante-
ón que frecuentemente presenta un deterioro en su interior,
ya que por sus dimensiones resulta difícil de mantener en
perfectas condiciones.

Destaca que como pieza arquitectónica, el panteón presen-
ta toda una gama de estilos en sus tumbas que reflejan di-
versas etapas de la historia, ya que se encuentran desde
construcciones de granito macizo de finales del siglo XIX,
hasta mármol y acero del siglo XX, las cuales vale la pena
rescatar y preservar como verdaderas piezas escultóricas  y
de valor artístico.
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La proponente declara que en menos de 15 años se ha aca-
bado con el arte existente de más de un siglo. Señala que
para el 2000 había desaparecido 20 por ciento de los más
de 600 monumentos artísticos existentes en 1993. Mani-
fiesta que al día de hoy prevalecen la mitad o menos.

Finalmente, enfatiza que no obstante a todos los argumen-
tos señalados, el panteón de Dolores no ha sido considera-
do como un elementos que merezca recate y conservación.
Por tanto, plantea que se solicite al Instituto Nacional de
Antropología e Historia que se dé continuidad al trámite ya
iniciado para declararlo como zona de monumentos histó-
ricos, con lo cual se busca obtener una valoración de los ce-
menterios y de la arquitectura funeraria como patrimonio
cultural, logrando su protección y conservación. 

III. Consideraciones de la comisión

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
realizó el estudio y análisis correspondiente de los plantea-
mientos contenidos en la proposición con punto de acuer-
do señalada a fin de valorar su contenido, deliberar e inte-
grar el presente dictamen. 

Esta comisión dictaminadora comparte la preocupación del
proponente y participa de su intención debido a la impor-
tancia que significa para el país salvaguardar su patrimonio
arqueológico, histórico y cultural. 

Al respecto, la Organización de Estados Iberoamericanos
para la Educación, la Ciencia y la Cultura refiere en el In-
forme de México sobre los Sistemas Nacionales de Cultu-
ra que: 

“La vastedad y riqueza del patrimonio arqueológico,
histórico y artístico de la nación constituye un ejemplo,
quizás el más palpable, de la pluralidad cultural de Mé-
xico. Así, monumentos, edificios y bienes culturales de
diversos órdenes ofrecen testimonios de nuestro panora-
ma histórico, signo del rostro múltiple de la identidad
nacional. De ahí que la preocupación por investigar,
conservar y difundir tal patrimonio tenga una larga tra-
dición en el país y que, desde la Independencia, haya si-
do un objetivo prioritario de la política cultural.”

En ese sentido, la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos señala, que de acuerdo a sus atribuciones,
es competencia del Instituto Nacional de Antropología e
Historia el identificar, investigar, recuperar, proteger, res-
taurar, rehabilitar, vigilar y custodiar el patrimonio mexi-

cano en materia de monumentos arqueológicos, históricos
o artísticos, así como los bienes asociados a éstos, de con-
formidad con lo establecido en la Ley Federal sobre Mo-
numentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos y
su reglamento, (artículos 2o., 44,45).

Asimismo, la propia ley establece como obligación del Re-
gistro Público de Monumentos y Zonas Arqueológicos e
Históricos, dependiente del Instituto Nacional de Antropo-
logía e Historia, y del Registro Público de Monumentos y
Zonas Artísticos, dependiente del Instituto Nacional de Be-
llas Artes y Literatura, la inscripción de monumentos ar-
queológicos, históricos o artísticos y hacer las declaratorias
de zonas respectivas (artículos 21, 22 y 23). 

Conforme a los elementos legales expuestos, esta comisión
dictaminadora considera procedente efectuar el exhorto, a
efecto de que las autoridades competentes instrumenten las
acciones procedentes conforme a sus esferas de atribucio-
nes, a fin de salvaguardar el patrimonio arqueológico, his-
tórico y cultural  del país.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 180, numeral 2, fracción I del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos somete a la consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Instituto Nacional de Antropología e
Historia a realizar la declaratoria del panteón de Dolores
como zona de monumentos históricos e implementar un
programa de rescate, a fin de preservar sus características
originales y otorgar el mantenimiento de los elementos que
lo componen.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de abril de 2011.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero, Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González
Morales (rúbrica), Germán Contreras García (rúbrica), Jaime Oliva
Ramírez (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Co-
rona Valdés (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica),
Roberto Pérez de Alva Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbri-
ca), Paz Gutiérrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat
(rúbrica), secretarios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo, Elpidio Des-
iderio Concha Arellano (rúbrica), Óscar Lara Salazar, José Antonio Ay-
sa Bernat (rúbrica), Beatriz Elena Paredes Rangel, Onésimo Marisca-



les Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), Alejan-
dro Bahena Flores (rúbrica), José Francisco Javier Landero Gutiérrez
(rúbrica), Manuel Jesús Clouthier Carrillo (rúbrica), María Sandra
Ugalde Basaldúa (rúbrica), Yolanda del Carmen Montalvo López (rú-
brica), Obdulia Magdalena Torres Abarca (rúbrica), María Araceli
Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez, Reyes Tamez
Guerra (rúbrica), Blanca Soria Morales (rúbrica).»

EDUCACION INDIGENA

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la SEP y al Instituto Nacional de Lenguas Indí-
genas a implantar un programa de capacitación en las se-
cundarias con población indígena

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de los artículos 80, 85, 176 y 182 numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de la honorable asamblea el presente dictamen.

I. Antecedentes

A la comisión que suscribe de Educación Pública y Servi-
cios Educativos le fue turnada para su estudio y dictamen,
la proposición con punto de acuerdo en la que se exhorta a
la Secretaría de Educación Pública y al Instituto Nacional
de Lenguas Indígenas, para que implanten un programa de
capacitación en las secundarias con población indígena,
presentada por la diputada Alba Leonila Méndez Herrera,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, el
15 de diciembre de 2010.

En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados turnó la proposición en comento a
la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la Cámara de Diputados.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
dio trámite de recibo e inició el análisis correspondiente.

II. Descripción de la proposición

En la proposición presentada por la diputada Alba Leonila
Méndez Herrera, manifiesta su preocupación por la equi-
dad de la educación en la población indígena del país. La
promovente menciona que la población indígena represen-
ta un 10 por ciento de la población total de la República
Mexicana. De esta minoría “el 60.4 por ciento de los indi-
viduos vive en municipios con alta y muy alta margina-
ción”.

Tomando en consideración lo que menciona el artículo 2o.
constitucional Apartado B, fracción II, la federación, los
estados y los municipios “para promover la igualdad de
oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier prácti-
ca discriminatoria, establecerán las instituciones y determi-
narán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de
los derechos de los indígenas” Además las autoridades edu-
cativas

“I. Atenderán de manera especial las escuelas en que, por
estar en localidades aisladas, zonas urbanas marginadas o
comunidades indígenas, sea considerablemente mayor la
posibilidad de atrasos o deserciones, mediante la asigna-
ción de elementos de mejor calidad, para enfrentar los pro-
blemas educativos de dichas localidades” (artículo 33,
fracción I).

En secundaria, la población indígena presenta un índice de
deserción importante, debido a que “los jóvenes de entre
12 y 15 años de edad que aspiran a ingresar al primer año
de secundaria, se encuentran con maestros que desconocen
su lenguaje étnico, y por ello, al no poder continuar su edu-
cación y por no contar con un profesor bilingüe, optan por
el abandono de sus estudios generando un mayor analfabe-
tismo en nuestro país y negando la posibilidad de aspirar a
la oportunidad de un mejor futuro”.

Por tanto, la diputada solicita al pleno de esta soberanía la
aprobación del siguiente punto de acuerdo:

Único. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública y al
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, para que, en con-
junto, implementen un programa de capacitación en las se-
cundarias con población indígena, con el fin de que los
educadores aprendan el dialecto de la región y combatir de
esta forma la falta de educadores en estos planteles.
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III. Consideraciones de la comisión

1. Los miembros de esta comisión reconocen que la educa-
ción es un proceso que contribuye de manera permanente
en el desarrollo integral de la persona y un derecho que to-
do individuo debe recibir. Por tanto, la comisión dictami-
nadora está de acuerdo que se debe atender las poblaciones
de localidades aisladas, zonas urbanas marginadas o comu-
nidades indígenas, con el fin de lograr mayor equidad en
educación, así como “la igualdad en oportunidades de ac-
ceso y permanencia en los servicios educativos” (artículo
32 Ley General de Educación).

2. La población indígena representa un 6.15 por ciento del
total de la población mexicana, es decir, 6 millones 913 mil
indígenas, de éstos, 1 millón 331 mil son niños de 5 a 14
años de edad. En 2010, el 94.7 por ciento asistió a la es-
cuela1. De acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo
(2007-2012), “los alumnos de telesecundaria, educación
comunitaria e indígena son quienes obtienen los puntajes
más bajos”2.

3. En cuanto a características de la educación indígena se
pude observar que existe una calidad deficiente, altos índi-
ces de deserción y reprobación, y “falta de pertinencia cul-
tural y lingüística de la educación que México ofrece a es-
ta población”3. En este último aspecto, “ la mayor parte de
las escuelas indígenas del país predomina la castellaniza-
ción directa (sólo el 63 por ciento de los maestros indíge-
nas hablan una lengua indígena), hay una desubicación lin-
güística (maestros que hablan una lengua indígena pero
que trabajan en una comunidad que habla otra) cercana al
20 por ciento, o bien prevalece el uso instrumental de la
lengua indígena (se maneja sólo mientras los alumnos ad-
quieren suficiente español como para proseguir las clases
en esta lengua)”.

4. En la Secretaría de Educación Pública a través de la Di-
rección General de Educación Indígena, lleva a cabo pro-
gramas para la profesionalización de docentes, personal di-
rectivo y apoyo técnico de educación indígena. Sin
embargo, el apoyo está enfocado principalmente a los sub-
sistemas de educación preescolar y primaria, debido a que
dentro del sistema de educación escolarizada, se establece
el preescolar y la primaria indígena4.

5. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, señala que la Federación, los Estado y Municipios de-
ben:

“II. Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad,
favoreciendo la educación bilingüe e intercultural, la al-
fabetización, la conclusión de la educación básica, la ca-
pacitación productiva y la educación media superior y
superior” (artículo 2o. constitucional).

6. La Secretaría de Educación Pública, de acuerdo con el
artículo 21 de la Ley General de Educación, deberá pro-
porcionar “los medios que le permitan realizar eficazmen-
te su labor y que contribuyan a su constante perfecciona-
miento”. Asimismo, el Instituto Nacional de Lenguas
Indígenas, como órgano sectorizado en la SEP, y cuyo ob-
jetivo es la conservación de las lenguas indígenas del país,
tiene la atribución de “promover programas, proyectos y
acciones para vigorizar el conocimiento de las culturas y
lenguas indígenas nacionales”5. Por tanto, se considera
pertinente crear un programa que apoye a los docentes de
secundaria con población indígena.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 180, numeral 2, fracción I, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, la Comisión de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos somete a la consideración de es-
ta honorable asamblea, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública y al
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, para que, en con-
junto, implementen un programa de capacitación en las se-
cundarias con población indígena, con el fin de que los
educadores aprendan el dialecto de la región y combatir de
esta forma la falta de educadores en estos planteles.

Notas:

1 Cifras del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI)
Censos de población y vivienda 2010.

2 Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, Presidencia de la Repú-
blica (2007) Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. Página 178.

3 Observatorio ciudadano de la Educación. La educación indígena en
México: inconsistencia y retos. Extraído el día 14 de abril de 2011, des-
de http://www.observatorio.org/comunicados/ EducDebate15_Educa-
cionIndigena_3.html 

4 Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (2009) Pano-
rama Educativo de México 2009. Página 37. Extraído el día 11 de abril



de 2011, desde: http://www.inee.edu.mx/ BuscadorDocs/ detallePub;
jsessionid= C1C806EEE21A44890F00BFA3AE73A2A6?clave= IN-
EE-20090553

5 Artículo 14, inciso b, de la Ley General de Derecho Lingüísticos de
los Pueblos Indígenas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de abril de 2011.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero (rúbrica), Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto
González Morales (rúbrica), Germán Contreras García, Jaime Oliva
Ramírez (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío, Lorena Corona Valdés
(rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Roberto Pérez
de Alba Blanco, Carlos Cruz Mendoza (rúbrica), Paz Gutiérrez Corti-
na (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica), secretarios;
Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Elpidio Desiderio Concha
Arellano (rúbrica), Óscar Lara Salazar, José Antonio Aysa Bernat (rú-
brica), Beatriz Elena Paredes Rangel, Onésimo Mariscales Delgadillo
(rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), Alejandro Bahena Flo-
res (rúbrica), José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Manuel Jesús
Clouthier Carrillo (rúbrica), María Sandra Ugalde Besaldúa (rúbrica),
Yolanda del Carmen Montalvo López, Obdulia Magdalena Torres
Abarca (rúbrica), María Araceli Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz
Lobato Ramírez, Reyes Tamez Guerra (rúbrica), Blanca Soria Mora-
les.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Pregunte usted, señora secretaria, en votación económica,
si se aprueban.

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: En votación económica se pregunta si se aprueban.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Quienes estén por la negativa.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Quedan aprobados y se comunican.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
El siguiente capítulo son nueve dictámenes negativos de

iniciativa. Toda vez que están publicados en la Gaceta Par-
lamentaria consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se omite su lectura.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
En votación económica se consulta a la asamblea si se dis-
pensa la lectura. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y di-
putados que estén por la negativa.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

«Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con punto
de acuerdo por el que se desecha la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 183 y 183 Bis de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión de la LXI Le-
gislatura fue turnada, para estudio y dictamen, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 183 y
183 Bis de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, pre-
sentada el 15 de diciembre de 2010 por el diputado Alfon-
so Primitivo Ríos Vázquez, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 80, 84, 85, 157, 176, 177, 190 y
191 del Reglamento de la Cámara de Diputados, la Comi-
sión de Desarrollo Rural, somete a consideración de sus in-
tegrantes el presente dictamen, el cual se realiza a partir del
siguiente

Método

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 176, nume-
ral 1, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, la Comisión de Desarrollo Rural, encargada del análi-
sis y dictamen de la iniciativa en cuestión, desarrolló su
trabajo conforme al procedimiento que a continuación se
describe:

I. En el apartado de “Antecedentes” se deja constancia de
las acciones realizadas por los proponentes para la elabora-
ción de la iniciativa, los trámites del proceso legislativo, el
recibo y turno para el dictamen, así como las acciones rea-
lizadas por esta Comisión Dictaminadora.
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II. En el apartado “Contenido de la iniciativa” se reprodu-
cen en términos generales, los motivos y alcances de la
propuesta en estudio, y se hace una breve referencia de los
temas que la componen.

III. En el apartado de “Consideraciones” se expresan los
argumentos de valoración de la iniciativa y los motivos que
sustentan el sentido de su resolución.

IV. En el apartado de “Conclusiones”, en el que se deter-
mina si es plausible o no la aprobación de la iniciativa.

V. Finalmente, al resultar improcedente la aprobación de la
iniciativa, se formula el “Acuerdo” mediante el cual la
asamblea tendrá por desechado dicho proyecto legislativo.

Antecedentes

I. En la sesión del 15 de diciembre de 2010, el diputado Al-
fonso Primitivo Ríos Vázquez, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo, presentó ante el pleno de
la Cámara de Diputados de la LXI Legislatura la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 183 y
183 Bis de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

II. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados de la LXI Legislatura acordó turnarla a la Co-
misión de Desarrollo Rural para su estudio y dictamen co-
rrespondiente.

III. El 10 de enero de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados de la LXI Legislatura remitió a las instalacio-
nes de la Comisión de Desarrollo Rural el expediente de la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
183 y 183 Bis de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

IV. El 14 de enero de 2011, la Comisión de Desarrollo Ru-
ral, en cumplimiento del artículo 177, numeral 1, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, convocó al propo-
nente de la iniciativa para que de considerarlo pertinente,
ampliara a dicha comisión ordinaria la información en la
que sustentaba su propuesta legislativa.

Como respuesta a la convocatoria emitida por la Comisión
de Desarrollo Rural, el legislador proponente envío infor-
mación referente a la iniciativa mediante oficio sin núme-
ro de fecha 8 de febrero de 2011.

V. El 3 de febrero de 2011, la Junta Directiva de la Comi-
sión de Desarrollo Rural, tomando en consideración  la na-

turaleza e importancia del tema consignado en el conteni-
do de la iniciativa, suscribió el acuerdo con objeto de soli-
citar a los centros de estudio adscritos a la Cámara de Di-
putados reportes en materia regulatoria, social, de opinión
pública y de impacto presupuestal.

Asimismo, la Junta Directiva de la Comisión de Desarrollo
Rural determinó en el acuerdo arriba referido, la posibili-
dad de formular consulta a las dependencias de la adminis-
tración pública federal que por su competencia pudieran
aportar elementos respecto de la iniciativa materia del pre-
sente dictamen.

VI. En cumplimiento al acuerdo tomado y suscrito por los
integrantes de la Junta Directiva de la Comisión de Desa-
rrollo Rural el 3 de febrero de 2011, se solicitaron los re-
portes en materia regulatoria, social, de opinión pública y
de impacto presupuestal a las siguientes instituciones ads-
critas a la Cámara de Diputados: al Centro de Estudios de
Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria; al
Centro de Estudios de Derecho e Investigaciones Parla-
mentarias; al Centro de Estudios de Finanzas Públicas y al
Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública.

Para efectos de reunir mayores elementos para dictaminar
esta iniciativa, la Comisión de Desarrollo Rural por acuer-
do de su Junta Directiva formuló consulta a las siguientes
dependencias: Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación; Secretaría de Desarro-
llo Social; Secretaría de Educación Pública; Secretaría de
Hacienda y Crédito Público y Secretaría de Economía.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa objeto del presente dictamen pretende modi-
ficar el artículo 183 de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table, cuyo contenido refiere a las líneas de acción que de-
berá impulsar el gobierno federal en las zonas productoras
para cumplir con los requerimientos de la seguridad y la
soberanía alimentaria previstas en ese ordenamiento. Asi-
mismo pretende adicionar un nuevo artículo 183 Bis a la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, con la finalidad de
que se destinen recursos a un plan nacional para garantizar
la seguridad y soberanía alimentaria; para quedar como si-
gue:

Artículo 183. Para cumplir con los requerimientos de la
seguridad y soberanía alimentaria, el gobierno federal im-
pulsará en las zonas productoras un programa nacional que
contemple los siguientes aspectos:



I. y II. ...

III. ...

Para tal efecto se deberá promover una política de
fomento de la innovación y la transferencia tecnoló-
gica involucrando a las universidades e institutos
tecnológicos, buscando interacciones con los produc-
tores.

IV. a VII....

VIII. La aplicación de medidas de certidumbre econó-
mica, financiera y comercial que garanticen el cumpli-
miento de los programas productivos agroalimentarios
referidos en el artículo 180 y un sistema de financia-
miento rural que movilice el ahorro en el marco de la
agricultura familiar y haga énfasis en la formación
de capital.

Artículo 183 Bis. El Estado otorgará los recursos
económicos necesarios para la elaboración y ejecu-
ción de un plan nacional para garantizar la seguri-
dad y soberanía alimentaria.

Lo anterior, atiende —según lo manifiesta el legislador
proponente en la exposición de motivos— a todos los fac-
tores que generan un escenario de extrema vulnerabilidad
en el país, dado que existe dependencia de la importación
de artículos de primera necesidad como son los granos bá-
sicos, lo cual se ha visto reflejado en un aumento exponen-
cial de los precios de los principales alimentos provocando
que la mayor parte de la población no pueda adquirir una
canasta básica, ocasionando el problema denominado “in-
seguridad alimentaria”.

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de Comisión Dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos expuestos en la citada Iniciativa con el
objeto de valorar su contenido, deliberar e integrar el pre-
sente dictamen.

Segunda. La Comisión de Desarrollo Rural reconoce y
concuerda con el planteamiento del Diputado proponente,
en razón de que pretende atender a una problemática que
por su magnitud e importancia, debe invitar a la reflexión
de todos y cada uno de los integrantes de esta comisión or-

dinaria, ante la fragilidad que aqueja a nuestro país en ma-
teria de seguridad alimentaria.

Particularmente porque, dicha fragilidad es inclusive ma-
yor en los momentos actuales, cuando los mercados mun-
diales han sido fuertemente sacudidos por la inestabilidad
climatológica.

Sin embargo del análisis puntual practicado a la iniciativa
materia del presente dictamen, se identificaron algunas in-
consistencias jurídicas que dieron lugar a duplicidades en
cuanto a las actividades que ya vienen desempeñando al-
gunos esquemas previstos en la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable y en la operación de diversos esquemas de apo-
yo que en la actualidad son aplicables.

Tercera. En lo que respecta a la adición del segundo pá-
rrafo de la fracción II del artículo 183 de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable, relativa a promover una política
de fomento de la innovación y la transferencia tecnoló-
gica involucrando a las universidades e institutos tec-
nológicos, buscando interacciones con los productores,
es oportuno mencionar que el artículo 34 de la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable vigente, prevé que para impulsar
la generación de investigación sobre el desarrollo rural sus-
tentable y en particular el desarrollo tecnológico, su vali-
dación, transferencia y apropiación por parte de los pro-
ductores y demás agentes de la sociedad rural, se establece
el Sistema Nacional de Investigación y Transferencia Tec-
nológica para el Desarrollo Rural Sustentable, como una
función del Estado que se cumple a través de sus institu-
ciones y se complementa a través de organismos privados
y sociales dedicados a dicha actividad.

Luego entonces, el Sistema Nacional de Investigación y
Transferencia Tecnológica para el Desarrollo Rural Susten-
table tiene como objetivo coordinar y concertar las accio-
nes de instituciones públicas, organismos sociales y priva-
dos que promuevan y realicen actividades de investigación
científica, así como el desarrollo tecnológico, la validación
y la transferencia de conocimientos y de tecnología desti-
nada al mejor desempeño de las actividades productivas de
la rama agropecuaria.

Cuarta. En este orden de ideas, es conveniente señalar que
el Sistema Nacional de Investigación y Transferencia Tec-
nológica para el Desarrollo Rural Sustentable, está dirigido
por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación (Sagarpa) y por mandato de ley,
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debe integrar los esfuerzos en materia de investigación y de
transferencia de tecnología mediante la participación de: a)
Las instituciones públicas de investigación agropecuaria
federales y estatales; b) Las instituciones públicas de edu-
cación que desarrollan actividades en la materia; c) Las
instituciones de investigación y educación privadas que
desarrollen actividades en la materia; d) El Consejo Nacio-
nal de Ciencia y Tecnología; e) El Sistema Nacional de In-
vestigadores en lo correspondiente; f) Los mecanismos de
cooperación con instituciones internacionales de investiga-
ción y desarrollo tecnológico agropecuario y agroindus-
trial; g) Las empresas nacionales e internacionales genera-
doras de tecnología agropecuaria y forestal, a través de los
mecanismos pertinentes; h) Las organizaciones y particula-
res, nacionales e internacionales, dedicados a la investiga-
ción agropecuaria, mediante los mecanismos de coopera-
ción que correspondan; i) El Consejo Mexicano para el
Desarrollo Rural Sustentable conjuntamente con los Con-
sejos Estatales para el Desarrollo Rural Sustentable; y j)
Otros participantes que la Comisión Intersecretarial para el
Desarrollo Rural Sustentable considere necesarios, para
cumplir con los propósitos del fomento de la producción
rural.1

Por su parte, en aras de reforzar los mecanismos de trans-
ferencia de tecnología a los productores agropecuarios, la
LXI Legislatura de la Cámara de Diputados a través del
trabajo legislativo desempeñado por la Comisión de Desa-
rrollo Rural, aprobó una reforma a la fracción I del artícu-
lo 37 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, con obje-
to de establecer que el precitado sistema, debería satisfacer
las demandas de los sectores social y privado en materia de
investigación y transferencia de tecnología siendo su pro-
pósito fundamental atender las necesidades que en materia
de ciencia y tecnología de los productores y demás agentes
de las cadenas productivas agropecuarias y agroindustria-
les y aquellas de carácter no agropecuario que se desarro-
llan en el medio rural.2

En este sentido, la promoción, generación, apropiación, va-
lidación y transferencia de tecnología que cubra las necesi-
dades que tengan los productores y los demás agentes de
las cadenas productivas agropecuarias y agroindustriales,
propiciando la vinculación entre los centros de investiga-
ción y de docencia agropecuarias, ya están previstas como
parte de las obligaciones consignadas al Sistema Nacional
de Investigación y Transferencia Tecnológica para el De-
sarrollo Rural Sustentable de conformidad con la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable,3 por ello, la adición pro-
puesta la fracción III del artículo 183 del citado ordena-

miento carece de materia y en consecuencia resulta impro-
cedente. 

Quinta. En tratándose de la reforma propuesta a la frac-
ción VIII del artículo 183 de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, que pretende incorporar un sistema de finan-
ciamiento rural que movilice el ahorro en el marco de
la agricultura familiar y haga énfasis en la formación
de capital, dentro de la aplicación de medidas de certi-
dumbre económica, financiera y comercial que garanticen
el cumplimiento de los programas productivos agroalimen-
tarios, esta comisión dictaminadora considera que la re-
forma es inconsistente con las disposiciones previstas en
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable en materia de
seguridad y soberanía alimentaria. 

La aseveración anterior deriva de que la propia Ley de
Desarrollo Rural Sustentable prevé que, la política de fi-
nanciamiento para el desarrollo rural sustentable se orien-
tará a establecer un sistema financiero múltiple en sus mo-
dalidades, instrumentos, instituciones y agentes, que
permita a los productores de todos los estratos y a sus or-
ganizaciones económicas y empresas sociales disponer de
recursos financieros adaptados, suficientes, oportunos y
accesibles para desarrollar exitosamente sus actividades
económicas,4 para ello crea el Sistema Nacional de Finan-
ciamiento Rural.5

Sexta. Bajo esta tesitura, en cumplimiento a lo dispuesto
en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, el gobierno fe-
deral tiene la encomienda de impulsar la participación de
las instituciones del Sistema Nacional de Financiamiento
Rural en la prestación de servicios de crédito, ahorro, se-
guros, transferencia de remesas, servicios de pagos y la
aportación de capital de riesgo al sector, asimismo el go-
bierno federal tendrá que realizar esfuerzos de coordina-
ción en materia de financiamiento rural, entre la banca de
desarrollo e instituciones del sector público especializadas;
la banca comercial y organismos privados de financia-
miento y la banca social y organismos financieros de los
productores rurales, reconociéndolos en los términos de la
legislación aplicable.

Por lo tanto, pretender que se genere un sistema de finan-
ciamiento rural que movilice el ahorro en el marco de
la agricultura familiar y haga énfasis en la formación
de capital, que sea alterno al Sistema Nacional de Fi-
nanciamiento Rural creado por la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, implica duplicar los mecanismos y
las instancias colegiadas de representación, destinadas



a la debida ejecución de disposiciones que en materia de
financiamiento rural se contemplan en la precitada
Ley, en consecuencia no resulta viable la aprobación de
la reforma referida, toda vez que el sistema nueva cre-
ación no garantizaría que se propicie la inocuidad, la
seguridad y la soberanía alimentaria resultado del cum-
plimiento de los programas productivos agroalimentarios
previstos en el artículo 180 de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable.

Séptima. En congruencia con lo anterior y derivado del
análisis practicado al contenido del artículo 183 Bis conte-
nido en la iniciativa, el cual pretende establecer que el Es-
tado otorgue los recursos económicos necesarios para la
elaboración y ejecución de un plan nacional para ga-
rantizar la seguridad y soberanía alimentaria, es opor-
tuno mencionar, que actualmente existen varios esque-
mas de apoyo destinados al fomento a la buena
nutrición, la seguridad alimentaria, la disminución de
la pobreza y la marginación, en este contexto el más re-
presentativo es el Proyecto Estratégico para la Seguri-
dad Alimentaria, conocido por su acrónimo como PE-
SA.

El PESA es un proyecto de la Secretaría de Agricultu-
ra, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
promovido con el apoyo técnico de la Organización de
las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimenta-
ción (FAO) que tiene por objetivo desarrollar a las per-
sonas en comunidades de alta marginación, para que
sean los principales actores en la búsqueda de solucio-
nes que conlleven a la seguridad alimentaria y a la re-
ducción de la pobreza. Cabe destacar que en la más re-
ciente evaluación específica de los resultados del PESA
se identificó que por un lado, tiende a incrementar la
disponibilidad y el acceso a más alimentos en las zonas
de alta y muy alta  marginación y por otro lado, tiene el
potencial para desarrollar capacidades en sus benefi-
ciarios para identificar y proponer soluciones a la pro-
blemática de la escases alimentaria.6

Octava. Si bien es cierto, el PESA no es un programa en
términos de lo establecido en la Ley de Planeación, si es
una estrategia metodológica y de soporte técnico que guar-
da estrechas relaciones de complementariedad con distin-
tos programas federales que concurren en atención de los
grupos vulnerables en cuanto a su situación alimentaria,
ejemplo de ello son:7

– El Proyecto Estratégico de Apoyo a la Cadena Pro-
ductiva de los Productores de Maíz y Fríjol (Promaf) es
complementario al PESA, porque el Promaf apoya la
adquisición de insumos que muchas veces no están dis-
ponibles o son inaccesibles para la población potencial
del PESA.

– Los programas Fondo de Apoyo a Proyectos Produc-
tivos en Núcleos Agrarios (FAPPA) y Programa de la
Mujer en el Sector Agrario (Promusag) de la Secretaría
de la Reforma Agraria, resultan complementarios con el
PESA debido a que las agencias de desarrollo rural pue-
den utilizarlos para financiar proyecto vinculados de
manera directa con el PESA.

– El Programa de Coordinación para el Apoyo a la Pro-
ducción Indígena (Procapi) de la Comisión Nacional pa-
ra el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) es com-
plementario al PESA, porque  es un programa con un
fondo a partir del cual pueden financiar proyectos del
PESA.

– El Proyecto de Asistencia Técnica al Microfinancia-
miento Rural (Patmir) es complementario con el PESA,
porque este esquema de apoyo a cargo de la Sagarpa,
persigue el objetivo de lograr la inclusión financiera de
la población rural marginada de México y en sus últimas
fases, el PESA tiene como finalidad que sus beneficia-
rios sean capaces de generar ahorros e invertirlos en
proyectos financieros.

– El Programa de Uso Sustentable de los Recursos Na-
turales para la Producción Primaria,8 y el Programa Pro-
árbol de la Comisión Nacional Forestal (Conafor) apo-
yan la producción de alimentos y promueven la
conservación de los recursos naturales al instaurar me-
canismos de reforestación de terrenos agroforestales,
por ello resultan complementarios con el PESA.

– El Programa Oportunidades incluye mecanismos de
apoyo orientados a mejorar el uso de alimentos, indica-
dor vinculado con la seguridad alimentaria que no se en-
cuentra atendido por el PESA, en razón de que Oportu-
nidades pretende “asegurar el acceso al paquete básico
garantizado de salud a las familias beneficiadas con el
propósito de impulsar el uso de los servicios de salud
preventivos y de autocuidado, así como mejorar la ali-
mentación y nutrición de todas la familias beneficia-
rias”. Lo anterior se dirige con especial atención a la po-
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blación más vulnerable como son los lactantes, los niños
que dejaron de ser lactantes y las mujeres embarazadas.

– El Programa de Abasto Social de Leche de Liconsa
(PASL) tienen un relación de complementariedad con el
PESA, porque su objetivo está enfocado a “contribuir al
desarrollo de capacidades básicas mejorando los niveles
de nutrición de la población en pobreza patrimonial”,
mediante el apoyo para que las familias tengan acceso al
consumo de leche fortificada.

– Por su parte el Programa de Abasto Rural de Diconsa
dirigido a aumentar la disponibilidad de alimentos nu-
tritivos en las zonas rurales marginadas más allá de los
que pueden ser producidos en los traspatios o en las mil-
pas (aceite vegetal, azúcar, atún enlatado y sal entre
otros) y productos para la higiene y la salud a precios
accesibles para la población de bajos ingresos, se vincu-
la y complementa al PESA.

– Para aquellas personas que nos son beneficiarias del
Programa Oportunidades, pero que se encuentran en
condiciones de pobreza existe otro programa a cargo de
Diconsa denominado Programa de Apoyo Alimentario
que tiene por objetivo  contribuir al desarrollo de las ca-
pacidades básicas mejorando la nutrición de la pobla-
ción mediante apoyos en efectivo o en especie para ali-
mentación, pláticas sobre buenos hábitos alimenticios y
de nutrición, prevención del sobre peso y complementos
nutricionales para niños mayores a seis meses y meno-
res de dos años y mujeres embarazadas o en periodo de
lactancia.

Por lo que, un Plan Nacional para asegurar la seguridad y
soberanía alimentaria que no integre los esquemas referido
y que en su elaboración no dé cumplimiento a lo estipula-
do en el artículo 26 constitucional y al estricto apego al Sis-
tema Nacional de Planeación Democrática previsto y regu-
lado en la Ley de Planeación, provocaría la evidente
duplicidad en los esfuerzos gubernamentales, incrementan-
do de manera inevitable el dispendio de recursos, sin que
con ello garanticemos que se solucione el problema de la
seguridad alimentaria en nuestra nación.

Novena. Valorados todos y cada uno de los argumentos
vertidos en el presente dictamen, destacando que dada la
magnitud e importancia del problema que tiene nuestro
país en materia de seguridad alimentaria, el cual se ha vis-
to agravado, por las terribles sacudidas que han sufrido los

mercados mundiales a consecuencia de la inestabilidad cli-
matológica, esta comisión dictaminadora concluye que la
solución que permita garantizar la seguridad y la soberanía
alimentaria de México, no está en la modificación a la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable en los términos planteados
por el legislador proponente, sino en el impulso de accio-
nes que mejoren sustantivamente la organización de los
productores, su conocimiento del mercado y la conforma-
ción de estructuras que les permitan conservar bien sus
productos, así como la instrumentación de los sistemas de
información cuyos datos inciden en su actividad producti-
va.

Es oportuno señalar que la innovación tecnológica es un te-
ma que constituye un pilar fundamental del programa de
trabajo de esta comisión ordinaria para el periodo legislati-
vo presente. En este orden de ideas, la comunicación de los
productores con el sistema de investigadores y académicos
en materia de desarrollo rural sustentable es necesaria e
irremplazable, por lo que los esfuerzos de los Poderes de la
Unión deberían concentrarse en promover el incremento a
la productividad9 y la eficiente capacitación y asistencia
técnica10 prevista y regulada por la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable.

Por tanto, para resolver los problemas que aquejan a los
agentes de la sociedad rural, así como satisfacer inquietu-
des tan sentidas y tan ciertas como las que sometió al Ple-
no de ésta Soberanía el Diputado proponente, es indispen-
sable fortalecer la aplicación y seguimiento de los
esquemas normativos y de apoyo existentes, como lo es la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable vigente.

Conclusiones

Primera. En virtud de lo anterior y una vez que esta comi-
sión dictaminadora ha entrado al análisis del fondo del
asunto, valorando los argumentos que sustentan el conteni-
do de la Iniciativa, se concluye que no resulta procedente
su aprobación. 

Segunda. Consecuentemente, la Comisión de Desarrollo
Rural considera que no ha lugar a aprobar la Iniciativa ma-
teria de este dictamen, por tanto es procedente el archivo
del expediente como asunto definitivamente concluido.

En mérito de lo expuesto, los integrantes de esta Comisión
de Desarrollo Rural ponen a consideración de la honorable
asamblea el siguiente



Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 183 y 183 Bis de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, presentada por el diputado Alfonso Pri-
mitivo Ríos Vázquez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo, el 15 de diciembre de 2010.

Notas:

1 Ver el artículo 35 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable vigente.

2 Iniciativa dictaminada en la cuarta reunión ordinaria de la Comisión
de Desarrollo Rural, celebrada el 2 de diciembre de 2009, aprobada por
el pleno de la Cámara de Diputados el 16 de marzo de 2010; aprobada
el 29 de abril de 2010 por el Senado de la República y publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2010.

3 Ver artículo 37 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable vigente.

4 Ver el artículo 116 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable vigente.

5 Previsto en los artículos 22, fracción VIII; 116, 117, 118, 119, 120,
121, 122, 123 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable vigente.

6 “Evaluación Específica del Proyecto de Estratégico para la Seguri-
dad Alimentaria”, integrada en el compendio Evaluación y análisis de
políticas, editado por Sagarpa-FAO, enero de 2009. 

7 Datos extraídos del capítulo 2, “Evaluación de la Gestión del PESA”,
del documento titulado Evaluación Específica del Proyecto de Estra-
tégico para la Seguridad Alimentaria, integrada en el compendio Eva-
luación y análisis de políticas, editado por Sagarpa-FAO, enero de
2009, páginas 36 a 41.

8 El predecesor de este programa hasta 2007 fue el Programa Integral
de Agricultura Sostenible y Reconversión Productiva en Zonas de Si-
niestralidad Recurrente (PIASRE).

9 Ver el capítulo VII, “Del Incremento de la Productividad y la For-
mación y Consolidación de Empresas Rurales”, artículos 86 al 90 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable vigente.

10 Ver el capítulo III, “De la Capacitación y la Asistencia Técnica”, ar-
tículos 41 al 52 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable vigente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de febrero de 2011.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbri-

ca), María Esther Terán Velázquez, Martín Enrique Castillo Ruiz (rú-
brica), Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburg (rúbrica), Hernán de Je-
sús Orantes López, Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica), Carlos
Luis Meillón Johnston (rúbrica), Julio Saldaña Morán, Federico Ova-
lle Vaquera, secretarios; Esteban Albarrán Mendoza (rúbrica en abs-
tención), Rubén Arellano Rodríguez (rúbrica), Sabino Bautista Con-
cepción (rúbrica), José Erandi Bermúdez Méndez (rúbrica), Felipe
Borja Texocotitla (rúbrica), María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica
en abstención), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica en con-
tra), Alberto Esquer Gutiérrez (rúbrica), Francisco Alberto Jiménez
Merino, Gerardo Leyva Hernández (rúbrica), Fermín Montes Cavazos,
Alba Leonila Méndez Herrera (rúbrica), Avelino Méndez Rangel (rú-
brica), Norma Leticia Orozco Torres (rúbrica), Guadalupe Pérez Do-
mínguez, Arturo Ramírez Bucio, Luis Félix Rodríguez Sosa, Emiliano
Velázquez Esquivel (rúbrica), Rolando Zubía Rivera.»

PENA DE MUERTE

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales, de Justicia, y de Seguridad Pública, con
puntos de acuerdo por los que se desechan iniciativas con
proyecto de decreto que reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación, del Código Penal Federal, del Código Federal
de Procedimientos Penales y de la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada, en materia de pena de muerte

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, de
Justicia, y de Seguridad Pública, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 39, 40 y 45, numeral 6, incisos e)
y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 80, 81, 82, 83, 84, 85 y demás re-
lativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
ten a la consideración de esta soberanía, el siguiente
dictamen:

I. Antecedentes legislativos

1. El 11 de diciembre de 2008, diputados integrantes del
Congreso de Coahuila, presentaron iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 14
y 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, misma que fue turnada a la Comisión de
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Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración
del dictamen correspondiente.

2. El 10 de marzo de 2009, los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, presentaron iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan, diversas disposicio-
nes de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación, del Código Penal Federal, del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales y de la Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada en materia de pena
de muerte, la cual fue turnada a las Comisiones Unidas
de Puntos Constitucionales, de Justicia, y de Seguridad
Pública, para su estudio y elaboración del dictamen co-
rrespondiente.

3. El 24 de noviembre de 2009, la diputada Adriana Sa-
rur Torre, del Partido Verde Ecologista de México, pre-
sentó excitativa a las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales, de Justicia, y de Seguridad Pública,
para efecto de que las mismas pronunciaran el dictamen
respectivo. 

4. El 19 de octubre de 2010, el diputado Cuauhtémoc
Gutiérrez de la Torre del Partido Revolucionario Institu-
cional, presentó iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma y adiciona el artículo 22 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos en ma-
teria de pena de muerte, la cual fue turnada a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales para estudio y
elaboración del dictamen correspondiente.

II. Contenido de las iniciativas

La iniciativa presentada por diputados integrantes del Con-
greso de Coahuila, expone que en México, la pena de
muerte surge desde la época precolombina. La Constitu-
ción General de 1917 establecía en el artículo 22 la posibi-
lidad de imponer la pena de muerte por delitos políticos y,
en cuanto a los demás, sólo podía imponerse al traidor a la
patria en guerra extranjera, al parricida, al homicida con
alevosía, premeditación o ventaja, al incendiario, al plagia-
rio, al salteador de caminos, al pirata y a los reos de delitos
graves del orden militar. 

Esta disposición, igual que la mayoría de los artículos que
integran la Carta Magna, tomó como punto de partida la
Constitución Federal de 1857. El Constituyente de 1917

mantuvo el sentido de la disposición, adecuándola a las cir-
cunstancias del momento. 

El principio de respeto de los derechos humanos que ha re-
gido a las naciones y, por ende, comparten que el compro-
miso a que México se ha sumado a lo largo de los años.
También entienden que hay distintos tipos de acciones que
alteran el orden y la paz social y, de acuerdo con el daño in-
fligido a la sociedad, se toman medidas distintas para sub-
sanar el daño hecho y prevenir, a su vez, el daño futuro. 

De esa forma, hay delitos que trastocan al individuo afec-
tándolo en sus bienes, posesiones o derechos, en los que el
daño es susceptible de repararse con las sanciones descri-
tas en el ordenamiento penal, es decir, no hay una altera-
ción directa o grave en la esfera de garantías del individuo.
Por otro lado, hay crímenes que, debido a su magnitud,
atentan directamente contra la salud, seguridad, libertad y
tranquilidad del individuo, produciéndose así un trastorno
social a tal profundidad, que hace necesaria la imposición de
medidas de mayor trascendencia para restablecer los dere-
chos de los habitantes. Contra la ejecución de estos crímenes
debe imponerse la pena capital como sanción máxima. 

Por todo lo anterior, y a efecto de disminuir los índices de
criminalidad en delitos de alta repercusión e impacto social
como el secuestro, proponen adicionar al artículo 22 cons-
titucional un párrafo a fin de que las entidades federativas
y el Congreso de la Unión puedan incluir en sus ordena-
mientos penales, y dentro de su ámbito de competencia, la
sanción de la pena capital para el delito de secuestro cuan-
do éste culmine con la muerte de la víctima. 

La iniciativa presentada por diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
proponen reformas y adiciones a diversos cuerpos legales
para la aplicación de la pena de muerte; en virtud de la in-
seguridad que actualmente se vive en nuestro país y el ín-
dice creciente de las tasas de criminalidad; su aplicación se
limita exclusivamente a los delitos que a continuación se
enuncian:

• La privación ilegal de la libertad en su modalidad de
secuestro. En razón de que se ha superado la capacidad
de las autoridades para hacerle frente, aunado a que las
cifras de las víctimas van en aumento. Derivado de lo
anterior, la pena de muerte se aplicaría a los servidores
o ex servidores públicos de las Corporaciones de Segu-
ridad Pública, Ejército, Marina y Ministerios Públicos



Federales; cuando se mutile o prive de la vida a la vícti-
ma durante el cautiverio.

• Asimismo, en el delito de terrorismo que por su comi-
sión y los graves daños que produce, atenta contra la se-
guridad de la nación; creando un estado de incertidumbre,
temor, zozobra, miedo; etc.; en la población inocente. 

• Y por último, en el delito de homicidio calificado para
aquéllos sujetos activos que priven de la vida, valiéndo-
se de la premeditación, alevosía, ventaja o traición.

Por lo anterior, proponen reformas y adiciones a diversos
cuerpos legales como sigue:

• Se reforman los artículos 14, 18 y 22 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para es-
tablecer nuevamente las bases constitucionales que per-
mitan al legislador ordinario federal y local, regular los
supuestos en los que podrá aplicar la pena de muerte, es-
tableciendo expresamente en los casos que no se aplica-
rá.

• Se adiciona un párrafo al inciso b) de la fracción III del
artículo 21 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación, para prever que la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, sea la instancia que conozca de los jui-
cios de amparo directo, que se promuevan en contra de
las sentencias penales que confirmen la pena de muerte. 

• Asimismo, adiciona los numerales 2 y 3, al artículo 24,
recorriéndose los demás en su orden; un Capítulo II bis
que se denomina Pena de Muerte al Título II del Libro
Primero y los artículos 57 y 58. Así como se reforman
los artículos 25, 51, 63, 64, 85 fracción I, inciso e); 139,
142, 145, 148 Bis, 315 Bis, 320, 366 y 366 Bis del Có-
digo Penal Federal, para establecer los supuestos espe-
cíficos en los que será aplicada la pena de muerte.

• Por otra parte, adiciona un segundo párrafo al artículo
290 del Código Federal de Procedimientos Penales, pa-
ra establecer los mecanismos procesales para la aplica-
ción de esta pena capital.

• Y por último, adiciona el artículo 36 bis y se reforman
los artículos 43 y 44 de la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada, para establecer que en el caso del
delito de terrorismo, se conmutará la pena de muerte por
la pena de prisión vitalicia, pero en todo caso la autori-
dad competente tomará en cuenta la gravedad de los de-

litos cometidos por el colaborador. Asimismo, los sen-
tenciados por los delitos que se establecen en ésta ley,
no tendrán los beneficios de la libertad preparatoria o la
condena condicional, salvo que se trate de aquellos que
colaboren con la investigación y persecución de otros
miembros de la delincuencia organizada, esta excepción
no será aplicable a los sentenciados por el delito de te-
rrorismo previsto en los artículos 139 y 148 Bis del Có-
digo Penal Federal. 

La iniciativa presentada por el diputado Cuauhtémoc Gu-
tiérrez de la Torre del Partido Revolucionario Institucional,
expone que en nuestro país existe el clamor para que el
homicida calificado y el secuestrador sean castigados con
mayor severidad. Ante ello, resulta oportuno impulsar una
nueva reforma al artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para que este tipo de delin-
cuentes sean condenados a pena de muerte o a cadena per-
petua. Su propuesta está encaminada a establecer dicha pe-
na en la comisión de los delitos que atenten contra la vida
y la integridad de las personas.

En su iniciativa motiva que en la actualidad la pena de
muerte debe implementarse, puesto que es necesaria contra
los delincuentes, ya que las víctimas de estos delitos son
personas inocentes que se ven sujetas a la más temible sa-
ña, debido a que los mismos delincuentes amenazan y de-
gradan con crueldad, no sólo a la víctima sino también a
sus familiares.

El secuestro y el homicidio a últimas fechas se han con-
vertido en delitos muy frecuentes en el ámbito nacional. De
continuar siendo más redituable que el narcotráfico, y la
delincuencia organizada, este delito no será posible parar,
si no existe una medida enérgica para combatirlo.

En este sentido, la pena de muerte es un tipo de reacción so-
cial para combatir o disminuir un poco este delito, mismo
que la mayoría de las víctimas y sus familiares solicitan. 

De conformidad con lo anterior, estas Comisiones dictami-
nadoras, formulan las siguientes: 

III. Consideraciones

Estas comisiones unidas, después de hacer un análisis ex-
haustivo de las Iniciativas señaladas en el apartado respec-
tivo, llegan a la convicción de emitir Dictamen en sentido
negativo relativo al Proyecto de decreto por las que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Constitu-
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ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, del Código
Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales y de la Ley Federal contra la Delincuencia Organiza-
da, en materia de pena de muerte, mismas que fueron pre-
sentadas por el Congreso de Coahuila, así como por
integrantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos
Verde Ecologista de México y Revolucionario Institucio-
nal, ello en atención a lo siguiente:

Antecedentes de reforma a los artículos 14 y 22 consti-
tucionales (pena de muerte)

Con fecha 9 de diciembre de 2005, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación, la reforma a los artículos 14 y 22
constitucionales, respecto a la eliminación de la pena de
muerte y cuyo espíritu legislativo se ve plasmado en los
dictámenes del Senado de la República y Cámara de Dipu-
tados que a la letra se transcriben.

Dictamen del Senado de la República:

“…ha sido abolida en materia penal federal y en las en-
tidades federativas se ha adoptado este criterio abolicio-
nista, inclusive en el Fuero Militar el 16 de abril del
2004 el Senado de la República aprobó una reforma pa-
ra derogar la Pena de Muerte del Código de Justicia Mi-
litar, cabe precisar que desde el año de 1961 hace más
de cuarenta años que la pena de muerte no se aplica en
nuestro país, por ser contraria al sentimiento humanita-
rio de la inmensa mayoría del pueblo mexicano, tal y
como lo señala el Ejecutivo en su iniciativa de reformas.

”Dentro del contexto internacional existen diversos ins-
trumentos que pugnan por la preservación de la vida,
como en la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos (1948) que en su artículo 3º señala: “Todo indi-
viduo tiene derecho a la vida, la libertad y a la seguridad
de su persona...”; el Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos de 1966, adoptado por México en 1976
establece en su artículo 6º. “El derecho a la vida es in-
herente a la persona humana, este derecho estará prote-
gido por la Ley, nadie podrá ser privado de la vida arbi-
trariamente”.

”La Convención Americana sobre Derechos Humanos
aprobada en la Conferencia de los Estados Americanos
de San José de Costa Rica; “Pacto de San José” del 22
de noviembre de 1969 ratificado por México, en el pun-
to No. 3, del artículo 4º señala: “No se restablecerá la

Pena de Muerte en los Estados que la han abolido; en
1994 en la 49era. Sesión de la Asamblea de las Nacio-
nes Unidas, el tema de la abolición de la Pena de Muer-
te fue presentado por Italia, la resolución 1997/12.

”A este respecto fue adoptada tres años más tarde, con
el voto a favor de 45 países entre ellos el de México; 11
votos en contra y 14 abstenciones, por lo que de acuer-
do con el artículo 133 Constitucional es Ley Suprema en
nuestro país.

A la fecha existen 73 países cuyas Leyes no admiten la
Pena de muerte para ningún delito, entre los que pode-
mos citar a: Alemania, Australia, Bélgica, Bulgaria, Ca-
nadá, Colombia, Costa Rica, Croacia, Dinamarca, Ecua-
dor, España, Finlandia, Francia, Grecia, Haití,
Honduras, Hungría, Irlanda, Nicaragua, Noruega, Paí-
ses Bajos, Panamá, Portugal, Reino Unido, Suecia, Sui-
za, Uruguay y Venezuela, entre otros más.

”También existen otros 22 países que mantienen la Pe-
na de muerte como sanción para delitos comunes, pero
que pueden ser considerados como abolicionistas en la
práctica, toda vez que dicha pena no ha sido aplicada
cuando menos en los últimos 20 años, o por haber acep-
tado un compromiso internacional para no aplicar esta
pena, entre los que podemos citar a Turquía que no la
aplica desde 1984, Bermuda, Granada, Gambia, Mada-
gascar, Maldivas, Mali, Níger, Papúa, Nueva Guinea,
Samoa, Senegal, Togo y nuestro país México.

”Cabe destacar que existen múltiples estudios realiza-
dos por sociólogos y criminólogos que presentan evi-
dencias de que la aplicación de la Pena de Muerte, no
logra disminuir la tasa de criminalidad en aquellos Es-
tados en los que aún subsiste, por lo que no produce nin-
gún efecto benéfico para la sociedad.

”Estas comisiones que dictaminan están de acuerdo con
los argumentos hechos valer en las diversas iniciativas,
que coinciden en señalar que no existe justificación pa-
ra la aplicación de la Pena de Muerte, y que nuestra le-
gislación debe ser acorde a los instrumentos y Tratados
Internacionales suscritos por México en el sentido de
abolir dicha sanción”.

Dictamen de la Cámara de Diputados: 

“…en México y en el mundo, el concepto de derechos
humanos ha adquirido importancia y profundidad du-



rante los últimos años, como resultado de una visión hu-
manista de la organización social y como consecuencia
de múltiples manifestaciones de actos de autoridad, y
aún de individuos particulares, que ofenden el senti-
miento de integridad y dignidad inherentes a toda per-
sona; la sensibilidad individual y la sensibilidad social
han afinado su perfección de necesidad de justicia y pro-
tección, ante la complejidad de la vida social moderna.

”La protección de la vida de un ser humano es conside-
rada como la más elemental de las defensas, puesto que
de la vida deriva todo el potencial de desarrollo y reali-
zación de la persona; múltiples formas de atentados a la
vida se consideran, en nuestros días, como claras viola-
ciones a los derechos humanos. La falta de alimenta-
ción, de atención a la salud, de preservación de un espa-
cio ambiental y de otros elementos indispensables para
la vida, son considerados como claras afectaciones a los
derechos humanos.

”La preservación de la vida, pues, resulta indispensable
para que el ser humano se desarrolle, evolucione y se
reproduzca; para que la persona encuentre satisfacción
de sus necesidades y de sus deseos; para que fortalezca
su entusiasmo, actividad y fuerza para su propia realiza-
ción.

”De esta manera, la función del Estado debe ser velar
por el funcionamiento armónico de la sociedad, preser-
vando y fomentado sus valores, entre los cuales el res-
peto a la vida humana y a los derechos que de la propia
existencia derivan, así como los derechos humanos,
constituyen y deben constituir el objetivo primordial de
la organización política de las sociedades modernas.

Abolir la pena de muerte de nuestro máximo ordena-
miento, es un tema pendiente más en el terreno de los
derechos humanos. Quienes están a favor de la pena má-
xima parecen olvidar el derecho fundamental a la vida,
y no reconocer lo que la historia del hombre ha com-
probado reiteradamente: la represión en nuestro país no
resuelve la situación perdurable por siglos, la delin-
cuencia.

”Al respecto, sociólogos y criminólogos coinciden en
argumentos consistentes que concluyen: cada día hay
más evidencias de que la aplicación de la pena de muer-
te no logra disminuir la tasa de criminalidad; presentan
estadísticas de diversos países que acreditan que en
aquellos estados en que se aplica la pena de muerte no

desciende la tasa de criminalidad, ni en comparación
cronológica interna, ni en comparación con estados en
los que se prohíbe tal pena. Cada día son más los estu-
dios que acreditan que la disminución de la tasa de cri-
minalidad es y sólo puede ser consecuencia de la aten-
ción a sus causas, de múltiple naturaleza, que impulsan
al individuo a atentar en contra de sus semejantes y de
su convivencia ordenada y pacífica.

”Conforme a nuestra Ley Fundamental, el sistema penal
se organiza sobre la base del trabajo, la capacitación pa-
ra el mismo y la educación, como medios para la rea-
daptación social del delincuente, según lo establece su
artículo 18. Y si la pena de prisión constituye, casi sin
excepción, la especie de castigo con que conmina el de-
recho penal mexicano, no es arbitrario sostener que en
este país la prevención especial, con su contenido rea-
daptatorio, es una exigencia incancelable del sistema
punitivo, aun cuando se pueda pretender que también la
prevención general concurre a dar fundamento al aludi-
do sistema. Si esto es así, la pena de muerte, que supri-
me al hombre, en lugar de depositar en él al menos la es-
peranza de la resocialización, no puede formar parte de
tal sistema, por no satisfacer la exigencia de aquel con-
tenido readaptatorio.

”Si entendemos el fin primario de la pena como el res-
tablecimiento del orden externo en la sociedad, y ade-
más le agregamos cuatro características fundamentales:
ejemplar, intimidatoria, correctiva y justa, la pena de
muerte no cumple con ninguna de dichas características.

Se entiende como ejemplar una situación positiva que
muestra una virtud. Matar, sin lugar a dudas, no es una
virtud, sino que implica una destrucción, interrumpe
una evolución y es un acto contrario a la naturaleza. En
segundo término, la pena de muerte produce un efecto
intimidatorio para la gente ecuánime; empero, a las per-
sonas con planes delictuosos no les preocupa en lo ab-
soluto la existencia de la silla eléctrica, el fusilamiento
o la inyección letal, como se puede apreciar en aquellos
países que la aplican, donde en lugar de disminuir, se
mantiene o se incrementa la comisión de los delitos que
ameritan la pena máxima.

Por otra parte, no existe cabida para la corrección en la
pena capital, porque el individuo acusado es eliminado
mas no cumple con el fin readaptatorio de las penas que
consagra nuestro máximo ordenamiento. Por último, es-
ta pena es injusta ya que no persigue ningún fin huma-
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nista, basado en principios éticos y pedagógicos, bási-
cos del espíritu de nuestra Constitución.

”A nivel internacional la tendencia es claramente aboli-
cionista y en la mayoría de los países donde la pena ca-
pital todavía se encuentra vigente, el juzgador suele sus-
tituirla por la cadena perpetua. En México, su aplicación
es prácticamente letra muerta, y por ello se considera a
nuestro país “abolicionista de hecho”, pues no obstante
que se mantiene en nuestra legislación, no se ha llevado
a cabo ninguna ejecución en los últimos 43 años, desde
el 9 de agosto de 1961.

”Lo anterior, no es suficiente para la Colegisladora. En
la actualidad la legislación internacional está avocada a
exigir su desaparición. Incluso el propio Estatuto de la
Corte Penal Internacional adoptado en 1998, excluye la
pena de muerte como castigo aún para los delitos más
graves: genocidio, crímenes contra la humanidad y los
crímenes de guerra; esto significa que si no debe usarse
para los delitos en comento, menos aun para los que son
más leves. En otras palabras, no se debe usar nunca.

”La ONU ha jugado en los últimos años un papel cen-
tral en la promoción de la abolición de la pena de muer-
te. Siendo el derecho a la vida uno de los pilares del sis-
tema de protección de los derechos humanos, el
preámbulo de la Carta de la Organización de las Nacio-
nes Unidas suscrita en 1945 establece como un objetivo
básico de la ONU reafirmar “la fe en los derechos hu-
manos fundamentales, en la dignidad y en el valor del
ser humano”.

”La Declaración Universal de los Derechos Humanos
de 1948, signada por nuestro país, establece en su artí-
culo tercero que “Todo individuo tiene el derecho a la
vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”

”Dentro de este marco del Derecho Internacional resul-
ta importante mencionar que México ha ratificado el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de
1966 que señala en su artículo primero:

‘1. El derecho a la vida es inherente a la persona huma-
na. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie po-
drá ser privado de la vida arbitrariamente.’

”Posteriormente, en 1989 la Organización de la Nacio-
nes Unidas redactó el “Segundo Protocolo Facultativo
del Pacto Destinado a Abolir la Pena de Muerte”, dicho

instrumento que aún no ha sido ratificado por nuestro
país, precisamente por lo que establece el artículo 22
Constitucional, indica en sus primeros dos artículos:

“1.1. No se ejecutará a ninguna persona sometida a la
jurisdicción de un Estado Parte en el presente Protoco-
lo.’

“2.1. Cada uno de los Estados Partes adoptará todas las
medidas necesarias para abolir la pena de muerte de su
jurisdicción.”

”Sin embargo, la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos aprobada en la Conferencia de los Esta-
dos Americanos de San José de Costa Rica “Pacto de
San José “ del 22 de noviembre de 1969 ratificado por
México, en el punto número 3 del artículo 4º señala:
“No se restablecerá la Pena de Muerte en los Estados
que la han abolido.”

”Por otra parte, en 1994 en la 49ª Sesión de la Asamblea
de las Naciones Unidas, el tema de la abolición de la pe-
na de muerte fue presentado por Italia, la resolución
1997/12. A este respecto fue adoptada tres años más tar-
de, con el voto a favor de 45 países entre ellos el de Mé-
xico; 11 votos en contra y 14 abstenciones, por lo que de
acuerdo con el artículo 133 Constitucional el tratado es
Ley Suprema en nuestro país.

”Como nos podemos percatar, existe en la Comunidad
Internacional el principio compartido de protección a
los derechos humanos y, por ello, la tendencia a abolir
la pena de muerte. En Europa, por ejemplo, práctica-
mente ha desaparecido de las legislaciones nacionales,
ello en gran medida debido al enorme esfuerzo de con-
cientización de organismos regionales como el Consejo
de Europa en que se reúnen todos los países europeos.

”El informe del año 2002 de la organización no guber-
namental Amnistía Internacional, menciona que al con-
cluir el 2001, 74 países y territorios habían abolido la
pena de muerte para todos los delitos y, 15 más la habí-
an abolido para todos los delitos salvo los de carácter
excepcional, como los cometidos en tiempos de guerra.
Al menos 22 países podían considerarse como abolicio-
nistas de hecho, como es el caso del nuestro, y 84 países
seguían aplicando la pena capital, aunque no todos im-
pusieron condenas de muerte ni llevaron a cabo ejecu-
ciones en el 2001.



”El mismo informe señala que en el 2001 fueron ejecu-
tadas al menos 3,048 personas en 31 países y fueron
condenadas a muerte al menos 5,265 personas en 68 paí-
ses. En el mismo año, el 90 % de todas las ejecuciones
conocidas tuvieron lugar en los siguientes países: China,
donde se ejecutaron aproximadamente 2,468, en Irán
donde hubo 139 ejecuciones, en Arabia Saudita 79 per-
sonas fueron ejecutadas, y en Estados Unidos de Amé-
rica, a 66 personas les fue aplicada la máxima pena.

”Ahora bien, doctrinariamente, muchos han sido los fi-
lósofos, literatos, políticos y pensadores de distintos
países y tiempos que se han preocupado por el origen y
la necesidad de abolir la pena de muerte, entre ellos, po-
demos citar los siguientes:

”Francesco Carrara, refiriéndose a la necesidad de que
las penas deben contener principios humanistas, puntua-
lizaba “el principio fundamental del derecho punitivo lo
encuentro en la necesidad de defender los derechos del
hombre, y en la justicia encuentro el límite de su ejerci-
cio, así como en la opinión pública hallo el instrumento
moderador de su forma”.

”Bertrand Russell encuentra un testimonio válido en los
fundamentos filosófico-jurídicos de la pena en el que
ética, educación y derecho convergen de manera ex-
traordinaria al decir que “los gobiernos, desde que em-
pezaron a existir, desempeñaron dos funciones, una ne-
gativa y otra positiva. La función negativa ha consistido
en evitar la violencia ejercida por particulares, proteger
la vida y la propiedad, establecer las leyes penales y po-
nerlas en vigor las funciones positivas de los gobiernos
han aumentado considerablemente. En primer lugar, es-
tá la educación, que consiste que no sólo en la adquisi-
ción de conocimientos, sino también en inculcar ciertas
lealtades y creencias.”

”Ante el argumento de que la pena de muerte es un
ejemplo para la sociedad en relación al castigo que se
puede sufrir por la violación a las leyes vigentes, Ovidio
Casio recalcaba: “Es mayor ejemplo el de un vivo mi-
serablemente criminal, que el de un criminal muerto.”

”El ilustre escritor francés Víctor Hugo manifestó su re-
chazo a la pena de muerte, muy común en su tiempo, al
escribir: “Es una equivocación de la ley humana. La
muerte sólo pertenece a Dios.”

”Cesare Bonesana, Marqués de Beccaria, marcó una
época que se caracterizó por la lucha constante en la hu-
manización de las penas, entre sus argumentos destaca
uno en particular refiriéndose a la pena capital que dice:
“Esta inútil prodigalidad de suplicios nunca ha conse-
guido hacer mejores a los hombres”.

”Coincidimos con la Colegisladora, en que rechazar la
pena de muerte no significa negar la pena como tal, ni
la responsabilidad por el delito cometido, ni el derecho
penal que establece las bases en que se fundan una y
otra, sino apuntar a que la afirmación ética del carácter
inviolable de la vida humana parece anidar cada día de
modo más resuelto en las normas positivas tocantes a
los derechos del hombre, y dentro de ellas, en los con-
tenidos y en la voluntad de la vigencia que a ellas ha ve-
nido aportando tan eficazmente el derecho moderno in-
ternacional.

”Esta Comisión de Puntos Constitucionales está de
acuerdo con los argumentos hechos valer por el Senado,
que coinciden en señalar que no existe justificación pa-
ra la aplicación de la pena capital, y que nuestra legisla-
ción debe ser acorde a los instrumentos y tratados inter-
nacionales suscritos por México en el sentido de abolir
dicha sanción.”

Visto lo anterior, entraremos al análisis de las iniciativas
sobre la posibilidad jurídica para que sea reincorporada la
pena de muerte a la Constitución. 

A) Conceptualización de la pena de muerte

La pena de muerte, denominada también pena capital, con-
siste en la sanción de privar de la vida a un condenado por
parte del Estado, por una acción que la ley califica como
delito grave y la sanciona con dicha pena.

En la época precolombina se contemplaba la pena de muer-
te, ya que los castigos entre los pueblos aztecas, mayas y
tarascos, utilizaban esta medida como medio de control so-
cial.

En la etapa colonial, la pena de muerte era muy semejante
a lo que ocurría en Europa, ya que Reyes y demás autori-
dades Virreinales, empleaban su criterio al momento de
aplicar la pena capital. 

No debemos olvidar, que en dicha época, la iglesia católi-
ca jugaba un papel muy importante en la impartición de
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justicia, toda vez, que tenía tribunales que servían para per-
seguir y sancionar a quienes cometían delitos contra la fe
católica. 

Con la expedición de la Constitución de 1857, el sistema
penal tiene un cambio trascendente, ya que se crea el régi-
men penitenciario como medida para el tratamiento de las
penas, esto quedo contemplado en el artículo 23 que decía,
textualmente: “Para la abolición de la pena de muerte que-
da a cargo del poder administrativo el establecer, a la ma-
yor brevedad, el régimen penitenciario. Entre tanto, queda
abolida para los delitos políticos, y no podrá extenderse a
otros casos más que al traidor a la patria en guerra extran-
jera, al salteador de caminos, al incendiario, al parricida, al
homicida con alevosía, premeditación o ventaja, a los deli-
tos graves del orden militar y a los de piratería que defi-
niere la Ley”.1

Con el anterior texto, se condiciona el hecho de no aplicar
la pena de muerte, hasta no crear un sistema penitenciario,
lo que confirma que el Constituyente Permanente de esa
época, contaba con una visión más humanista y realista en
cuanto a la pena capital, por lo que se abolió la misma. Sin
embargo, consideró su aplicación a acciones delictivas es-
pecíficas que la propia Constitución preveía. 

Posteriormente, con la expedición de la Constitución Fede-
ral por parte del Constituyente de 1917, se retoma el espí-
ritu de su homóloga de 1857, y plasma en el párrafo terce-
ro del artículo 22 Constitucional, lo siguiente: “Queda
también prohibida la pena de muerte por delitos políticos,
y en cuanto a los demás, sólo podrá imponerse al traidor a
la patria en guerra extranjera, al parricida, al homicida con
alevosía, premeditación y ventaja, al incendiario, al plagia-
rio, al salteador de caminos, al pirata y a los reos de delitos
graves del orden militar.”2 Cabe mencionar, que el texto
antes citado abolía la figura de la pena capital, pero, tam-
bién la contemplada en delitos específicos. 

En cambio, la ley secundaria en materia aplicable, que ri-
gió, hasta el 16 de septiembre de 1931; contempló muchos
aspectos del sistema de la Escuela Clásica, sin embargo, te-
nía orientaciones de la Escuela Positivista, esto se pudo co-
rroborar con los avances dados en materia penal, entre los
cuales destacaba la supresión de la pena capital y la elasti-
cidad para la aplicación de las sanciones, también se esta-
blecieron mínimos y máximos para cada delito. 

Posteriormente y con la expedición del Código Penal para
el Distrito Federal, en materia del Fuero Común, y para to-

da la República en materia del Fuero Federal, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 14 de agosto de 1931,
no se contempló la pena de muerte como sanción, a pesar
de estar permitido constitucionalmente. 

Lo anterior, originó una incongruencia entre el citado Có-
digo y la Carta Magna, la razón es que mientras el código
no señalaba ninguna pena privativa de vida, la Constitu-
ción en su artículo 22, sí tenía contemplada esta sanción;
generando esto un debate entre los doctrinarios, constitu-
cionalistas y los penalistas, tal divergencia nos acercaba al
absurdo de admitir que el Constituyente permitía la pena de
muerte en la Carta Magna, pero no en la norma secundaria,
circunstancia que colocaba a la pena de muerte con el ca-
rácter de pena inusitada, tal discrepancia jurídica nos per-
mite recordar el criterio sentado por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, que se expresara por medio de la te-
sis aislada, publicada en el Semanario Judicial de la Fede-
ración Segunda Parte, XX, Página: 151, Sexta Época, Ins-
tancia: Primera Sala (No. registro 263081), que a la letra
dice:

“Pena inusitada

Pena inusitada es aquella que está fuera de uso porque
no se ha aplicado durante algún tiempo. Inusitado, del
latín “inusitatus”, significa no usado. Hacer aplicación
de una ley Penal que ha caído en desuso o que no lo ha
tenido nunca, sería tan inicuo como aplicar una ley re-
troactiva o no publicada; en primer lugar, porque cuan-
do el pueblo lleva largo tiempo de ver que no se hace lo
que la ley previene, debe presumir o que ha sido abro-
gada, o que su verdadera inteligencia es muy distinta de
lo que se creía; en segundo lugar, porque no se puede
exigir que el pueblo haga un estudio de las leyes, como
lo haría un letrado, para cerciorarse de cuáles son las
disposiciones que están vigentes, cuáles abolidas y cuá-
les modificadas y en tercero, porque el legislador puede
y debe dictar una nueva ley para dar vigor a una que lo
está perdiendo, si quiere conservarla vigente. Por parte,
el derecho penal tiene en sí un elemento esencialmente
variable; la medida de las penas, porque éstas deben
cambiar según los tiempos, las circunstancias y las cos-
tumbres del país, para que permanezcan dentro de los
límites de lo justo; y cuando el legislador se desentien-
de de esto, la opinión pública, que es irresistible, viene
a suplir su falta condenando al olvido o modificando las
penas que han dejado de ser adecuadas. En vano se es-
forzará el legislador por evitarlo, en vano será que haga
una declaración anticipada previniendo que sus disposi-



ciones no se entenderán abrogadas por el desuso, porque
éste hará ineficaz esa misma declaración. La Suprema
Corte de Justicia ha dado una correcta connotación a lo
que debe entenderse por pena inusitada comprendida en
el catálogo de penas prohibidas que el Constituyente de
1917 toma en su integridad en el primer párrafo del ar-
tículo 22 estableciendo que el concepto de pena inusita-
da es relativo, pero que por imperativo legal dichas pe-
nas deben declararse prohibidas. Así sucede con la
prisión perpetua o la de trabajos forzados, que de acuer-
do con el criterio jurídico filosófico que inspira nuestra
Carta Fundamental debe considerarse abolida por lo
cruel, inhumana, infamante y excesiva, de suerte que la
connotación gramatical no es exactamente la que co-
rresponde a la acepción jurídica, porque no es aceptable
que la Constitución de la República hubiese pretendido
prohibir la aplicación de las penas vulnerando un prin-
cipio de derecho público que tiende a la protección de la
sociedad, ya que ello equivaldría a encontrar un escollo
para el adelanto de las ciencias penales, porque cual-
quier innovación en la forma de sancionar los delitos,
significaría la aplicación de una pena inusitada perdien-
do ésta sus características de ser moral, personal, divisi-
ble, popular, reparable y en cierta forma ejemplar y con-
traria a la conciencia colectiva nacional. Esto significa
que el concepto de inusitado no es un valor absoluto
sino relativo que hace referencia a un punto de com-
paración de lo que no se usa. Así, puede llamarse in-
usitada a una pena cuando de un modo general fue
usada en otros tiempos pero ya no lo es en la actuali-
dad, o cuando usada en determinado sitio no lo es en
los demás lugares cuyos habitantes están saturados
de la misma cultura. Así, sería inusitado sancionar el
adulterio con la lapidación, como era costumbre que
se hiciese en las instituciones del pueblo maya, o cas-
tigar con la muerte la embriaguez, ya que tales pe-
nas, de aplicarse, serían contrarias a la conciencia
colectiva y a la mayoría de los pueblos civilizados.”

B) Obligaciones internacionales.

El conflicto entre la norma constitucional y la ley secunda-
ria, prevaleció hasta el 9 de diciembre de 2005, fecha en la
que se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la re-
forma constitucional en la cual se modifica el cuarto párra-
fo del artículo 22 de ésta ley, aboliéndose la pena de muer-
te. Lo que derivó en la congruencia, entre la Carta Magna
y la Ley específica. 

En ese contexto, la comunidad internacional ha trabajado a
favor de la protección a la vida, por lo que nuestro país, no
es ajeno a estas políticas; tomando en consideración que el
Estado Mexicano, se sustenta a favor de las tesis abolicio-
nistas, con una visión humanista y que se ha adherido a di-
versos instrumentos jurídicos internacionales, sobre dere-
chos humanos, en contra de la pena de muerte, por
mencionar algunos:

1. La Carta de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) de 1945, establece como objetivo básico de la
ONU, reafirmar “el desarrollo y estímulo del respeto a
los derechos humanos y a las libertades fundamentales
de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo,
idioma o religión”. Suscrito por nuestro país el 26 de ju-
nio de 1945, aprobado por el senado el 5 de octubre de
1945 y publicada en el Diario Oficial de la Federación,
el 17 de octubre de 1945.

2. La Declaración Universal de los Derechos Humanos
de 1948, signada por nuestro país en ese mismo año, es-
tablece en su artículo tercero, que “Todo individuo tiene
el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su
persona”. 

3. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos de 1966 que cita en su artículo sexto: “El derecho a
la vida es inherente a la persona humana. Este derecho
estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de
la vida arbitrariamente.” Mismo que fue ratificado el 16
de diciembre del mismo año y publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 20 de mayo de 1981.

4. El Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abo-
lir la pena de muerte. Dado por la Asamblea General de
las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1989.

5. La Convención Americana sobre Derechos Humanos
aprobada en la Conferencia de los Estados Americanos de
San José de Costa Rica “Pacto de San José” del 22 de no-
viembre de 1969 en su artículo 4º señala categóricamen-
te: “No se restablecerá la Pena de Muerte en los Estados
que la han abolido.” que fue ratificada y adherida por el
Estado Mexicano el 3 de febrero de 1981 y publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 7 de mayo de 1981.

6. El Protocolo a la Segunda Convención Americana so-
bre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pe-
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na de muerte. Emitido por la Asamblea General de la
Organización de los Estados Americanos en 1990.

Ahora bien, los descritos instrumentos al ser tratados y
convenciones, son de observancia obligatoria, en virtud, de
la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, la
cual cita en su artículo 26: “Pacta Sunt Servanda, Todo tra-
tado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por
ellas de buena fe.”

C) Integración de los tratados Internacionales al dere-
cho interno. 

Es preciso iniciar abundando en las teorías que explican la
relación entre el derecho internacional público y el derecho
interno.

La teoría del dualismo en resumen postula que el derecho
interno de los Estados y el derecho internacional público
son ordenamientos distintos, siendo que el primero regula
relaciones internas y el segundo relaciones externas. 

La Teoría del Monismo invoca la unidad de ambos dere-
chos, es decir, forman un solo sistema jurídico. 

Los tratadistas no han logrado establecer a qué teoría se ha
apegado el Estado Mexicano, la mayoría de ellos señalan a
la Monista como la contemporánea.

Inclusive los criterios para determinar la jerarquía de la
Constitución y los tratados internacionales son diversos,
aunque todos coinciden en que la Constitución siempre se
encontrará por encima de los tratados internacionales, cabe
señalar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
establecido en la tesis aislada número P.IX/2007, Instancia:
Pleno, Novena Época, publicada en el Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta XXV, abril 2007, establece lo
siguiente: 

Tratados internacionales. Son parte integrante de la
Ley Suprema de la Unión y se ubican jerárquica-
mente por encima de las leyes generales, federales y
locales. Interpretación del artículo 133 constitucio-
nal. 

La interpretación sistemática del artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
permite identificar la existencia de un orden jurídico su-
perior, de carácter nacional, integrado por la Constitu-
ción Federal, los tratados internacionales y las leyes ge-

nerales. Asimismo, a partir de dicha interpretación, ar-
monizada con los principios de derecho internacional
dispersos en el texto constitucional, así como con las
normas y premisas fundamentales de esa rama del dere-
cho, se concluye que los tratados internacionales se ubi-
can jerárquicamente abajo de la Constitución Federal y
por encima de las leyes generales, federales y locales, en
la medida en que el Estado Mexicano al suscribirlos, de
conformidad con lo dispuesto en la Convención de Vie-
na Sobre el Derecho de los Tratados entre los Estados y
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones
Internacionales y, además, atendiendo al principio fun-
damental de derecho internacional consuetudinario pac-
ta sunt servanda, contrae libremente obligaciones
frente a la comunidad internacional que no pueden
ser desconocidas invocando normas de derecho in-
terno y cuyo incumplimiento supone, por lo demás,
una responsabilidad de carácter internacional.

También es cierto, que por debajo de la Constitución no se
puede dejar de observar la obligatoriedad de los tratados en
el ámbito internacional. En virtud de lo anterior, surge la
pregunta: Si se modifica la Constitución, ¿Un tratado pier-
de fuerza? Tal cuestionamiento se responde en el sentido
de que en México, al ser de corte monista, integra los tra-
tados internacionales como una unidad de orden jurídico,
luego entonces, el tratado determina las posibilidades jurí-
dicas de ciertos aspectos de la Constitución, máxime que se
tratan de derechos humanos, aunado a que incluso en Mé-
xico existe un órgano político que vigila su cumplimiento. 

Es por ello, que por congruencia y coherencia, entre la Le-
gislación Nacional y los ordenamientos jurídicos interna-
cionales que el Estado Mexicano ha suscrito, debe darse
una necesaria correspondencia de la suscripción de los
mismos, en materia de derechos humanos y de abolición de
la pena de muerte. Tal es el caso de la Convención Ameri-
cana sobre los Derechos Humanos, mejor conocida como
“Pacto de San José Costa Rica”, que en su artículo 4º se-
ñala categóricamente: “No se restablecerá la Pena de
Muerte en los Estados que la han abolido.” Así como, el
Protocolo a la Segunda Convención Americana sobre De-
rechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muer-
te. 

El mencionado criterio, confirma lo descrito por la Consti-
tución, en relación con los tratados internacionales, que son
Ley Suprema de toda la Unión y, que al momento que el
Estado los ratifica y al ser parte de esos tratados, en ese
preciso instante pasa a tener la fuerza jurídica de norma,



por lo que, el Estado se ve obligado a adecuar, y en su ca-
so, modificar la legislación, a efecto de ser congruentes con
los principios que se consagran en estos documentos inter-
nacionales.

La pena de muerte en el mundo

En el caso específico de la pena de muerte, es preciso co-
mentar que la Comunidad Internacional, las Instituciones y
los Organismos no Gubernamentales, que han trabajado
para abolir esta pena en diferentes países, han establecido
las siguientes cifras: 

• 95 son los países, que han abolido la pena de muerte
para todos los delitos, es decir, en sus leyes no se esta-
blece esta pena para ningún delito, por nombrar algu-
nos: Alemania, Venezuela, Reino Unido, Suecia, Cana-
dá, entre otros. 

• 9 son los países, cuyas leyes establecen la pena de
muerte únicamente para delitos excepcionales, como los
delitos previstos en el código penal militar o los come-
tidos en circunstancias excepcionales, como los cometi-
dos en tiempo de guerra, los cuales son: Bolivia, Brasil,
Chile, el Salvador, Fiyi, Israel, Kazajistán, Letonia, Pe-
rú.

• 35 son los países, que mantienen la pena de muerte pa-
ra los delitos comunes como el asesinato, pero que pue-
den ser considerados abolicionistas; de hecho no han
ejecutado a nadie durante los últimos diez años y se cree
que mantienen una política o una práctica establecida de
no llevar a cabo ejecuciones. En esta lista se incluyen
también países que se han comprometido internacional-
mente a no hacer uso de la pena capital. Como ejemplo,
se encuentra la Federación Rusa, Granada, República
Centroafricana y Corea del Sur. 

• En cambio, es preciso señalar que existen 58 países
que mantienen la pena de muerte en delitos comunes,
como son Afganistán, Cuba, Egipto, Estados Unidos de
América, India, Guatemala,3 entre otros.

Es por ello que México al legislar en esa materia, hace
acorde su normatividad con los instrumentos internaciona-
les, pero cabe destacar la importancia que tiene la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, ya que al ser
suscrita por nuestra Nación, se obliga a lo señalado en su
artículo 4°, que en su literalidad dice: “no se restablecerá

la pena de muerte en los estados que la han abolido”; es
decir, que nuestro Estado no solamente se vio obligado a
modificar su marco normativo, situación que cumplió, con
la reforma constitucional del 9 de diciembre de 2005, sino
que está obligado a no restablecerla dentro de su derecho
interno.

Con ésta reforma constitucional, el Estado Mexicano, con-
firma sus postulados de protección a la vida, tomando en
cuenta, los principios abolicionistas, que son:

A. “La vida humana, es un bien sagrado sobre el que no
es lícito disponer.

B. La aplicación de la pena de muerte, impide toda en-
mienda del condenado.

C. Es una pena anacrónica, contraria al patrimonio cul-
tural.

D. Es una pena que carece de eficacia intimidatoria que
tradicionalmente se le atribuye. 

E. Aquella falta de eficacia intimidatoria se manifiesta
especialmente con determinados grupos de delincuen-
tes.

F. Los errores judiciales son irreparables cuando han de-
terminado la ejecución de la pena capital.

G. La ejecución pública aún vigente en algunos países,
produce un efecto desmoralizador en la sociedad, y en
algunos sujetos despierta un morboso atractivo que con
ella se sanciona.

H. La existencia de la pena de muerte, determina la exis-
tencia de un verdugo; es decir un ser humano profesio-
nalmente dedicado a privar de la vida a sus semejan-
tes.”4

De los anteriores postulados, nuestro país define su posi-
ción respecto a la no aplicación de la pena de muerte. 

Dada la naturaleza que tienen los tratados internacionales
en su calidad de Ley Suprema, como ha quedado plasma-
do en el cuerpo de este dictamen. Sería más que imposible,
insertar en nuestro marco jurídico la pena de muerte en
cualquiera de su naturaleza, por la obligatoriedad que tiene
con la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
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Los miembros de la Comisión de Justicia, se pronuncian
sobre la improcedencia de las reformas planteadas en la
Iniciativa en estudio y consideran conveniente y para ma-
yor abundamiento, adicionar un análisis comparativo entre
la Iniciativa que se dictamina y el texto vigente de nuestra
Carta Magna:
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En virtud de lo antes expresado, los miembros de las Co-
misiones Unidas de Puntos Constitucionales, Justicia y Se-
guridad Pública, llegan a las siguientes:

IV. Conclusiones

Primero. Por las consideraciones antes vertidas, se deter-
mina que la pena de muerte no es aplicable, independien-
temente de las consideraciones sociales, políticas y de se-
guridad, por las obligaciones internacionales asumidas en
los tratados antes señalados, particularmente la Conven-
ción Americana de los Derechos Humanos, la cual en su ar-
tículo cuarto establece: “no se restablecerá la pena de
muerte en los estados que la han abolido”; aunado a la
tradición humanista de nuestro cuerpo legislador del pasa-
do, es menester determinar las iniciativas en estudio como
no procedentes. 

Segundo. Al quedar abolida la pena de muerte, en nuestra
legislación por decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federación, de fecha 9 de diciembre de 2005, y por con-
gruencia y coherencia, entre la Legislación Nacional y los
ordenamientos jurídicos internacionales que el Estado Me-
xicano ha suscrito, debe darse una necesaria corresponden-
cia de la suscripción de los mismos, en materia de derechos
humanos y de abolición de la pena de muerte. Por lo que al
suscribirse la Convención Americana sobre los Derechos
Humanos, mejor conocida como “Pacto de San José Costa
Rica”, que en su artículo 4º señala categóricamente: “No se
restablecerá la Pena de Muerte en los Estados que la
han abolido,” sería más que imposible insertar en nuestro
marco jurídico la pena de muerte, cualquiera que sea su na-
turaleza. 

Tercero. En términos de las consideraciones anteriores, las
reformas y adiciones propuestas a la Ley Orgánica del Po-
der Judicial de la Federación, al Código Penal Federal, al
Código Federal de Procedimientos Penales y a la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada, son improceden-
tes, toda vez que, como es de explorado derecho las leyes
secundarias no pueden estar por encima de las disposicio-
nes constitucionales, ya que el artículo 133 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la
jerarquía suprema del texto constitucional que está por en-
cima de las leyes que emanan de ella.

Por lo que en sentido común, no es posible jurídicamente
que estos cuerpos normativos contemplen una sanción su-
perior a las que la propia Constitución establece, aunado al

hecho de que la pena de muerte ha quedado abolida por
nuestro Estado en términos del Pacto de San José.

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de las Co-
misiones Unidas de Puntos Constitucionales, de Justicia, y
de Seguridad Pública, sometemos a consideración del Ple-
no de esta honorable asamblea el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desechan en su totalidad las iniciativas con
proyecto de decreto por las que se reforman y adicionan,
diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación, del Código Penal Federal, del
Código Federal de Procedimientos Penales y de la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada en materia de pe-
na de muerte, mismas que fueron presentadas por el Con-
greso de Coahuila, así como por integrantes de los Grupos
Parlamentarios de los Partidos Verde Ecologista de Méxi-
co y Revolucionario Institucional.

Segundo. Archívense los expedientes como asuntos total-
mente concluidos.

Notas:

1 Federico Arriola, Juan. La pena de muerte en México, editorial Tri-
llas, tercera edición, México DF, 1998, página 103.

2 Dato Obtenido de la pagina: www.diputados.gob.mx, consultado el
día 8/04/2010

3 Cifras obtenidas por el estudio realizado por la Organización de Am-
nistía Internacional, www.amnesty.org/es/death-penalty, consultada el
día 06/04/2010

4 López Bentacourt, Eduardo, op.cit., página 66, página 153.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 13 días del mes de abril de dos
mil once.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Juventino
Castro y Castro (rúbrica), presidente; Nazario Norberto Sánchez (rú-
brica), Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica), Reginaldo Rivera de
la Torre (rúbrica en abstención), Francisco Saracho Navarro (rúbrica en
abstención), Héctor Guevara Ramírez (rúbrica), Gustavo González
Hernández (rúbrica), Carlos Alberto Pérez Cuevas (rúbrica), Guillermo
Cueva Sada (rúbrica en contra), Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rú-
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brica), secretarios; José Luis Jaime Correa, Ma. Dina Herrera Soto (rú-
brica), Morelos Jaime Carlos Canseco Gómez, Fermín Gerardo Alva-
rado Arroyo (rúbrica), Víctor Humberto Benítez Treviño (rúbrica),
Emilio Chuayffet Chemor (rúbrica), Fernando Ferreyra Olivares (rú-
brica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica), Rafael Rodríguez
González (rúbrica en contra), José Ricardo López Pescador (rúbrica),
Felipe Solís Acero (rúbrica), Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica),
Rolando Rodrigo Zapata Bello (rúbrica), Justino Eugenio Arraiga Ro-
jas, Víctor Alejandro Balderas Vaquera (rúbrica), Mario Alberto Bece-
rra Pocoroba, Óscar Martín Arce Paniagua, Sonia Mendoza Díaz, Ca-
milo Ramírez Puente (rúbrica).

La Comisión de Justicia, diputados: Humberto Benítez Treviño (rú-
brica), presidente; Sergio Lobato García, Miguel Ernesto Pompa Core-
lla (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Camilo Ramírez
Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez, María Florentina Ocegueda
Silva (rúbrica), Eduardo Ledesma Romo (rúbrica en contra), secreta-
rios; Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Juanita Arcelia Cruz Cruz,
(rúbrica), Felipe Amadeo Flores Espinosa, Nancy González Ulloa, Le-
onardo Arturo Guillén Medina (rúbrica), Mercedes del Carmen Guillén
Vicente, Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Gregorio Hurtado Leija,
Israel Madrigal Ceja (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), Carlos
Alberto Pérez Cuevas, Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica en
contra), Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), Cuauhtémoc Salga-
do Romero (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), Josué
Cirino Valdés Huezo (rúbrica), Alma Carolina Viggiano Austria (rúbri-
ca), Pedro Vázquez González (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño
(rúbrica), Arturo Zamora Jiménez (rúbrica).

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando
Patrón (rúbrica), Sergio González Hernández (rúbrica), Bonifacio He-
rrera Rivera (rúbrica), Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez (rúbrica), Ma-
nuel Esteban de Esesarte Pesqueira (rúbrica), Felipe Amadeo Flores
Espinoza (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Adriana Sa-
rur Torre (rúbrica en contra), Teresa del Carmen Incháustegui Romero
(rúbrica), Teresa Rosaura Ochoa Mejía, Miguel Álvarez Santamaría
(rúbrica), Salvador Caro Cabrera (rúbrica), Víctor Hugo Círigo (rúbri-
ca), Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica), Ernesto de Lucas Hop-
kins (rúbrica), Jorge Fernando Franco Vargas (rúbrica), Luis Alejandro
Guevara Cobos, Aarón Irízar López, Feliciano Rosendo Marín Díaz
(rúbrica), Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), Rosi Orozco,
Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín (rúbrica), María Antonieta
Pérez Reyes, Benigno Quezada Naranjo (rúbrica), Liev Vladimir Ra-
mos Cárdenas (rúbrica), Camilo Ramírez Puente (rúbrica), Francisco
Lauro Rojas San Román, Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Ricardo
Sánchez Gálvez.»

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Transportes, con pun-
tos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 74 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Honorable Asamblea:

La Comisión de Transportes, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, 81, 82, 84, 85, 87, 157, 158 y 167,
numeral 4, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta a la honorable asamblea, el siguiente dictamen:

Antecedentes

1. En sesión ordinaria de fecha 28 de abril de 2010, el
diputado Jaime Sánchez Vélez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, sometió a
consideración de esta Cámara de Diputados la Iniciativa
que reforma el artículo 74 de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal.

2. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 23, fracción f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la
Mesa Directiva acordó turnar la iniciativa que nos ocu-
pa a la Comisión de Transportes, para su estudio y dic-
tamen, mediante expediente DGPL 61-II-6-0483.

Derivado de lo anterior, esta Comisión realizó diversos tra-
bajos a efecto de revisar el contenido de la citada Iniciati-
va, con el objeto de expresar sus observaciones y comenta-
rios a la misma e integrar el presente dictamen.

Descripción de la iniciativa

La iniciativa del diputado Sánchez Vélez indica que la in-
fraestructura carretera del país es cuidada por la Policía Fe-
deral, con la función primordial de salvaguardar la integri-
dad y derechos de las personas, vigilando la zona terrestre
de las vías generales de comunicación y los medios de
transporte que operan en ellas, levantando infracciones e
imponiendo sanciones por las violaciones a las disposicio-
nes legales y reglamentarias relativas al tránsito en cami-
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nos y puentes federales, así como a la operación de los ser-
vicios de autotransporte federal y transporte privado cuan-
do circulen por zona terrestre de las vías generales de co-
municación, como lo determina el artículo 70 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal.

Sobre lo anterior, el diputado Jaime Sánchez expone que,
ante infracciones cometidas por los conductores de vehícu-
los, los elementos de la Policía Federal Preventiva en la red
de carreteras del país, proceden a indicar al conductor que
detenga la marcha del vehículo; el conductor se identifica-
rá y exhibirá la documentación de la unidad, el policía re-
visará la documentación, así como el vehículo en su parte
exterior, si todo está en orden devolverá la documentación
en el mismo sitio; para el caso de que existiera algún in-
cumplimiento, el policía procederá a llenar la boleta de
sanción de la que extenderá una copia al interesado y de-
volverá la documentación del vehículo.

En ese sentido, indica la iniciativa, los transportistas de
mercancía en pequeño y campesinos, se quejan del abuso
de esta corporación policíaca, toda vez que sus unidades
vehiculares son camionetas de modelos rezagados, que
apenas y funcionan mecánicamente. Estos son de tenidos
por la Policía Federal y les hacen la relación de todas las
anomalías que exteriormente se perciben.

Asimismo, el diputado Sánchez Vélez hace la comparación
del caso con la experiencia en el sur de los Estados Unidos
de América, donde, si un policía de caminos nota una in-
fracción al reglamento de tránsito, detiene al conductor, le
pide sus documentos y le hace ver cuáles son los motivos
por los que puede ser sancionado; sin embargo, le permite
continuar su camino sin ninguna infracción con la condi-
ción de que se abstenga de seguir violando la disposición y
si el motivo es la condición física del vehículo, acuda a re-
pararlo inmediatamente, de lo contrario, en la siguiente
ocasión que se le detenga por los mismos motivos, ahora sí,
será sancionado.

En ese sentido, la iniciativa en estudio plantea la necesidad
de que la Policía Federal tenga la capacitación suficiente
para que responda al requerimiento de la ocasión, que ver-
daderamente sea una dependencia pública que auxilie a los
ciudadanos que lo requieran y principalmente que tengan la
sensibilidad para los transportistas de mercancías en pe-
queño y campesinos, debiendo recibir éstos, recomenda-
ciones o sugerencias para mantener en optimas condicio-
nes sus vehículos, previniéndolos de las consecuencias si
los avisos se hacen reincidentes.

Por ello, propone excluir de las sanciones por infringir lo
dispuesto en la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte
Federal, al transporte de carga hasta de mediana capacidad,
exclusivamente para las unidades cuyo funcionamiento
mecánico sea aceptable, pero su fisonomía exterior tuviese
algún faltante donde se transporte animales y productos re-
lacionados con el campo, bastando con una llamada de
atención y haciendo la observación al conductor de una po-
sible sanción ante el aviso reincidente.

Consideraciones de la comisión

Derivado del análisis de la iniciativa de mérito, esta Comi-
sión de Transportes reconoce la preocupación del diputado
Jaime Sánchez, en el sentido de que los transportistas de
mercancía en pequeño y campesinos que tienen la necesi-
dad de circular por las carreteras de jurisdicción federal,
son personas con una capacidad económica limitada y de-
penden de sus actividades diarias para su sustento familiar.

Sin embargo, la propuesta de mérito no tiene un adecuado
enfoque, pues si bien, el artículo 74 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal consigna las sanciones
por infracción a lo dispuesto en dicha ley, son los artículos
74 Bis y 74 Ter de este ordenamiento, los que establecen
las facultades que le corresponden a la Secretaría de Segu-
ridad Pública para imponer sanciones y retirar de la circu-
lación a los vehículos que circulen por las carreteras fede-
rales del país, cuando sea conducente.

Al respecto, el artículo 74 Bis señala:

“Artículo 74 Bis. La Secretaría de Seguridad Pública a
través de la Policía Federal Preventiva, de conformidad
con las disposiciones legales y reglamentarias respecti-
vas, impondrá las siguientes sanciones:

”I. Por infracciones a la presente Ley y reglamentos que
de ella se deriven en materia de tránsito, multa de hasta
doscientos días de salario mínimo, y

”II. Cualquier otra infracción a las disposiciones de es-
ta Ley y los ordenamientos que de ella se deriven para
la operación de los servicios de autotransporte federal,
sus servicios auxiliares y transporte privado cuando cir-
culen en la zona terrestre de las vías generales de comu-
nicación, con multa de hasta quinientos días de salario
mínimo.
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”En caso de reincidencia, la Secretaría de Seguridad Pú-
blica podrá imponer una multa equivalente hasta el do-
ble de las cuantías señaladas, salvo las excepciones o
casos específicos previstos en esta Ley.

”…

”…”

Por su parte, el artículo 74 Ter, establece a la letra, lo si-
guiente:

“Artículo 74 Ter. La Secretaría de Seguridad Pública a
través de la Policía Federal Preventiva, podrá retirar de
la circulación los vehículos en los siguientes casos:

”I. Cuando se encuentren prestando el servicio de auto-
transporte federal, sus servicios auxiliares y transporte
privado en los caminos y puentes, sin contar con el per-
miso correspondiente;

”II. Cuando contando con concesiones o permisos estata-
les, municipales o del Distrito Federal, se encuentren
prestando el servicio de autotransporte federal, sus servi-
cios auxiliares y transporte privado en los caminos y
puentes, fuera de los tramos autorizados por la Secretaría;

”III. Cuando excedan el tiempo autorizado para circular
o transitar con motivo de su importación temporal y se
encuentren prestando el servicio de autotransporte fede-
ral, sus servicios auxiliares y transporte privado en los
caminos y puentes, debiendo dar vista a las autoridades
correspondientes;

”IV. Cuando se encuentren en tránsito y no cumplan con
las condiciones mínimas de seguridad, que se determi-
nen en esta Ley y los ordenamientos que de ella se deri-
ven, y

”V. Cuando se encuentren prestando servicio de auto-
transporte y esté vencido su plazo o límite máximo de
operación para dar el servicio de autotransporte federal
de pasajeros o turismo, de acuerdo a las disposiciones
reglamentarias correspondientes.”

A mayor abundamiento, debe señalarse que la circulación
de los vehículos en los caminos federales y sus tramos
comprendidos dentro de los perímetros urbanos, se rige por
el Reglamento de Tránsito en Carreteras Federales.

Sobre el particular, el artículo 81 del Reglamento mencio-
nado indica:

“Artículo 81. Todo vehículo que transite por la vía pú-
blica deberá encontrarse en condiciones satisfactorias
de funcionamiento y provisto de los dispositivos que
exige este Reglamento. Asimismo, en el caso de los ve-
hículos destinados a operar el servicio de autotranspor-
te federal y transporte privado, deberán cumplir, ade-
más, con las normas respectivas para el tránsito de
vehículos en la vía pública.

”Los vehículos que no cumplan con las condiciones de
seguridad establecidas en las normas respectivas no po-
drán circular. Una vez que el permisionario acredite, an-
te la Secretaría de Comunicaciones y Transportes que
subsanó las omisiones y que cumple con dichas condi-
ciones reanudará su operación.”

En ese sentido, el Reglamento de Tránsito indica las espe-
cificaciones del equipo con que deben contar todos los ve-
hículos, por lo que se entiende que las unidades a que hace
referencia el diputado Sánchez Vélez no reúnen las medi-
das necesarias para circular en condiciones de seguridad,
tanto para sus ocupantes, como para los conductores de
otros vehículos y peatones. Por lo que, de aprobarse la pro-
puesta en análisis, se comprometería en buena medida la
seguridad de todos los usuarios de las vías de comunica-
ción federales.

Por lo expuesto anteriormente, los integrantes de la Comi-
sión de Transportes, concluyen que no es de aprobarse la
iniciativa que se ha analizado, por lo que someten a la con-
sideración del Pleno de esta H. Asamblea, para los efectos
de la fracción G del artículo 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, el siguiente proyecto de

Acuerdo

Primero: Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 74 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del diputado Jai-
me Sánchez Vélez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentada el 28 de abril de
2010.

Segundo: Archívese este asunto como total y definitiva-
mente concluido.
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Sala de comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 30 de mar-
zo de 2011.

La Comisión de Transportes, diputados: Javier Gil Ortiz (rúbrica),
presidente; Cuauhtémoc Salgado Romero, Nicolás Carlos Bellizia
Aboaf, Benjamín Clariond Reyes Retana (rúbrica), Paula Angélica
Hernández Olmos (rúbrica), Pedro Ávila Nevárez (rúbrica), Francisco
Lauro Rojas San Román, Silvio Lagos Galindo (rúbrica), José Antonio
Arámbula López (rúbrica), Alfredo Javier Rodríguez Dávila (rúbrica),
Martha Angélica Bernardino Rojas, Juan José Guerra Abud (rúbrica),
secretarios; Leobardo Soto Martínez (rúbrica), Sergio Lobato García
(rúbrica), María Elena Perla López Loyo, Hugo Héctor Martínez Gon-
zález, Heliodoro Carlos Díaz Escárraga (rúbrica), Óscar Román Rosas
González (rúbrica), Jesús Gerardo Cortez Mendoza (rúbrica), Sergio
Octavio Germán Olivares, César Mancillas Amador (rúbrica), Carlos
Martínez Martínez, Adolfo Rojo Montoya (rúbrica), Ignacio Téllez
González, Francisco Arturo Vega de Lamadrid (rúbrica), Mary Telma
Guajardo Villareal (rúbrica), Héctor Hugo Hernández Rodríguez (rú-
brica), Samuel Herrera Chávez (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y
Hernández (rúbrica).»

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Transportes, con pun-
tos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 62 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Honorable Asamblea:

La Comisión de Transportes, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, 81, 82, 84, 85, 87, 157, 158 y 167,
numeral 4, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta a la honorable asamblea, el siguiente dictamen.

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del pleno de la Cámara de Dipu-
tados, celebrada el jueves 4 de noviembre de 2010, la di-
putada Caritina Saénz Vargas, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México,
presentó la iniciativa con proyecto de decreto que refor-

ma el artículo 62 de la Ley de Caminos, Puentes y Au-
totransporte Federal.

2. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 23, fracción f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la
Mesa Directiva acordó turnar la iniciativa que nos ocu-
pa a la Comisión de Transportes, para su estudio y dic-
tamen, mediante expediente DGPL 61-II-2-756.

Derivado de lo anterior, esta comisión realizó diversos tra-
bajos a efecto de revisar el contenido de la citada iniciati-
va, con el objeto de expresar sus observaciones y comenta-
rios a ésta e integrar el presente dictamen.

Descripción de la iniciativa

El legislador expresa que actualmente los niños y adoles-
centes están expuestos a una inmensidad de mensajes con
contenido violento, toda vez que el país vive una ola de
violencia generalizada. Además, de manera permanente se
les proporciona información de contenido violento a través
de medios de comunicación tales como revistas, periódi-
cos, radio, cine, Internet y videos.

La exposición de motivos de la iniciativa hace referencia a
que recientes estudios a nivel internacional confirman que
se está incrementando el número de escenas con violencia
física, psicológica y sexual en las películas y series de te-
levisión que con frecuencia están descontextualizadas y
proporciona corrosión y disolución de los valores sociales
y culturales más íntegros de la persona y dignidad humana.

Asimismo, la legisladora invita a reflexionar sobre las cir-
cunstancias en las que nos encontramos, por lo que resulta
necesario, promover una cultura de no violencia a las fa-
milias mexicanas, y de manera particular a los miles de
mexicanos que van acompañados de menores de edad y
que hacen uso de los autobuses foráneos.

Consideraciones de la comisión

Primera. Que el objeto de la iniciativa que nos ocupa es
loable al buscar un mejor servicio de autotransporte fede-
ral de pasaje y turismo, en el que el material proyectado en
las pantallas con las que prestan dichos servicios sea segu-
ro y libre de toda violencia y no atente contra los valores
básicos de la convivencia humana. Sin embargo, dicha pro-
puesta no puede ser regulada a través de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal.
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Segunda. Que tomando en consideración los argumentos
expuestos por la legisladora en la exposición de motivos,
se desprende que el objeto de la Iniciativa en estudio, es
proteger la integridad física y emocional de los ciudadanos,
evitando que se expongan a programas televisivos, pelícu-
las y material diverso que difundan violencia.

En ese sentido, la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes carece de atribuciones para vigilar o regular los con-
tenidos de los programas televisivos, películas, prensa y
otros medios informativos.

La Ley de Caminos, puentes y Autotransporte Federal y el
Reglamento de Autotransporte Federal y Servicios Auxi-
liares, establecen de manera conducente lo siguiente:

“Artículo 5o. Es de jurisdicción federal todo lo relacio-
nado con los caminos, puentes, así como el tránsito y los
servicios de autotransporte federal que en ellos operan y
sus servicios auxiliares.

Corresponden a la Secretaría, sin perjuicio de las otor-
gadas a otras dependencias de la administración pública
federal las siguientes atribuciones:

Planear, formular y conducir las políticas y programas
para el desarrollo de los caminos, puentes, servicios de
autotransporte federal y sus servicios auxiliares;

II. y III. …

IV. Vigilar, verificar e inspeccionar que los caminos y
puentes, así como los servicios de autotransporte y sus
servicios auxiliares, cumplan con los aspectos técnicos
y normativos correspondientes;

V. a IX. …”

“Artículo 33. Los servicios de autotransporte federal,
serán los siguientes:

I. De pasajeros;

II. De turismo; y

III. De carga.”

“Artículo 34. La prestación de los servicios de auto-
transporte federal podrá realizarlo el permisionario con
vehículos propios o arrendados, de acuerdo a lo dis-

puesto en esta ley y sus reglamentos, los tratados y
acuerdos internacionales sobre la materia y normas ofi-
ciales mexicanas.”

Asimismo, del Reglamento de Autotransporte Federal y
Servicios Auxiliares se desprende lo siguiente:

“Artículo 1o. El presente ordenamiento tiene por objeto
regular los servicios de autotransporte federal de pasa-
jeros, turismo, carga y servicios auxiliares y compete a
la secretaría, para efectos administrativos, la aplicación
e interpretación del mismo.”

“Artículo 3o. La operación y explotación de los servi-
cios de autotransporte federal de pasajeros, turismo y
carga y los servicios auxiliares que los complementan,
se sujetarán a las disposiciones de la Ley, los tratados
internacionales, este reglamento y las normas que emita
la Secretaría”.

Como se desprende del contenido de los citados ordena-
mientos, corresponde a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, todo lo relacionado con los caminos, puentes,
así como el tránsito y los servicios de autotransporte fede-
ral que en ellos operan y sus servicios auxiliares, así como
vigilar, verificar e inspeccionar que dichos servicios cum-
plan con los aspectos técnicos y normativos correspon-
dientes.

Cabe señalar que con base a lo dispuesto por el artículo 37
de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal,
los permisionarios tienen la obligación de proporcionar a
sus conductores capacitación y adiestramiento para lograr
que la prestación de los servicios sea eficiente, segura y
eficaz.

Derivado de lo anterior, la ley en estudio, regula y verifica
la prestación de los servicios de autotransporte federal, y
no tiene atribuciones en lo que se refiere a la transmisión y
contenido de los programas que son transmitidos en las
pantallas de los vehículos destinados al autotransporte fe-
deral de pasajeros y turismo.

Tercera. Que en términos de la Ley Federal de Radio y Te-
levisión, estos medios de difusión constituyen una activi-
dad de interés público, por lo tanto el Estado deberá prote-
gerla y vigilarla para el debido cumplimiento de su función
social, entendida a contribuir al fortalecimiento de la inte-
gración nacional y mejoramiento de las formas de convi-
vencia humana, siendo competencia de la Secretaría de
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Gobernación, vigilar que las transmisiones de radio y tele-
visión se mantengan dentro de los límites del respeto a la
vida privada, a la dignidad personal y a la moral, y no ata-
quen los derechos a terceros, ni provoquen la comisión de
algún delito o perturben el orden y la paz públicos.

Asimismo, la Ley Federal de Cinematografía, dispone que
la Secretaría de Gobernación tendrá entre otras atribucio-
nes:

“Artículo 42. La Secretaría de Gobernación, a través de
la Dirección General de Radio, Televisión y Cinemato-
grafía, tendrá las atribuciones siguientes:

I. Autorizar la distribución, exhibición y comercializa-
ción de películas en el territorio de la República Mexi-
cana, a través de cualquier forma o medio, incluyendo la
renta o venta de las mismas.

II. Otorgar la clasificación de las películas en los térmi-
nos de la presente Ley y su Reglamento, así como vigi-
lar su observancia en todo el territorio nacional”.

“Artículo 25. Las películas se clasificarán de la siguien-
te manera:

I. AA: Películas para todo público que tengan además
atractivo infantil y sean comprensibles para niños me-
nores de siete años de edad.

II. A: Películas para todo público.

III. B: Películas para adolescentes de doce años en ade-
lante.

IV. C: Películas para adultos de dieciocho años en ade-
lante.

V. D: Películas para adultos, con sexo explícito, lengua-
je procaz, o alto grado de violencia.

Las clasificaciones AA, A y B son de carácter informa-
tivo, y sólo las clasificaciones C y D, debido a sus ca-
racterísticas, son de índole restrictiva, siendo obligación
de los exhibidores negar la entrada a quienes no cubran
la edad prevista en las fracciones anteriores.”

En términos del artículo 43 de la Ley de Cinematografía,
corresponderá a la Secretaría de Gobernación practicar las

visitas de verificación a efecto de comprobar el cumpli-
miento de las disposiciones contenidas en dicha ley.

Finalmente, esta comisión dictaminadora considera que la
Iniciativa no es materia de la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal, por lo tanto, no se estima viable la
propuesta de reforma.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Trans-
portes consideran que no es de aprobarse la iniciativa en
análisis, por lo que someten a la consideración del pleno de
esta honorable asamblea, para los efectos de la fracción g)
del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el siguiente proyecto de:

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 62 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, presentada por la diputada Cari-
tina Saénz Vargas, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, en sesión celebrada el
día 4 de noviembre de 2010.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y definitivamente
concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de marzo de 2011.

La Comisión de Transportes, diputados: Francisco Javier Martín Gil
Ortiz (rúbrica), presidente; Cuauhtémoc Salgado Romero, Nicolás
Carlos Bellizia Aboaf (rúbrica), Benjamín Clariond Reyes Retana (rú-
brica), Paula Angélica Hernández Olmos (rúbrica), Pedro Ávila Nevá-
rez (rúbrica), Francisco Lauro Rojas San Román, Silvio Lagos Galin-
do (rúbrica), José Antonio Arámbula López (rúbrica), Alfredo Javier
Rodríguez Dávila (rúbrica), Martha Angélica Bernardino Rojas, Juan
José Guerra Abud (rúbrica en contra), secretarios; Leobardo Soto Mar-
tínez (rúbrica), Sergio Lobato García (rúbrica), María Elena Perla Ló-
pez Loyo, Hugo Héctor Martínez González, Heliodoro Carlos Díaz Es-
cárraga (rúbrica), Óscar Román Rosas González (rúbrica), Jesús
Gerardo Cortez Mendoza (rúbrica), Sergio Octavio Germán Olivares,
César Mancillas Amador (rúbrica), Carlos Martínez Martínez, Adolfo
Rojo Montoya (rúbrica), Ignacio Téllez González, Francisco Arturo
Vega de Lamadrid (rúbrica), Mary Telma Guajardo Villareal (rúbrica),
Héctor Hugo Hernández Rodríguez (rúbrica), Samuel Herrera Chávez
(rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbrica).»
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LEY DE VIVIENDA - CODIGO PENAL FEDERAL -
LEY FEDERAL DE PROTECCION AL

CONSUMIDOR - CODIGO DE COMERCIO

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de las Comisiones Unidas de Vivienda,
de Justicia, y de Economía, con puntos de acuerdo por los
que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma diversas disposiciones de la Ley de Vivienda, del
Código Penal Federal, de la Ley Federal de Protección al
Consumidor y del Código de Comercio

Honorable Asamblea:

A las Comisiones de Vivienda, de Justicia, y de Economía
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, correspondiente a la LX Legislatura, fue turnada,
para su estudio y dictamen, iniciativa que reforma diversas
disposiciones de la Ley de Vivienda, del Código Penal Fe-
deral, de la Ley Federal de Protección al Consumidor y del
Código de Comercio, que en ejercicio de sus facultades
constitucionales presentó el diputado Octavio Martínez
Vargas.

Estas comisiones unidas con fundamento en los artículos
39, numeral 3, y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 57, 60, 88 y 94, del Re-
glamento Interior para el Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta ho-
norable asamblea el presente dictamen, con base en los si-
guientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputa-
dos el 30 de abril de 2008, los secretarios de la misma die-
ron cuenta al pleno de la Iniciativa que presentó el Diputa-
do Octavio Martínez Vargas, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática

Segundo. En la misma sesión, el ciudadano presidente de la
Mesa Directiva acordó dar el siguiente trámite: “Túrnese a
las Comisiones Unidas de Vivienda, de Justicia, y de Eco-
nomía para la elaboración del dictamen correspondiente”.

Tercero. El legislador propone lo siguiente:

• Reformar diversas disposiciones de la Ley de Vivien-
da para regular las actividades de urbanización y edifi-

cación habitacional con los estándares de calidad que
mediante la emisión de normas oficiales establezca la
Comisión Nacional de Vivienda, para normar los esque-
mas de financiamiento y otorgamiento de subsidios a la
vivienda y para que los acreditados cuenten con mejores
esquemas de aseguramiento contra contingencias que
pongan en riesgo su patrimonio. 

• Adicionar una Sección Única, Código Penal Federal
para evitar el fraude inmobiliario habitacional constitui-
do por vicios ocultos, engaños u omisión de informa-
ción respecto a las condiciones financieras y de pago de
los inmuebles, carencia o deficiencia de servicios bási-
cos y todas aquellas acciones que sean lesivas a los de-
rechos e intereses de los adquirentes de vivienda.

• Reformar diversos artículos de Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor para evitar que los créditos a la vi-
vienda se otorguen en otra modalidad que no sean en pe-
sos mexicanos, para que los proveedores de vivienda
informen a los consumidores de las especificaciones y
sistemas utilizados en la construcción de las viviendas
que ofrecen y precisen las condiciones financieras de las
operaciones de compra-venta.

• Reformar diversas disposiciones del Código de Co-
mercio para establecer y regular como actos de comer-
cio los créditos que otorgan los organismos nacionales
de vivienda. 

Cuarto. En sesión plenaria de fecha 5 de octubre de 2010,
la Comisión de Vivienda aprobó el dictamen de la presen-
te iniciativa en sentido negativo.

Quinto. En sesión plenaria de fecha 8 de diciembre de
2010, la Comisión de Economía aprobó el dictamen de la
presente iniciativa en sentido negativo.

Sexto. En sesión plenaria de fecha de 22 de febrero de
2011, la Comisión de Justicia aprobó el dictamen de la pre-
sente iniciativa en sentido negativo.

Consideraciones

Primera. La iniciativa pretende establecer un conjunto de
disposiciones jurídicas para asegurar la calidad de las vi-
viendas y el abastecimiento de los servicios básicos, para
fincar responsabilidades ante cualquier tipo de incumpli-
miento sobre las condiciones inicialmente establecidas en
la operación de compra-venta y otras medidas que son fun-
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ciones y atribuciones que desempeñan la Comisión Nacio-
nal de Vivienda, los gobiernos estatales y municipales, la
Procuraduría Federal del Consumidor, la Dirección Gene-
ral de Normas de la Secretaría de Economía, 

Segunda. Que la Ley de Vivienda fomenta la concurrencia
entre los tres órdenes de gobierno para propiciar una ade-
cuada oferta habitacional y posibilitar la demanda real a
través de esquemas financieros. En este tenor, la Comisión
Nacional de Vivienda promueve que los gobiernos de los
estados y municipios emitan normas jurídicas que aseguren
el desarrollo de una construcción segura, confiable y habi-
table en un contexto urbano, estableciendo las obligaciones
y responsabilidades de los agentes que intervienen en dicho
proceso, con el fin de asegurar la calidad mediante el cum-
plimiento de los requerimientos básicos de las viviendas y
unidades habitacionales y la adecuada protección de los in-
tereses de los usuarios. 

Tercera. Que de conformidad con la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, corresponde a los go-
biernos locales (estados y municipios) regular la edifica-
ción de vivienda a través de reglamentos de construcción,
por ello en estas cuestiones la Ley de Vivienda sólo se
constriñe a indicar procedimientos. Por esto la Ley de Vi-
vienda –artículo 72– sólo establece un modelo normativo
para propiciar que las autoridades competentes expidan,
apliquen y mantengan permanentemente actualizadas dis-
posiciones legales, normas oficiales mexicanas, códigos de
procesos de edificación y reglamentos de construcción que
contengan los requisitos técnicos que garanticen la seguri-
dad estructural, habitabilidad y sustentabilidad de toda vi-
vienda y que definan responsabilidades generales y por ca-
da etapa del proceso de producción de vivienda.

Cuarta. Que la Conavi por su naturaleza jurídica no dis-
pone de atribuciones para expedir normas oficiales mexi-
canas. La Ley Federal de Metrología y Normalización pre-
cisa cuales son las dependencias facultadas para expedir
normas oficiales mexicanas.

Quinta. Que la Conavi ejecuta acciones de promoción e
incentivos para que las viviendas contengan insumos nor-
malizados que incidan en su calidad, sin embargo al tratar-
se de una materia concurrente corresponde a las autorida-
des municipales el otorgamiento y por ende, la vigilancia
para que las viviendas se ajusten a los reglamentos corres-
pondientes. 

Sexta. Que los créditos otorgados con base en el artículo
123 de la CPEUM no devienen de recursos fiscales –Info-
navit y Fovissste–, por lo tanto no pueden ser vigilados por
la Conavi como lo propone la iniciativa en comento.

Séptima. Que es improcedente que el otorgamiento de
subsidios se sujete a lo dispuesto por la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, el Código de Comercio y el Códi-
go Penal Federal. Los subsidios son regulados por la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la
Ley General de Desarrollo Social y la Ley de Vivienda y su
incumplimiento deriva en la ejecución de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos para el caso de los subsidios federales. Para el caso
de los subsidios estatales los estados cuentan con normas
equivalentes.

Octava. Que la Ley de Vivienda no es el instrumento apro-
piado para normar créditos del sector público provenientes
de las entidades de la administración pública federal, esta-
tal o municipal, ya que éstas se rigen bajo sus propias leyes
de creación. Tampoco la Ley de Vivienda es adecuada pa-
ra regular los créditos otorgados por la iniciativa privada,
ya que en el Gobierno Federal existen instancias que su-
pervisan estos financiamientos.

Novena. Que las dependencias y entidades encargadas del
financiamiento a la vivienda, no les compete garantizar los
vicios ocultos, ya que no participan en la edificación y de-
sarrollo habitacional. Para dirimir una controversia entre
un consumidor y un proveedor derivado de vicios ocultos
en una vivienda está la Procuraduría Federal del Consumi-
dor.

Décima. Que las reformas y adiciones a la Ley Federal de
Protección al Consumidor planteadas en la iniciativa, no
amplían los derechos de los consumidores, pues la ley vi-
gente ya prevé las conductas que se proponen en la inicia-
tiva. De igual manera, es innecesario establecer la proce-
dencia de la reparación de daños y perjuicios, cuando ya lo
establece la legislación civil y respecto del cual la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor no es aplicable por re-
querirse de una resolución judicial.

Décima Primera. Que las reformas al Código de Comercio
son improcedentes en virtud de que los créditos otorgados
por los organismos nacionales de vivienda no se reputan ac-
tos de comercio dado que no persiguen fines de lucro y se re-
alizan en cumplimiento a un fin específico del Estado
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En virtud de lo anteriormente expuesto, las Comisiones
Unidas de Vivienda, de Justicia, y de Economía presentan
el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
reforma las fracciones I, IV y VIII del artículo 6; las frac-
ciones V, XI, XIV y XV del artículo 19; la fracción I del ar-
tículo 42; el tercer párrafo del artículo 54; los párrafos pri-
mero, segundo y tercero del artículo 55; y el primer párrafo
del artículo 75; adiciona la fracción VIII Bis al artículo 19;
un tercer párrafo al artículo 47; un párrafo segundo al artí-
culo 55, por lo que los párrafos segundo y tercero origina-
les pasan a ser tercero y cuarto, y se agrega como nuevo el
artículo 71 Bis, todos de la Ley de Vivienda; adiciona co-
mo Sección Única, denominada “Del Fraude Inmobiliario
Habitacional” y que comprende del artículo 387 Bis 1 al ar-
tículo 387 Bis 8, al Capítulo III, titulado “Fraude”, del Tí-
tulo Vigésimo Cuarto del Código Penal Federal; reforma el
artículo 7 Bis, la fracción V del artículo 73 Bis, los párra-
fos primero y segundo de la fracción XIII del artículo 73
Ter, y la fracción I del artículo 128 Ter; adiciona un segun-
do párrafo al artículo 7 Bis quedando el párrafo original co-
mo párrafo primero; un segundo párrafo a la fracción II del
artículo 66; dos párrafos al artículo 68; un segundo párrafo
al artículo 70, pasando el segundo párrafo original como
tercero; las fracciones XIV Bis y XIV Ter al artículo 73
Ter; un segundo párrafo a la fracción I, y una fracción II
Bis al artículo 128 Ter, todos de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor y reforma la fracción VIII del artículo
1403 y adiciona dos párrafos al artículo 363, un tercer pá-
rrafo al artículo 377, un segundo párrafo al artículo 378 y
un segundo párrafo al artículo 383 del Código de Comer-
cio, presentada por el diputado a la LX Legislatura Octavio
Martínez Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Segundo. Archívese el presente asunto, como total y defi-
nitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 29 días del mes de
marzo de 2011.

La Comisión de Vivienda, diputados: Martín Rico Jiménez (rúbrica),
presidente; Efraín Ernesto Aguilar Góngora (rúbrica), David Hernán-
dez Pérez (rúbrica), Felipe Amadeo Flores Espinoza (rúbrica), David
Hernández Vallin (rúbrica), Leobardo Soto Martínez (rúbrica), Juan
Pablo Escobar Martínez (rúbrica), Enrique Torres Delgado (rúbrica),

Norma Leticia Orozco Torres (rúbrica), Rigoberto Salgado Vázquez
(rúbrica), J. Guadalupe Vera Hernández (rúbrica), secretarios; José Os-
car Aguilar González (rúbrica), Laura Arizmendi Campos, Gumersin-
do Castellanos Flores, Laura Itzel Castillo Juárez (rúbrica en contra),
Marcos Carlos Cruz Martínez, Héctor Franco López (rúbrica), Marco
Antonio García Ayala (rúbrica), Adán Augusto López Hernández, Al-
fredo Francisco Lugo Oñate (rúbrica), María Elena Perla López Loyo
(rúbrica), José Luis Ovando Patrón (rúbrica), Pedro Peralta Rivas (rú-
brica), Leticia Robles Colín, Adela Robles Morales (rúbrica), Marice-
la Serrano Hernández (rúbrica), Sergio Tolento Hernández (rúbrica).

La Comisión de Justicia, diputados: Humberto Benítez Treviño (rú-
brica), presidente; Sergio Lobato García, Óscar Martín Arce Paniagua
(rúbrica), Camilo Ramírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez
(rúbrica), Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica), Eduardo Ledesma Ro-
mo (rúbrica), secretarios; Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Jua-
nita Arcelia Cruz Cruz, (rúbrica), Felipe Amadeo Flores Espinosa (rú-
brica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo Guillén
Medina (rúbrica), Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica),
Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Gregorio Hurtado Leija (rúbrica),
Israel Madrigal Ceja (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz, Jesús Alfonso
Navarrete Prida (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso González, Norma Le-
ticia Salazar Vázquez (rúbrica), Cuauhtémoc Salgado Romero (rúbri-
ca), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), Josué Cirino Valdés
Huezo (rúbrica), Alma Carolina Viggiano Austria, Pedro Vázquez
González, J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Arturo Zamora Jimé-
nez (rúbrica).

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villarre-
al (rúbrica), presidente; Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Jorge Alber-
to Juraidini Rumilla (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda, Melchor
Sánchez de la Fuente, José Luis Velasco Lino (rúbrica), Leoncio Al-
fonso Morán Sánchez (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbri-
ca), Norma Sánchez Romero (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva (rúbrica
en abstención), Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), Jorge Anto-
nio Kahwagi Macari, secretarios; José Antonio Arámbula López (rú-
brica), Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Sergio Gama Dufour
(rúbrica), Noé Fernando Garza Flores, Jorge Hernández Hernández
(rúbrica), Susana Hurtado Vallejo, Ramón Jiménez López, Jorge Hum-
berto López-Protillo Basave (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Her-
nández (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), David
Penchyna Grub (rúbrica), Enrique Salomón Rosas Ramírez, David Ri-
cardo Sánchez Guevara, Carlos Torres Piña (rúbrica en abstención).»
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LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Economía, con pun-
tos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 1 y 24 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
H. Congreso de la Unión, correspondiente a la LXI Legis-
latura, con fundamento en los artículos 66 y 68 de su Re-
glamento, le fue turnada para su estudio y dictamen la si-
guiente:

“Iniciativa con proyecto de decreto que reforma las
fracciones VII y X del artículo 1 y la fracción XXII del
artículo 24 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor”, presentada por la diputada Lucila del Carmen Ga-
llegos Camarena, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, en fecha 3 de marzo de
2011.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45 numeral 6 incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 66, 68, 157 y 158 inciso 1 frac-
ción IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, se abocó al estudio y análisis de la
iniciativa mencionada al tenor de los siguientes:

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputa-
dos en fecha 3 de marzo de 2011, los CC. Secretarios de la
misma dieron cuenta al Pleno de esta Soberanía de la Ini-
ciativa con Proyecto de Decreto que se mencionó en el
exordio del presente dictamen. 

Segundo. El C. Presidente de la Mesa Directiva acordó dar
el siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Econo-
mía”. 

Tercero. El legislador propone en resumen lo siguiente:

• Reformar la Ley Federal de Protección al Consumidor,
a efecto de que se proteja a los consumidores de la pu-
blicidad que fomente la discriminación o la desigualdad
entre los niños y los grupos más vulnerables de la po-

blación, así como de aquella publicidad que atente con-
tra la dignidad humana y contra cualquiera de los prin-
cipios establecidos en dicha ley. 

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Púbica Federal, esta Comi-
sión de Economía es competente para conocer sobre la Ini-
ciativa con Proyecto de Decreto que reforma las fracciones
VII y X del artículo 1 y la fracción XXII del artículo 24
de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Segunda. Que si bien esta Comisión comparte la preocu-
pación de la Diputada proponente de reafirmar, respetar y
fomentar los valores culturales y sociales dentro de la in-
dustria publicitaria, de tal manera que se erradique toda
clase de propaganda discriminatoria o negativa hacia las
mujeres, niños, indígenas, discapacitados, y demás grupos
vulnerables, tan bien es cierto que las reformas propuestas
a la Ley Federal de Protección al Consumidor en la inicia-
tiva, ya se encuentran reguladas en convenios, tratados in-
ternacionales y diversas leyes de aplicación nacional tales
como:

• La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimi-
nación 

• La Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia 

• La Ley General de las Personas con Discapacidad 

• La Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres 

• La Ley del Instituto Nacional de las Mujeres 

• La Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes 

• La Ley Federal de Radio y Televisión 

• La Conferencia Mundial sobre las Mujeres 

• La Convención sobre los Derechos de los Niños 

• La Ley Federal de Protección al Consumidor 
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1. Asimismo, independientemente de los ordenamientos ju-
rídicos que han sido citados anteriormente, es preciso decir
que el respeto a la dignidad humana es un derecho inhe-
rente a la naturaleza de todas las personas y que es recono-
cido como parte de los derechos humanos, entendiendo por
estos, al conjunto de prerrogativas esenciales a toda persona
indispensables para gozar de una vida digna y cuya realiza-
ción efectiva resulta necesaria para el desarrollo integral de
los individuos. Estos derechos, han sido reconocidos por
México en diversos tratados, ratificando todas las prerro-
gativas que se proclaman en la Declaración Universal de
los Derechos Humanos, donde se establece la libertad y la
igualdad en dignidad de todas las personas, por lo que ca-
be decir que todos los ordenamientos jurídicos y tratados
internacionales de la materia son únicamente de carácter
declarativo y no constitutivo.

Igualmente, nuestra Carta Magna al reconocer las garantí-
as individuales de las cuales goza todo individuo, prohíbe
en el artículo 1 toda discriminación motivada por origen ét-
nico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto
anular o menoscabar los derechos y libertades de las per-
sonas.

2. Aunado a lo anterior, la Ley Federal para Prevenir y Eli-
minar la Discriminación tiene por objeto prevenir y elimi-
nar todas las formas de discriminación que se ejerzan con-
tra cualquier persona en los términos del Artículo 1 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como promover la igualdad de oportunidades y de trato.
Esta ley, establece en el artículo 2 que los poderes públicos
federales deberán eliminar aquellos obstáculos que limiten
en los hechos su ejercicio e impidan el pleno desarrollo de
las personas así como su efectiva participación en la vida
política, económica, cultural y social del país y que debe-
rán promover la participación de las autoridades de los de-
más órdenes de Gobierno y de los particulares en la elimi-
nación de dichos obstáculos.

En virtud de los objetivos establecidos por esta ley de erra-
dicar toda forma de discriminación, entendiendo por esta
toda distinción, exclusión o restricción que, basada en el
origen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, condi-
ción social o económica, condiciones de salud, embarazo,
lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado
civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el

reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad
real de oportunidades de las personas, según se establece
en el artículo 4, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación dispone lo siguiente:

“Artículo 9. Queda prohibida toda práctica discrimina-
toria que tenga por objeto impedir o anular el reconoci-
miento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de
oportunidades.

A efecto de lo anterior, se consideran como conductas
discriminatorias:

...XV. Ofender, ridiculizar o promover la violencia en
los supuestos a que se refiere el artículo 4 de esta Ley
a través de mensajes e imágenes en los medios de co-
municación;

...XXVII. Incitar al odio, violencia, rechazo, burla, di-
famación, injuria, persecución o la exclusión;

XXVIII. Realizar o promover el maltrato físico o psi-
cológico por la apariencia física, forma de vestir, hablar,
gesticular o por asumir públicamente su preferencia se-
xual, y

XXIX. En general cualquier otra conducta discrimina-
toria en términos del artículo 4 de esta Ley.”

Por lo anterior, debe decirse que en adición a la regulación
establecida en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación y nuestra Carta Magna, los principios de
igualdad y de no discriminación, son principios inherentes
a nuestro sistema jurídico y que deben ser respetados y re-
conocidos por si solos al formar parte de los derechos fun-
damentales de los cuales goza toda persona, por lo que las
modificaciones propuestas a la Ley Federal de Protección
al Consumidor en ese sentido, son innecesarias como se
explica en las líneas posteriores.

Tercera. La iniciativa propone en primer término, refor-
mar la fracción VII del artículo 1 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor para quedar como sigue: 

“Artículo 1. La presente ley es de orden público e inte-
rés social y de observancia en toda la República. Sus
disposiciones son irrenunciables y contra su observan-
cia no podrán alegarse costumbres, usos, prácticas, con-
venios o estipulaciones en contrario.
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El objeto de esta ley es promover y proteger los dere-
chos y cultura del consumidor y procurar la equidad,
certeza y seguridad jurídica en las relaciones entre pro-
veedores y consumidores.

Son principios básicos en las relaciones de consumo:

...VII. La protección contra la publicidad engañosa y
abusiva o de aquella que atente contra cualquiera de
los principios establecidos en este artículo, métodos
comerciales coercitivos y desleales, así como contra
prácticas y cláusulas abusivas o impuestas en el abaste-
cimiento de productos y servicios.”

Al respecto, debe decirse que aquellos principios a que ha-
ce referencia la reforma propuesta a este fracción, según se
desprende del mismo artículo, es la protección a la vida, a
la salud física, psicológica y moral, la seguridad, el acceso
a la información de los productos y servicios y la protec-
ción de los derechos de la infancia, adultos mayores, per-
sonas con discapacidad e indígenas. Cabe decir que al ser
una ley de orden público e interés social, no cabe pacto en
contrario de cualquiera de los principios señalados en esta
ley, pues como señala la misma, sus disposiciones son irre-
nunciables; asimismo, atendiendo igualmente a las preocu-
paciones de la Diputada proponente, la Ley Federal de Ra-
dio y Televisión establece lo siguiente:

“Artículo 5. La radio y la televisión, tienen la función
social de contribuir al fortalecimiento de la integración
nacional y el mejoramiento de las formas de conviven-
cia humana. Al efecto, a través de sus transmisiones,
procurarán:

I. Afirmar el respeto a los principios de la moral social,
la dignidad humana y los vínculos familiares;

II. Evitar influencias nocivas o perturbadoras al desa-
rrollo armónico de la niñez y la juventud...”

Igualmente, el artículo 10 de la misma ley, establece las
atribuciones en la materia de la Secretaría de Goberna-
ción, entre las cuales están las siguientes:

“I. Vigilar que las transmisiones de radio y televisión se
mantengan dentro de los límites del respeto a la vida pri-
vada, a la dignidad personal y a la moral, y no ataquen
los derechos de tercero, ni provoquen la comisión de al-
gún delito o perturben el orden y la paz públicos;

II. Vigilar que las transmisiones de radio y televisión di-
rigidos a la población infantil propicien su desarrollo ar-
mónico, estimulen la creatividad y la solidaridad huma-
na, procuren la comprensión de los valores nacionales y
el conocimiento de la comunidad internacional. Pro-
muevan el interés científico, artístico y social de los ni-
ños, al proporcionar diversión y coadyuvar a su proceso
formativo.”

Por lo anterior, resulta innecesaria la reforma propuesta,
pues en adición a la protección que otorgan los ordena-
mientos jurídicos citados a los bienes jurídicos tutelados
por la Ley Federal de Protección al Consumidor, cabe de-
cir que esta misma ley determina que contra la observancia
de sus disposiciones, no puede alegarse costumbres, usos,
prácticas, convenios o estipulaciones en contrario.

Cuarta. En cuanto a la fracción X del artículo 1 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, la legisladora propo-
ne una reforma para quedar redactada de la siguiente ma-
nera:

“Artículo 1. La presente ley es de orden público e inte-
rés social y de observancia en toda la República. Sus
disposiciones son irrenunciables y contra su observan-
cia no podrán alegarse costumbres, usos, prácticas, con-
venios o estipulaciones en contrario.

El objeto de esta ley es promover y proteger los dere-
chos y cultura del consumidor y procurar la equidad,
certeza y seguridad jurídica en las relaciones entre pro-
veedores y consumidores.

Son principios básicos en las relaciones de consumo:

...X. La protección de los derechos de la infancia, adul-
tos mayores, personas con discapacidad e indígenas, así
como a la no discriminación y el respeto a la digni-
dad humana...”

Al respecto, como anteriormente ya se ha dicho, el respeto
a la dignidad humana y el derecho a la no discriminación,
son bienes jurídicos protegidos independientemente del re-
conocimiento que haga cualquier ley ordinaria, puesto que
ya forman parte de las prerrogativas inherentes de toda per-
sona y que además han sido reconocidas constitucional-
mente, en tratados internacionales de los que México for-
ma parte, convenciones y demás leyes ordinarias como lo
son la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimina-
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ción y la Ley Federal de Radio y Televisión citadas ante-
riormente.

En adición a lo anterior, la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, establece en el ar-
tículo 38 fracción VIII que el Programa Integral para Pre-
venir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
las Mujeres, es un programa cuyo contenido va dirigido a
la realización de acciones con perspectiva de género para
vigilar que los medios de comunicación no fomenten la
violencia contra las mujeres y que favorezcan la erradica-
ción de todos los tipos de violencia, para fortalecer el res-
peto a los derechos humanos y la dignidad de las mujeres.

Asimismo, establece en los artículos 41 y 42 las facultades
y obligaciones de la Federación y de la Secretaría de Go-
bernación, respectivamente, como a continuación se citan: 

“ARTÍCULO 41. Son facultades y obligaciones de la
Federación:

...XVIII. Vigilar que los medios de comunicación no
promuevan imágenes estereotipadas de mujeres y hom-
bres, y eliminen patrones de conducta generadores de
violencia;

ARTÍCULO 42. Corresponde a la Secretaría de Gober-
nación:

...X. Vigilar y promover directrices para que los medios
de comunicación favorezcan la erradicación de todos
los tipos de violencia y se fortalezca la dignidad y el res-
peto hacia las mujeres;

XI. Sancionar conforme a la ley a los medios de comu-
nicación que no cumplan con lo estipulado en la frac-
ción anterior;”

Por su parte, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres, cuyos principios rectores, según se deprende
del artículo 2, son la igualdad, la no discriminación, la
equidad y todos aquellos contenidos en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, establece en el ar-
tículo 17 lo siguiente:

“Artículo 17. La Política Nacional en Materia de Igual-
dad entre mujeres y hombres deberá establecer las ac-
ciones conducentes a lograr la igualdad sustantiva en el
ámbito, económico, político, social y cultural.

La Política Nacional que desarrolle el Ejecutivo Federal
deberá considerar los siguientes lineamientos:

I. Fomentar la igualdad entre mujeres y hombres en to-
dos los ámbitos de la vida;

...V. Promover la igualdad entre mujeres y hombres en
la vida civil, y

VI. Promover la eliminación de estereotipos estableci-
dos en función del sexo.”

El artículo 39 de la mencionada ley, dispone que con el fin
de promover y procurar la igualdad en la vida civil de mu-
jeres y hombres, se establecen como parte de objetivos de
la Política Nacional los siguientes: 

“...II. Promover los derechos específicos de las mujeres
como derechos humanos universales, y

III. Erradicar las distintas modalidades de violencia de
género...”

Asimismo, la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, es-
tablece en el artículo 6 los objetivos específicos de dicho
Instituto entre los cuales se encuentran los siguientes: 

“I. La promoción, protección y difusión de los derechos
de las mujeres y de las niñas consagrados en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en
los tratados internacionales ratificados por México, en
particular los derechos humanos y libertades fundamen-
tales de las mujeres.

La promoción, seguimiento y evaluación de las políticas
públicas, y la participación de la sociedad, destinadas a
asegurar la igualdad de oportunidades y la no discrimi-
nación hacia las mujeres;

...III. La promoción de la cultura de la no violencia, la
no discriminación contra las mujeres y de la equidad de
género para el fortalecimiento de la democracia.

La representación del Gobierno Federal en materia de
equidad de género y de las mujeres ante los gobiernos
estatales y municipales, organizaciones privadas, socia-
les y organismos internacionales...”

Igualmente, cabe mencionar que la Cuarta Conferencia
Mundial sobre la Mujer, encaminada a eliminar los obstá-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2011479



culos a la participación de la mujer en todas las esferas de
la vida pública y privada, define un conjunto de objetivos
estratégicos entre los cuales se encuentra la erradicación de
la violencia contra la mujer, la eliminación de la falta de
conciencia de los derechos humanos de la mujer interna-
cional y nacionalmente reconocidos y la protección plena a
las niñas.

Por su parte, la Ley para la Protección de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes establece en el artículo 3 lo
siguiente:

“Artículo 3. La protección de los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, tiene como objetivo asegurarles un
desarrollo pleno e integral, lo que implica la oportuni-
dad de formarse física, mental, emocional, social y mo-
ralmente en condiciones de igualdad.

Son principios rectores de la protección de los derechos
de niñas, niños y adolescentes:

A. El del interés superior de la infancia.

B. El de la no-discriminación por ninguna razón, ni cir-
cunstancia.

C. El de igualdad sin distinción de raza, edad, sexo, re-
ligión, idioma o lengua, opinión política o de cualquier
otra índole, origen étnico, nacional o social, posición
económica, discapacidad, circunstancias de nacimiento
o cualquiera otra condición suya o de sus ascendientes,
tutores o representantes legales.

...G. El de la tutela plena e igualitaria de los derechos
humanos y de las garantías constitucionales.”

El artículo 16 de la ley citada anteriormente, establece que
las niñas, niños y adolescentes tienen reconocidos sus de-
rechos y no deberá hacerse ningún tipo de discriminación
en razón de raza, color, sexo, idioma o lengua, religión;
opinión política; origen étnico, nacional o social; posición
económica; discapacidad física, circunstancias de naci-
miento o cualquier otra condición no prevista en dicho ar-
tículo.

En cuanto a los medios de comunicación, la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes establece lo siguiente: 

“Artículo 43. Sin perjuicio de lo previsto en la norma-
tividad aplicable a los medios de comunicación masiva,
las autoridades federales, en el ámbito de sus competen-
cias, procurarán verificar que éstos:

...B. Eviten la emisión de información contraria a los
objetivos señalados y que sea perjudicial para su bie-
nestar o contraria con los principios de paz, no discri-
minación y de respeto a todas las personas.

...D. Eviten la difusión o publicación de información en
horarios de clasificación A, con contenidos perjudiciales
para su formación, que promuevan la violencia o hagan
apología del delito y la ausencia de valores...”

En adición a las leyes anteriores, la Ley General de las
Personas con Discapacidad, establece en el artículo 5
los principios que deberan observar las políticas públi-
cas de la materia y que son los siguientes: 

“a) La equidad;

b) La justicia social;

c) La igualdad, incluida la igualdad de oportunidades;

d) El respeto por la diferencia;

e) El respeto a la dignidad y a la autonomía individual,
incluida la libertad de tomar las propias decisiones y la
independencia de las personas con discapacidad;

f) La integración a través de la participación e inclusión
plenas y efectivas en la sociedad;

g) El reconocimiento y la aceptación de la discapacidad
como parte de la diversidad y la condición humanas;

h) La accesibilidad, y

i) La no discriminación.”

Por lo anteriormente expuesto, es claro que los ordena-
mientos antes citados tienen como objetivo asegurar un
desarrollo pleno e integral a los niños, mujeres, personas
discapacitadas y demás grupos sociales en situación de vul-
nerabilidad, lo que implica la participación de todas las ór-
denes de gobierno y de los particulares para coadyuvar a
garantizar la igualdad y el respeto a los derechos funda-
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mentales, por lo que una reforma en el sentido planteado
por la Diputada no constituiría nuevas prerrogativas dentro
de nuestro sistema jurídico mexicano. 

Quinta. Por último, la legisladora propone la reforma a la
fracción XXII del artículo 24 para quedar como sigue: 

“ARTÍCULO 24. La Procuraduría tiene las siguientes
atribuciones:

XXII. Coadyuvar con las autoridades competentes para
salvaguardar los derechos de la infancia, adultos mayo-
res, personas con discapacidad e indígenas, así como a
la no discriminación y el respeto a la dignidad hu-
mana.”

Al respecto, es preciso decir que como ya se ha menciona-
do en un principio, el respeto a la dignidad humana y a la
igualdad, es una obligación vigente e inherente en nuestro
sistema jurídico y que por lo tanto, no necesita ratificación
alguna de leyes secundarias, pues son derechos y prerroga-
tivas que han sido elevados a rango constitucional y ratifi-
cados en tratados internacionales independientemente de
las leyes que adicionalmente regulan la materia. En virtud
de lo anterior, debe decirse que coadyuvar para la salva-
guarda de los derechos de no discriminación y respeto a la
dignidad humana, categóricamente, no puede ser una fa-
cultad atribuida a la Procuraduría Federal del Consumidor,
pues de considerar la posibilidad de que una ley ordinaria
otorgue la facultad a un organismo para salvaguardar dere-
chos fundamentales, se estaría desconociendo nuestra je-
rarquía y sistema jurídico, así como la naturaleza misma de
estos derechos.

Finalmente, debe decirse que si bien esta Comisión, me-
diante el presente dictamen, hace evidente la regulación
existente en materia de discriminación, igualdad y respeto
a la dignidad humana, resultando por tanto innecesarias las
modificaciones propuestas a la Ley Federal de Protección
al Consumidor, también es cierto que no puede pronun-
ciarse respecto de si la aplicación de esos cuerpos jurídicos
ha sido eficaz en los hechos, pues la propuesta que se dic-
tamina tiende a dar protección a los consumidores, no a
evaluar los instrumentos del Estado para hacer cumplir los
referidos derechos. 

Sexta. Por lo que en virtud de lo anterior la Comisión de
Economía, somete a la consideración de la honorable
asamblea, el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma los artículos
1 y 24 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, pre-
sentada por la diputada Lucila del Carmen Gallegos Cama-
rena, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, el 3 de marzo de 2011.

Segundo. Archívese el presente asunto, como total y defi-
nitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 26 días del mes de
abril de 2011.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villarre-
al (rúbrica), presidente; Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Jorge Alber-
to Juraidini Rumilla (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica),
Melchor Sánchez de la Fuente (rúbrica), José Luis Velasco Lino (rú-
brica), Leoncio Alfonso Morán Sánchez, María Antonieta Pérez Reyes
(rúbrica), Norma Sánchez Romero (rúbrica en abstención), Indira Viz-
caíno Silva, Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), Jorge Antonio
Kahwagi Macari, secretarios; Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez (rúbri-
ca), José Antonio Arámbula López (rúbrica en abstención), Raúl Ge-
rardo Cuadra García (rúbrica), Pavel Díaz Juárez (rúbrica), Sergio Ga-
ma Dufour (rúbrica), Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Susana
Hurtado Vallejo, Ramón Jiménez López, Vidal Llerenas Morales (rú-
brica), Ifigenia Martha Martínez y Hernández, Luis Enrique Mercado
Sánchez (rúbrica), María Florentina Ocegueda Silva (rúbrica), David
Penchyna Grub (rúbrica), Enrique Salomón Rosas Ramírez (rúbrica),
Guillermo Raúl Ruiz de Teresa (rúbrica), David Ricardo Sánchez Gue-
vara, Víctor Roberto Silva Chacón.»

LEY GENERAL DE PROTECCION 
Y ESTIMULO AL NOPAL

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Agricultura y Gana-
dería, con punto de acuerdo por el que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que expide la Ley General
de Protección y Estímulo al Nopal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Agricultura y Ganadería de la LX Legis-
latura de la H. Cámara de Diputados, fue turnada para su
estudio, análisis, y dictamen, la iniciativa con proyecto de
decreto que crea la Ley General de Protección y Estímulo
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al Nopal y sus Derivados, presentada por el diputado Irineo
Mendoza Mendoza, del Grupo Parlamentario del PRD.

La iniciativa, fue recibida de la LX Legislatura por la Co-
misión de Agricultura y Ganadería la cual entregó a la ac-
tual Comisión para estudio y dictamen; quienes entraron a
su estudio con la responsabilidad de considerar lo más de-
talladamente posible su contenido y analizar los funda-
mentos y argumentos en que se apoya, para proceder a emi-
tir dictamen conforme a las facultades que les confieren los
artículos 39 y 45 numeral 6 inciso f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, los
artículos 56, 65, 66, 87, 88 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 69, 80, 81, 82, 84, 85,
102, 157, 176, 177, 180, 190 y 191 del Reglamento vigen-
te de la Cámara de Diputados, presenta este Dictamen a
partir de la siguiente:

Metodología

Para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 85 del
Reglamento vigente de la Cámara de Diputados, la Comi-
sión presenta el siguiente dictamen en cuatro apartados, a
saber:

I. Antecedentes, de la propuesta en estudio en el que se
da constancia del inicio y desarrollo del proceso legisla-
tivo. 

II. Contenido de la Iniciativa, se sintetiza el alcance de
la propuesta de reforma en estudio. 

III. Consideraciones, se expresan los motivos y funda-
mentos que sustentan la resolución de esta Comisión
Dictaminadora. 

IV. Conclusiones.

I. Antecedentes

En sesión celebrada el 30 de abril de 2008, por la Cámara
de Diputados del H. Congreso de la Unión, el diputado Iri-
neo Mendoza Mendoza, del Grupo Parlamentario del PRD,
presentó iniciativa con proyecto de decreto que crea la Ley
General de Protección y Estímulo al Nopal.

En misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados turnó dicha iniciativa a esta Comi-

sión de Agricultura y Ganadería para su estudio y dicta-
men, habiendo quedado dicha iniciativa pendiente de la LX
Legislatura. 

II. Contenido de la iniciativa

La iniciativa con proyecto de decreto que crea la Ley Ge-
neral de Protección y Estímulo al Nopal tiene como objeto
fomentar y fortalecer la producción y comercialización, in-
dustrialización y consumo del nopal, con criterios de com-
petitividad técnica, integración de la cadena productiva,
factibilidad económica, desarrollo social y sustentabilidad
para elevar el consumo, proteger al consumidor y comer-
cializar el nopal, con base en mejores rendimientos y cali-
dad.

La iniciativa con proyecto de decreto que crea la Ley Ge-
neral de Protección y Estímulo al Nopal y sus derivados
tiene como objetivos:

1. Proteger y estimular la producción del nopal y sus de-
rivados.

2. Garantizar la producción y valor agregado del culti-
vo.

3. Fomentar e impulsar el apoyo técnico y financiero a
las organizaciones de productores de nopal.

III. Consideraciones

Que el nopal es una planta de la familia de las cactáceas, de
unos tres metros de altura promedio, con tallos aplastados,
carnosos, formados por una serie de paletas ovales, eriza-
das de espinas que representan las hojas; flores grandes,
sentadas al borde de los tallos, con muchos pétalos encar-
nados o amarillos, y por fruto el higo chumbo.

Que en México las especies de nopal tienen gran impor-
tancia dentro de las esferas ambiental, económica, social y
cultural. Están presentes en gran parte del territorio nacio-
nal y son fundamentales en el equilibrio ecológico, además
de ser básicas en la alimentación de millones de mexicanos
y son recursos y productos agropecuarios vitales para el
desarrollo del país. 

Que el aprovechamiento de las propiedades curativas de las
plantas es una práctica milenaria que nunca ha dejado de
existir; en el caso del nopal, era usado de distintas mane-
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ras; para las fiebres bebían el jugo, el mucílago o baba lo
utilizaron para curar labios partidos, la pulpa curaba la dia-
rrea, etc.

Que en la actualidad es ampliamente recomendado por los
nutriólogos porque cuenta con atributos que lo hace muy
rico en cualidades curativas:

A). Contiene fibra como auxiliar en trastornos digesti-
vos.

B). Es muy útil como controlador de los niveles excesi-
vos de azúcar en el cuerpo.

C). Disminuye el colesterol en la sangre al interferir en
la absorción de grasas que realizan los intestinos.

D). Contiene minerales importantes como el calcio y el
potasio, además del magnesio, sílice, sodio y pequeñas
cantidades de fierro, aluminio y magnesio, además de
vitaminas A, B1, B2 y C, entre algunos otros.

E). Por sus propiedades humectantes y adherentes a la
mucosa gástrica, produce una capa protectora que desin-
flama y evita que la acidez irrite la mucosa del estómago.

Que los frutos del nopal son comestibles y se conocen co-
mo tunas y el famoso xoconostle.

Que el nopal crece en terrenos áridos y semiáridos, por lo
que debido a sus condiciones geográficas, México es el
país donde crece el mayor número de especies de nopal.
Tanto el maguey como el nopal, han creado un sistema en
la conservación de suelos en las zonas áridas y semiáridas.
Además, no requiere mucha agua para su cultivo.

Que con el nopal se pueden elaborar los siguientes produc-
tos; champú, enjuagues, crema para las manos y cuerpo,
jabón, acondicionador, mascarilla humectante, crema de
noche, gel para cabello, gel reductor, gel para la ducha, lo-
ción astringente, mascarilla estimulante y limpiadora, po-
mada y cosméticos como sombras para ojos, rubor, lápiz
labial con cochinilla, entre otros.

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en su artículo 25 se establece la rectoría del desa-
rrollo nacional, que garantiza la integralidad y sustentabili-
dad, cuyo fin es fortalecer la soberanía nacional, por medio
del crecimiento económico.

Que por mandato constitucional el Estado tiene la obliga-
ción de planear, conducir, coordinar y orientar la actividad
económica; derivado de este mandato existe una relación
con la propuesta de Ley, cuyo objeto es normar y fomentar
la producción, comercialización, industrialización y el con-
sumo del nopal. El párrafo sexto artículo 25 de la Consti-
tución Federal, que establece el apoyo e impulso a empre-
sas del sector social y privado, estas deberán estar sujetas a
las modalidades del interés público y al uso en beneficio
general, encaminados a los recursos, a la producción y so-
bre todo al cuidado y conservación del medio ambiente.

Que en el apartado A del artículo 26 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, se establece la
planeación democrática al desarrollo nacional y que una de
sus características es la equidad al crecimiento de la eco-
nomía, derivado de este mandato y del artículo 27, fracción
XX, que establece: “El Estado promoverá las condiciones
para el desarrollo rural integral, con el propósito de gene-
rar empleo y garantizar a la población campesina el bie-
nestar y su participación e incorporación en el desarrollo
nacional, y fomentará la actividad agropecuaria y forestal
para el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructu-
ra, insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia
técnica. Asimismo expedirá la legislación reglamentaria
para planear y organizar la producción agropecuaria, su in-
dustrialización y comercialización, considerándolas de in-
terés público.”

Que la promoción para el desarrollo rural integral y del fo-
mento a la actividad agropecuaria y forestal, a la vez fa-
culta al mismo Congreso para expedir la legislación para
planear y organizar la producción agropecuaria, su indus-
trialización y comercialización, se consideran de interés
público, actualmente regulado por la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable.

Que de lo anterior, corresponde a esta comisión tomar en
consideración el concepto de interés público establecido en
la ley y definida por la jurisprudencia para definirla como
un mandato que no puede estar constituida por una suma de
intereses meramente privados.

Que al respecto, el artículo 1 de la propuesta de Ley, esta-
blece que tiene por objeto, sin menoscabo en lo establecido
en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, normar y fomen-
tar el establecimiento de la producción y comercialización,
industrialización y consumo del nopal. Sin embargo, se de-
be considerar que actualmente la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable es el instrumento legal reglamentario de la
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fracción XX del artículo 27 Constitucional, y su objetivo
contempla la planeación y organización de la producción
agropecuaria, que obviamente incluye al nopal.

Que en el estudio al proyecto de ley, esta comisión dicta-
minadora considera que el Título Segundo, Capítulo II, De
las Atribuciones, establecidos en la fracción I, II, III, V, VI,
VII, y X del artículo 7 que faculta a la Comisión Nacional
del Nopal propuesta en esta iniciativa, ya están otorgadas a
dependencias de la administración pública federal, con-
templadas actualmente en el artículo 35 de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, por ello, estas dic-
taminadoras no comparten el contenido de la Iniciativa
para el tema que se estudia ya que duplica las facultades es-
tablecidas en la mencionada Ley Orgánica.

Que para cada producto básico o estratégico, de acuerdo
con el artículo 150 de la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble, se establecerá un Comité Nacional Sistema Producto,
el cual llevará al Consejo Mexicano para el Desarrollo Ru-
ral Sustentable los acuerdos tomados en su seno. En este
sentido la integración de los Comités Nacionales se conci-
bió en un solo Comité Nacional por Sistema Producto, in-
tegrado por un representante de la institución responsable
del Sistema Producto correspondiente, quien lo presidirá
con los representantes de las instituciones públicas compe-
tentes de la materia; con representantes de las organizacio-
nes de productores, de las cámaras industriales y de servicios
involucrados directamente en la cadena producción-consu-
mo y por otros representantes que establezcan los integran-
tes del Comité en su reglamento interno.

Si bien, uno de los objetivos de la presente iniciativa se re-
fiere a la planeación y la organización de la producción de
nopal, esta Comisión Dictaminadora considera que lo ante-
rior ya se encuentra contemplado dentro del artículo 1º de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, que establece la pro-
moción del desarrollo rural sustentable del país como de in-
terés público, garantizando además la rectoría del Estado, en
los términos del artículo 25 de la Constitución federal.

Que en la actualidad prevalece una concepción sobre la
protección que debe tener la seguridad alimentaria, es por
ello, que el Congreso de la Unión ha creado instrumentos
jurídicos para contribuir en el desarrollo del campo mexi-
cano, para alentar la producción de alimentos para consu-
mo humano, por lo que la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table regula en su Título II, Capítulo VII, De la Seguridad
y Soberanía Alimentaria, en sus artículos 178 a 183; en es-
pecial el artículo 178 de la LDRS establece:

“Artículo 178. El Estado establecerá las medidas para pro-
curar el abasto de alimentos y productos básicos y estraté-
gicos a la población, promoviendo su acceso a los grupos
sociales menos favorecidos y dando prioridad a la produc-
ción nacional.”

Dentro del espíritu de la Ley Desarrollo Rural Sustentable,
se ha regulado mediante el mismo cuerpo normativo, el
abasto de alimentos, en especial aquellos considerados bá-
sicos para la alimentación de los mexicanos como lo esta-
blece el numeral 179 de la LDRS; dentro de los alimentos
básicos y estratégicos se encuentran:

I. Maíz;

II. Caña de azúcar;

III. Frijol;

IV. Trigo;

V. Arroz;

VI. Sorgo;

VII. Café;

VIII. Huevo;

IX. Leche;

X. Carne de bovinos, porcinos, aves; y

XI. Pescado.

En el mismo artículo se faculta a la Comisión Intersecreta-
rial para el Desarrollo Rural Sustentable, con la participa-
ción del Consejo Mexicano Intersecretarial para el Desarro-
llo Rural Sustentable y los Comités de los sistemas-producto
adicionar año con año o de manera extraordinaria productos
que por sus cualidades nutrimentales, y económicas repre-
sentan a la sociedad un interés público.

Es por ello, que se ha ampliado el catálogo de los sistemas-
producto para quedar de la siguiente forma: 1) Agave Mez-
calero; 2) Agave Tequilero; 3) Aguacate; 4) Ajo; 5) Algo-
dón; 6) Arroz; 7) Cacao; 8) Café, 9) Cebada; 10) Chile; 11)
Cítricos; 12) Durazno; 14) Fresa; 15) Frijol; 16) Guayaba;
17) Hule; 18) Limón mexicano; 19) Maíz; 20) Mango; 21)
Manzana; 22) Melón; 23) Nopal/tuna; 25) Nuez; 27) Olea-
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ginosas; 29) Palma de aceite; 31) Palma de coco; 32) Papa;
33) Papaya; 34) Plátano; 35) Sorgo 36)Trigo; 38) Vainilla;
y 39) Vid.

Además de establecer en su artículo 1 que: “la presente Ley
es reglamentaria de la Fracción XX del Artículo 27 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
es de observancia general en toda la República.

Sus disposiciones son de orden público y están dirigidas a
promover el desarrollo rural sustentable del país, propiciar
un medio ambiente adecuado, en los términos del párrafo
cuarto del artículo 4o; y garantizar la rectoría del Estado y
su papel en la promoción de la equidad, en los términos del
artículo 25 de la Constitución.

Se considera de interés público el desarrollo rural sustenta-
ble que incluye la planeación y organización de la produc-
ción agropecuaria, su industrialización y comercialización,
y de los demás bienes y servicios, y todas aquellas accio-
nes tendientes a la elevación de la calidad de vida de la po-
blación rural, según lo previsto en el artículo 26 de la Cons-
titución, para lo que el Estado tendrá la participación que
determina el presente ordenamiento, llevando a cabo su re-
gulación y fomento en el marco de las libertades ciudada-
nas y obligaciones gubernamentales que establece la Cons-
titución”.

Que la Ley de Desarrollo Rural dispone en su artículo 106,
que: la Comisión Intersecretarial, con la participación del
Consejo Mexicano a través de los Comités Sistema Pro-
ducto, elaborará el Programa Básico de Producción y Co-
mercialización de Productos Ofertados por los agentes de
la sociedad rural, así como los programas anuales corres-
pondientes, los que serán incorporados a los programas
sectoriales y los programas operativos anuales de las Se-
cretarías y dependencias correspondientes.

Que la iniciativa objeto de este dictamen propone, regular
la coordinación entre las dependencias del Gobierno Fede-
ral y las organizaciones de la sociedad civil a fin de brindar
mayor protección a la planta del nopal, situación que ya es-
tá contemplada en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
la cual mandata en sus artículos 20 y 21 que: “la Comisión
Intersecretarial será responsable de atender, difundir, coor-
dinar y dar el seguimiento correspondiente a los programas
sectoriales y especiales que tengan como propósito impul-
sar el desarrollo rural sustentable. Asimismo, será la res-
ponsable de promover y coordinar las acciones y la con-
certación de la asignación de responsabilidades a las

dependencias y entidades federales competentes en las ma-
terias de la presente Ley.

Artículo 21. La Comisión Intersecretarial estará integrada
por los titulares de la siguientes dependencias del Ejecuti-
vo Federal: a) Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación cuyo titular la presidirá;
b) Secretaría de Economía; c) Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales; d) Secretaría de Hacienda y
Crédito Público; e) Secretaría de Comunicaciones y
Transportes; f) Secretaría de Salud; g) Secretaría de De-
sarrollo Social; h) Secretaría de la Reforma Agraria; i)
Secretaría de Educación Pública; j) Secretaría de Energía;
y las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo que se
consideren necesarias, de acuerdo con los temas de que se
trate.”

Que dentro del programa sectorial contenido en el artículo
13 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable bajo el mar-
co del federalismo, el Ejecutivo federal atiende los objeti-
vos, estimaciones de recursos presupuestales, así como los
mecanismos de su ejecución, descentralizando el ámbito de
coordinación con las entidades federativas y municipios en
regiones para determinar las prioridades y los mecanismos
de gestión y ejecución para garantizar la amplia participa-
ción de los agentes de la sociedad rural del sector nopale-
ro. De igual forma, dicho programa determinará la tempo-
ralidad de los programas institucionales, regionales y
especiales en términos de la Ley de Planeación y Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Que del mismo modo, la iniciativa tiene como objetivo fo-
mentar e impulsar el apoyo técnico y financiero de las or-
ganizaciones de productores para que se proteja y se apro-
veche la producción regulada del nopal.

Que lo anterior ya está contemplado dentro de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, donde de acuerdo al artículo
17 se crea el Consejo Mexicano para el Desarrollo Rural
Sustentable como instancia consultiva del Gobierno Fede-
ral, con carácter incluyente y representativo de los intere-
ses de los productores y agentes de la sociedad rural.

Que de acuerdo al artículo 38 de la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable, el Sistema Nacional de Investigación y
Transferencia Tecnológica para el Desarrollo Rural Susten-
table, en el marco de la federalización promoverá en todas
las entidades federativas la investigación y desarrollo tec-
nológico, los que podrán operar con esquemas de organi-
zación análogos. Para lo anterior, el Programa Especial
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Concurrente incluirá en el Presupuesto de Egresos las pre-
visiones necesarias para el cumplimiento de los propósitos
del sistema, incluido un fondo para el apoyo a la investiga-
ción.

Que el artículo 41 de la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble establece que las acciones en materia de cultura, capa-
citación, investigación, asistencia técnica y transferencia
de tecnología son fundamentales para el fomento agrope-
cuario y el desarrollo rural sustentable y se consideran res-
ponsabilidad de los tres órdenes de gobierno y de los sec-
tores productivos, mismas que se deberán cumplir en
forma permanente y adecuada a los diferentes niveles de
desarrollo y consolidación productiva y social. El Gobier-
no Federal desarrollará la política de capacitación a través
del Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técni-
ca Rural Integral, atendiendo la demanda de la población
rural y sus organizaciones.

Que de acuerdo al artículo 45 de la Ley General de Desa-
rrollo Rural Sustentable, fracción VII, el Sistema Nacional
de Capacitación y Asistencia Técnica Rural Integral, coor-
dinará las siguientes acciones: Integrar el Fondo Nacional
de Recursos para la Capacitación Rural con los recursos de
las entidades integrantes del Sistema Nacional de Capaci-
tación y Asistencia Técnica Rural Integral.

Que en el artículo 56 de la citada Ley establece: se apoya-
rá a los productores y organizaciones económicas para in-
corporar cambios tecnológicos y de procesos tendientes a:

I. Mejorar los procesos de producción en el medio rural;

II. Desarrollar economías de escala;

III. Adoptar innovaciones tecnológicas;

IV. Conservar y manejar el medio ambiente;

V. Buscar la transformación tecnológica y la adaptación
de tecnologías y procesos acordes a la cultura y los re-
cursos naturales de los pueblos indígenas y las comuni-
dades rurales;

VI. Reorganizar y mejorar la eficiencia en el trabajo;

VII. Mejorar la calidad de los productos para su comer-
cialización;

VIII. Usar eficientemente los recursos económicos, na-
turales y productivos; y

IX. Mejorar la estructura de costos.

Que resulta evidente que la formación de capital social en
el campo mexicano y el desarrollo de habilidades técnicas
en los productores es un elemento indispensable para com-
batir la pobreza y la falta de productividad.

Que para esto es necesario potencializar la capacitación, no
solo en los técnicos que elaboran proyectos productivos y
sociales y brindan capacitación a los productores del cam-
po, sino que debe fomentarse una estrategia de capacita-
ción que beneficie de manera directa a los campesinos.

IV. Conclusiones

Que actualmente ya se cuenta con un marco normativo
dentro de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable que pro-
picia el impulso y el apoyo técnico y financiero de las or-
ganizaciones de productores para que se proteja y se apro-
veche la producción regulada del nopal y regular así la
coordinación entre las dependencias del gobierno federal y
las organizaciones de la sociedad civil a fin de brindar ma-
yor protección a dicha planta.

Que más allá de la creación de una nueva disposición nor-
mativa, se requiere el apego y cumplimiento de las leyes ya
existentes, por lo cual, la duplicidad de instrumentos lega-
les, así como la creación de dependencias o instituciones
que realicen funciones ya mandatadas por la legislación ac-
tual no servirán en provecho del campo.

Que la aplicación de políticas públicas correctas y oportu-
nas depende del cumplimiento de la legislación vigente en
la materia; de la eliminación de los subejercicios, de la
simplificación de las Reglas de Operación y de una mayor
asignación presupuestal que detone junto con la capacita-
ción la producción agropecuaria nacional incluida el nopal.

Que la Ley de Desarrollo Rural Sustentable ya fomenta y
regula el impulso al apoyo técnico y financiero de las or-
ganizaciones de productores para que se proteja y se apro-
veche la producción.

Por las consideraciones de hecho que motivan el presente
estudio, y las de derecho que lo fundamentan, esta Comi-
sión concluye que la pretensión de la  Iniciativa se encuen-
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tra satisfecha en la normatividad vigente, por lo que tene-
mos a bien someter a la consideración de esta H. Soberanía
el siguiente:

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa de proyecto de decreto que
expide la Ley General de de Protección y estímulo al No-
pal, presentada por el diputado Irineo Mendoza Mendoza,
del Grupo Parlamentario del PRD, el 30 de abril de 2008.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de abril de 2011.

La Comisión de Agricultura y Ganadería, diputados: Cruz López
Aguilar (rúbrica), presidente; Manuel Humberto Cota Jiménez (rúbri-
ca), Alfredo Francisco Lugo Oñate (rúbrica), Fermín Montes Cavazos
(rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa (rúbrica), Rolando Zubía Rivera
(rúbrica), Sergio Arturo Torres Santos (rúbrica), Dora Evelyn Trigue-
ras Durón, Javier Bernardo Usabiaga Arroyo, José Narro Céspedes, Jo-
sé M. Torres Robledo (rúbrica), secretarios; José Luis Álvarez Martí-
nez (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez, Óscar García Barrón (rúbrica),
Joel González Díaz (rúbrica), José Luis Íñiguez Gámez, Ramón Jimé-
nez Fuentes (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández,  Benigno Quezada
Naranjo (rúbrica), Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica en absten-
ción), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Jorge Rojo García de Al-
ba (rúbrica), Adolfo Rojo Montoya (rúbrica), Fernando Santamaría
Prieto (rúbrica), Gerardo Sánchez García (rúbrica), Enrique Octavio
Trejo Azuara (rúbrica), José María Valencia Barajas, Héctor Eduardo
Velasco Monroy (rúbrica), Liborio Vidal Aguilar (rúbrica), Eduardo
Zarzosa Sánchez (rúbrica).»

LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Agricultura y Gana-
dería, con puntos de acuerdo por los que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley Federal de Sanidad Ani-
mal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Agricultura y Ganadería de la LX Legis-
latura de la H. Cámara de Diputados, fue turnada para su
estudio, análisis, y dictamen, la iniciativa con proyecto de

decreto que se reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Sanidad Animal, a cargo del Diputa-
do Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

La iniciativa, fue recibida de la LX Legislatura por la Co-
misión de Agricultura y Ganadería la cual entregó a la ac-
tual Comisión para estudio y dictamen; quienes entraron a
su estudio con la responsabilidad de considerar lo más de-
talladamente posible su contenido y analizar los funda-
mentos y argumentos en que se apoya, para proceder a emi-
tir dictamen conforme a las facultades que les confieren los
artículos 39 y 45 numeral 6 inciso f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, los
artículos 56, 65, 66, 87, 88 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 69, 80, 81, 82, 84, 85,
102, 157, 176, 177, 180, 190 y 191 del Reglamento vigen-
te de la Cámara de Diputados, presenta este dictamen a
partir de la siguiente:

Metodología

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 85 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, esta Comisión
presenta el dictamen con los siguientes elementos:

I. Antecedentes: en el que se da constancia del inicio y
desarrollo del proceso legislativo.

II. Contenido de la iniciativa: donde sintetiza el alcance
de la propuesta en estudio.

III. Consideraciones: en el que expresan los motivos y
fundamentos que sustentan la resolución de la Comisión
Dictaminadora, y

IV. Conclusiones

Antecedentes

El 10 de marzo de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados de la LXI Legislatura, mandó Oficio No.
D.G.P.L. 61-II-7-1007, dando turno a la Comisión de Agri-
cultura y Ganadería, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Sanidad Animal, a cargo del diputado Alfonso
Primitivo Ríos Vázquez, Integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo.
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Contenido de la Iniciativa

Incluir en la Ley Federal de Sanidad Animal:

1. Los rastros municipales dedicados al sacrificio de
animales y procesamiento de bienes de origen animal
para consumo humano;

2. Considerar el bienestar animal como una práctica de
obtener mejores condiciones de salubridad del producto.

Consideraciones

La Ley Federal de Sanidad Animal (LFSA), establece el
compromiso de buenas prácticas pecuarias, bajo la condi-
ción de buen trato y bienestar a los animales.

La Ley General de Vida Silvestre define con precisión la
obligación de otorgar trato digno y respetuoso a las espe-
cies de vida silvestre.

Por otro lado, México tiene tres Normas Oficiales Mexica-
nas que consideran:

1. El trato humanitario en la movilización de animales,

2. El sacrificio humanitario de los animales domésticos
y silvestres y

3. Las especificaciones técnicas para la producción, cui-
dado y uso de los animales de laboratorio.

Éstas han sido normas que han permitido dejar precedente
en el manejo y cuidado de los animales, procurando darles
bienestar usando un mejor sistema de transporte y sacrifi-
cios que sean menos crueles o en su caso no les provoquen
un mayor estrés al momento de su ejecución.

Las bases jurídicas para prestar el servicio público de los
rastros, la operación y funcionamiento están respaldadas
por algunas disposiciones legales que tienen vigencia en
los niveles federal, estatal y municipal.

El componente de federalismo se establece en el artículo
115 constitucional, que establece: al rastro como un servi-
cio público, es la materia que regula el servicio público de
rastro y establece que es una de las obligaciones de los mu-
nicipios; sin embargo, este servicio puede ser prestado por
particulares a través de concesión o en colaboración con el
ayuntamiento.

A nivel federal la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en el artículo 115, en la fracción III, esta-
blece que los Municipios tendrán a su cargo las funciones
y diversos servicios entre los que se encuentra señalado en
el inciso

f) Los rastros.

En el artículo 122 de la misma constitución se señala en el
inciso C.) El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se
sujetará a la Base Primera, respecto a las competencias o
facultades de la Asamblea Legislativa, señalándose en el
inciso:

“k) Regular la prestación y la concesión de los servicios
públicos; legislar sobre los servicios de transporte urba-
no, de limpia, turismo y servicios de alojamiento, mer-
cados, rastros y cementerios;”

Asimismo, prevé que los municipios de un mismo estado,
previo acuerdo con sus ayuntamientos, podrán coordinarse
y asociarse para la mejor prestación de los servicios públi-
cos.

El rastro constituye un servicio público que está a cargo del
órgano responsable de los servicios públicos municipales.

Su objetivo principal es el de proporcionar instalaciones
adecuadas para que los particulares realicen el sacrificio de
animales.

El servicio de rastro se debe de prestar mediante instala-
ciones, equipo de herramientas, que junto con los trabaja-
dores y los servicios adicionales, comprenden los elemen-
tos básicos para la operación de estas instalaciones.

La prestación del servicio municipal de rastros debe per-
mitir:

• Proporcionar a la población carne que reúna las condi-
ciones higiénicas y sanitarias necesarias para su consu-
mo.

• Controlar la introducción de ganado a través de su au-
torización legal.

• Realizar una adecuada distribución y suministro de
carne para consumo humano.
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• Lograr un mejor aprovechamiento de los subproductos
derivados del sacrificio de ganados para abasto.

• Generar ingresos derivados del cobro de cuotas deri-
vadas del sacrificio de animales.

• Evitar la matanza clandestina, en casa y domicilios
particulares.

A nivel federal la Ley General de Salud, en el título deci-
mosegundo, capítulo primero, faculta a la Secretaría de Sa-
lud para llevar el control sanitario del proceso de importa-
ción y exportación de alimentos, bebidas, medicinas,
tabaco y productos de perfumería entre otros. En virtud de
ello, los rastros como establecimientos donde se procesan
alimentos, deben ser supervisados por la Secretaría de Sa-
lud y los operadores de los mismos requieren contar con
una licencia sanitaria y el Reglamento del Control Sanita-
rio de Productos y Servicios lo que indica en el Titulo Sex-
to, Sección Segunda de los Rastros y Mataderos y su Apén-
dice V.I.4 De los Establecimientos.

La Ley Federal de Sanidad Animal, establece la competen-
cia de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación de acuerdo al artículo 6 Frac-
ción XLVIII:

“Establecer y coordinar las actividades de vigilancia
epidemiológica activa o pasiva en unidades de produc-
ción, centros de acopio, centros de investigación, labo-
ratorios de diagnóstico, lugares de exhibición, predios
de traspatio, rastros u otros establecimientos donde se
realicen actividades reguladas por esta Ley;”

La Ley Federal sobre Metrología y Normalización, en el
artículo 44, establece que cuando dos o más dependencias
sean competentes para regular un bien o proceso, deben ex-
pedir Normas Oficiales conjuntas.

A nivel estatal, las disposiciones legales que regulan la
operación de los rastros en el ámbito estatal son la Consti-
tución Política del Estado y la Ley Orgánica Municipal, las
cuales en su contenido retoman lo establecido en el artícu-
lo 115 constitucional, señalando al servicio público de ras-
tros como una atribución del municipio.

Por otra parte, la Ley de Ganadería de los Estados, regula
la actividad ganadera en el estado, y en ella establece las
formas para acreditar la propiedad del ganado que se va a
sacrificar. Respecto al sacrificio del ganado, esta ley deter-

mina que solamente deberá realizarse en los lugares desti-
nados por las autoridades municipales, para tal fin, señala
algunas bases que deberán observarse para la operación de
los rastros municipales.

La Ley de Salud Pública estatal también contienen algunas
disposiciones en esta materia; en ella se establece que el
control de los rastros en el municipio está a cargo del ayun-
tamiento, facultándolo para revisar los animales en pie y en
canal, y señalando la carne que puede ser destinada a la
venta pública. Esta ley prohíbe la matanza de animales en
casas o domicilios particulares cuando las carnes sean des-
tinadas al consumo público. Por esta razón, es recomenda-
ble que las autoridades hagan suya esta disposición y obli-
guen a los particulares a realizar la matanza en el rastro
municipal.

A nivel municipal, los instrumentos jurídicos que regulan
el funcionamiento y operación de rastros en el ámbito mu-
nicipal son el Bando de Policía y Buen Gobierno y el Re-
glamento de Rastros Municipales; el Bando de Policía y
Buen Gobierno contiene un conjunto de normas adminis-
trativas que regulan el funcionamiento de la administración
pública municipal y el de la vida comunitaria; en este or-
denamiento se enuncian los servicios públicos a cargo del
ayuntamiento, entre ellos el de rastros, reglamentando su
organización, funcionamiento, administración, conserva-
ción y explotación de los mismos, con el fin de asegurar
que su prestación se realice de manera continua, equitativa
y general para toda la población del municipio.

El Reglamento de Rastro Municipal regula todo lo relacio-
nado con la operación de este servicio público; en él se nor-
ma lo referente a los procedimientos para el sacrificio de
ganado; establece los requisitos que deberán cumplir los
usuarios del rastro, así como los servicios que se prestan al
interior del mismo; determina las sanciones a que serán ob-
jeto las personas que infrinjan el reglamento.

La Norma Oficial Mexicana NOM-194-SSA1-2004, esta-
blece las especificaciones sanitarias en los establecimien-
tos dedicados al sacrificio de animales para abasto, alma-
cenamiento, transporte y expendio. Especificaciones
sanitarias de productos.

La NOM-194-SSA1-2004, establece en su Objetivo y cam-
po de aplicación:

“Esta Norma Oficial Mexicana tiene por objeto estable-
cer las especificaciones sanitarias que deben cumplir los
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establecimientos que se dedican al sacrificio y faenado
de animales para abasto, almacenamiento, transporte y
expendio de sus productos. Así como las especificacio-
nes sanitarias que deben cumplir los productos.

Esta Norma Oficial Mexicana es de observancia obliga-
toria para las personas físicas o morales que se dedican
al sacrificio, faenado de animales para abasto, almace-
namiento, transporte y expendio de sus productos.”

El propósito de dar al municipio la responsabilidad de ope-
rar el servicio público de rastro, tuvo su base en primer lu-
gar en el contexto en el que se desarrollaba la actividad pe-
cuaria en toda su cadena y las condiciones de inocuidad a
que debían apegarse los productos cárnicos, y en segundo
lugar a la necesidad de los ayuntamientos de hacerse de
mayores ingresos, ya que una de sus principales fuentes de
recursos es el cobro de derechos por la prestación de los
servicios públicos que constitucionalmente le correspon-
den, además de controlar la introducción de animales a tra-
vés de su autorización legal evitando el abigeato, aprove-
char mejor los subproductos, limitar la matanza
clandestina, racionalizar el sacrificio de animales.

Actualmente las condiciones del mercado exige mayor ca-
lidad de los productos para ser competitivos, así como con-
tar con estrictas disposiciones legales, reglamentarias y
normativas en materia de sanidad e inocuidad, estos facto-
res garantizan en gran medida un adecuado procedimiento
de recepción de ganado, matanza y disposición de los pro-
ductos cárnicos para el consumo humano. Además, la vigi-
lancia y control de este proceso es realizado por los tres ór-
denes de gobierno, cada uno en el ámbito de sus
respectivas facultades.

Así, los municipios suelen prestar sólo los servicios bási-
cos que comprenden recibir el ganado, realizar la matanza,
llevar a cabo la inspección sanitaria del ganado y la carne
y facilitar el transporte del producto, ya que los requeri-
mientos de inversión para ir más allá quedan fuera de la ca-
pacidad financiera de los ayuntamientos. El sostenimiento
de los rastros municipales con los servicios básicos antes
señalados implica una erogación importante para los ayun-
tamientos, de tal forma que en la mayoría de los casos, el
gasto corriente supera a los ingresos obtenidos por la pres-
tación de los servicios, y en consecuencia operan con nú-
meros rojos.

No debe pasarse por alto que algunos rastros administrados
directamente por el ayuntamiento o en asociación con par-

ticulares, han sido rentables, por lo que su viabilidad es
sostenible en el largo plazo. No obstante, tomando en cuen-
ta la escasez de los recursos públicos de los municipios, así
como las crecientes demandas de la población, parece con-
veniente que los ayuntamientos no estén obligados a pres-
tar un servicio público que además de resultar oneroso,
muchas ocasiones los particulares pueden ofrecerlo en me-
jores condiciones bajo la supervisión pública.

La iniciativa en estudio propone que los rastros municipa-
les sean considerados dentro de la Ley Federal de Sanidad
Animal, además de que los animales a sacrificar sean con-
siderados con mayor respeto, procurando aplicar los prin-
cipios normativos que las diferentes dependencias han
emitido, para lograr su bienestar, que permita que esta
práctica obtener mejores condiciones sanitarias de la carne;
la propuesta estable modificar los artículos 1; 2; 3; Frac-
ciones XXVII, XXXII, XLII, XLIII, LVI, LVIII, LIX y
LXIV del artículo 6; 17; 18; 23; adicionando la Fracción
XVI del artículo 105; se reforma el párrafo segundo y cuar-
to y se deroga el tercero del artículo 107, se modifica el ar-
tículo 108 en el segundo párrafo; se adicionan las Fraccio-
nes VII y IX del artículo 127; se reforma el primer párrafo
del artículo 165; se reforma el tercer párrafo del artículo
175, todos ellos de la Ley Federal de Sanidad Animal.

Los ayuntamientos que administren por sí o en conjunto
con particulares, rastros financieramente viables, rentables
en el largo plazo, que generen ganancias para el fortaleci-
miento de la hacienda municipal, podrán seguir operando
bajo el esquema actual. Por otro lado, los municipios que
prestan el servicio sólo por cumplir la obligación constitu-
cional, pero ello les implica un costo financiero elevado,
podrán dejar de prestarlo sin incurrir en responsabilidad, li-
berando a la vez recursos para atender otras necesidades
más imperiosas de la población.

La ineficiencia en la prestación del servicio de los rastros
municipales podrían quedar en manos de particulares que
permitirían hacer alguna inversión en conjunto con los mu-
nicipios, esto ayudaría a ofrecer mejor servicio y el benefi-
cio total de los subproductos que de esta actividad se pro-
ducen.

Conclusiones

No se consideran viables las reformas y adiciones a la Ley
Federal de Sanidad Animal como se plantea en la Iniciati-
va, por las siguientes razones:
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1. No está dentro de las competencias en la Ley Federal
de Sanidad Animal los rastros municipales.

2. En materia de federalismo el artículo 115 constitucio-
nal, es la materia que regula la prestación del servicio
público de rastro, siendo una de las obligaciones del
municipio, sin embargo este servicio puede ser provisto
por particulares a través de concesión o en colaboración
con el ayuntamiento.

3. Asimismo, prevé que los municipios de un mismo es-
tado, previo acuerdo con sus ayuntamientos, podrán co-
ordinarse y asociarse para la mejor prestación de los ser-
vicios públicos.

4. La Ley Federal de sanidad Animal y la Ley General
de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente ya
establecen el compromiso de dar trato digno y bienestar
animal aludiendo el trato humanitario y además sancio-
na a los infractores.

Por las razones expuestas en las consideraciones del pre-
sente análisis de la Iniciativa, se concluye que las propues-
tas ya se encuentran contenidas en las Leyes, por lo se pro-
pone el siguiente: 

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto por
el que reforma los artículos 1; 2; 3; fracciones XXVII,
XXXII, XLII, XLIII, LVI, LVIII, LIX y LXIV del artículo
6; 17; 18; 23; adición a la fracción XVI del artículo 105; se
reforma el párrafo segundo y cuarto y se deroga el tercero
del artículo 107, se reforma el artículo 108 en el segundo
párrafo; se adicionan las fracciones VII y IX del artículo
127; se reforma el primer párrafo del artículo 165; se re-
forma el tercer párrafo del artículo 175, todos ellos de la
Ley Federal de Sanidad Animal; propuesta formulada por
el diputado Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido del trabajo

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de abril de 2011.

La Comisión de Agricultura y Ganadería, diputados: Cruz López
Aguilar (rúbrica), presidente; Manuel Humberto Cota Jiménez (rúbri-
ca), Alfredo Francisco Lugo Oñate (rúbrica), Fermín Montes Cavazos
(rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa (rúbrica), Rolando Zubía Rivera
(rúbrica), Sergio Arturo Torres Santos (rúbrica), Dora Evelyn Trigue-
ras Durón (rúbrica), Javier Bernardo Usabiaga Arroyo (rúbrica), José
Narro Céspedes (rúbrica), José M. Torres Robledo (rúbrica), secreta-

rios; José Luis Álvarez Martínez (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez,
Óscar García Barrón (rúbrica), Joel González Díaz (rúbrica), José Luis
Íñiguez Gámez (rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Gerardo
Leyva Hernández (rúbrica), Benigno Quezada Naranjo (rúbrica), Liev
Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rú-
brica), Jorge Rojo García de Alba (rúbrica), Adolfo Rojo Montoya (rú-
brica), Fernando Santamaría Prieto (rúbrica), Gerardo Sánchez García
(rúbrica), Enrique Octavio Trejo Azuara, José María Valencia Barajas,
Héctor Eduardo Velasco Monroy (rúbrica), Liborio Vidal Aguilar (rú-
brica), Eduardo Zarzosa Sánchez (rúbrica).»

LEY FEDERAL DEL AGUACATE

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Dictamen de la Comisión de Agricultura y Gana-
dería, con punto de acuerdo por el que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que expide la Ley Federal
del Aguacate

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Agricultura y Ganadería de la LX Legis-
latura de la H. Cámara de Diputados, le fue turnada para su
estudio, análisis, y dictamen, la iniciativa con proyecto de
decreto que expide la Ley Federal del Aguacate, presenta-
da por el diputado Fausto Fluvio Mendoza Maldonado, del
Grupo Parlamentario del PRD.

Esta iniciativa fue recibida de la anterior Legislatura.

Los integrantes de la Comisión de Agricultura y Ganadería
de la LXI Legislatura, entraron a su estudio con la respon-
sabilidad de considerar lo más detalladamente posible su
contenido y analizar los fundamentos y argumentos en que
se apoya, para proceder a emitir dictamen conforme a las
facultades que les confieren los artículos 39 y 45 numeral
6 inciso f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 56, 65,
66, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presenta este dictamen a partir de la si-
guiente:

Metodología

Para dar cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
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General de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión
con fundamento en los artículos 69, 80, 81, 82, 84, 85, 102,
157, 176, 177, 180, 190 y 191 del Reglamento vigente de
la Cámara de Diputados, presenta el siguiente dictamen en
cuatro apartados, a saber:

I. Antecedentes, de la propuesta en estudio en el que se
da constancia del inicio y desarrollo del proceso legisla-
tivo.

II. Contenido de la iniciativa, se sintetiza el alcance de
la propuesta de reforma en estudio.

III. Consideraciones, se expresan los motivos y funda-
mentos que sustentan la resolución de esta Comisión
Dictaminadora.

IV. Conclusiones.

I. Antecedentes

En sesión celebrada el 30 de Abril de 2009, por la Cámara
de Diputados del H. Congreso de la Unión, el diputado
Fausto Fluvio Mendoza Maldonado, del Grupo Parlamen-
tario del PRD, presentó iniciativa con proyecto de decreto
que expide la Ley Federal del Aguacate.

En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la H. Cámara de Diputados turnó dicha Iniciativa a esta
Comisión de Agricultura y Ganadería de para su estudio y
dictamen, habiendo quedado dicha Iniciativa pendiente de
la LX Legislatura.

II. Contenido

La iniciativa con proyecto de decreto tiene por objeto cre-
ar un ordenamiento para conservar, planear y organizar la
producción del aguacate, su industrialización y comerciali-
zación, así como su investigación y conocimiento a efecto
de llevar a cabo políticas, programas y declaratorias, con
criterios de competitividad técnica, integración de la cade-
na productiva, factibilidad económica, desarrollo social y
sustentabilidad para elevar el consumo, proteger al consu-
midor y comercializar el aguacate, con base en mejores
rendimientos y calidad.

III. Consideraciones

Que existen más de 500 variedades de aguacate; no obs-
tante se consideran que las apropiadas para la producción

provienen de cruzas entre variedades de los siguientes 3
grupos: la mexicana, que se da en altitudes de entre 1,500
y 2,000 msnm; la guatemalteca, que se presenta entre 500
y 1,000 msnm; y la antillana, que se cultiva en altitudes
menores a los 500 msnm.

Que la actividad aguacatera con una cantidad considerable
se originó a mediados del siglo pasado (1940-1950). Antes
de 1960 los estados con mayor producción de aguacate
eran Puebla, Veracruz y Michoacán, en ese orden de im-
portancia, y las variedades cultivadas eran criollo, selecto,
fuerte, hass y rincón. Para 1970 la producción aguacatera
se concentraba en los estados de Michoacán, con 15 por
ciento de la producción; Puebla, con 14 por ciento; Vera-
cruz aportaba 14 por ciento; estado de México daba 10 por
ciento; Tamaulipas, 7 por ciento; Morelos, 6 por ciento;
Chiapas, 6 por ciento; y el resto del país aportaba 24 por
ciento.

Que en Michoacán, en especial en Uruapan, se originó un
notorio desarrollado en la producción de aguacate, y esto
se debió principalmente a dos importantes causas:

Que en 1961 el Instituto Mexicano del Café impulsó la di-
versificación de cultivos en el estado, entre ellos el agua-
cate, para proteger el precio del café que estaba a la baja
por su excesiva producción, esto se vino a sumar a las huer-
tas aguacateras que ya existían en la región.

Que el gobierno de Uruapan propició que en las zonas que
antes estaban ocupadas con bosques de pinos o estaban va-
cías y expuestas a la erosión, se plantara aguacate. Con ello
se logró restituir estas superficies con la producción agrí-
cola (aguacate).

Que en un principio las variedades más plantadas en Mi-
choacán fueron criollo, rincón, fuerte, bacon, lula, hass y
waldin. Pero el que más destacó fue el aguacate fuerte, que
se convirtió en el preferido por sus características, incluso
llegó a difundirse por todo el mundo. No obstante con el
paso del tiempo en las huertas de Uruapan, fue ganando te-
rreno el aguacate hass, que fue mejorado genéticamente en
California, Estados Unidos de América, y dio como resul-
tado gran productividad, alta calidad en su pulpa, muy
buena presentación y gran resistencia en el proceso de dis-
tribución.

Que México poco a poco se ha convertido en el mayor pro-
ductor de aguacate en el mundo, también en los últimos
años se ha transformado en el mayor exportador; en el pe-
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riodo comprendido entre 1996 y 2005, a nivel mundial se
exportaron en promedio 425 mil toneladas de aguacate al
año. México aportó 24.7 por ciento de las exportaciones
mundiales y tuvo un crecimiento promedio anual de 14.5
por ciento según datos obtenidos en el sistema producto
aguacate del 2008.

Que actualmente en nuestro país las entidades productoras
de aguacate, el promedio anual de producción del mismo,
durante 1996 y 2006, fue de 923 mil toneladas, con la ma-
yor participación de los siguientes estados: Michoacán,
México, Morelos, Nayarit y Puebla, siendo Michoacán el
que contribuye con 86 por ciento de la producción total na-
cional; éstos aportaron el 94.6 por ciento de la producción
nacional según datos obtenidos en el sistema producto
aguacate del 2008. Considerando la producción por super-
ficie de terreno, media anual mundial de 9.28 toneladas por
hectáreas, la superficie cultivada de aguacate en el país pa-
ra 2006 es de un promedio de 99 mil 461 hectáreas.

Que en México las especies de aguacate tienen gran im-
portancia dentro de las esferas ambiental, económica, so-
cial y cultural. Su presencia en estas cinco entidades, por
ser árboles de gran follaje es fundamental en el equilibrio
ecológico. Además de ser complemento en la alimentación
de millones de mexicanos; también son recursos y produc-
tos agropecuarios vitales para el desarrollo del país.

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en su artículo 25 se establece la rectoría al desarro-
llo nacional, que garantiza la integralidad y sustentabili-
dad, cuyo fin es fortalecer la soberanía nacional, por medio
del crecimiento económico.

Que por mandato constitucional, el Estado tiene la obliga-
ción de planear, conducir, coordinar y orientar la actividad
económica; derivado de este mandato existe una relación
con la propuesta de Ley, cuyo objeto es normar y fomentar
la producción, comercialización, industrialización y el con-
sumo del aguacate. El párrafo sexto artículo 25 de la Cons-
titución Federal, establece el apoyo e impulso a empresas
del sector social y privado, que estas deberán estar sujetas
a las modalidades del interés público y al uso en beneficio
general, encaminados a los recursos, la producción y sobre
todo, al cuidado y conservación del medio ambiente.

Que en el apartado A del artículo 26 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, se establece la pla-
neación democrática al desarrollo nacional y que una de
sus características es la equidad al crecimiento de la eco-

nomía, derivado de este mandato y del artículo 27, fracción
XX, que establece: “El Estado promoverá las condiciones
para el desarrollo rural integral, con el propósito de gene-
rar empleo y garantizar a la población campesina el bie-
nestar y su participación e incorporación en el desarrollo
nacional, y fomentará la actividad agropecuaria y forestal
para el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructu-
ra, insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia
técnica. Asimismo expedirá la legislación reglamentaria
para planear y organizar la producción agropecuaria, su in-
dustrialización y comercialización, considerándolas de in-
terés público.”

Que la Ley de Desarrollo Rural Sustentable contempla
mandatos enfocados a lograr el desarrollo rural integral fo-
mentando la actividad agropecuaria y forestal, así como su
industrialización y comercialización, considerándolas de
interés público.

Que, corresponde a esta Comisión tomar en consideración
el concepto de interés público establecido en la ley y defi-
nida por la jurisprudencia en la materia como un mandato
que no puede estar constituida por una suma de intereses
meramente privados.

Si bien, uno de los objetivos de la presente Iniciativa se re-
fiere a la planeación y la organización de la producción del
aguacate, esta Comisión Dictaminadora considera que lo
anterior ya se encuentra contemplado dentro del Artículo 1º
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, que establece la
promoción del desarrollo rural sustentable del país como
de interés público, garantizando además la rectoría del Es-
tado, en los términos del artículo 25 de la Constitución Fe-
deral.

Que en la actualidad prevalece una concepción sobre la
protección que debe tener la seguridad alimentaria, es por
ello, que el Congreso de la Unión ha creado instrumentos
jurídicos para contribuir en el desarrollo del campo mexi-
cano, y continuar produciendo bienes para consumo huma-
no, por lo que la Ley de Desarrollo Rural Sustentable re-
gula en su Título II, Capítulo VII, De la Seguridad y
Soberanía Alimentaria, en sus artículos 178 a 183; en es-
pecial el artículo 178 de la LDRS establece:

“Artículo 178. El Estado establecerá las medidas para pro-
curar el abasto de alimentos y productos básicos y estraté-
gicos a la población, promoviendo su acceso a los grupos
sociales menos favorecidos y dando prioridad a la produc-
ción nacional.”
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Dentro del espíritu de la Ley Desarrollo Rural Sustentable,
se ha regulado mediante el mismo cuerpo normativo, el
abasto de alimentos, en especial aquellos considerados bá-
sicos para la alimentación de los mexicanos como lo esta-
blece el numeral 179 de la LDRS; dentro de los alimentos
básicos y estratégicos se encuentran:

I. Maíz;

II. Caña de azúcar; 

III. Frijol;

IV. Trigo;

V. Arroz;

VI. Sorgo;

VII. Café;

VIII. Huevo;

IX. Leche;

X. Carne de bovinos, porcinos, aves; y

XI. Pescado.

En el mismo artículo se faculta a la Comisión Intersecre-
tarial para el Desarrollo Rural Sustentable, con la partici-
pación del Consejo Mexicano Intersecretarial para el
Desarrollo Rural Sustentable y los Comités de los siste-
mas-producto adicionar año con año o de manera extraor-
dinaria productos que por sus cualidades nutrimentales, y
económicas representan a la sociedad un interés público.

Es por ello, que se ha ampliado el catalogo de los sistemas-
producto para quedar de la siguiente forma: 1) Agave Mez-
calero; 2) Agave Tequilero; 3) AGUACATE; 4) Ajo; 5) Al-
godón; 6) Arroz; 7) Cacao; 8) Café, 9) Cebada; 10) Chile;
11) Cítricos; 12) Durazno; 14) Fresa; 15) Frijol; 16) Gua-
yaba; 17) Hule; 18) Limón mexicano; 19) Maíz; 20) Man-
go; 21) Manzana; 22) Melón; 23) Nopal/tuna; 25) Nuez;
27) Oleaginosas; 29) Palma de aceite; 31) Palma de coco;
32) Papa; 33) Papaya; 34) Plátano; 35) Sorgo 36)Trigo; 38)
Vainilla; y 39) Vid.

Además de establecer en su artículo 1 que: “la presente Ley
es reglamentaria de la Fracción XX del Artículo 27 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
es de observancia general en toda la República.

Sus disposiciones son de orden público y están dirigidas a:
promover el desarrollo rural sustentable del país, propiciar
un medio ambiente adecuado, en los términos del párrafo
cuarto del artículo 4; y garantizar la rectoría del Estado y
su papel en la promoción con equidad, en los términos del
artículo 25 de la Constitución.

Se considera de interés público el desarrollo rural sustenta-
ble que incluye la planeación y organización de la produc-
ción agropecuaria, su industrialización y comercialización,
y de los demás bienes y servicios, y todas aquellas accio-
nes tendientes a la elevación de la calidad de vida de la po-
blación rural, según lo previsto en el artículo 26 de la Cons-
titución, para lo que el Estado tendrá la participación que
determina el presente ordenamiento, llevando a cabo su re-
gulación y fomento en el marco de las libertades ciudada-
nas y obligaciones gubernamentales que establece la Cons-
titución”.

Que la Ley de Desarrollo Rural dispone en su artículo 106,
que: la Comisión Intersecretarial, con la participación del
Consejo Mexicano a través de los Comités Sistema Pro-
ducto, elaborará el Programa Básico de Producción y Co-
mercialización de Productos Ofertados por los agentes de
la sociedad rural, así como los programas anuales corres-
pondientes, los que serán incorporados a los programas
sectoriales y los programas operativos anuales de las Se-
cretarías y dependencias correspondientes.

Que la iniciativa objeto de este dictamen propone, regular
la coordinación entre las dependencias del Gobierno Fede-
ral y las organizaciones de la sociedad civil a fin de brindar
mayor protección de aguacate, situación que ya está con-
templada en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, la cual
mandata en sus artículos 20 y 21 que: “la Comisión Inter-
secretarial será responsable de atender, difundir, coordinar
y dar el seguimiento correspondiente a los programas sec-
toriales y especiales que tengan como propósito impulsar el
desarrollo rural sustentable. Asimismo, será la responsable
de promover y coordinar las acciones y la concertación de
la asignación de responsabilidades a las dependencias y en-
tidades federales competentes en las materias de la presen-
te Ley.
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Artículo 21. La Comisión Intersecretarial estará integra-
da por los titulares de la siguientes dependencias del
Ejecutivo Federal: a) Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación cuyo titular
la presidirá; b) Secretaría de Economía; c) Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales; d) Secretaría de
Hacienda y Crédito Público; e) Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes; f) Secretaría de Salud; g) Secre-
taría de Desarrollo Social; h) Secretaría de la Reforma
Agraria; i) Secretaría de Educación Pública; j) Secreta-
ría de Energía; y las dependencias y entidades del Poder
Ejecutivo que se consideren necesarias, de acuerdo con
los temas de que se trate.”

Que dentro del programa sectorial contenido en el artículo
13 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable bajo el mar-
co del federalismo, el Ejecutivo Federal atiende los objeti-
vos, estimaciones de recursos presupuestales, así como los
mecanismos de su ejecución, descentralizando el ámbito de
coordinación con las entidades federativas y municipios en
regiones para determinar las prioridades y los mecanismos
de gestión y ejecución para garantizar la amplia participa-
ción de los agentes de la sociedad rural del sector aguaca-
tero. De igual forma, dicho programa determinará la tem-
poralidad de los programas institucionales, regionales y
especiales en términos de la Ley de Planeación y Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Que del mismo modo, la iniciativa tiene como objetivo fo-
mentar e impulsar el apoyo técnico y financiero de las or-
ganizaciones de productores para que se proteja y se apro-
veche la producción regulada del aguacate.

Que lo anterior ya está contemplado dentro de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, donde de acuerdo al artículo
17 se crea el Consejo Mexicano para el Desarrollo Rural
Sustentable como instancia consultiva del Gobierno Fede-
ral, con carácter incluyente y representativo de los intere-
ses de los productores y agentes de la sociedad rural.

Que de acuerdo al artículo 38 de la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable, el Sistema Nacional de Investigación y
Transferencia Tecnológica para el Desarrollo Rural Susten-
table, en el marco de la federalización promoverá en todas
las entidades federativas la investigación y desarrollo tec-
nológico, los que podrán operar con esquemas de organi-
zación análogos. Para lo anterior, el Programa Especial
Concurrente incluirá en el Presupuesto de Egresos las pre-
visiones necesarias para el cumplimiento de los propósitos

del sistema, incluido un fondo para el apoyo a la investiga-
ción. 

Que el artículo 41 de la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble establece que las acciones en materia de cultura, capa-
citación, investigación, asistencia técnica y transferencia
de tecnología son fundamentales para el fomento agrope-
cuario y el desarrollo rural sustentable y se consideran res-
ponsabilidad de los tres órdenes de gobierno y de los sec-
tores productivos, mismas que se deberán cumplir en
forma permanente y adecuada a los diferentes niveles de
desarrollo y consolidación productiva y social. El Gobier-
no Federal desarrollará la política de capacitación a través
del Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técni-
ca Rural Integral, atendiendo la demanda de la población
rural y sus organizaciones.

Que de acuerdo al artículo 45 de la Ley General de Desa-
rrollo Rural Sustentable, fracción VII, el Sistema Nacional
de Capacitación y Asistencia Técnica Rural Integral, coor-
dinará las siguientes acciones: Integrar el Fondo Nacional
de Recursos para la Capacitación Rural con los recursos de
las entidades integrantes del Sistema Nacional de Capaci-
tación y Asistencia Técnica Rural Integral.

Que en el artículo 56 de la citada Ley establece: se apoya-
rá a los productores y organizaciones económicas para in-
corporar cambios tecnológicos y de procesos tendientes a:

I. Mejorar los procesos de producción en el medio rural;

II. Desarrollar economías de escala;

III. Adoptar innovaciones tecnológicas;

IV. Conservar y manejar el medio ambiente;

V. Buscar la transformación tecnológica y la adaptación
de tecnologías y procesos acordes a la cultura y los re-
cursos naturales de los pueblos indígenas y las comuni-
dades rurales;

VI. Reorganizar y mejorar la eficiencia en el trabajo;

VII. Mejorar la calidad de los productos para su comer-
cialización;

VIII. Usar eficientemente los recursos económicos, na-
turales y productivos; y
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IX. Mejorar la estructura de costos.

Que resulta evidente que la formación de capital social en
el campo mexicano y el desarrollo de habilidades técnicas
en los productores es un elemento indispensable para com-
batir la pobreza y la falta de productividad.

Que para esto es necesario potencializar la capacitación, no
solo en los técnicos que elaboran proyectos productivos y
sociales y brindan capacitación a los productores del cam-
po, sino que debe fomentarse una estrategia de capacita-
ción que beneficie de manera directa a los campesinos.

IV. Conclusiones

Que esta Comisión dictaminadora, con base en el análisis
realizado, considera que aún falta mucho por hacer respec-
to al potencial y beneficios que puede generar al campo
mexicano la producción de aguacate y sus derivados, ac-
tualmente ya se cuenta con un marco normativo dentro de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable el cual propicia el
impulso y el apoyo técnico y financiero de las organizacio-
nes de productores para la protección y aprovechamiento
de la producción regulada del aguacate, así como regular la
coordinación entre las dependencias del gobierno federal y
las organizaciones de la sociedad civil a fin de brindar ma-
yor protección a la planta del aguacate; y que lo que se ne-
cesita va más allá de solo crear leyes particulares que ha-
gan cumplir las leyes ya existentes.

Que no es conveniente para el desarrollo del campo mexi-
cano la duplicidad de instrumentos legales, ni la creación
de dependencias o instituciones que realicen funciones ya
mandatadas por la legislación vigente como obligaciones
de dependencias ya existentes.

Que se requiere el cumplimiento de la legislación vigente
en la materia, la creación y aplicación de políticas públicas
correctas y oportunas, la eliminación de los subejercicios,
una mayor asignación presupuestal que detone junto con la
capacitación la producción agropecuaria nacional incluida
el producto aguacate y la simplificación de las Reglas de
Operación.

Que la legislación vigente, la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable ya fomenta y estipula el cómo se llevará a cabo el
impulso, el apoyo técnico y financiero de las organizacio-
nes de productores para que se proteja y se aproveche la
producción.

Por las consideraciones de hecho que motivan el presente
estudio, y las de derecho que lo fundamentan, esta Comi-
sión concluye que la pretensión de la Iniciativa se encuen-
tra satisfecha en la normatividad vigente, por lo que tene-
mos a bien someter a la consideración de esta H. Soberanía
el siguiente:

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa de proyecto de decreto que
expide la Ley Federal del Aguacate, presentada por el di-
putado Fausto Fluvio Mendoza Maldonado, del Grupo Par-
lamentario del PRD, el 30 de abril de 2009.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de abril de 2011.

La Comisión de Agricultura y Ganadería, diputados: Cruz López
Aguilar (rúbrica), presidente; Manuel Humberto Cota Jiménez (rúbri-
ca), Alfredo Francisco Lugo Oñate (rúbrica), Fermín Montes Cavazos
(rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa (rúbrica), Rolando Zubía Rivera
(rúbrica), Sergio Arturo Torres Santos (rúbrica), Dora Evelyn Trigue-
ras Durón, Javier Bernardo Usabiaga Arroyo, José Narro Céspedes, Jo-
sé M. Torres Robledo (rúbrica), secretarios; José Luis Álvarez Martí-
nez (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez, Óscar García Barrón (rúbrica),
Joel González Díaz (rúbrica), José Luis Íñiguez Gámez, Ramón Jimé-
nez Fuentes (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández, Benigno Quezada
Naranjo (rúbrica), Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica en absten-
ción), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Jorge Rojo García de Al-
ba (rúbrica), Adolfo Rojo Montoya (rúbrica), Fernando Santamaría
Prieto (rúbrica), Gerardo Sánchez García (rúbrica), Enrique Octavio
Trejo Azuara (rúbrica), José María Valencia Barajas, Héctor Eduardo
Velasco Monroy (rúbrica), Liborio Vidal Aguilar (rúbrica), Eduardo
Zarzosa Sánchez (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Consulte usted, señora secretaria, a la asamblea, en vota-
ción económica, si se aprueban.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
En votación económica se consulta a la asamblea si se
aprueban. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Aprobados. Por tanto, archívense los asuntos como to-
talmente concluidos.
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LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Esta Presidencia recibió del diputado Manuel Ignacio
Acosta Gutiérrez iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 71 de la Ley General de Educación. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma el artículo 71 de la Ley Ge-
neral de Educación, a cargo del diputado Manuel Ignacio
Acosta Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez,
Jesús Alberto Cano Vélez, Ernesto de Lucas Hopkins, Ro-
gelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh, José Luis Marcos
León Pérea, Onésimo Mariscales Delgadillo, Miguel Er-
nesto Pompa Corella, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional y Jaime Arturo Vázquez
Aguilar, diputado independiente, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45
numeral 6, inciso f, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad
con lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I,
76, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meten a consideración de esta honorable asamblea, inicia-
tiva con proyecto de decreto por la que se reforma y adi-
ciona el artículo 71 de la Ley General de Educación, al
tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

Innumerables fuentes de carácter oficial, así como del sec-
tor académico y de distintos medios de información nacio-
nales y extranjeros, se han venido refiriendo, de manera
reiterada, a la creciente práctica del bullying, término utili-
zado mundialmente para identificar la agresión física y psi-
cológica ejercida en forma reiterada entre niños y jóvenes
en el entorno escolar, principalmente en los niveles básicos
de enseñanza y que, en muchas ocasiones, sólo se detienen
una vez ocasionado algún daño a sus víctimas, la mayoría
de las veces de manera irreparable.

En este sentido, durante 2010, tan sólo en la Ciudad de Mé-
xico, 190 jóvenes se suicidaron a consecuencia de la vio-
lencia escolar. Asimismo, 4.6 por ciento del alumnado re-
porta haber sido lastimado físicamente por compañeros;
siendo que 1.3 por ciento de estas peleas continúan fuera
de las instalaciones escolares, donde las víctimas son ame-
nazadas con armas.

Lamentablemente, una de las características que distingue
a este fenómeno, sobre todo en su aspecto psicológico, es
que no es de fácil u oportuna detección por parte de los
adultos con los que el niño o el joven conviven cotidiana-
mente, incluyendo sus maestros y hasta los propios padres.
De esta manera, la detección de este fenómeno se presenta
frecuentemente de forma tardía, llegado el punto en que los
efectos nocivos de la agresión resultan ser inocultables y
han causado un daño severo. En este contexto, el Instituto
Nacional para la Evaluación Educativa señala que dos de
cada diez alumnos son objeto de burlas, y cuatro de cada
diez son objeto de robos en escuelas primarias y secunda-
rias.

Entre algunos de los síntomas conocidos se encuentran la
depresión, la agresividad hacia los padres, un descenso re-
pentino en el promedio escolar e inasistencia a clases por
razones aparentemente inexplicables (suicidio social). Así,
tenemos que 31.7 por ciento del alumnado se aísla y tiene
problemas para integrarse al entorno social debido a que
son víctimas de agresores que desprestigian su imagen y
honor, dañando su integridad moral. Entre estas prácticas
tenemos que 30.6 por ciento del alumnado es receptor de
apodos desagradables que los ofenden y ridiculizan ante
los demás. Ante esta situación, es evidente que la forma-
ción promedio de nuestros maestros y de los propios padres
de familia no ofrece una fórmula precisa para la detección
de esta práctica ni proporciona herramientas para una pre-
vención adecuada que lleve a su definitiva erradicación.

Lo anterior, nos obliga a reforzar la voluntad, recientemen-
te materializada en algunos esfuerzos institucionales, y en-
focar con mayor precisión los instrumentos y herramientas
al alcance de maestros, padres de familia, educadores y la
sociedad en general, dirigidos a procurar la mayor eficacia
tanto en la sanción como en la prevención de la conducta.
Es necesario enfatizar la formación de todos los individuos
pertenecientes al entorno social del niño, dado que la prác-
tica del bullying puede tener diversas fuentes. En esta tesi-
tura, existen reportes que señalan que 6 alumnos de cada
100 dicen que sus compañeros agresores les destruyen ob-
jetos personales; 5 de cada 100 son víctimas de robo, y 3
de cada 100 sufren chantajes y amenazas de alumnos que
les obligan a realizar actos en contra de su voluntad. Por si
esto fuera poco 2 de cada 100 alumnos se han sentido aco-
sados sexualmente por alumnos y docentes.

De esta manera, debemos reconocer, por una parte, el es-
fuerzo llevado a cabo para reformar los artículos 70, 71 y
72 de la Ley General de Educación, cuyo decreto entró en
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vigor el 29 de enero del presente año. Esta reforma esta-
blece fundamentalmente la conformación en cada munici-
pio, entidad federativa y a nivel nacional, de los consejos
escolares de participación social, en cuya integración con-
curren las autoridades locales, padres de familia, repre-
sentantes de sus organizaciones, representantes de la orga-
nización sindical de maestros, representantes de las
organizaciones de la sociedad civil y demás interesados en
el mejoramiento de la educación.

Por otra parte, los esfuerzos realizados en esta LXI Legis-
latura son relevantes. Prueba de ello son las iniciativas que
reforman las atribuciones de las autoridades educativas fe-
deral y locales, promueven la convivencia con respeto y ar-
monía, en condiciones de igualdad y libre de cualquier for-
ma de maltrato, y se establecen los derechos y obligaciones
de los alumnos en la escuela.

Del mismo modo aplaudimos la publicación del acuerdo
535, expedido por la Secretaría de Educación Pública el 8
de junio de 2010; especialmente en lo relativo a la integra-
ción de distintos comités en el seno de los consejos escola-
res de participación social de cada una de las escuelas de
educación básica en las que dichos consejos ya se han con-
formado. Entre ellos, se encuentra el Comité de desaliento
de las prácticas que generen violencia entre pares, al que se
suma el esfuerzo de la propia secretaría, al enfocar sus la-
bores en la preparación y distribución de materiales educa-
tivos y la realización de campañas, mediante el uso de me-
dios de difusión, con el objetivo de incidir en éste y otros
problemas que actualmente enfrenta la educación en Méxi-
co.

Sin embargo, es necesario reconocer que, con todo y sus
beneficios, estos esfuerzos resultan insuficientes para ata-
car problemas como el del bullying. Esto, debido a que, por
una parte, conceden un margen relativamente amplio de
discrecionalidad, especialmente entre el sector docente, pa-
ra llevar a cabo las acciones previstas en la reforma ya se-
ñalada; y por la otra, dado que la calidad de las acciones
fundamentales a cargo de los mencionados consejos esco-
lares se limitan a “promover” o “propiciar” determinadas
actividades de los distintos grupos que los conforman; lo
que a todas luces resulta insuficiente para encarar fenóme-
nos como los del bullying y sus consecuencias, particular-
mente porque la complejidad y el análisis de los fenóme-
nos familiares, de conducta y del medio ambiente
significados en la aparición y evolución de este fenómeno
son, en definitiva, materia de una formación especializada,
que sólo puede ser difundida y eficazmente articulada por

maestros y padres de familia a través de especialistas en es-
tas materias y por medio de programas sistemáticos que
cuenten con metas y estrategias claramente definidas , es-
pecialmente, evaluadas por sus resultados.

Por lo anterior, y con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 39 y 45 numeral 6, inciso f, de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 76,77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, presento ante esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Que reforma el artículo 71 de la Ley General de Educa-
ción.

Artículo Único. Se adicionan un tercer y cuarto párrafo al
artículo 71 de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue

Artículo 71. En cada entidad federativa funcionará un con-
sejo estatal de participación social en la educación, como
órgano de consulta, orientación y apoyo. Un órgano análo-
go se establecerá en el Distrito Federal. En dicho consejo
se asegurará la participación de padres de familia y repre-
sentantes de sus asociaciones, maestros y representantes de
su organización sindical, instituciones formadoras de
maestros, autoridades educativas estatales y municipales,
organizaciones de la sociedad civil cuyo objeto social sea
la educación, así como los sectores social y productivo de
la entidad federativa especialmente interesados en la edu-
cación.

[…]

La autoridad educativa local, de conformidad con los line-
amientos que establezca la autoridad educativa federal, ela-
borará un programa cuyo objetivo sea la prevención, aten-
ción y erradicación de la violencia escolar; cuya aplicación
será responsabilidad de la autoridad de cada escuela de
educación básica.

El programa en mención deberá contener un listado de ac-
ciones orientadas a cumplir con el objetivo a que se refiere
el párrafo anterior; entre las que se deberán incluir, de ma-
nera enunciativa, como mínimo, las siguientes
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1. El desarrollo de un programa de capacitación al per-
sonal docente, cuyos contenidos estén dirigidos a la ade-
cuada prevención y la detección oportuna de la violen-
cia entre alumnos, así como los mecanismos para su
erradicación;

2. Adoptar un código de conducta que tenga como pro-
pósitos la prevención, atención y erradicación de la vio-
lencia escolar; así como los procedimientos a seguir en
caso de la ocurrencia de cualquier forma de violencia
entre alumnos;

3. La realización de actividades entre el personal docen-
te, alumnos y padres de familia que favorezca el desa-
rrollo pleno de una vida libre de violencia en la escuela;
y

4. Los mecanismos de evaluación que permitan medir
los resultados del programa.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los 90 días de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de abril de 2011.— Diputados:
Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, Jesús Alberto Cano Vélez, Ernesto
de Lucas Hopkins,  Onésimo Mariscales Delgadillo, Jaime Arturo Váz-
quez Aguilar, Guillermo Cueva Sada (rúbricas).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
De la diputada Yolanda de la Torre Valdez recibimos ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputa-
da Yolanda de la Torre Valdez, del Grupo Parlamentario del
PRI

La que suscribe, diputada federal Yolanda de la Torre Val-
dez del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional a la LXI Legislatura, en ejercicio de la facul-
tad que le confieren los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración del pleno de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo en
materia de equidad en el ámbito laboral, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La lucha de los trabajadores por conseguir mejores y más
justas condiciones de trabajo ha sido una permanente y jus-
ta reivindicación de las clases populares de nuestro país.

A partir de la aprobación de la Constitución de Querétaro,
particularmente de la definición de su artículo 123, el Es-
tado mexicano ha hecho propias las reivindicaciones de
justicia social de la clase trabajadora del país.

En la medida en que se democratiza el Estado y, como con-
secuencia del crecimiento económico, evolucionan los
mercados y las condiciones del trabajo subordinado se ha-
cen más penosas, para quienes lo desarrollan.

En la medida en que avanza la industrialización del país,
las urbes crecen, se hacen más complejas y se dificulta el
traslado de las personas y se alargan los tiempos que se
consumen para llegar a los centros de trabajo.

Sin embargo, es necesario, a fin de volver con un rostro
más humano la vida de los trabajadores, propiciar que no
pierdan su contacto personal con sus familias.

Esta serie de complejidades sociales y urbanísticas se han
acompañado también, de la multiplicación del problema
social de las madres solteras, que, por estar en esa condi-
ción, son el sostén único de sus familias, con quienes es de
importancia social, que no distiendan sus vínculos.

De ahí la necesidad de fortalecer la legislación laboral con
medidas protectoras de la familia, a través de favorecer el
contacto de madres y padres trabajadores, con su familia,
en especial, en los momentos en que los hijos requieren de
una mayor cercanía con sus padres.
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Se trata de una problemática que no es exclusiva de nues-
tro país, pues el mercado globalizado opera en términos si-
milares en las distintas latitudes del orbe. De ahí que la Or-
ganización Internacional del Trabajo haya generado
iniciativas y recomendaciones a los países miembros a
efecto de establecer, en la legislación nacional, medidas
protectoras de madres y padres trabajadores.

Bajo estas orientaciones, la licencia por paternidad fue
adoptada por los países nórdicos desde los años setentas,
siendo Suecia el primero en avanzar, en esta dirección. Es-
ta medida ha permitido que los padres gocen de unos días,
en convivencia permanente, con sus hijos recién nacidos,
asumiendo una posición activa respecto a su paternidad, vi-
viendo ésta tanto como una obligación, como un derecho
personal.

En Europa esta medida se ha extendido, tal es el caso de
Francia en donde el varón puede gozar de 11 días de des-
canso, a partir de los nueve meses de embarazo y hasta los
cuatro meses de nacido su hijo. En España este permiso es
de 15 días.

Por lo que se refiere a América Latina, Argentina otorga 15
días a los padres, en tanto que Colombia ocho.

En cuanto a nuestro país, no obstante que la Constitución
prevé la igualdad de derechos entre el varón y la mujer, a
la fecha no existe, en la Ley Federal del Trabajo, la institu-
ción de la licencia por paternidad, generando, de manera
errónea, que la mujer sea la única responsable de brindar
los cuidados iniciales a los hijos recién nacidos, que es
cuando más necesidad tiene un menor del mayor género de
cuidados y de afecto. La ausencia del padre trabajador lo
priva, por otra parte, de asumir la crianza y el cuidado ini-
cial de sus hijos.

De ahí la necesidad de revisar las normas laborales a fin de
impulsar, la igualdad de derechos entre el hombre y la mu-
jer, en materia del cuidado inicial de los hijos recién naci-
dos, con lo que se evitaría una práctica discriminatoria en
perjuicio de los padres trabajadores, que repercute, tanto en
la mujer, como en los hijos, es decir, en la familia, en su
conjunto, a pesar de que constitucional y legalmente, la fa-
milia es la célula de la sociedad.

Vale la pena, a efecto de resaltar la importancia de la figu-
ra de la licencia por paternidad, hacer referencia a diversas
disposiciones emitidas por la Organización Internacional
del Trabajo, tales como el Convenio 156 que establece co-

mo principios básicos la igualdad de oportunidades y de
trato entre trabajadores y trabajadoras, así como el derecho
de los hombres, con responsabilidades familiares, de que se
les incluya el goce de días de descanso, a fin de que pue-
dan convivir con sus hijos, y la Recomendación 165 sobre
los trabajadores con responsabilidades familiares, en cuyo
artículo 22 se sugiere la posibilidad, tanto de la madre, co-
mo del padre, de obtener una licencia parental posterior a
la licencia de maternidad, sin perder el empleo y conser-
vando intactos sus derechos laborales, de conformidad con
las determinaciones de cada país.

En México, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres, establece que la igualdad entre mujeres y hom-
bres implica la eliminación de toda forma de discrimina-
ción en cualquiera de los ámbitos de la vida, que se genere
por pertenecer a cualquier de los sexos.

De ahí que sea indispensable actualizar las normas labora-
les a fin de adecuarlas a las necesidades actuales y dotar a
los hombres trabajadores de la posibilidad de ejercer sus
derechos y obligaciones, respecto al cuidado posnatal de
sus hijos.

En la medida en que el varón asuma una participación ac-
tiva en el cuidado y atención de sus hijos, así como en las
tareas domésticas, las mujeres podrán ir integrándose al
empleo de calidad, lo que podría redundar en beneficio de
la economía familiar y en una sociedad más justa y equili-
brada, así como en la asunción de una nueva masculinidad
en la que los hombres asuman una paternidad afectiva y
participativa, mucho más solidaria con su familia.

Hasta ahora la Ley Federal del Trabajo y la seguridad so-
cial de nuestro país ha discriminado a los hombres y re-
fuerza los roles negativos y las conductas estereotipadas
anti feministas, al no facilitarles el ejercicio de la paterni-
dad, de manera responsable, tal y como lo prescribe el ar-
tículo 4o. de la Constitución General de la República, des-
de el nacimiento de sus hijos. Por ello, se proponen
modificaciones a este ordenamiento legal, con el fin de es-
tablecer un permiso de paternidad de diez días laborables,
con goce de sueldo como un derecho de los trabajadores,
así como el reforzamiento de los derechos de las madres
trabajadoras.

Por lo que se refiere al tema de los hijos adoptados, cuyo
tratamiento legal requiere ser reforzado, en materia laboral,
debe de tomarse en cuenta que cada vez son más las fami-
lias mexicanas que recurren a este tipo de procedimientos

Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados500



que tienen, como objetivo fundamental, el proveer, a los
niños en situación de abandono, de un hogar con caracte-
rísticas similares de quienes tienen la fortuna en forma na-
tural, de procrear hijos.

No obstante, nuestra legislación no previó los alcances del
tema de la mujer trabajadora que ha decido adoptar a un
menor, dotándola de los mismos derechos de las madres
trabajadoras en general. La ley laboral no contempla dere-
chos para aquellas mujeres que no tuvieron un embarazo
sino que, son madres por haber adoptado a un menor.

El derecho que goza una mujer trabajadora posterior al par-
to, debe ser igual al que debe gozar una trabajadora, madre
por adopción. No existe razón alguna, para mantener me-
didas diferenciadoras, entre una vía y otra, de adquirir la
maternidad.

Es de destacarse que en los pasados 8 y 9 de abril del pre-
sente año, en Tequesquitengo, Morelos; en el marco de la
“Reunión Regional de la Internacional Socialista de Muje-
res” y que contó con la presencia de su presidenta: Pía Lo-
catelli y de su vicepresidenta la diputada Lourdes Quiñones
Canales. La suscrita, junto a las demás asistentes acorda-
mos impulsar las reformas legales a fin de conciliar la vida
personal y familiar, por ser este, uno de los más grandes re-
tos de nuestro tiempo.

De tal forma que, la presente iniciativa tiene como objeti-
vo primordial, equiparar los derechos de las trabajadoras
que se convierten en madres por vía de la adopción a los de
las madres que lo son por vía del embarazo, así como velar
por los derechos de los niños que, por cualquier vía se in-
tegran a una familia.

Para tal efecto, se propone adicionar el contenido de los ar-
tículos 164, 165 y 170 del Titulo Quinto de la Ley Federal
del Trabajo, relativo al Trabajo de las Mujeres, así como
los artículos 173 y 174 del Título Quinto Bis del Trabajo
para Menores y los artículos 988 y 995.

En cuanto al Título Quinto, las adiciones que se proponen
inciden en las disposiciones relativas a las responsabilida-
des familiares, entendiendo que en dicho título deben que-
dar comprendidas disposiciones relativas a la paternidad y
a la maternidad, como un derecho y obligación y que se de-
rivan de esta circunstancia, se precisa que los patrones es-
tán obligados a otorgar un permiso de paternidad de diez
días con goce de sueldo a los hombres trabajadores por el

nacimiento de su hijo. Como resultado de las adiciones
aquí propuestas, los padres biológicos y adoptivos, tendrán
reconocido su derecho a solicitar diez días de licencia, los
cuales podrán otorgarse previamente o en fecha posterior
en la que se aproxime o registre el nacimiento de sus hijos,
esta flexibilidad les permitirá hacer preparativos al naci-
miento o bien distribuirlos en tiempo postnatal.

Por otra parte, se propone dejar asentado el derecho de las
trabajadoras a no ser despedidas ni que se les niegue el ac-
ceso al empleo por estar embarazadas; aumentar el descan-
so posnatal a nueve semanas cuando el hijo recién nacido
presente alguna discapacidad; el que las madres con hijos
adoptivos puedan disfrutar del segundo periodo de descan-
so previsto por la ley, y la posibilidad de que las madres
trabajadoras puedan acordar con el patrón horarios flexi-
bles que les permitan atender sus responsabilidades, tales
como en el caso de lo previsto en la fracción IV del artícu-
lo 170 que regula los dos reposos extraordinarios por día,
de media hora cada uno para alimentar a sus hijos, mismos
que en ocasiones por las distancias que existen entre el cen-
tro de trabajo y el domicilio se hacen inoperantes.

Respecto a las adiciones al Título Quinto Bis se pretende
elevar las edades de los menores que presten algún tipo de
trabajo, así como el asegurar que el hecho de que tengan
que trabajar no debe interferir su educación obligatoria.

Estas reformas tendrán seguramente implicaciones en la
estructura económica, cultural y social del Estado, que re-
dundarán en un equilibrio de género.

Por último, se propone modificar los artículos 988 y 995,
en relación con la edad de los menores y el carácter obli-
gatorio de que asistan a la Junta de Conciliación y Arbitra-
je para solicitar autorización para trabajar, así como las
sanciones que se aplican por violaciones al Título Quinto y
a las disposiciones que rigen el trabajo de los menores, al
incrementar de 15 a 315 la sanción por el incumplimiento
a esta obligación patronal debido a que antes era de 3 a 155
salarios mínimos generales vigentes, es decir, eran sancio-
nes bastante bajas debido a que para otras conductas se es-
tablecen límites inferiores y superiores más grandes. Con
este ajuste en la sanción, se pretende dar relevancia a la in-
fracción cometida por el patrón.

Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración del
pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de
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Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se reforman el artículo 165, las fracciones
I, II, III y IV del artículo 170, los artículos 173, 174, 988 y
995 de la Ley Federal del Trabajo; y se adiciona un segun-
do párrafo al artículo 164, de la Ley Federal del Trabajo;
para quedar como sigue:

Artículo 165. Las modalidades que se consignan en este
capítulo tienen como propósito fundamental, la protección
de la maternidad y la conciliación de las responsabilida-
des familiares para las trabajadoras y los trabajadores.

Las madres trabajadoras podrán acordar con el patrón
horarios flexibles que les permitan atender sus respon-
sabilidades familiares, en términos de lo establecido en
esta ley.

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los siguien-
tes derechos:

I. Durante el periodo del embarazo, no realizarán traba-
jos que exijan esfuerzos considerables y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación, tales
como levantar, tirar o empujar grandes pesos, que pro-
duzcan trepidación, estar de pie durante largo tiempo o
que actúen o puedan alterar su estado psíquico y ner-
vioso; no podrán ser separadas de su empleo, ni ne-
gársele, el empleo por su condición;

II. Disfrutarán de un descanso de seis semanas anterio-
res y seis posteriores al parto; en el caso de que el hijo
recién nacido presente alguna discapacidad, el des-
canso será de nueve semanas. Las madres de hijos
adoptivos disfrutarán del segundo periodo de seis se-
manas, contado a partir de que el menor les sea en-
tregado conforme a derecho;

III. Los periodos de descanso a que se refiere la fracción
anterior se prorrogarán por el tiempo necesario en el ca-
so de que se encuentren imposibilitadas para trabajar a
causa del embarazo o del parto, y hasta por nueve se-
manas cuando se trate de parto múltiple, o cuando el
hijo requiera permanecer hospitalizado, o haya naci-
do con alguna discapacidad;

IV. En el periodo de lactancia tendrán dos reposos ex-
traordinarios por día, de media hora cada uno, para ali-
mentar a sus hijos, en el lugar adecuado e higiénico que

designe la empresa; la duración de los reposos se in-
crementará proporcionalmente en los casos de parto
múltiple. Las partes podrán acordar la disminución
de una hora de la jornada, en lugar de los dos repo-
sos de media hora.

Artículo 173. El trabajo de los mayores de dieciséis años
y menores de dieciocho queda sujeto a vigilancia y protec-
ción especiales de la Inspección del Trabajo.

Artículo 174. Los mayores de dieciséis y menores de die-
ciocho años deberán como mínimo haber concluido la
educación obligatoria, así como obtener un certificado
médico que acredite su aptitud para el trabajo y someterse
a los exámenes médicos que periódicamente ordene la Ins-
pección del Trabajo. Sin el requisito del certificado, ningún
patrón podrá utilizar sus servicios.

Artículo 988. Los trabajadores mayores de dieciséis años,
pero menores de dieciocho, que no hayan terminado su
educación obligatoria, deberán acudir a la Junta de Con-
ciliación y Arbitraje competente solicitando autorización
para trabajar, y acompañarán los documentos que estimen
convenientes, para establecer la compatibilidad entre los
estudios y el trabajo.

Artículo 995. Al patrón que viole las normas que rigen el
Título Quinto del Trabajo de las Mujeres, así como las
que regulan el trabajo de los menores, se le impondrá
multa por el equivalente de 15 a 315 veces el salario míni-
mo general vigente, calculado en los términos del artículo
992.

Artículo 164. Las mujeres disfrutan de los mismos dere-
chos y tienen las mismas obligaciones que los hombres.

El trabajador que sea padre disfrutará de una licencia
por paternidad consistente en diez días naturales, la
cual podrá otorgarse desde la fecha de nacimiento de su
hijo o antes de su nacimiento, a su elección. Asimismo,
las trabajadoras y los trabajadores a quienes se les con-
ceda la adopción de un niño, también disfrutarán de es-
te permiso, contado a partir de que el menor les sea en-
tregado, conforme a derecho.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 
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Segundo. Quedan sin efecto las normas y los lineamientos
jurídicos que vayan en contra de la aplicación e implanta-
ción del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2011.— Diputada
Yolanda de la Torre Valdez (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social
paras dictamen.

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 27 
CONSTITUCIONAL EN EL RAMO DEL PETROLEO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Del diputado Arturo Zamora Jiménez se recibió iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 14 Bis de
la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el
Ramo del Petróleo. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma el artículo 14 Bis de la Ley
Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo
del Petróleo, a cargo del diputado Arturo Zamora Jiménez,
del Grupo Parlamentario del PRI

Arturo Zamora Jiménez, diputado a la LXI Legislatura del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, e in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, en ejercicio de la facultad conferida en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 6o., fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por virtud del cual se adiciona el artículo 14 bis de la
Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ra-
mo del Petróleo, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La industria petrolera en nuestro país en los últimos 75
años ha tenido la importancia estratégica que implica no
solamente el suministro de combustibles que hacen posible
el funcionamiento de la industria y la movilización de per-
sonas, bienes y servicios por los diferentes medios de
transporte, sino la trascendencia que los ingresos prove-

nientes de la renta petrolera significan para el sostenimien-
to del gasto público nacional.

Nuestra carta magna en su Artículo 27 párrafo cuarto reco-
noce la propiedad originaria de la nación sobre tierras y
aguas nacionales, así como de los minerales del subsuelo,
entre los que se encuentran el petróleo y todos los carbu-
ros de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos.

Por su parte, el párrafo sexto del artículo 27 Constitucional
refuerza la exclusividad sobre el dominio y explotación di-
recta de la nación en materia de hidrocarburos, al estable-
cer expresamente la prohibición de otorgar concesiones o
contratos en la materia. Actualmente dispone:

“....Tratándose del petróleo y de los carburos de hidró-
geno sólidos, líquidos o gaseosos o de minerales ra-
dioactivos, no se otorgarán concesiones ni contratos, ni
subsistirán los que en su caso se hayan otorgado y la Na-
ción llevará a cabo la explotación de esos productos, en
los términos que señale la Ley Reglamentaria respecti-
va….”

Por otra parte, la reforma constitucional de 1983 estableció
el concepto de áreas estratégicas a cargo del estado, refor-
mándose los artículos 25 y 28 constitucionales para seña-
lar:

Artículo 25. ….

....

….

….

El sector público tendrá a su cargo, de manera exclusi-
va, las áreas estratégicas que se señalan en el Artículo
28, párrafo cuarto de la Constitución, manteniendo
siempre el Gobierno Federal la propiedad y el control
sobre los organismos que en su caso se establezcan.

….

….

….

….
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Artículo 28. ….

….

….

No constituirán monopolios las funciones que el Estado
ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estra-
tégicas: …. petróleo y los demás hidrocarburos; petro-
química básica….

El Estado contará con los organismos y empresas que re-
quiera para el eficaz manejo de las áreas estratégicas a su
cargo y en las actividades de carácter prioritario donde, de
acuerdo con las leyes, participe por sí o con los sectores so-
cial y privado.

Esta reforma dio pie a delimitar de manera específica aque-
llas áreas en las que el estado tiene permitido contratar con
particulares tratándose de la industria petrolera. La exclu-
sividad del estado en materia de hidrocarburos hace refe-
rencia únicamente a la propiedad sobre éstos y su explota-
ción directa. Así lo reproduce el artículo 2 de la Ley
Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo
del Petróleo:

Articulo 2o. De conformidad con lo dispuesto en los pá-
rrafos cuarto del artículo 25 y sexto del artículo 27 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
sólo la Nación podrá llevar a cabo las distintas explota-
ciones de los hidrocarburos, que constituyen la industria
petrolera en los términos del artículo siguiente.

A fin de llevar a cabo sus funciones, Petróleos Mexicanos
tiene la posibilidad de realizar las contrataciones y actos ju-
rídicos que resulten necesarios a fin de cumplir con sus
atribuciones, siempre que no vulnere las limitaciones que
al efecto le imponen la Constitución y la Ley Reglamenta-
ria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo.

De este modo, Pemex recibe insumos y servicios de distin-
tas empresas por una parte, mientras que por la otra se apo-
ya en una red de particulares para la comercialización de
hidrocarburos refinados, que tradicionalmente ha operado
bajo el esquema de franquicias y contratos de suministro,
aún cuando recientemente la paraestatal ha pretendido in-
constitucionalmente modificar el esquema de comerciali-
zación, violentando los derechos de particulares que deten-
tan la titularidad de dichos contratos.

El artículo 14 bis de la Ley Reglamentaria del Artículo 27
Constitucional en el Ramo del Petróleo señala:

Artículo 14 Bis. La gasolina y los demás combustibles
líquidos producto de la refinación del petróleo que se
vendan directamente al público, a través de las estacio-
nes de servicio, deberán distribuirse y expenderse o su-
ministrarse sin alteración, de conformidad con lo que
establece esta Ley y demás disposiciones aplicables.

El expendio de gasolinas y otros combustibles líquidos
producto de la refinación del petróleo que se realice a
través de estaciones de servicio con venta directa al pú-
blico o de autoconsumo operarán en el marco del con-
trato de franquicia u otros esquemas de comercializa-
ción que al efecto suscriban los organismos subsidiarios
de Petróleos Mexicanos con personas físicas o socieda-
des mexicanas con cláusula de exclusión de extranjeros,
de conformidad con la presente Ley y lo dispuesto por
la Ley de Inversión Extranjera.

….

….

….

Cabe señalar que este artículo fue adicionado recientemen-
te en el año 2008 como parte de las reformas con que el
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos forta-
leció a Petróleos Mexicanos, otorgando mayor certeza al
régimen de contrataciones de la paraestatal. 

No obstante, consideramos que fue omisa por lo que se re-
fiere al establecimiento de los requisitos y elementos míni-
mos que los contratos de franquicia u otros esquemas de
comercialización deben contener, a fin de que Pemex ga-
rantice el adecuado suministro de combustibles a los parti-
culares, a la vez que garantice la viabilidad económica de
las estaciones de servicio que son operadas por los particu-
lares, y que representan una importante inversión, a la vez
que genera numerosos empleos directos e indirectos.

La materia mercantil se caracteriza por tener una flexibili-
dad que permita adecuarse a la dinámica de las relaciones
comerciales. No obstante, deben cumplirse con los requisi-
tos y elementos mínimos de los contratos de que se trate.

Por lo que se refiere al contrato de franquicia, desde el pun-
to de vista económico es un sistema de comercialización y
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distribución donde a un pequeño empresario (el franquicia-
tario) se le concede – a cambio de una contraprestación –
el derecho a comercializar bienes y servicios de otro (el
franquiciante) de acuerdo a ciertas condiciones y prácticas
establecidas del franquiciante y con su asistencia. Éste se
encuentra regulado en la Ley de la Propiedad Industrial,
que señala en su artículo 142:

Artículo 142. Existirá franquicia, cuando con la licen-
cia de uso de una marca, otorgada por escrito, se trans-
mitan conocimientos técnicos o se proporcione asisten-
cia técnica, para que la persona a quien se le concede
pueda producir o vender bienes o prestar servicios de
manera uniforme y con los métodos operativos, comer-
ciales y administrativos establecidos por el titular de la
marca, tendientes a mantener la calidad, prestigio e ima-
gen de los productos o servicios a los que ésta distingue.

….

….

….

Por otra parte, el artículo 142 Bis señala los requisitos que
debe contener el contrato de franquicia, y estipula en su
fracción I:

Artículo 142 Bis. El contrato de franquicia deberá cons-
tar por escrito y deberá contener, cuando menos, los si-
guientes requisitos:

I. La zona geográfica en la que el franquiciatario ejerce-
rá las actividades objeto del contrato;

II. a XII.

Como se advierte claramente, la franquicia otorga cierta
exclusividad referida a un territorio o a uno o varios esta-
blecimientos geográficamente identificados. El Reglamen-
to de la Ley de la Propiedad Industrial incluso señala que
debe informarse sobre: “la zona territorial de operación de
la negociación que explote la franquicia” (artículo 65, frac-
ción VII).

En el contrato de franquicia el espacio geográfico puede
delimitarse mediante un territorio en donde el franquiciata-
rio podrá explotar la franquicia por medio de diversos es-
tablecimientos master franchise (área de desarrollo de
franquicia, con posibles subfranquicias); o para un estable-

cimiento o negociación mercantil concreto y determinado,
en la que el licenciante autoriza la localización.

Desde 1992 se implementó el esquema de comercializa-
ción y distribución de combustibles con base en los contra-
tos de franquicia y suministro, para promover el desarrollo
de la red en beneficio de los usuarios. En su página de in-
ternet Pemex señala que:

“Pemex Refinación tiene el interés de promover el desa-
rrollo de la Red de Estaciones de Servicio en todas las po-
blaciones y ciudades del país, aplicando lo establecido en
el sistema de la Franquicia Pemex; lo que ha generado re-
sultados positivos ya que en 1991, antes de que se iniciara
el programa de la Franquicia, operaban 3,164 Estaciones
de Servicio y gran parte de ellas tenían una antigüedad su-
perior a los 10 años. En respuesta a ello se instrumentó el
Programa de Modernización de Estaciones de Servicio,
punto de partida del Sistema de la Franquicia Pemex. 

Por otro lado, se revisaron los procedimientos administra-
tivos para incorporar nuevas Estaciones de Servicio al de-
tectarse un rezago en el crecimiento de la red comercial,
respecto a la dinámica socioeconómica del país. Esto con-
dujo al acuerdo con la Comisión Federal de Competencia
que se firmó en julio de 1994 y que dio lugar al Programa
Simplificado para la Instalación de Nuevas Estaciones de
Servicio. Con ello se impulsa el interés por la Franquicia
Pemex y se incrementa de manera constante la Red de Es-
taciones de Servicio que hoy significa contar con una Red
de más de 8,200 Estaciones de Servicio distribuidas a lo
largo del país”.

No obstante lo anterior, Petróleos Mexicanos ha otorgado
nuevas franquicias de manera desordenada. La falta de dis-
posición legal que señale requisitos y condiciones mínimas
para el otorgamiento de franquicias de Pemex, ha motiva-
do que exista opacidad en los criterios mecanismos para su
otorgamiento.

De manera reiterada se han ido otorgando nuevas a fran-
quicias en zonas donde ya existen estaciones de servicio, lo
que implica diversas afectaciones:

• Se presenta una competencia desleal entre franquicia-
tarios, al concentrar la oferta de bienes y servicios de la
misma naturaleza, lo que afecta el otorgamiento de un
servicio adecuado y eficiente, así como su viabilidad
económica.
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Además de la obligación que por sí impone el contrato de
franquicia, Petróleos Mexicanos se encuentra sujeto a la
norma general dispuesta en el primer párrafo del artículo
25 de nuestra Carta Magna por lo que se refiere a la recto-
ría económica por parte del estado, debiendo procurar la
justa distribución de la riqueza.

• Se aumenta el riesgo de una contingencia por la con-
centración indebida de establecimientos, lo que viola las
normas mínimas de protección civil por lo que se refie-
re a la ubicación de establecimientos de esta naturaleza.

Ante la ausencia de una autoregulación por parte de Pe-
mex, numerosos municipios han establecido normas pro-
pias para evitar la concentración de estaciones de servicio,
en ejercicio de sus facultades en materia de ordenamiento
del territorio.

No obstante lo anterior, Pemex Refinación pretende justifi-
car el otorgamiento desordenado de franquicias para la
venta y distribución de combustibles, bajo el argumento de
que:

“Pemex Refinación, en cumplimiento a las disposiciones
constitucionales y en materia de competencia económica,
no tiene establecida una distancia mínima entre las Esta-
ciones de Servicio, con lo que se promueve el incremento
de la calidad en el Servicio que recibe el consumidor final.
Por tal motivo no se definen zonas territoriales para que las
Estaciones de Servicio operen en ella en forma exclusiva.”

Sin embargo, como ya se demostró ampliamente con ante-
rioridad, ello no solamente no promueve la competencia
económica, sino que la altera de manera indebida y viola
flagrantemente uno de los elementos que debe contener el
contrato de franquicia, que es la obligación del franqui-
ciante de otorgar al franquiciatario la exclusividad para la
venta de dichos productos en determinada zona geográfica.

Ante esta irregularidad, se hace necesario señalar en la nor-
ma que en el otorgamiento y celebración de los instrumen-
tos jurídicos por los que se autorice el establecimiento de
estaciones de servicio para la venta de gasolinas y demás
combustibles líquidos, Petróleos Mexicanos deberá tomar
en cuenta la ubicación geográfica de éstas, a fin de que se
respeten los derechos adquiridos por los propietarios de las
estaciones preexistentes, procurando no afectar el mercado
con una sobreoferta de servicios que directamente afectaría
su viabilidad financiera, además de los riesgos que implica
en materia de protección civil y protección al ambiente.

De tal suerte, se considera necesario establecer en la nor-
matividad aplicable la disposición que obligue al estado,
por conducto de Petróleos Mexicanos, a respetar por si
mismo las normas que promueven la justa competencia en-
tre los distintos factores económicos, procurando una ade-
cuada distribución geográfica de las estaciones de servicio.

En función de lo anterior, propongo adicionar un párrafo
tercero al artículo 14 bis de la Ley reglamentaria del Artí-
culo 27 Constitucional en materia de petróleo, recorriendo
los subsecuentes que pasarían a ser cuarto quinto y sexto, a
fin de establecer que los subsidiarios de Petróleos Mexica-
nos no podrán otorgar nuevas franquicias o cualquier otro
instrumento legal que autorice la comercialización de ga-
solinas o combustibles líquidos, cuando la propuesta de
ubicación de la nueva estación de servicio se encuentre a
una distancia menor de dos mil metros de una estación pre-
existente. 

De esta manera, se estaría ejerciendo de manera adecuada
la facultad de promover el desarrollo económico, otorgan-
do mayor seguridad jurídica a los propietarios de las esta-
ciones de servicio que ya cuentan con autorización, se ga-
rantiza a los nuevos franquiciatarios un mercado propio
para la venta de combustibles que de viabilidad económica
a su inversión, y se evita la concentración indebida de ins-
talaciones que, por su propia naturaleza, representaría un
riesgo innecesario para la población. 

En virtud de lo anterior, me permito someter a considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por virtud del cual se adiciona el artículo 14 bis
de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional
en el Ramo del Petróleo

Único. Se adiciona el artículo 14 Bis de la Ley Reglamen-
taria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petró-
leo, para quedar como sigue:

Artículo 14 Bis. La gasolina y los demás combustibles lí-
quidos producto de la refinación del petróleo que se vendan
directamente al público, a través de las estaciones de servi-
cio, deberán distribuirse y expenderse o suministrarse sin
alteración, de conformidad con lo que establece esta Ley y
demás disposiciones aplicables.

El expendio de gasolinas y otros combustibles líquidos
producto de la refinación del petróleo que se realice a tra-
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vés de estaciones de servicio con venta directa al público o
de autoconsumo operarán en el marco del contrato de fran-
quicia u otros esquemas de comercialización que al efecto
suscriban los organismos subsidiarios de Petróleos Mexi-
canos con personas físicas o sociedades mexicanas con
cláusula de exclusión de extranjeros, de conformidad con
la presente Ley y lo dispuesto por la Ley de Inversión Ex-
tranjera.

Los organismos subsidiarios de Petróleos Mexicanos no
podrán otorgar los contratos a que se refiere el párrafo
que antecede, cuando la propuesta de ubicación para la
nueva estación de servicio se encuentre a una distancia
menor de 2000 metros de una estación preexistente.

Las especificaciones de las gasolinas y otros combustibles
líquidos producto de la refinación del petróleo serán esta-
blecidas por la Secretaría de Energía, conjuntamente con la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Para efectos de la presente Ley, se considerará que la ga-
solina y otros combustibles líquidos producto de la refina-
ción del petróleo han sido alterados cuando se modifique
su composición respecto a las especificaciones estableci-
das en las disposiciones aplicables.

Los métodos de prueba, muestreo y verificación aplicables
a las características cualitativas, así como al volumen en la
distribución y el despacho de gasolina y otros combustibles
líquidos producto de la refinación del petróleo, se estable-
cerán en las normas oficiales mexicanas que para tal efec-
to expidan las Secretarías de Energía y de Economía, en el
ámbito de su competencia.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo, en la Ciudad de México, DF, a 25 de abril de
2011.— Diputado Arturo Zamora Jiménez (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Energía para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES AL

SERVICIO DEL ESTADO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
De la diputada Clara Gómez Caro se recibió iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 169 de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma el artículo 169 de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, a cargo de la diputada Clara Gómez Ca-
ro, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Clara Gómez Caro, diputada a la LXI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, en ejer-
cicio de las facultades y atribuciones conferidas en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona un último párrafo a la fracción prime-
ra del artículo 169 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Constituyente de 1917 fue vanguardista en el mundo por
haber insertado en nuestra Carta Magna derechos sociales
que en la cultura jurídica universal se catalogaron como de-
rechos humanos de segunda generación.

En este contexto, en el artículo 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos se incorporó el de-
recho al trabajo, dividiéndose en dos apartados: el “A” in-
herente a los trabajadores en general y el “B” en lo que se
refiere a los trabajadores al servicio del Estado.

Tanto en el Apartado “A” como en el Apartado “B” del ar-
tículo 123 Constitucional se estableció el derecho a la vi-
vienda a favor de los trabajadores en general y de los tra-
bajadores al servicio del Estado.

Asimismo, en el artículo 4o. de la Ley Suprema de la Na-
ción, está reconocido como derecho fundamental: el derecho
de toda familia a disfrutar de vivienda digna y decorosa.
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En este contexto, en el artículo 4o. de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado se dispone que tendrán carácter obligatorio, entre
otras prestaciones, el otorgamiento de préstamos hipoteca-
rios y financiamiento en general para vivienda, en sus mo-
dalidades de adquisición en propiedad de terrenos o casas
habitación, construcción, reparación o mejoras de las mis-
mas, así como para el pago de pasivos adquiridos por estos
conceptos.

Las difíciles condiciones económicas por las que ha atra-
vesado el país en los últimos tiempos, produjeron, lamen-
tablemente, morosidad en el pago de numerosos créditos
otorgados por bancos y organizaciones auxiliares del cré-
dito, ocasionando que tales entidades acreedoras realicen
cesiones de derechos de crédito a favor de sociedades mer-
cantiles, incluso con inversión extranjera, que tienen como
objeto la adquisición de este tipo de activos. Las cesiones
de mérito han sido controversiales ya que generalmente las
empresas dedicadas a la compra de cartera adquieren los
créditos a un bajo precio, y por ende, a la hora de cobrar a
los deudores tienen grandes márgenes de utilidad, sobre to-
do en los créditos garantizados con hipoteca.

La cesión de créditos mercantiles no endosables se regula
en los preceptos del 389 al 391 del Código de Comercio,
los que prevén que los créditos de esa naturaleza se trans-
fieran por medio de cesión, la que producirá sus efectos le-
gales con respecto al deudor desde que le sea notificada an-
te dos testigos, y que salvo pacto en contrario, el cedente
responderá tan sólo de la legitimidad del crédito y de la
personalidad con que hizo la cesión.

Además, en los artículos del 2029 al 2050 del Código Ci-
vil Federal, que también resulta aplicable supletoriamente
a la materia mercantil, se regula lo inherente a la cesión de
derechos, destacando en ese marco normativo que:

a) El acreedor puede ceder su derecho a un tercero sin el
consentimiento del deudor, al menos que la cesión esté
prohibida por la ley, se haya convenido no hacerla, o no
lo permita la naturaleza del derecho.

b) La cesión del crédito comprende la de todos los de-
rechos accesorios, como la fianza, hipoteca, prenda o
privilegio, salvo aquellos que son inseparables de la per-
sona del cedente, presumiéndose que los intereses ven-
cidos se ceden junto con el crédito principal.

c) El cesionario puede ejercer sus derechos contra el
deudor, previa notificación que le haga de la cesión ya
sea judicialmente, o en lo extrajudicial ante dos testigos
o ante notario público. 

De las disposiciones legales citadas se colige, sin duda, que
prohibiéndose la cesión de derechos en acto contractual o
en la ley, ya no es factible realizarla.

Bajo estas consideraciones, sobresale mencionar que esta
Honorable Sexagésima Primera Legislatura de la Cámara
de Diputados aprobó decreto mediante el cual se reforma el
artículo 3o. de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores, y se hace una adición al
diverso artículo 41 de dicha ley, disponiéndose que el Ins-
tituto administre los recursos del Fondo Nacional de Vi-
vienda en beneficio de los trabajadores y sus familias, im-
poniéndole la prohibición de ceder a título gratuito u
oneroso, enajenar o transferir a particulares los créditos
otorgados de conformidad con dicha ley.

Por lo tanto, al ser de igual naturaleza los créditos otorga-
dos por el Fondo de la Vivienda de los Trabajadores al Ser-
vicio del Estado, se considera de utilidad incluir la misma
prohibición adicionando un último párrafo a la fracción
primera del artículo 169 de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
máxime que deviene aplicable el principio de derecho que
establece: “Donde exista la misma razón, debe haber la
misma disposición”.

En las narradas circunstancias, la adición que se propone es
tendente a mejorar los instrumentos legales de protección y
de hacer más efectivo el derecho a la vivienda conferido a
favor de los trabajadores al servicio del Estado, prohibien-
do que el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado ceda, enajene o transfiera a parti-
culares los derechos de préstamos hipotecarios y financia-
miento en general que otorgue para vivienda, en sus moda-
lidades de adquisición en propiedad de terrenos o casas
habitación, construcción, reparación o mejoras de las mis-
mas, así como para el pago de pasivos adquiridos por estos
conceptos.

Por lo expuesto y fundado, se somete a la consideración de
esta honorable Asamblea la siguiente iniciativa con:
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Proyecto de decreto que adiciona un último párrafo a la
fracción primera del artículo 169 de la Ley del Institu-
to de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado.

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo a la frac-
ción primera del artículo 169 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, en los términos siguientes:

Artículo 169. … 

I. … 

a). …

b). …

c). …

Se prohíbe al Instituto ceder a título oneroso o
gratuito, enajenar o transferir a particulares los
créditos que otorgue de conformidad con esta ley,
y que de acuerdo a los criterios y disposiciones
emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, se consideren vencidos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del honora-
ble Congreso de la Unión, a 26 de abril de 2011.— Diputada Clara Gó-
mez Caro (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social y de Seguridad Social para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO - LEY FEDERAL DE
LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
De la diputada Clara Gómez Caro se recibió iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 773 de la Ley

Federal del Trabajo y 140 de la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado
B del artículo 123 constitucional. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma los artículos 773 de la Ley
Federal del Trabajo; y 140 de la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado
B del Artículo 123 Constitucional, a cargo de la diputada
Clara Gómez Caro, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Clara Gómez Caro, diputada a la LXI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, en ejer-
cicio de las facultades y atribuciones conferidas en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto mediante el cual se reforman los artículos 773, pá-
rrafo primero, de la Ley Federal del Trabajo y 140, párrafo
primero, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio
del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo
123 Constitucional, y les adiciona un tercer párrafo, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la doctrina, la legislación y en la jurisprudencia se ha
considerado que la caducidad de la instancia se actualiza
por el abandono del proceso al dejar de hacerse las promo-
ciones necesarias para que llegue a su fin.

La razón de ser de la institución de la caducidad de la ins-
tancia tiene sustento en dos motivos diferentes: el primero,
de orden subjetivo por la intención de las partes de aban-
donar el proceso dada su falta de interés en continuarlo y
culminarlo; y el segundo, de orden objetivo por el interés
del Estado de evitar que los procesos se prolonguen indefi-
nidamente sin  solución, atentando contra la seguridad ju-
rídica.

Por tanto, esa figura es de orden público, irrenunciable y no
puede ser objeto de convenio entre las partes, de ahí que
opera de pleno derecho y es factible que se decrete de ofi-
cio o a petición de parte.

En los anteriores términos se regula la caducidad de la ins-
tancia en el Código Federal de Procedimientos Civiles y en
las Legislaciones Procesales Civiles de las Entidades de la

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2011509



República, así como en el Código de Comercio, en los que
se establece, generalmente, que si dicha caducidad se de-
creta en la primera instancia se extinguen los efectos del
proceso, pero no de la acción.

De extinguirse los efectos del proceso, la acción puede vol-
verse a ejercitar mediante la presentación de una nueva de-
manda. En cambio, al extinguirse los efectos de la acción
se produce la pérdida del derecho que el actor hizo valer en
juicio.

Entre las consideraciones que han sustentado iniciativas de
reforma al artículo 123 de nuestra Carta Magna, destacan
las que fundaron la primera de ellas suscrita en julio 24 de
1929 por el Presidente de la República, Licenciado Emilio
Portes Gil, en lo atinente al preámbulo y a la fracción vi-
gésima novena, en la que se estableció que es de utilidad
pública la expedición de la Ley del Seguro Social, enfati-
zándose que el invocado precepto constitucional: “Es una
de las más firmes conquistas de la Revolución y la que más
beneficios inmediatos ha traído a la clase trabajadora del
país, que es la base donde descansa la vida nacional y el fu-
turo de nuestra patria”.

Por consiguiente, es inadmisible que en la regulación de la
caducidad de la instancia en los juicios laborales se esta-
blezca en los artículos 773, párrafo primero, de la Ley Fe-
deral del Trabajo y 140, párrafo primero, de la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B) del artículo 123 Constitucional, que se
tendrá por desistida de la acción intentada a toda persona
que no haga promoción alguna en el término de seis y tres
meses, respectivamente, siempre que esa promoción sea
necesaria para la continuación del procedimiento.

Incluso, pese a que la sanción se impone por inactividad
procesal, lo que significa que caduque la instancia, en de-
recho del trabajo al referirse a esa hipótesis normativa se le
menciona como desistimiento tácito de la acción laboral, lo
que es obligado enmendar.

Así las cosas, la sanción que se impone en las precitadas le-
yes del trabajo es más severa que la prevista en la normati-
vidad procesal civil y mercantil, y además, contraviene la
técnica jurídica ya que por tratarse de la caducidad de la
instancia, la sanción que procede imponer es la de tener por
desistido de la instancia, pero no de la acción, al que por su
desinterés abandona el proceso sin impulsarlo para llegar a
su fin.

Luego entonces, si la legislación procesal civil y mercantil
como consecuencia de operar la caducidad de la instancia,
la sancionan con la pérdida de la instancia, pero no de la
acción, la que puede volverse a intentar en una nueva de-
manda, con mayor razón así se debe establecer en las leyes
del trabajo emanadas de los Apartados A) y B) del artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, que fue vanguardista en el mundo al ser incorpo-
rado como derecho social en nuestra carta fundamental.

En las relatadas circunstancias, se considera necesario pro-
poner, en aras de mejorar las normas del derecho procesal
del trabajo, que se reformen los artículos 773, párrafo pri-
mero, de la Ley Federal del Trabajo y 140, párrafo prime-
ro, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado, Reglamentaria del Apartado B) del artículo 123
Constitucional, con el objetivo de establecer que de operar
la caducidad de la instancia se sancionará con la pérdida de
la instancia, pero no de la acción, a la persona que no haga
promoción alguna en el término de seis y tres meses, res-
pectivamente, siempre que esa promoción sea necesaria
para la continuación del procedimiento. 

Asimismo, se propone adicionar un tercer párrafo a ambos
dispositivos legales, precisando que la caducidad de la ins-
tancia sólo extinguirá los efectos del proceso. 

Por lo expuesto y fundado, se somete a la consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto que reforma los artículos 773, párrafo primero,
de la Ley Federal del Trabajo y 140, párrafo primero,
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo
123 Constitucional, y les adiciona un tercer párrafo

Suscrita por la diputada Clara Gómez Caro, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 773, párrafo pri-
mero, de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como si-
gue:

Artículo 773. Se tendrá por desistida de la instancia, pe-
ro no de la acción intentada, a toda persona que no haga
promoción alguna en el término de seis meses, siempre que
esa promoción sea necesaria para la continuación del pro-
cedimiento. No se tendrá por transcurrido dicho término si
están desahogadas las pruebas del actor o está pendiente de
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dictarse resolución sobre alguna promoción de las partes o
la práctica de alguna diligencia, o la recepción de informes
o copias que se hubiesen solicitado.

… 

La caducidad de la instancia extinguirá únicamente los
efectos del proceso.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 140, párrafo pri-
mero, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado, Reglamentaria del Apartado B) del artículo 123
Constitucional, para quedar como sigue:

Artículo 140. Se tendrá por desistida de la instancia in-
tentada, pero no de la acción, a toda persona que no ha-
ga promoción alguna en el término de tres meses, siempre
que esa promoción sea necesaria para la continuación del
procedimiento. El Tribunal, de oficio o a petición de parte,
una vez transcurrido este término, declarará la caducidad.

…

La caducidad de la instancia extinguirá únicamente los
efectos del proceso.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del honora-
ble Congreso de la Unión, a 27 de abril de 2011.— Diputada Clara Gó-
mez Caro (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social y de Seguridad Social para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Del diputado Jorge Humberto López-Portillo Basave se re-
cibió iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 924 de la Ley Federal del Trabajo. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma el artículo 924 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo del diputado Jorge Humberto
López Portillo Basave, del Grupo Parlamentario del PRI

Jorge Humberto López-Portillo Basave, diputado a la LXI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional, en uso de la facultad que le confieren los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 39 numeral 3, 40, numeral 1,
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, fracción I del artículo 6, 77 y 182, y
cumpliendo con los requisitos del artículo 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, me permito someter al pleno de esta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto.

Exposición de Motivos

La Ley Federal del Trabajo preceptúa las garantías sociales
consagradas en el artículo 123 de la Ley Suprema, con-
templando las bases para regular las relaciones laborales,
como ordenamiento legal contemplan normas tanto sustan-
tivas de derecho, como adjetivas de proceso, también se in-
corpora la creación de los órganos encargados de lograr la
aplicación de la ley laboral, constituidos como Institucio-
nes del Estado, además como Código supletorio de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, con el
firme propósito de regular el derecho al trabajo dentro un
marco de equilibrio entre obreros y patrones para proteger
a los trabajadores.

Como Código de carácter procesal o de forma, se observan
las normas procésales laborales las cuales no pueden ser
obscuras, deficientes o contener lagunas ni muchos menos
tener Obstáculos que Interrumpan el Procedimiento Labo-
ral que atenten contra los derechos obrero patronales o de
particulares ajenos a la controversia. 

De igual manera en el procedimiento no sólo existen las
partes que promueven, defienden, accionan y se excepcio-
nan dentro del proceso, sino que existen otros sujetos pro-
césales como son los terceros ajenos que sin ser parte,
pueden intervenir cuando se les lesiona en un derecho pro-
pio a causa de una litis ajena a la laboral, del mismo modo
pueden actuar en el proceso para ejercer un derecho o cum-
plir con una obligación. 
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Por la mismas razón por la cual, la acción procesal es con-
cebida como el poder jurídico de provocar la actividad de
juzgamiento de un órgano que decida los litigios de intere-
ses jurídicos, derecho que se extiende para no afectar las
garantías individuales de terceros perjudicados. 

Como se advierte dentro del sistema jurídico laboral, la
Ley Federal de Trabajo entre los diversos derechos a favor
de la clase trabajadora norma el procedimiento de Huelga,
como la principal medida de control de los trabajadores re-
conocida jurídicamente para suspender temporalmente las
relaciones laborales y de producción de una empresa, mis-
ma tiene por objeto conseguir del patrón el equilibrio entre
los factores de la producción, procurando la armonización
del capital y del trabajo ante la celebración de un contrato
colectivo de trabajo o pedir su revisión; compeler al acuer-
do de un contrato de ley o pedir su revisión; demandar el
cumplimiento del contrato colectivo o contrato de ley, si se
hubiese violado; reclamar el cumplimiento sobre la legali-
dad en relación con la participación de utilidades; revisión
salarial contractuales. 

Es importante precisar que el procedimiento de huelga no
solamente se encuentra previsto en la parte procesal de la
ley federal del trabajo, sino también, los preceptos que es-
tablecen el derecho sustancial de huelga, que contienen ex-
cepciones protectoras del procedimiento de huelga. 

Es así, que el artículo 924 de La Ley federal del Trabajo,
en su primer párrafo establece, que a partir de la notifica-
ción del pliego de peticiones o emplazamiento a huelga,
deberá de suspenderse toda ejecución de sentencia algu-
na, tampoco podrá practicarse embargo, aseguramiento, di-
ligencia o desahucio, en contra de la empresa o estableci-
miento, así como el secuestro de los bienes del local.

Como podemos apreciar el artículo 924 tiene como objeto
que desde el emplazamiento a huelga se aseguren los dere-
chos de los trabajadores, contenidos en el artículo 123
constitucional, por tal razón, establece una medida cautelar
tendiente a proteger los derechos de los trabajadores, para
que no sean defraudados por los patrones evitando que es-
tos ejecuten actos tendientes a dilapidar, ocultar o enajenar
bienes. 

De lo anterior se observa que lo preceptuado, es inconsti-
tucional, ya que afecta a particulares ajenos a la relación
laboral, al privarlos de sus derechos litigiosos al impedir-
les tener la oportunidad de una defensa jurídica, privación
que se presenta con motivo del ejercicio del derecho de

huelga de los trabajadores, al suspender sus derechos de
acudir a los tribunales a que se les imparta justicia.

Es evidente, que por defender los derechos de los trabaja-
dores que constitucionalmente se garantizan, al tener pre-
ferencia sobre cualquier crédito, préstamo u obligación, es
innegable que este derecho no puede tener prelación sobre
derechos reales de particulares ajenos a la relación labo-
ral, ya que invariablemente se omitió contemplar un pro-
cedimiento adecuado en el que se respeten derechos a la
propiedad, derechos que fueron causa de grandes luchas
sociales por defenderlos, del mismo modo los derechos de
los particulares legalmente tutelados por el Estado.

Ciertamente la suspensión restrictiva contemplada en el ar-
tículo 924 de la ley federal del trabajo es inconstitucional
por atentar contra las garantías constitucionales, consagra-
das en los artículo 14 donde norma el derecho de audien-
cia, al igual que el 17 que establece una impartición de
justicia rápida, al no permitir que una persona ajena acu-
da ante los tribunales a que se le imparta justicia, en razón
de que una suspensión como medida cautelar, prohíbe cual-
quier actuación judicial, en espera que se resuelva el con-
flicto laboral que ocasiona la Huelga, la cual puede perdu-
rar demasiado tiempo. 

Más aun, si se toma en cuenta que la suspensión de toda di-
ligencia judicial en contra del patrón originada por la huel-
ga puede ser prorrogada indefinidamente, con ello la nor-
ma protege al patrón, propiciando que deje de cumplir con
las obligaciones contraídas con otros acreedores, privándo-
los del derecho de ejecutar las sentencias contra el patrón o
de asegurar sus créditos.

Propuesta de la iniciativa

En ese contexto el propósito de la iniciativa es que se re-
forme el artículo 924 de la Ley Federal del Trabajo, para
que se elimine la prohibición de practicar cualquier di-
ligencia judicial, para permitir que los particulares o
terceros interesados en el momento que se presenten en el
lugar donde se emplazó a huelga se practiquen diligencias
judiciales, aseguren sus créditos y ejecuten las sentencias
que tengan en contra del patrón, en el orden de preferencia
que legalmente corresponda.

En consecuencia deberán entregar al otro día por escrito
dando aviso a la junta de conciliación y arbitraje de sus ac-
tuaciones judiciales, a su vez la Junta en el término de 48
horas, autorizara que se lleve a cabo las diligencias judi-
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ciales. En caso de embargo o secuestro quedara como de-
positaria la persona que señale la Junta, misma que actua-
rá bajo su más estricta responsabilidad, para hacer valer los
derechos de los particulares, con el propósito de que las ac-
tuaciones judiciales conserven su validez. En el caso de los
créditos, la junta procederá igualmente para que los mis-
mos los tengan en consideración al momento de liquidar en
el orden de preferencia que legalmente corresponda.

De esta forma, no se violan las garantías constitucionales
de audiencia y de administración de justicia, para todos
aquellos particulares ajenos que se vean afectados o priva-
dos en sus derechos reales o personales, evitando con ello
que se les impida el derecho de ejercicio que legalmente les
pertenece, máxime cuando los particulares o sus bienes son
ajenos a la relación laboral que motivo el emplazamiento a
huelga. 

Lo anterior se fundamenta en lo que preceptúa el artículo
123 fracción XXIII apartado A de la Carta Magna que es-
tablece el derecho de preferencia de créditos de los traba-
jadores, y que solamente será en el caso de concurso o
quiebra, no obstante la ley Federal del Trabajo en su artí-
culo 113, ha ido más allá de lo que ordena la Ley Suprema,
al contemplar que los créditos laborales tienen prelación
sobre cualquier tipo de crédito.

De ahí parte que la protección del 113 de la ley federal del
trabajo, afecta injustificada e innecesariamente derechos de
terceros ajenos a la relación laboral, porque tendrán que
hacer valer sus derechos por la vía del amparo y a su vez la
Suprema Corte declarara la inconstitucional de la prohibi-
ción de llevar a cabo actuaciones judiciales, protección
que será concedida para ejercer sus derechos.

Evidentemente el artículo 113 de la Ley federal del Traba-
jo se ha interpretado y aplicado de manera errónea por los
presidentes de la Juntas de Conciliación y Arbitraje, porque
del mismo se desprende en su parte final que será sobre
todos los bienes aun reales sólo del patrón, pero no así
sobre derechos reales de terceros ajenos, ya que en la ma-
yoría de ocasiones hay bienes inmuebles arrendados, cré-
ditos hipotecarios en donde está en peligro el capital de
particulares, créditos de financiamiento todos adquiridos
con antelación a la solicitud de huelga, motivo por lo que
se afecten intereses de particulares o de terceros.

Es claro lo que preceptúa la norma laboral al respecto de
los bienes sólo del patrón y no de particulares o Tercero
Ajenos a la controversia laboral, en ese tenor los que im-

parten justicia no deben interpretar donde la ley no dispo-
ne situación distinta a interpreta, y más aun si el Legislador
ha plasmado en la norma que sólo serán los bienes de los
patrones, así como tampoco el legislador debe ir más allá,
porque de acuerdo aún razonamiento lógico jurídico no se
puede sobreproteger los derechos de los trabajadores ante
los derechos de particulares tercero ajenos. 

Cabe decir que la Suprema Corte de Justicia se ha pronun-
ciado desde hace más de 20 años, en la prohibición de
suspender actuaciones judiciales que es Inconstitucional,
al mismo tiempo la existencia de una disposición de pro-
hibir o llevar a cabo actuaciones judiciales, la cual era
también aditiva por el artículo 453 de la ley Federal del tra-
bajo de 1971, dicha inconstitucionalidad que no fue resul-
ta en las reformas de la Ley Federal del Trabajo de 1981 y
que actualmente prevé el correlativo artículo 924 de la Ley
Federal del Trabajo vigente. 

En ese tenor se ha pronunciado la Suprema Corte de Justi-
cia en diversas Tesis y Jurisprudencias, en sentido general
ha sostenido que “cualquier disposición que tienda a impe-
dir que se administre justicia, de acuerdo con las preven-
ciones de la ley, importa una violación del artículo 17 cons-
titucional, visible en el semanario judicial de la federación,
Quinta Época. T. V, septiembre de 1919, p 417, “Inconsti-
tucionalidad de la ley de administración pública.”

De igual forma, de manera específica declaró en su mo-
mento, jurídico inconstitucional la disposición consagrada
en el artículo 453, anterior a la reforma de 1980, y poste-
riormente ha declaro inconstitucional el artículo 924 vi-
gente, ambos de la Ley Federal del Trabajo que ordena
que a partir de la notificación del emplazamiento a
huelga, no podrá practicarse ninguna ejecución de sen-
tencia, embargo, aseguramiento, desahucio ni diligen-
cia en contra de la empresa o establecimiento emplaza-
do, visibles en el semanario judicial, establecido en dos
tesis de la séptima época; “Ley Federal del Trabajo, el
artículo 453 de la, viola el artículo 17 constitucional”,
visible en los vols. 145 150, 1ª parte, p 121, Así como
“Huelga suspensión y ejecución de procedimientos en
caso de emplazamiento a. El párrafo tercero el artículo
453 de la Ley Federal del Trabajo viola el artículo 14
constitucional,” visible en los, vols. 181-186, 1ª parte, p
70.

Posteriormente la Suprema Corte sostuvo su postura, al ra-
tificar su criterio de la prohibición de practicar cualquier
diligencia en el procedimiento de huelga es inconstitu-
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cional, disposición que preceptúa el artículo 924 de la Ley
Federal del Trabajo de 1981, correlativo del artículo 453 de
la ley laboral derogada de 1971, de nueva cuenta era in-
constitucional, en razón de seguir contemplando la prohi-
bición de practicar diligencias judiciales, citándolo en la
Jurisprudencia. “Huelga, el criterio de que el artículo
924 de la Ley Federal del Trabajo es violatorio de los
artículos 14 y 17 constitucionales, es aplicable aun en
los casos en que haya estallado la, pese a la acción otor-
gada por el artículo 929 del mismo ordenamiento”, vi-
sible en la octava época, t. I, 1ª parte, enero de 1988, p. 27. 

De la misma Jurisprudencia se desprende que sigue siendo
violatoria de la garantía de audiencia y de impartición de
justicia, además de hacer más extensivo su criterio, ya que
anteriormente sólo era en la notificación de la Huelga, aho-
ra se pronuncia que aun estallando la huelga sigue siendo
inconstitucional prohibir cualquier actuación judicial. 

Es relevante precisar un hecho importante, que la Suprema
Corte de Justicia reunida en Pleno, en sesión celebrada el
23 de junio de 1988, por unanimidad de votos de los
veintiún Ministros Numerarios que entonces la integra-
ban, confirma cuatro ejecutorias previas resueltas a par-
tir del año de 1976, emitiendo una tesis de jurisprudencia
definida en la que se declara la inconstitucionalidad por
violación de la garantía de audiencia, del artículo 924 de la
Ley Federal del Trabajo, en la tesis “Trabajo, Ley Fede-
ral de, el artículo 924 es violatorio de la garantía de au-
diencia.” Visible en la octava época t I, 1ª parte, enero a ju-
nio de 1988, p. 167.

Si recordamos la posición jurídica que tiene la jurispruden-
cia dentro de nuestro derecho, prácticamente se puede de-
cir que el artículo 924 de la ley federal del trabajo esta de-
rogado, solo requiere que el particular afectado se ampare
para que se le conceda el acto reclamado. 

Es sorprendente que 21 veintiún personas unifiquen un cri-
terio para emitir un fallo en el mismo sentido en los térmi-
nos de declarar inconstitucional un precepto, conside-
rando que la Suprema Corte siempre cambia de criterios,
pero en este caso y en diversas épocas han estado de
acuerdo en su razonamiento, por tanto el Congreso de la
Unión no puede hacer caso omiso de corregir la inconsti-
tucionalidad que con motivo de la aplicación del párrafo
primero del artículo 924, los particulares o terceros puedan
ser afectados o privados de sus derechos, para corregir la
violación a la garantía de audiencia e impartición de justi-
cia que implica el precepto citado.

Por tanto, la Corte ha sustentado firmemente que esta dis-
posición es contraria a las garantías individuales consagra-
das en la carta Magna, en el artículo 14 debido que atenta
contra el derecho de audiencia de los gobernados, igual-
mente el artículo 17 constitucional, porque permite que las
autoridades retrasen indefinidamente la función de admi-
nistrar justicia, al impedir a los tribunales puedan cumplir
con su obligación de administrar justicia en los términos de
establece la Ley.

Las leyes como la actuación personal de las autoridades no
pueden ser omisas o contrariar a las formalidades esencia-
les del procedimiento, ya que en todo caso lo convierte en
inconstitucionales, tanto la conducta de la autoridad, como
las leyes en cuanto a lo que regulan sus preceptos.

Finalmente con el propósito de que los particulares no si-
gan solicitando el amparo y protección de la justicia con
amparos que son innecesarios, debido a que la autoridad
les concederá la suspensión del acto reclamado por ser In-
constitucional, además que retrasa más la administración
de justicia, tanto para los trabajadores como para los parti-
culares ajenos a la relación laboral. La verdad los únicos
perjudicados son realmente los trabajadores, en consecuen-
cia es necesario reformar el artículo 924 de la Ley Federal
del Trabajo, para con ello, eliminar tantas Tesis y Jurispru-
dencias emitidas por la Suprema Corte, y así tener un so-
lo criterio normado en la ley, con lo cual se dará certi-
dumbre tanto a lo que establece el artículo 113 en su parte
final al ser especifico que sólo será sobre todos los bie-nes
aun los reales del patrón, como lo que preceptúa el capítu-
lo II de las Tercerías y Presencias del Crédito, ya que la ley
federal del trabajo en su parte procesal, instaura el procedi-
miento a seguir en los caso de tercerías de preferencia.

En ese contexto, es menester actualizar no sólo las leyes
que son notoriamente atrasadas, sino las que son incon-
gruentes con la realidad jurídica, máxime sin son Inconsti-
tucionales, así se evitan confusiones procesales y judiciales
que atenten contra los derechos de los ciudadanos.

En el entendido que jurídicamente es imposible atentar
contra los principios procésales, estableciendo prohibicio-
nes a las propias actuaciones judiciales, provocando que
las partes ajenas a la controversia laboral se vean afecta-
dos en sus derechos legalmente tutelados, por tener que
promover solamente por la vía de amparo una inconstitu-
cionalidad, de lo contrario nos se puede practicar diligen-
cia judicial alguna, en suma no se puede seguir permitien-
do que se atente contra los derechos de particulares.
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La jurisdicción de los jueces no se puede estar supedita a
los presidentes de las juntas, ni a contrario sensu, al prohi-
birles impartir justicia, al igual que negar el derecho de au-
diencia por una prohibición, sólo para dar celeridad a los
juicios laborales, debido que el trámite procesal queda su-
jeto a una prohibición de llevarse a cabo más actuaciones
dentro de la notificación de huelga, medida que atenta con-
tra los derechos de las partes, que por consecuencia de una
controversia obrero-patronal se encuentran interrumpidos
sus derechos constitucionales.

Al no actuarse con prontitud resultaría ineficaz la adminis-
tración de justicia, con el fin de evitar cualquier demora en
la sustanciación de las controversias, en razón a que los
principios rectores del procedimiento laboral referente a la
Huelga, son nugatorios de los derechos constitucionales de
los artículos 14 y 17 constitucional, por tener una prohibi-
ción que suspende los derechos de particulares al impedir
cualquier actuación judicial, situación que retrasa el con-
flicto en vez de resolver las relaciones de trabajo.

De lo antes expuesto y en uso de las atribuciones citadas en
el proemio de este documento, someto a la consideración
del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el se reforma el artículo 924 de la Ley Fe-
deral del Trabajo

Único. Se reforma el artículo 924 de la Ley Federal del
Trabajo, para quedar como sigue: 

Artículo 924. A partir de la notificación del pliego de pe-
ticiones con emplazamiento a huelga, podrá practicar-
se la ejecución de sentencias con la autorización de la
Junta el aseguramiento o diligencias, en contra de la
empresa o establecimiento sin afectar el procedimiento
de huelga, teniendo preferencia los derechos de los tra-
bajadores, quedando como responsable la junta de los
bienes o del cumplimiento de las sentencias, al momen-
to de que la huelga se declara justificada o injustifica-
da. 

En el caso del secuestro de bienes del local en que se en-
cuentren instalados, quedaran bajo la responsabilidad
de la junta, para que los mismos sean entregados, des-
pués de que los bienes en custodia por la junta se ubi-
quen en otro local, en un término de 5 días hábiles.

Para cumplir con la sentencia de desahucios el patrón
queda notificado, debiendo avisar al presidente para

que al momento que se resuelva la huelga de justificada
o injustificada se desaloje, previa ubicación de los bie-
nes en otro local en un término de 5 días hábiles.

En la práctica de diligencias antes de estallar la huelga,
siempre se estará a lo siguiente:

I. a la VI.

Serán preferentes para liquidar los créditos los dere-
chos de los trabajadores de acuerdo a lo que estable-
ce la fracción I de este artículo.

Respecto de los demás creiditos se estará a los dis-
puestos a lo que establece el Capitulo II de esta Ley,
para ser liquidados en el orden de preferencia que le-
galmente corresponda en que hubieren exigido la
obligación contractual, sobre los créditos a que se re-
fieran las fracciones II, III y IV de este precepto.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se deroga cualquier disposición contraria a lo
establecido en este decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los 13 días del mes de abril de 2011.— Diputado Jorge
Humberto López-Portillo Basave (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social
para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCION Y SERVICIOS - 

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
De la diputada Georgina Trujillo Zentella se recibió inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo sexto
transitorio de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios, y el artículo segundo transitorio de la Ley
de Coordinación Fiscal. 
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La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma los artículos sexto transito-
rio de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios y segundo transitorio de la Ley de Coordinación
Fiscal, a cargo de la diputada Georgina Trujillo Zentella,
del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6o., fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la suscri-
ta legisladora, Georgina Trujillo Zentella, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, propone a esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo sexto
de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios y el artículo segundo
transitorio de las disposiciones transitorias de la Ley de
Coordinación Fiscal.

La suscrita legisladora, con fundamento en lo establecido
en la fracción XXIV del artículo 73 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, propone a esta
asamblea la aprobación de la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto, con base en:

Exposición de Motivos

El 20 de junio del año 2007 el Ejecutivo federal envió al
honorable Congreso de la Unión un paquete de reformas
fiscales que se identificó como “reforma integral de la Ha-
cienda Pública”.

Dentro de ese paquete se propuso la adición de un último
párrafo al numeral 5 de la fracción XXIX del artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
con el propósito de otorgar facultades a las entidades fede-
rativas adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fis-
cal para que pudieran imponer contribuciones locales a la
venta final de gasolinas y diesel, así como al consumo fi-
nal de tabacos labrados y cervezas. Sin embargo, dicha ini-
ciativa de reforma constitucional fue registrada como “no
dictaminada”, por las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales y de Hacienda y Crédito Público.

En ausencia del dictamen y con el propósito de fortalecer
las haciendas estatales, en 2007, el Congreso de la Unión
aprobó el “Decreto por el que se reforman, adicionan, de-
rogan y abrogan diversas disposiciones fiscales, para forta-

lecer el federalismo fiscal”, el cual estableció de manera
transitoria cuotas a la venta final en territorio nacional de
gasolinas y diesel, además de un mecanismo para su mi-
nistración y distribución en las entidades federativas, cuyo
objetivo fue apoyar a las entidades federativas en ausencia
de la reforma constitucional y complementar las medidas
planteadas en la reforma fiscal.

Por consiguiente, en la fracción II al artículo 2o.-A, de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios
(LIEPS), adicionada en 2008, se establecieron las cuotas
adicionales por la venta final al público en general de ga-
solina y diesel que se realicen dentro del territorio nacio-
nal:

• Gasolina Magna: 36 centavos por litro

• Gasolina Premium UBA: 43.92 centavos por litro

• Diesel: 29.88 centavos por litro

Asimismo, en el artículo 4-A de la Ley de Coordinación
Fiscal se estableció que la recaudación derivada de estas
cuotas se dividiría en dos partes.

• 9/11 corresponden a las entidades federativas adheri-
das al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal en fun-
ción del consumo efectuado en su territorio.

• 2/11 se destinan al Fondo de Compensación, el cual se
distribuye entre las 10 entidades federativas con los me-
nores niveles de PIB per cápita no minero y no petrole-
ro.

En este marco, las 32 entidades federativas suscribieron el
anexo 17 al Convenio de Colaboración Administrativa.

Sin embargo, en la fracción III, del artículo sexto de dispo-
siciones transitorias de la LIEPS se estableció que a partir
del 1º de enero de 2012 se disminuirán las cuotas de IEPS
causadas por la enajenación de gasolinas y diesel para que-
dar en 2/11.

Lo anterior tendrá las siguientes implicaciones:

• Las 32 entidades federativas dejarán de percibir en
2012 más de 20 mil 872 millones de pesos y, para 2013
se estima que dicha cantidad ascenderá a más de 21 mil
727 millones de pesos.
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• Asimismo, los recursos que las entidades dejarán de
percibir por las 9/11 partes de las cuotas de IEPS de
combustibles representan alrededor de 17% del gasto
que las entidades destinan a inversión pública estatal.

• A partir de 2012 algunas entidades sólo realizarán el
trabajo de recaudación de cuotas en beneficio de aque-
llas con menor PIB per cápita no minero y no petrolero,
dado que las 2/11 partes se continuarán destinando al
Fondo de Compensación a que hace referencia la Ley de
Coordinación Fiscal.

• Comparativamente, la estimación de pérdida en 2012
con respecto a los ingresos propios de las entidades fe-
derativas representa 33.4% (promedio nacional), desta-
cando que aquellas que más se verán afectadas serán:
Tlaxcala, Nayarit, Zacatecas, Tabasco, Guerrero, Oaxa-
ca, Michoacán, Puebla, Veracruz y Coahuila, cuya pro-
porción se encuentra por arriba del promedio nacional.

Derivado de la pérdida que representaría esta medida para
las finanzas de las entidades federativas, es de suma im-
portancia el análisis de alternativas tendientes a restituir o
mantener estos ingresos.

Por todo lo anterior someto a la consideración de esta so-
beranía el siguiente proyecto de

Decreto que reforma la Ley del Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios y la Ley de Coordinación
Fiscal.

ARTÍCULO PRIMERO. Se modifica la fracción III del
Artículo Sexto y se agrega un Artículo Transitorio a las
Disposiciones Transitorias de la Ley del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios, para quedar como sigue:

Artículo Sexto. Las reformas y adiciones a los artículos
2o.-A, 2o.-B, 7o. y 8o. de la Ley del Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios, entrarán en vigor a los quince
días naturales siguientes a la fecha de publicación de este
Decreto en el Diario Oficial de la Federación.

Las cuotas previstas en el artículo 2o.-A, fracción II de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios
para la venta al público de gasolinas y diesel, se aplicarán
de manera gradual, de conformidad con lo siguiente:

I. ...

II. ...

III. A partir del 1o. de enero de 2014, las cuotas previs-
tas en el artículo 2o.-A, fracción II de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, se dismi-
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nuirán en una proporción de 9/11 para quedar en 2/11 de
las cuotas contenidas en dicho artículo.”

Transitorios

Primero. ...

Segundo. Para los efectos de lo previsto en la fracción
III del artículo Sexto, se deberán reformar la disposi-
ciones aplicables para que las entidades federativas ad-
heridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal
puedan imponer contribuciones locales a la venta final
de gasolinas.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforma el tercer párrafo de
la fracción III del Artículo Segundo Transitorio de las Dis-
posiciones Transitorias de la Ley de Coordinación Fiscal,
para quedar como sigue:

Artículo Segundo. Para los efectos de las modificaciones
a la Ley de Coordinación Fiscal previstas en el artículo an-
terior se estará a lo siguiente:

I. ...

…

II. ...

…

III. ...

...

El 1o. de enero de 2014, quedará derogada la fracción I
del artículo 4o.-A de la Ley de Coordinación Fiscal. A
partir de esa fecha, las cuotas federales aplicables a la
venta final de gasolina y diesel, previstas en el artículo
2o.-A, fracción II de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios, se disminuirán en 9/11. El re-
manente de 2/11 se destinará al Fondo de Compensa-
ción a que se refiere la fracción II del primer artículo
mencionado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de abril de 2011.— Diputada
Georgina Trujillo Zentella (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
para dictamen.

CODIGO PENAL FEDERAL

El diputado Ariel Gómez León (desde la curul): Presi-
dente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
El diputado Gómez León.

El diputado Ariel Gómez León (desde la curul): Gracias,
señor presidente. Para pedirle de manera verbal que me
ayude para bajar la iniciativa que su servidor ha presenta-
do con moción para el artículo 299 penal, para retirarla, si
es tan amable, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Así se hace, señor diputado. Quienes la retiraron el día de
ayer también están retiradas el día de hoy; así fue expresa-
do por los señores coordinadores; y continúa el trámite pa-
ra mañana.

LEY FEDERAL PARA EL FOMENTO DE LA
MICROINDUSTRIA Y LA ACTIVIDAD ARTESANAL

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Del diputado Carlos Manuel Joaquín González se recibió
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 7o. y 37 de la Ley Federal para el Fomento de la Mi-
croindustria y la Actividad Artesanal. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma los artículos 7o. y 37 de la
Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la Ac-
tividad Artesanal, a cargo del diputado Carlos Manuel Joa-
quín González, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Carlos Manuel Joaquín González, en
ejercicio de la facultad que confieren los artículos 71, frac-
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ción II, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 55, 56 y 62 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el se adi-
ciona la fracción V al artículo 7o. y se reforma la facción
III del artículo 37 de la Ley Federal para el Fomento de la
Microindustria y la Actividad Artesanal, de conformidad
con los siguientes

Antecedentes

La Ley para el Fomento de la Microindustria y la Actividad
Artesanal fue publicada el 26 de enero de 1988 y entró en
vigor el día siguiente. La única reforma que se ha realiza-
do a la Ley se publicó el 22 de julio de 1991, entrando en
vigor al día siguiente de su publicación. La finalidad de es-
ta ley es fomentar el desarrollo de la microindustria, de la
industria de y para artesanos auxiliados por otros artesanos,
a efecto de que, contando con apoyos fiscales, financieros,
de mercado y de asistencia técnica, así como de facilidades
para su funcionamiento, las autoridades locales y munici-
pales en particular, la impulsen y promuevan, con el auxi-
lio en la esfera administrativa federal. Esta ley facilita la
constitución y el funcionamiento de las personas morales,
simplifica trámites administrativos ante autoridades fede-
rales y promueve la coordinación con autoridades locales o
municipales con este fin.

Exposición de Motivos

La Ley para el Fomento de la Microindustria y la Actividad
Artesanal tiene por objeto fomentar el desarrollo de la mi-
croindustria y de la actividad artesanal, mediante el otor-
gamiento de apoyos fiscales, financieros, de mercado y de
asistencia técnica, así como a través de facilitar la consti-
tución y funcionamiento de las personas morales corres-
pondientes, simplificar trámites administrativos ante auto-
ridades federales y promover la coordinación con
autoridades locales o municipales para este último objeto.

La microindustria ha prosperado por la confluencia de múl-
tiples factores como son la tradicional artesanal, la ubica-
ción geográfica, la existencia de un mínimo de condiciones
básicas para la creación de ciertos trabajos, entre otras. Por
esas razones es necesario apoyar las ramas industriales
donde predomina este tipo de producción en México.

Desde una perspectiva territorial, las pequeñas unidades de
producción se localizan principalmente en la ciudad de
México y sus alrededores, por esto es necesario apoyar a
las microindustrias localizadas en zonas turísticas para que
con esto se pueda lograr una elevada creación de empleos
y como consecuencia un crecimiento económico del área.

El futuro de los pequeños productores depende fundamen-
talmente del mercado interno y por lo tanto, de cómo evo-
lucione el poder adquisitivo de la sociedad mexicana.

De esa manera, es necesario emprender un esfuerzo para
que las pequeñas industrias ubicadas en zonas turísticas se
consideren como un lugar de movilidad económica y so-
cial. La pequeña industria establecida en regiones turísticas
participa en el proceso de acumulación de capital, hacien-
do viable la articulación productiva entre sectores hetero-
géneos y facilitando la integración laboral mediante la cre-
ación de empleos.

El desarrollo turístico de nuestro país se ha dado, en gran
medida, gracias al esfuerzo que de manera constante han
venido realizando las micro, pequeña y medianas empresas
turísticas, siendo así un soporte estratégico de la actividad
turística. Es por esto que considero necesario apoyar a las
microindustrias para generar inversiones, empleos y com-
batir la pobreza, en las zonas con atractivos turísticos com-
petitivos. De esta manera el turismo, como prioridad na-
cional, es una herramienta que puede ser utilizada para
fomentar esquemas de productividad y competitividad.

Para potenciar la productividad y competitividad de la eco-
nomía mexicana y lograr un crecimiento económico soste-
nido y acelerar la creación de empleos, es necesario impul-
sar la creación de microindustrias en zonas con alto
porcentaje de turistas, creando empleos que servirán como
un vehículo eficaz para la instalación y permanencia de
nuevas microindustrias.

En este sentido considero: De suma importancia que la Ley
para el Fomento de la Microindustria y la Actividad Arte-
sanal reconozca expresamente la importancia del sector tu-
rístico en el desarrollo de acciones que permitan a la mi-
croindustria turística incrementar su competitividad.

Que la importancia que representa la actividad turística pa-
ra el país se refleja como instrumento de transformación y
de mejora en la calidad de vida de los mexicanos, así como
motor de crecimiento y desarrollo del país. De esta mane-
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ra es necesario promover y fomentar el fortalecimiento, la
profesionalización y certificación de las microindustrias
ubicadas en zonas turísticas del país.

Estimo necesario promover la participación del sector tu-
rístico para facilitar a la microindustria el acceso a apoyos
y estímulos que le ofrezcan las herramientas necesarias pa-
ra mejorar su desempeño en la producción artesanal y de
esta manera ayudar al desarrollo del sector turístico del
país.

Por las consideraciones expuestas, me permito presentar a
esta soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción V al artículo
7o. y se reforma la facción III del artículo 37 de la Ley
Federal para el Fomento de la Microindustria y la Ac-
tividad Artesanal, con la finalidad de promover el tu-
rismo

Único. Se adiciona la fracción V al artículo 7o. y se re-
forma la facción III del artículo 37 de la Ley Federal para
el Fomento de la Microindustria y la Actividad Artesanal,
para quedar como sigue:

Artículo 7o. …

I. a IV. …

V. Promoverá la participación del sector turístico en el
desarrollo de acciones que permitan a las microindus-
trias en regiones turísticas mejorar su desempeño en la
producción artesanal.

Artículo 37. …

I. y II. …

III. Proponer la forma y términos para el otorgamiento
y aplicación de los apoyos y estímulos a que se refiere
esta ley para el desarrollo de acciones que permitan a la
microindustria en regiones turísticas incrementar su
competitividad.

IV. a IX. …

A) a C) …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2011.—
Diputado Carlos Manuel Joaquín González (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Del diputado Carlos Manuel Joaquín González se recibió
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
29 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma el artículo 29 de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado, a cargo del diputado Carlos
Manuel Joaquín González, del Grupo Parlamentario del
PRI

El suscrito, diputado Carlos Manuel Joaquín González, en
ejercicio de la facultad que le confieren los artículos 71,
fracción II, 72, 73 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 55, 56 y 62 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
la consideración de esta honorable asamblea, la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción
VII del artículo 29 de la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado, de conformidad con la siguiente:

Antecedentes

En diciembre de 2002, el Congreso de la Unión modificó
el artículo 29 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado pa-
ra permitir que los servicios de hotelería que son contrata-
dos desde el extranjero para la realización de congresos,
convenciones, exposiciones o ferias sean gravados con una
tasa de 0 por ciento. La reforma inició su vigencia a partir
del primero de enero de 2004, quedando como sigue:
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Artículo 29. Las empresas residentes en el país calcularán
el impuesto aplicando la tasa del 0 por ciento al valor de la
enajenación de bienes o prestación de servicios, cuando
unos u otros se exporten.

VII. La prestación de servicios de hotelería y conexos rea-
lizados por empresas hoteleras a turistas extranjeros que in-
gresen al país para participar exclusivamente en congresos,
convenciones, exposiciones o ferias a celebrarse en Méxi-
co, siempre que dichos extranjeros les exhiban el docu-
mento migratorio que acredite dicha calidad en los térmi-
nos de la Ley General de Población, paguen los servicios
de referencia mediante tarjeta de crédito expedida en el ex-
tranjero y la contratación de los servicios de hotelería y co-
nexos se hubiera realizado por los organizadores del even-
to.

Para los efectos del párrafo anterior, se entiende por servi-
cios de hotelería y conexos, los de alojamiento, la trans-
portación de ida y vuelta del hotel a la terminal de autobu-
ses, puertos y aeropuertos, así como los servicios
complementarios que se les proporcionen dentro de los ho-
teles. Los servicios de alimentos y bebidas quedan com-
prendidos en los servicios de hotelería, cuando se propor-
cionen en paquetes turísticos que los integren.

Los contribuyentes a que se refiere esta fracción deberán
registrarse ante el Servicio de Administración Tributaria y
cumplir los requisitos de control que establezca el regla-
mento de esta Ley, en el cual se podrá autorizar que el pa-
go de los servicios se lleve a cabo desde el extranjero por
otros medios. En dicho reglamento también se podrá auto-
rizar el pago por otros medios, cuando los servicios a que
se refiere esta fracción, se contraten con la intermediación
de agencias de viajes.

La posibilidad de calcular el IVA con una tasa 0 por ciento
para congresos, convenciones, exposiciones y ferias se da
al efectuarse por organizadores de eventos residentes en el
extranjero. Dicha modificación permite beneficiar la acti-
vidad turística pero la medida es insuficiente, debido a que
se omitió otra de las principales fuentes de ingreso para el
turismo, los viajes de incentivo.

Exposición de Motivos

El turismo en México representa un instrumento de trans-
formación y de mejora en la calidad de vida de los mexi-
canos, así como motor de crecimiento y desarrollo del país.
Los beneficios del turismo para la economía nacional re-

presentan una de las principales herramientas para el creci-
miento del producto interno bruto.

Uno de los segmentos más importantes en la industria es el
turismo de negocios. Anteriormente la Secretaría de Turis-
mo señalaba que el turismo de reuniones de negocios se de-
nominaba solamente como turismo de negocios, en virtud
de que estaban contemplados dos tipos de turismo en un
mismo segmento, el turismo individual y el grupal. El tu-
rismo de negocios individual, se entiende por la persona
que se desplaza y visita un destino turístico específico en
función de las actividades laborales y profesionales que
desarrolla, además de realizar actividades basadas en el tra-
bajo, por el cual viaja, y las cuales son personas frecuente-
mente llamadas viajeros de negocios. Por el contrario en el
turismo de negocios grupal, se tiene la posibilidad de se-
leccionar el destino turístico donde se realice un congreso,
convención o viaje de incentivos, siempre y cuando se
cumpla con los requisitos para su organización.

El turismo de negocios es un conjunto de corrientes turísti-
cas cuyo motivo de viaje está vinculado con la realización
de actividades laborales y profesionales llevadas a cabo en
reuniones de negocios con diferentes propósitos y magni-
tudes. El turismo de negocios grupal genera una derrama
económica importante, ya que se selecciona el destino tu-
rístico donde se realicen los congresos, convenciones o
viaje de incentivos, y esto genera que los eventos requieran
de una diversidad de servicios, los cuales los organizadores
de los eventos contratan, entre los que se encuentran los
alimentos, agencias de viajes, vuelos, renta de autos, y
guías de turistas, entre otros. Es por esto que una de las
principales fuentes de ingresos del turismo mexicano pro-
viene de exposiciones, convenciones, ferias y viajes de tu-
rismo de incentivo.

Es importante mencionar que dentro del turismo de nego-
cios están incluidos los viajes de incentivo, los cuales con-
sisten en una estrategia moderna gerencial utilizada para
lograr metas empresariales fuera de lo común al premiar a
los participantes con una experiencia extraordinaria de via-
je. Por lo tanto, el viaje de incentivo consiste en que las
empresas premian el desempeño de sus ejecutivos y em-
pleados a través de reconocimientos en especie como son
los viajes a distintos destinos turísticos del mundo, el cual
tiene la característica que son pagados por el corporativo
que los contrata.

El turismo de incentivo es una prioridad para el turismo
nacional, ya que se ha encontrado que los visitantes ex-
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tranjeros que realizan actividades de negocios o visitan el
país por medio de dichos viajes tienen una capacidad de
gasto superior al promedio de los turistas foráneos y gene-
ran mayor derrama económica.

Es necesario impulsar y promover el crecimiento y desa-
rrollo de los viajes de incentivo tratando de orientar las ac-
ciones de los organismos públicos, privados y sociales con
el propósito de fomentar la integración e implementación
de la visión estratégica para la mejora de este tipo de via-
jes. También es necesario impulsar el aumento de los nive-
les de competitividad y sustentabilidad de las empresas,
prestadores de servicios y ciudades receptoras de este tipo
de turismo. Con esto se pretende garantizar el desarrollo
de productos y servicios acorde a las necesidades del mer-
cado.

El segmento de viajes de incentivo es importante debido a
que los servicios demandados por la propia organización
generan un efecto multiplicador que impacta a diversos
sectores productivos en México, traduciéndose en una ma-
yor generación de empleos bien remunerados y en un más
equilibrado desarrollo regional. También es necesario la di-
versificación y promoción de los destinos receptores de
viajes de incentivo y el impulso de la actividad económica
y social de las comunidades a través de estos viajes.

Impulsando la integración de la oferta mexicana que satis-
faga las necesidades de los mercados nacionales e interna-
cionales podernos posicionar a México como uno de los
principales destinos en el mundo para la realización de via-
jes de incentivo. Esto se puede lograr mediante la creación
de mecanismo que permitan integrar al segmento de viajes
de incentivo, junto con los atractivos y ventajas competiti-
vas de cada destino, a fin de potenciar su inclusión en mer-
cados nacionales. Todo esto se puede lograr mediante la ta-
sa de 0 por ciento que se necesita establecer para los viajes
de incentivos.

Los beneficios de establecer la tasa de 0 por ciento a los
viajes de incentivos son los siguientes:

1. Mayor poder adquisitivo, ya que el organizador ex-
tranjero del evento tiene de 10 por ciento a 15 por cien-
to más capacidad de compra para la contratación de más
y mejores servicios.

2. Más viajes de incentivos, ya que otorga a nuestro
país mejores condiciones para competir con otros países
líderes en este segmento.

3. Mayor derrama económica, ya que no sólo repercute
en el incremento del número de eventos, sino que tam-
bién aumenta el número de asistentes extranjeros al
evento y facilita una estadía más prolongada en nuestro
país.

4. Más empleos, ya que el desarrollo de este segmento
contribuye en general a la industria turística, la cual re-
presenta 5.5 por ciento del total de ocupaciones remu-
neradas en el país.

En conclusión, el segmento de viajes de incentivo es una
fuente importante del turismo, por lo que la modificación a
la fracción VII del artículo 29 de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado permitiría mejorar la estacionalidad de la de-
manda turística en los destinos del país, mejorando la ocu-
pación en temporadas bajas, también contribuiría a elevar
el gasto y la estadía promedio de los visitantes en el país,
con lo que se multiplicarían los beneficios para las distin-
tas regiones del país. La tasa 0 por ciento en los viajes de
incentivo implica un impulso a la creación y desarrollo de
micro, pequeñas y medianas empresas en las localidades,
apoyando la generación y distribución del ingreso por tu-
rismo.

En este sentido considero: 

De suma importancia para fortalecer la economía del país
a los viajes de incentivo, los cuales son una fuente impor-
tante de turismo, los cuales son ignorados en el texto vi-
gente de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, ya que
únicamente establece el régimen de tasa 0 por ciento a con-
venciones, congresos, ferias y exposiciones, omitiendo así
la importancia y el potencial del turismo de incentivo.

Necesario establecer tasa 0 por ciento como incentivo para
hacer de México un destino más competitivo en la arena
mundial, debido al potencial que representa para la capta-
ción de divisas el segmento de viajes de incentivo.

Por las consideraciones expuestas, me permito presentar a
esta soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma un artículo de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado con la finalidad de promo-
ver el turismo

Único. Se reforma la fracción VII del artículo 29 de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, para quedar como sigue:
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Artículo 29. …

I. …

II. …

III. …

IV. …

a) …

b) … 

c) …

d) …

e) …

f) ...

g) …

h) …

V. …

VI. …

VII. La prestación de servicios de hotelería y conexos
realizados por empresas hoteleras a turistas extranjeros
que ingresen al país para participar exclusivamente en
congresos, convenciones, exposiciones, ferias o viajes
de incentivos a celebrarse en México, siempre que di-
chos extranjeros les exhiban el documento migratorio
que acredite dicha calidad en los términos de la Ley Ge-
neral de Población, paguen los servicios de referencia
mediante tarjeta de crédito expedida en el extranjero y
la contratación de los servicios de hotelería y conexos se
hubiera realizado por los organizadores del evento.

…

VIII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 26 de abril de 2011.—
Diputado Carlos Manuel Joaquín González (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
para dictamen.

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA
COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, 
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Del diputado Carlos Manuel Joaquín González se recibió
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 2o., 6 y 13 de la Ley para el Desarrollo de la Competi-
tividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. 

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Iniciativa que reforma los artículos 2o., 6o. y 13 de
la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, a cargo del diputado Carlos
Manuel Joaquín González, del Grupo Parlamentario del
PRI

El suscrito, diputado Carlos Manuel Joaquín González, en
ejercicio de la facultad que confieren los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 55, 56 y 62 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 2o. y 6o., así como la fracción II del
artículo 13, de la Ley para el Desarrollo de la Competitivi-
dad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, de confor-
midad con los siguientes

Antecedentes 

La Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa fue publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2002. Es-
ta ley tiene por objeto promover el desarrollo económico
nacional a través del fomento a la creación de micro, pe-
queñas y medianas empresas y el apoyo para su viabilidad,
productividad, Competitividad y sustentabilidad. Asimis-
mo busca incrementar su participación en los mercados, en
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un marco de crecientes encadenamientos productivos que
generen mayor valor agregado nacional. Lo anterior, con la
finalidad de fomentar el empleo y el bienestar social y eco-
nómico de todos los participantes en las micro, pequeñas y
medianas empresas.

Exposición de Motivos

La Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa tiene por objeto promo-
ver el desarrollo económico nacional a través del fomento
a las creaciones de micros, pequeñas y medianas empresas
y el apoyo para su viabilidad, productividad, competitivi-
dad y sustentabilidad. Para poder cumplir con este objetivo
es necesario coordinar acciones entre organismos públicos
y privados para propiciar la planeación del desarrollo inte-
gral de cada entidad federativa, del Distrito Federal y de
los municipios, en congruencia con la planeación nacional.

El turismo es una de las actividades económicas más diná-
micas y con mayor potencial de crecimiento a nivel mun-
dial. El turismo es una actividad compleja, en la que inter-
actúa gran número de elementos, a partir de los cuales se
desarrolla una serie de actividades cuyo objetivo principal
es el abastecimiento de la demanda de bienes y servicios de
los visitantes. Para poder dar abasto a esta demanda es ne-
cesario incorporar un mayor número de micro, pequeñas y
medianas empresas turísticas a esquemas de moderniza-
ción mediante el cual se incremente la competitividad para
que el desarrollo del sector turismo se transforme en uno de
los principales ejes de desarrollo del país.

El sector turístico debe ser reconocido como una pieza cla-
ve en el desarrollo económico del país. El desarrollo turís-
tico de nuestro país se ha dado, en gran medida, gracias al
esfuerzo que de manera constante han venido realizando
las micro, pequeña y medianas empresas turísticas, siendo
así un soporte estratégico de la actividad turística. Tal he-
cho se constata al observar que del total de empresas turís-
ticas 99.7 por ciento son micro, pequeña y medianas em-
presas, generando 67.6 por ciento del personal ocupado en
el sector turístico.

Las micro, pequeña y medianas empresas turísticas se con-
vierten en un elemento estratégico para dar cumplimiento
al objetivo 12 del Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012,
el cual establece: “Hacer de México un país líder en la ac-
tividad turística a través de la diversificación de sus mer-
cados, productos y destinos, así como del fomento a la

competitividad de las empresas del sector de forma que
brinden un servicio de calidad internacional”.

El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 establece que
para convertir a México en un país líder en el sector turis-
mo y aumentar para 2012 en 35 por ciento la cantidad de
turistas internacionales es necesario realizar las siguientes

• Estrategia 12.1.: Hacer del turismo una prioridad nacio-
nal para generar inversiones, empleos y combatir la pobre-
za, en las zonas con atractivos turísticos competitivos. Cre-
ar condiciones de certeza jurídica para las nuevas
inversiones en los destinos turísticos del país, así como ac-
ciones para consolidar las existentes. La política turística
considerará programas de desarrollo de una amplia gama
de servicios turísticos, incluyendo turismo de naturaleza,
turismo rural y turismo de aventura, con la participación de
las secretarías y organismos del gobierno federal que apo-
yan proyectos de desarrollo turístico en las zonas rurales e
indígenas. En este proceso se deberá hacer converger pro-
gramas como el financiamiento y capacitación a micro, pe-
queña y medianas empresas turísticas.

• Estrategia 12.2.: Mejorar sustancialmente la competi-
tividad y diversificación de la oferta turística nacional,
garantizando un desarrollo turístico sustentable y el or-
denamiento territorial integral. Orientar los esfuerzos de
la política turística y de las actividades de las entidades
públicas del gobierno federal que incidan directa o indi-
rectamente en el desarrollo del turismo hacia la compe-
titividad nacional e internacional de las empresas, pro-
ductos, y atractivos turísticos del país, en un marco de
sustentabilidad económica y social y coordinación con
el sector privado.

• Estrategia 12.3.: Desarrollar programas para promover
la calidad de los servicios turísticos y la satisfacción y
seguridad del turista. Desarrollar programas de promo-
ción en los mercados y segmentos turísticos de mayor
rentabilidad fortaleciendo los programas de informa-
ción, asistencia y seguridad al turista.

La importancia que representa la actividad turística para el
país se ve reflejada como instrumento de transformación y
de mejora en la calidad de vida de los mexicanos, así como
motor de crecimiento y desarrollo del país. Es necesario
promover y fomentar el fortalecimiento, la profesionaliza-
ción y certificación de las micro, pequeñas y medianas em-
presas turísticas del país, para mejorar su operación y ac-
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tualización lo que propiciará mejores niveles de calidad en
los servicios turísticos y mayor rentabilidad.

La globalización obliga al sector turismo a generar condi-
ciones que permitan que nuestro país ocupe una mejor po-
sición en materia de competitividad. Por la importancia
que representa la actividad turística en el país, la Secretaría
de Turismo, consciente de que la mayoría de las empresas
turísticas de México son micro, pequeñas y medianas
(Mipyme), determinó diseñar un programa que impacta de
manera clara y eficiente en la gestión de las Mipyme turísti-
cas, a fin de que mejoren sus resultados, generen más y me-
jores empleos, brinden servicios de calidad a los turistas y
propicien el desarrollo de una cultura de la mejora continua.

El Programa de Calidad Moderniza es uno de capacitación
que facilita a las Mipyme incorporar a su forma de operar
herramientas efectivas y prácticas administrativas moder-
nas, que les permitan mejorar la satisfacción de sus clien-
tes, mejorar el desempeño de su personal, mejorar el con-
trol del negocio, disminuir los desperdicios e incrementar
su rentabilidad con el fin de hacer más competitiva a la em-
presa para que pueda ofrecer servicios de calidad a los tu-
ristas y propiciar el desarrollo de una cultura de mejora
continua.

Considero de suma importancia que la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Media-
na Empresa reconozca expresamente la importancia del
sector turístico en el desarrollo de acciones que permitan a
la micro, pequeña y mediana empresa turística incrementar
su competitividad.

Estimo necesario promover la participación del sector tu-
rístico para facilitar a la micro, pequeña y mediana empre-
sa el acceso a los programas sectoriales que ofrezcan las
herramientas necesarias para el desarrollo del sector turís-
tico del país.

Por las consideraciones expuestas, me permito presentar a
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa

Único. Se reforman los artículos 2o. y 6o., así como la
fracción II del artículo 13, de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

…

La Secretaría de Economía establecerá entre los sectores de
relevancia al sector turístico, para el desarrollo de acciones
que permitan a la micro, pequeña y mediana empresa tu-
rística incrementar su competitividad.

Artículo 6o. La Secretaría, en el ámbito de su competen-
cia, promoverá la participación de los sectores para facili-
tar a las Mipyme el acceso a programas previstos en la pre-
sente ley. De igual manera promoverá la participación del
sector turístico en el desarrollo de acciones que permitan
las Mipyme turísticas mejorar su desempeño.

Artículo 13. …

I. …

II. La celebración de acuerdos con las dependencias y
entidades de la administración pública federal, las enti-
dades federativas, el Distrito Federal, los municipios o
grupos de municipios, para una promoción coordinada
de las acciones de fomento para la competitividad de las
Mipyme, que desarrollen las propuestas regionales y la
concurrencia de programas y proyectos, en relevancia
con el desarrollo del sector turístico;

III. a V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2011.—
Diputado Carlos Manuel Joaquín González (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Economía para dictamen.
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